

w 'i ‘ L" 


EL GOBIERNO ESPANOL 

tn il-S BCLACIOKES 

GOR LA SARTA SEDE. 


Digitized by Google 



EL GOBIERNO ESPAÑOL 

en 90S rdacMiu» oou 

LA SANTA SEDE. 

COUCCIIW 


nr. w« DncrjfrKTWi onmAi*Ts <¡rE sü «an nmtiiCAW» aates t wsptrs »ei. 
noMnniCATo jie las nix\cioM3 cathe España t roma, precepipa 

PEL TESTO LITERAL PEL ÉLTIMO OOSCORPATO T PE A*A1U0S ARTÍOEXOS 
CSCIUPOS SOCHE ESTAS MATERIAS -ES 


LA HEGIINERACIOBI 


D. JOSÉ CANGA ARGUELLES. 



MADTim: 


•|Sn>UEXT.\ PE lA BEGZXÉnACinN, CALLE PE GRAAINA, IflM. 21. 



I8!>6. 


Digitized by Google 


Digitized by Google 



no ix: 


Esta e$ la segunda ves que tenemos la señalada honra de 
ofrecer humüdemerúe á los Pies de Vuestra Santidad el pobre 
fruto de nuestros modestos trabajos, encaminados siempre á 
procurar el bien de la Jleligion Santa de Jesucristo. 

Dignaos acoger, B. P., el presente libro con la misma pater- 
nal benevolencia que nos dispensasteis al recibir la Historia df« 
lA base 2.* DE tA niTUBA CousnTDCioR DE EIspaña; y vuestra in- 
agotable bortdad servirá de estimulo para acrecentar la fe que la 
misericordia de Dios ha depositado en nuestros corazones. 


Puestos con reverencia á los Sagrados Pies de Vuestra San- 
tidad, imploran su Jpostóliea bendición sus humildes hijos. 



Lo» Redactóte» «te La RzccNEfiACioi, y en »u iionibi'r 
El Director, 


fí<A. 


é 


\ 
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INTRODUCCION. 


f’úm traHskris per aqu(u Urum ero, et 
/fumino non onerient te: r¿#n ombulavcrU in 
iqne, fM>n rotAOurcrú, et fíam$na non ardebit. 
in te. 

(IkaJíC, cap. txiit. 2.) 

Faci/iuj cst so/em CT/ingui guam Scc/emot 
dcterí. 

(Chrysoüt., in cap. 

« Armatla la ]gl<sU con la razón y el amos-, 
jMMlrácoii i-lla? |Mrcd!>o dujarla li- 
»hre, protegerla, ó pcn^cguírla. 

•Libre, defiplegari sus recurso*, y poco á 
•pi>co lo irá llenando todo. Y entonces los 
tprínci|)cs U'ndrnn que elegir entre proteger- 
ala ú pei'Segulrla. 

•Si la Iglesia cs prolegida como en lienipí» 
*<le Constantino, en ima fuerza añadida á otra 
•fuerza. Si, por el contrario, se U persigue, 
suaeen los mártires. • 

(CoMP. DK Lac.) 


¿Queréis conocer cuáles son, en los liempos modernos, 
los liempos de angustia y de dolor para la tierna Esjwsa 
dcl Cordero Inmaculado ? • 

Pues abrid la historia por aquellas páginas que guar- 
dan escritas las fechas revolucionarias. 

Allí donde el hombre ó los pueblos se levantan pro- 
clamando un derecho é invocando la libertad , allí se en- 
cuentra una herida que cl hombre ó los pueblos causan á 
la que es por esceleneia única dispensadora de todos los 
derechos y de todas los libertades. 

Ni un solo ejemplo podría citarse en contra de esta 
exacta y dolorosa apreciación ; pues lo mismo en Fniticia 


vm 


i)iiccn Iiiglalcrra, y en Portugal como en Es|x«ña, las 
revoluciones en el orden poliüco y los sufriinienlos para 
la Iglesia son siempre hechos correlativos, y que tienen 
una fatal pero necesaria coexistencia. 

¡Misteriosa, á la vez que elocuente enseñanza de la sa- 
hiduria de Dios!! 

Cada periodo revolucionario marca una aspiración in- 
sensata del orgullo humano, el cual pretende llegar en su 
locura, sin el auxilio divino, allémiinode una felicidad ima- 
ginaria. 

Por eso acontece qiw en el momento en que el hom- 
bre cree que con su vista de miope va á abarcar lo iniinito, 
siente aumentarse la oscuridad que le rodea. 

Juzga que anda hacia adelante, y retrocede. 

Dejando las citas de paises lejanos, y contrayéndonos 
á España, ¿qué es lo que aqui ha ocurrido en todos los 
sacudimientos, á cuyo impulso se liaba el desarrollo de 
nuestra prosperidad? 

Recórranselos anales del siglo, y en ellos seobserva- 
ri> com|>rolxida la verdad de lo que establecemos. 

A cada revolución política corresponde una larga serie 
de ataques contra la Iglesia. 

A la esposicion que los procuradores del reino elevaron 
á la Reina Golsernadora pidiendo, como dice un historiador 
moderno, la tabla de derechos, habían precedido las h 9 rri- 
hlcs escenas del incendio do los monasterios y de la ma- 
tanza de los fraíes. 

En el año de 1835 se suprime la Compañía do Jesús: esa 
urden minea bastantemente admirada, y cuyos servicios 
al catolicismo escoden quiziís a las letras que en su 
daño han escrito los enemigos de la Religión. 

Cámbianse las influencias que dirigían los negocios pú- 
blicos, y aparece un decreto suprimiendo los conventos y 
declarando déla nación las projiiedades que legítimamente 
poscian. 

Poco tiempo desiñics se almlió el iliczmo. 
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Y siguiendo esc camino , llegó la época en la que, 
dominando en el poder ideas mas conservadoras, se pu- 
blicó un convenio, arreglando las sensibles disidencias 
que Icnian ú España separada del Sumo Ponlificc. 

Pero aquella solución, tan en annonia con los instintos 
católicos de nuestra patria, no debia ser sino transitoria. 

Los vientos revolucionarios se calmaban para soplar 
luego con mayor ímpetu y estruendo. 

En pos de once años de paz , vino un nuevo trastorno, 
que, iniciado bajo los nombres obligados de libertad y de 
progreso, puso en inminente riesgo las ba.ses mas sólidas 
de la existencia política del pueblo español. 


Y la monarquía y la Relision prosiguen hoy viviendo 
en continua zozobra y sobresalto. 

¡Nuestras relaciones con Roma están rotas!! 

¿Negará nadie el intimo enlace que existe entre ese 
estado, por lo que respecta á la situación religiosa de Es- 
paña , y el estado verdaderamente progresista en que se 
halla colocada? 

¿Por qué hemos venido á él? 

¿Quién es el responsable de sus runeslisimas consc- . 
cu encías? 

Hé ahí dos preguntas á que se podrá responder sin 
vacilación luego que se hayan leído y estudiado los do- 
cumentos que forman la presente obra, dada á luz con 
objeto de satisfacer la necesidad de que ahora, como en 
el porvenir, pueda apreciarse bien una cuestión de natu- 
ralczji eminentemente grav*. 

Es una ¡mlémica solemne, que sostiene la verdad contra 
el error , y en la ciwl son sustentadores el Sumo Pontífice 
por una parle, y el gobierno progresista de España por otra. 

Dentro de sus liitiitcs se hallan todas y cada una de 
los per|icluas cuestiones que pro|K>nc la soberbia del hom- 
bre contra la sabiduría del Verbo. 

.\préstensc, pues, las inteligencias (itic reciben los pu- 
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risimos rcsi>l:imlür>ís de la fe, á ver cómo se dilucidan los 
puntos que ofrecen mayor importancia para el bien o el 
mal de las asociaciones temporales. 

El gobierno de España es el que arguye, y Pió IX 
quien rcsixwde. 

iSení menester que nosotros, desde el modestísimo 
lugar que ocupamos, anlici|X!mos dónde está entre tos 
contendientes la verdad que se busca? 

Pensamos que semejante trabajo seria de todo punto 
inútil y escusado. 

Diremos, sin embargo, algunas palabras, no sobre el 
deUille de las varias materias eon tro vertidas, sino sobre 
el espíritu ejue se desprende de la naturaleza y carácter 
de la contienda. 

Cuando los pueblos luchan, como cierta parte de Es- 
paña ha luchado en la ocasión presente, contra el Jefe es- 
piritual de la Iglesia, vese siempre la triste renovación de 
aquel acto de insensata rcbcldia, consumado en el princi- 
pio de los tiempos por la dolorosa flaqueza de nuestros 
primeros padres. 

¿Por qué se precipitó el mundo antiguo en los abismos 
de la mas espantosa degr.adacion? 

Responda el hombre que, rechazando el auxilio de 
Dios, y dócil ú los consejos de Satanás, quiso marchar con 
sus propias fuerzas á través de las tenebrosas regiones 
del error y de la duda. 

La Iglesia sacó al mundo del caos en que le hablan 
sepultado la ignorancia y la perversidad humanas. 

\ semejanza de la columnavde fuego que guió á los is- 
raelitas en el <lcsicrlo, asi la lglo.sia fue erigida por su di- 
vino Fundador para mostrarnos con sus brillantes fulgores 
la sonda de la salvación cierna. 

Peni en el siglo xvi resonó otra vez el grito rc- 
Ixildc que llamaba á la razón á su pretendida sobe- 
ranía , y hé aipii que aun estamos bajo el desolador 
imperio .de lo que cu contraposición á la fe ha dado 
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en Ilninarsc con el nombre vano de csqriritu 

Guerra re i„a criatiira contra su Criador. 

Tal es, bajo una nueva foniia, lo que presencian lodos 
tuanlos asisten á las grandes revoluciones que vieneiv 
cnlazí'uidosc sin interrupción desde la célebre protesta de 
la Dieta de Si)ira. 

Y de nada sirven las elocuentes lecciones de la es- 
|)eriencia; porque aquellos que todavía sustentan la omni- 
potencia de la razón, no retroceden. 

|Hasla llegan los infelices á predecir la cercana muer- 
te del poder que tiene asiento en la Silla del Pescador! 

Nada les importa que á todas horas se les presenten 
delante de sus ojos los venenosos frutos de sus saUinicas 
doctrinas: nada tampoco les arguye el conlemfdar que, 
como resultado de la ausencia de los principios de fe y 
de autoridad, los maestros de la escuela solo acertaron á 
fcíbricar el mas intrincado de los laberintos. 

EIntrad en casa del barón de Holbach, dice Luis Blanc, 
y observareis que ninguno de sus compañeros está de 
acuerdo entre sí, ni sobre Dios, ni sobre la moral, ni so- 
bro el libre albedrío, ni sobre el alma. Diderol declama 
contra el Dios de los fanáticos; Frcrel considera á la Di- 
vinidad como un fantasma de nuestra imaginación. La 
espiritualidad del alma la coloca Helvecio entre el nú- 
mero de las hipótesis , y |xira D’Alemberl la metafísica 
no es sino un dédalo de conjeturas, y dcclaiTi que en esas 
tinieblas solo encuentra racional.el escepticismo. 

Pero lodo es inútil, y nuestros filósofos racionalistas 
redoblan los gol[)Cs para apagar la celestial antorcha que 
desde Doma esparce su luz por la redondez de la lierni, 

¡Emiircsa temeraria!... porque peleando contra la 
Iglesia, pelean contra Dios. 

Y ¿quién, quién que no delire puede temer por Dios en 
esc duelo á muerte á que le provoca la impiedad de nucs- 
Uüs dias? 

Ucgocijémonos,* [)ucs, y (pie la seguridad del triunfo 
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jlcvuclva ú los corazones católicos la ealim perdida. 

Muchas son las tribulaciones por que hemos pasado, y 
quizits nos aguardan aun otras mayores. Mas no dclK> 
hallarse muy distante el día de las grandes soiociones. 

Aspirar á fundar un |xicblo sin religión , es lo mismo 
que pretender edificar una ciudad en el aire. 

Por eso este desorden moral, que agita á las socieda- 
des modernas, tiene que desaparecer, y desde esc mo- 
mento no volverán á reproducirse con tanta frecuen- 
cia las polémicas entre los que se llaman hijos de la Igle- 
sia , y la que coDStantcmcDte ha sido y será su cariñosa 
madre. 

Eniooces, y solo enlonocs, se contprcnderán las incal- 
culables ventajas que hitbrán de seguirse de que el espi- 
rito que engendra la verdad ealólica lo vivifique y lo do- 
mine todo, gobierno, leyes y costumbres. 
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ARTICILOS PIBLICADOS EN LA REGENERACION. 


NUEVAS AMARGURAS. 


(21 de julk) 1S^5.) / 


l’oaQUB amamos con amor entrañable á nuestra patria; 

Porque padecemos con lo que ella padece, así como gozamos 
uon lo que día goza: 

Porque quisiéramos verla enaltecida y ocupando entre los 
pueblos de Europa un lugar eminente y distinguido ; por eso se 
cubre hoy de luto nuestra alma y se llena nuestro corazón de 
profunda amargura. 

La España católica , el país á quien cupo la señaladislina 
merced de recibir en su suelo, apenas anunciada al mundo, la 
palabra del Hijo de Dios; la nación heroica que escribió con la 
sangre de sus hijos aquella historia que principia en Covadonga 
y concluye en los muros de Granada, ha vuelto á romper los es- 
treclms vínculos con que estaba unida á la Silla apostólica, donde 
tiene su asiento el Jefe de la cristiandad. 

Anteayer cumplia el año la revolución que se hiciera en ISñt, 
proclamando los nombres de ¡ibertad y progreso, y anteayer 
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fue cnando se vorificii la retirada del deleerado poiilifieio, dandi > 
asi la señal que nos anuncia que es ya un hecho consumado el 
rompimiento de nuestras relaciones con Roma, 

¡Ria de solemne tristeza para la Iplesia!! 

¡Ria de dolores acerbos para lodos cuantos fian la ventura de 
España al inHaje salvador de las verdades caóticas!? 

¿Y en qué ocasión se realiza tan deplorabilísimo suceso? 

Precisamcnle al mismo ticni|X) en que el (gobierno recurre á 
la oración p.ara alcanzar dcl ciclo frracia y misericordia, para 
que nos libre de la consternación que producen los cstrag-os de 
la peste. 

¡Estrella fatal de aquellos que, profesando ideas que apelli- 
dan libres y eirilizadoras, no alcanzan nunca á armonizar la li- 
bertad y la civilización con el catolicismo! 

Pero en vano nos molc.slariamos si prosiguiésemos en este 
érden de consider.aciones, que ni lian de ser leídas, ni mucho 
monos mcdiladas [xir los que tienen hoy ;1 su cargo la goberna- 
ción dcl Estado. 

ha revolución levantó desde el primer día su brazo amenaza 
dor y boslil á la Iglesia. 

La revolución inspiró los .actos depresivos para el clero. 

l«a revolución dictó las disposiciones con que .so amenguanm 
los atributos de la dignidad episcopal. 

La revolución dio su espíritu á los que apellidaron, desde un 
recinto respetable, estranjero á aquel que no tiene jwtria porque 
es el P.adrc de todos los cristianos. 

La revolución acon.sejó el destierro de los Prelados, el proce- 
dimicnlo criminal contra un jieriódico c.alólico por haber dado 
cabid.a en sus columnas á la Rula que enallccia á María decla- 
rando su ínmaculaila pureza, el decreto sobre la suspensión de 
■ irdcnes sagradas, la cspulsion de los Jesuítas de Loyola. 

La revolución, en fin, ha sido la que uno por uno ha hecho 
¡icdazos lodos los artículos del solemne tratado que había pucwto 
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fin á las imadas discordias enlre nuestro gobierno y el gobierno 
de la Santa Sede. 

Es, pues, indudable que la revolución ha triunfado. 

Preparando primero y provocando después la salida del que 
representaba en España al Sunvo Pontifico, la revolución ha 
vencido. 

Pero ¿y el i>ais? 

El pais Ira perdido. 

Nosotros nos lisonjeamos de ser en este momento eco fiel de 
sus sentimientos. 

Nuestro dolor es el suyo, y . suyas son también las lágrimas 
qua vierten nuestros ojos contemplando las nuevas oscuridades 
con que se cubren los horizontes de nuestra querida patria. 

El rompimiento con Roma no es el rompimiento con una na- 
ción csiraña. 

Roma es la ciudad Eterna y el lugar donde reside el repre- 
sentante de la unidad católica. 
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ACTOS QUE HAN PRECEDIDO A LA RETIRADA 
DEL NUNCIO DE SU SANTIDAD. 


■ '■ 1 ) 

(S dt igocto d* 18S&.) 


El rompimiento de nuestras relaciones amistosas con la San- 
ta Sede se ha consumado. 

Ya van trascurridos bastantes dias desde que abandonó la 
corte monseñor Franchi, y todavía no se ha publicado un solo 
documento oficial que revele al pueblo español las causas que 
han producido un acto de tanta importancia y trascendencia. 

Mase anunciado, es cierto , un Uemorandum para satisfacer 
esa necesidad; pero el tiempo pasa, y el silencio no se rompe. 

No espondremos en esta ocasión las consideraciones que se 
desprenden del sensible y doloroso rompimiento , fruto necesa- 
rio de las doctrinas qne triunfaron en las barricadas de 1854. 

¿Por quó razón, podríamos pre^ntar, es siempre hostil á la 
Iglesia el m.ando del partido progresista? ■ 

¿Por qué cuando él gobierna se rompen los vínculos de amor 
que nnen é España con el Sumo Pontífice. ' ! 

¿Por qué bajo su dominación se quedan huérfanas las igle- 
sias, y hay Obispos en el destierro; y sacerdotes perse- 
guidos? ' 

3 
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¿Por qué, en fin, cuando ese partido impera sufre y padece 
el principio católico, por mas que á esc principio deban su vida 
las naciones europeas , su desarrollo la civilización y sus con- 
quistas el verdadero progreso? 

Si hablésemos de examinar todas las cuestiones que van en- 
vueltas en estas preguntas, estatiamos en nuestro terreno; pero 
nos apartaríamos del fin que ros proponemos. 

Antes de dilucidar ni resolver otras cuestiones , conviene 
que el pais conozca los hechos que han precedido á la ruptura 
con Roma. 

üc ese modo estará en aptitud de juzgar con acierto , y de 
poder dar la razón á quien la tenga. 

Antes, sin embargo, de trascribir el catálogo de sucesos re- 
lativos al asunto que nos ocupa , debemos hacer una aclaración 
importantísima. 

La discordia suscitada no puede jamás formularse como una 
locha trabada entre el pueblo español y el Jefe espiritual de la 
íglejiia. 

Toda la responsabilidad de esta discordia pertenece esclusi- 
vamoute al gobierno y á los hombres que han podido influir en 
ella con el carácter de diputados constituyentes. 

Y la prueba es muy clara. 

La Asamblea propuso y el gobierno aprobó la base 2.* de 
la ley fundamental del Estado. 

¿Qué hicieron los pueblos? Apresurarse á suscribir reveren- 
tes y sentidas e-sposiciones en defensa de la unidad católica ; y 
todos , sin escepcion de uno solo, habrian representado , si la 
Asamblea y el gobierno no hubiesen prohibido terminante- 
meatc el ejercicio del derecho de petición. 

Propuso la Asamblea, y el gobierno resolvió el destierro de 
algunos Prelados. 

- iQ*>á htcieroa los puebloa? • i . ^ 

Respondan Cádiz, y Jerez de la Frontera, y las demas po- 
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blacioncs que acudieron presurosas á tributar los homenajes de 
su respeto y adhesión al ilustre proscrito de Osma. 

Es, pues, evidente que, sise ha de, apreciar con exactitud 
este deplorable aconleeimiento, hay que distipj^ulr bien la par- 
ticipación que en di han tenido la Heina, .la naoton y el go- 
bierno. 

Solo así podrá juzgarse con imparcialidad. 

Solo así podrá la historia pronunciar un fallo recto y cotí- 
cienzudo. 

INFRACCIOJÍES DEL CONCORDATO DE 1851. 

!.■ La infracción del art. 1.®, que está contenida en la 2.'‘ 
base de la Constitución. 

2. * La infracción del art. 2.°, por los decretos relativos á 
Seminarios conciliares. 

3. ^ La del mismo articulo, por los impedimentos puestos á 
la intervención eclesiástica en las escuelas públicas. 

4. * La del art. 3.®, por las famosas circulares espedidas en 10 
de agosto último por el Sr. Alonso. 

5. * La del art. 4.®, por la supresión de la colación de ór- 
denes. 

6. * La del mismo artículo, por el decreto de 6 de febrero so- 
bre capellanías colativas de patronato de sangre. 

7. “ La del art. 26, por la suspensión de provisión de cu- ■ 
ratos. 

8. ^ La del art. 29, por la espulsíon de los jesuítas de Lo- 
yola. 

9. ^* La del mismo artículo, por la prohibición de admitir no- 
vicias. 

_ 10. La de ios artículos 31, 32, 33, 34 y 35, por el descuento 
hecho en la ley de presupuestos á las consignaciones eclesiás- 
ticas. . 
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lí. La del arl. 38, por la ley de dcsainnrlizacion, que dis- 
pone de los bienes que allí se destinan al culío y clero. 

12. La del arl. 40, ix)r la misnw ley, que desconoce la pro- 
piedad de la Iglesia. 

13. La del arl. 41, por la misma ley, que niega & la Iglesia 
la facultad de adquirir y poseer. 

14. La del mismo artículo, por el restablecimiento de la ley 
de capellanías de 1841. 

15. La del arl. 43, por la instrucción circulada por el minis- 
tro de Hacienda para el cumplimiento de la ley de desamorti- 
zación, y según la que se priva al clero de la administración de 
sus bienes. 

HOSmiDAB COXTRA LA IGLESIA Y SUS MIKISTROS. 

1. " El destierro impuesto arbitrariamente, y sin formación 
de causa, al lllmo. Sr. Obispo de Barcelona. 

2. ® La deportación arbitraria á que el gobierno ha conde- 
nado por sí, y sin formación de causa, al lllmo. Sr. Obispo de 
üsma. 

3. ® El violento embarque y deportación á que ha sido arbi- 
triuiaincnte condenado el lllmo. Sr. Obispo de Urgel por el ca- 
pitán general de Cataluña. 

4. " La violenta y arbitraria medida de destierro lomada por 
el gobernador de Cáccrcs contra el lllmo. Sr. Obispo de Pia- 
sen cia. 

5. ® La circular, rigurosamente cumplimentada, del gober- 
nador de Tarragona, arrestando á disposición de los alcaldes 
ú todos los eclesiásticos residentes en la provincia. 

ti.® La real orden circular del Sr. Aguirre declarando sos- 
pechosos á un gran número de curas párrocos del rcino¡ y dic- 
tando tiránicamente disposiciones contra ellos. 

7.® La persecución de nuestro colega El Católico por ha- 
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ber insertado la Bula dogmática de la Inmaculada Coneep- 
cion. 

8. ° Los términos del real decreto en que se dióel^oseála 
misma'. 

9. “ Las herejías de la Gaceta de Madrid. 

10. Las herejías del Sr. Batllés y otros compañeros suyos. 

11. Las risas contra los mas santos misterios de la Religión, 
repetidas en sitio y ocasión soleinncs. 

12. Los discursos de los diputados librecultistas. 

13. Los discursos del Sr. Aguirre cuando era ministro do 
Gracia y Justicia, y llamaba al Papa, tratándose de la Bula dog- 
mática, monarca estranjero, y no sabia decir de improviso si el 
Concordato era ley del reino. 

14. Los discursos del Sr. Madoz cuando era ministro de 
Hacienda, y se hacia aplaudir por sus arrogantes é inconve- 
nientes palabras contra los derechos de la Santa Sede. 

15. Los discursos del Sr. Escosura cuando también adqui- 
ria aplausos porque llamaba verdugos y facciosos á los venera- 
bles Obispos españoles. 

16. Los artículos de los periódicos ministeriales, en que 
comparaban á una junta de jitanos la reunión de los Obispos en 
Roma. 

17. Los artículos de los mismos cuando defendíanla liber- 
tad de cultos. 

18. Los artículos cuando hablaban de la santa reliquia de 
San Félix. 

19. Loa ídem idem cuando describían el culto religioso de 
las iglesias protestantes, y lo reputaban mas digno que el ca- 
tólico. 

20. La supmion de la comunidad de monjes del Es- 
corial. 

21. El desprecio y desestimación de las esposiciones de to- 
do el episcopado acerca de la base 2.*, de la desamortiza* 
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cioii, dcl arreglo parroquia) , de los destierros de los Prela- 
dos, ele., etc. 

, A . ■ tf • I 

22. El aprecio con que fue acogido el folleto que impugna* 

)>a la definición dogmática de la Concepción inmaculada de la 

1 > (• ' 'il 'I ' 

\ irgen Mana. 

23. Los violentos procedimientos de que han sido' objeto el 
Prelado y sacerdotes de la diócesi de Coria. 

■ *1-* iT -i ’ * 

No pretendemos haber hecho un cuadro completo. 

Basta, no obstante, lo que dejamos consignado para termi- 

I • < II ' 

nar, oscilando á todos los que en la prensa acusan y censuran 
al Sumo Pontífice, para que manifiesten si puede atribuirse á 
Su Santidad la ruptura de sus relaciones con España. ^ 

Tampoco podrán sostener, si repasan ese catálogo de he- 

I** . ^ ^ 

chos ciertos c históricos, que no el celo por la conservación de 
la' iglesia, y sí el apego á' los intereses mundanales, es lo que 
ha causado el rompimiento. ^ _ 

Hablamos sin pasión; ios principios del ^rtido progresista, 
sus tendencias, la ralalidad que ciega á sus gobiernos,' hán sido 
esta vez, como lo han sido^ en la última ¿poca ie su (ñando, el 
motivo único y 'eáciusivo de los disturbios que han sobrevenido 

;> ei'i|. I . , •. ‘ r> 

u la Iglesia. 

¡Triste condición la de ese partido, que, atribuyéndose el 
encargo de dar libertad á los' pueblos, no llega á compren- 
der que jamás serán libres si no se ponen al amparo de la que 
es en la tierra depositaría fiel de las grandes verdades á las 

/ll >' Ol ' 

cuales debe su civilización el mundo! 

I 'iiuii^te' nw'-r-'ii .inbi mibl" «si • •'! 

-tí i.'- i. • .-il.-jirt iTt "I ' f.InsV 


.1 • v.U'i. i.t (l> n.’4>'’iqi'a s-t 

,.j. ,r.) ,i<v .( ▼ ei~'’q*^b 13 -te 

■•i: • !> '.t; -H* rl ■ ''IB >.l>Bi¡oo»¡.(« l'i !• 
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EL GOHmifO ESPAÑOL ANTE LAS NAGIONf^ 


CATÓLICAS. 

• ! 1 



(10 de agosto de tS55.) 


.• l 


■ .1 

«No teme, pnc;!i, el f^obieroo do U 
ftRciiia que se n>mpore sii conduct^ 
scon la condocta de la 8atita Sede; 
»no duda en sonu*ler, cunto hoy so- 
nmcte, sus disidencias con la sanU 
«Sede al Callo imparcíAl de las na» 
Mcionov calúUeus.» 

(Pa/fl6rcw .Venw)rOflí/um.) 


1 . ■ 

.-I 


A pesar de nuestro anunciado propósito de no analizar loé 
importantísimos documentos que han visto la luz en el órfdné 
ofleial con motivo del rompimiento de nnestras relaciones diplo- 
máticas eon la Santa Sede hasta tanto que se hubiese dado igual 
publicidad á todos cuantos existen relativos al mismo asunto, el 
cardetér que va ttánáhdlU este grave negocio exige ^a no de- 
ntoremos ¡mr mas tieihpo el emitir aoerea de ól nnésira opinSott 
humildisima. ■''' • • l ' - 1 «i 

• ' Bifieilmente a» ptéaenlarán otras éircunshmeias en que seá 
tan critica la posidon Aet esierilor que protbsa coíno norte de su 
conducta el amor é la vetdad f á ta lodependeitciB. ' ' ' * 

Porque já cuál de las dos partes que oontiendCtt h^biumos 
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de inclinamos, sin que salga lasUnudo uno de los objetos que 
mas venera el hombre probo y de intenciones rectas? 

De un lado está en la cuestión presente el gobierno, de nues- 
tra patria. 

Del otro se encuentra el Sumo Pontífice, soberano absoluto 
de todos los que rinden culto á la Religioa verdadera de 
Jesucristo. 

A ambos quisiéramos satisfacer con nuestras apreciaciones. 

Diéramos nuestra vida porque jamás hubiese surgido disputa 
ó desavenencia entre esas dos potestades, sin cuyo acuerdo es 
imposible la ventura de los pueblos. Por conseguirlo hemos tra- 
bajado con afiin, y todo lo que sabíamos y todo lo que podíamos, 
lodo lo pusimos ai servicio de ese propásito altamente liberal j 
patriótico. 

¡Que no se rompan los laxos de amor con que España ha es- 
tado siempre unida al Jefe espiritual de la Iglesia!! 

Ese fue el grito que ha salido constántemenle de nuestros 
corazones; ese el objeto preferente de nuestra publicación; esc el 
tema constante de nuestros escritos. 

Pero nadie nos escuchó, y hé aquí que los vencedores de ju- 
lio, caminando ciegos por el camino del error, se han precipita- 
do en el abismo de donde quiso alejarlos, aunque en vano, nues- 
tra voz leal y desapasionada. 

Sucediéronse uno tras otro mil y mil actos de tendencia hos- * 
til para la Iglesia; se atentó á la autoridad de sus ministros; so 
prodigaron las manifestaciones contrarias al espíritu del catoli- 
cismo, y después de haberse discutido en la Asamblea proposi- 
ciones inconvenientes; después de haber llevado ObUpos sd 
destierro; después de haber puesto á discusión la unidad reli- 
giosa; después de haber volado la desamortizacioa eclesiástica, 
se vino á parar, de consecuencia en coosecoencia, á la tristí- 
sima situación en que lioy nos encontramos: al. rompimiento 
con el Vicarie de Jesucristo. .•>..'..1 1 
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Y en eete esUdo, premunía el gobierno español: 

«I Dónde está la razón? 

B ¿ Es el Pontífice, ó el gobierno, quien ha delinquido? 
sAhi tenéis mi defensa; espero el fallo de las naciones cató- 
licas. B < 

Y á ese fin va encaminado el .tfemorandum. 

No vamos á examinarlo bajo su aspecto literario ni bajo se 
aspecto científico: en ambos conceptos nos parece que deja mo- 
chisiino que desear, y que merece, por lo tanto, la justa censura 
de los que han dtebo que, mas que un documento diplomático, 
parece el aléalo escrito por un abogado ram^on ante un juez 
de primera instancia. 

a£ot Obispos pueden hacer cuantos cUrigos sean necesarios 
pmra el cuito, cuantos del culto puedan mantenerse; pero no pue- 
den hacer clérigos ociosos, inútiles, misbrables.» 

Con esta sola cláusula bastará para apreciar la elevación de 
estilo y la propiedad castiza con que está redactado. 

• Pero repetimoe que no es en ese terreno donde queremos 
juzgarlo. 

iQaé valen Us faltas de incorrección y de mal uso del len- 
guaje, comparadas con las fallas de esencia, con aquellas que 
revelan la sinrazón de la causa qne se pretende defender? 

¿Qué imperta que el documento salido de nuestra canciOeriá 
de Estado carezca de ciencia, « abunda en acusaciones injustas 
7 en locucioaes inconvenienles y depresivas para nuestro cle- 
ro, pera nuestros Obispas y para el Sumo Pontífice? 

Considerado bajo este ponto de vista, no hay cñtien sufi- 
cientemente severa qoe ceruore como es debido los términos del 
Jf stn or and um. >■ - ' 

Lo probaremos. ' ' . . . > . 

iQtid es el Memorándum^ 

El mismo gobierno noe lo dice. ' ' 

Es la defensa que hace de sos actos un gobierno que no ha 
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dejado de $er por un Mh momento oatólieo, para qne comparen 
su conducta las naciones católicas con la conducta de la Santa 
Sede. 

Ahora bien: ¿convienen las palabras contenidas en o\' Memo- 
rándum á un gobierno que no ha dejado de ser por un tolo mo> 
mentó católico , hablando , 'como él habla, do la elevadisi- 
ma persona á quien reconocen por soberano todos los eaidlicos 
del universo? 

No: un gobierno que no ha dejado de ter por un tolo mo- 
mento eatólioo, no dice qne ia Santa Sede, cuando vindica tos 
santos fueros de la ReligTOQ, convierta tus eontrovertide eeomó^ 
micas g administrativas en cuestiones puramente religiotae. : ' 
No; un gobierno que no hadejad» de ter por un soli mo- 
mento católico, no atribuyelas reclamaciones del Pontífice cuan- 
do se queja de agravios patentes hechos á las personas y cosás 
eclesiásti<^, al deseo de eohd>ir poderosamente á los gobiernos, 
y de alarmar las conciesseiat de loe eúbditbe. 

No: un gobierno quenoha dejadodeeer por- wt tolo momen- 
to católico , no señala gratuitamente como causa única • del 
rompimiento, cuando el Sumo Pontífice exige la observancia de 
un tratado solemne, el ínteres que escita en la Sastta Sede la 
eonservaeion de los bienes materiaiet. 

No: un gobierno quenoha dejado de ser por im solo momen- 
to católico, no afirma, prescmdieDdo de las graves deouncids 
hechas por el Pontífice, de actos consumados contra cosas y 
personas religious, que solo le impele á romper con el gobier- 
no de España el cqtego d los interesee materiales y mundanos. 

No: un gobiemoqae no ha dejado de ser por un soto momento 
católico, no califica de hostiles y rebeldes á algunos Prelados qua, 
protestando respeto y sumisión á las autoridades constituidas, 
cumplieron sus deberes reclamando en la forma que juagaron 
mas oportuna contra varias de sus resolueioiiei. . ! 

Véase, pues, por qué es digno de toda reprobsicioa el Mtmo- 
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randum, y por qud no puede haber satisfecho ni aun á sus mis- 
mos autores, los cuales han demostrado, con las imputaciones y 
palabras que acabamos de consi^ar, lo contrario precisamente 
de aquello que se hablan propuesto. 

No hay medio: si la defensa escrita en el Memorándum es la 
defensa de un gobierno que se honra con el dictado de católico, 
era preciso que, al hablar del Jefe espiritual de la Iglesia, hablase 
el lenguaje de los católksos, que fuesesumiso y respetuoso, tanto 
como exige la altísima dignidad que rodea al que es para los ca- 
tólicos el representante de Dios en la tierra. 

Hacer lo contrarioha sido dar con el Memorándum una prue- 
ba mas á la Santa Sede de la indiferencia con que trata nuestro 
gobierno las cosas que miran con mayor veneración los que son 
hijos fieles de la Iglesia. 

En estos asuntos no caben los términos propuestos por los 
hombres que viven bajo el dominio funesto de la filosofía incré- 
dula c indiferentista. 

0 ser católicos, ó dejar de serlo. 

El dilema es inflexible. 

Pero hacer alarde do catolicismo, y revolverse contra los ob- 
jetos que ama y respeta y venera el católico, eso no se concibe, 
eso es impracticable, eso es absurdo. 

¿Cómo han de caber juntas en un mismo documento una pro- 
fesión de fe católica y unn serie de inculpaciones irreverentes al 
Jefe del catolicismo? 

Pues eso es lo que nosotros encontramos en el Memorándum, 
y esa es la razón que nos asiste para reprobar su espirito, que es 
de lo que nos habíamos propuesto ocupamos. 

Estamos seguros que ese seré taaabien el juicio Impardál de 
las naciones católicas ante las cuales ha comparecido el go- 
bierno do España para que resuelvan ' sobre su conducta en el 
rompimiento con la Santa Sede. 
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n. 



(17 de a^oito üc IS5&.) 


Emitimos ea el artículo anterior nuestra opinión acerca del 
espíritu del ¡itmorandum escrito por el gobierno para síncerar>- 
se de su conducta con el Sumo Pontífice. 

Ahora nos toca apreciar la j>rimera de las varias cuestiones 
de que se hace cargo: 

LA UNIDAD RELIGIOSA. 

Consignado en el articulo primero del último Concordato 
que la Religión católica apostólica romana, que, con esclusion 
de cualquiera otra, continuaba siendo la única de lanacion espa- 
ñola, se conservaría siempre en los dominios de S. M. Católica 
con lodos los derechos yprerogalivas de qae debe gozar según 
la ley de Dios y lo dispuesto por los sagrados cánones, ha debi- 
do creer la Santa Sede que se había (hilado á lo convenido, cuan- 
do vemos que el gobierno se defiende de no haber hecho nada 
contrario á esa unidad. 

Imposible parece que sea rormal el empeño de sostener se- 
mejante proposición. 

iQue el gobierno no ha lastimado los eimíenlos en que des- 
cansaba la fe inamovible y Iradieioiial de nuestras creencias!! 

¡Que la unidad católica se conserva inlactall 
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¡Que nnestra legislación de 1S55 es la misma en materias 
religiosas qne la que regia antes del movimiento revolucionario 
de 1854!! 

Esto dice el Memorándum, y, lo que es mas aun, lo que se 
pretende demostrar en él ante las naciones católicas del mundo, 
con el auxilio de una argumentación miserable y sofistica. 

¿Dónde estamos? 

¿Es que el gobierno Im perdido la memoria, ó es que ha 
crcido hablar á gentes ignorantes de los sucesos de nuestra 
historia contemporánea? 

Lo hemos dicho ya, y lo repetimos ahora: comprendemos las 
situaciones radicales en donde .solo hay negaciones ó añrma- 
eiones absolutas. 

Pueden existir, y existen por desgracia, quienes sustenten la 
incompatibilidad del dominio católico con el desarrollo de cier- 
tas ideas, á cuyo triunfo fian los progresos y los adelantamien- 
tos de la ciencia moderna. 

Nosotros hemos oido su predicación. 

Nosotros conocemos sus doctrinas. 

Nosotros los hemos escuchado en la tribuna, y los hemos 
leido en la prensa. 

«La unidad caláliea, han dicho, es sinónimodc infoigroneia, 
y el síirlo XIX rechaza lodo lo qne oprime y avasalla á la razón. 

uAbajo esa fórmula teocrática, producto de épocas de oscu- 
rantismo y tiranía. 

»La humanidad aspira á su emancipación : marcheñws, 
pues, á conquistar la libertad de cultos.» 

Los qne asi se espresan son por lo menos consecuentes, y 
ocupan una posición despejada. 

Pero los que, tendiendo con sus actos y sus palabras h.ácia 
esas mismas ideas de absoluto radicalismo, se detienen A medio 
camino y quieren probar que ellos son sinceramente católicos, y 
que nada han dicho ni hecho en daño de la unidad católica, es 
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to^ increíble y empresa reservada á los hombres salidos de esa 
escuela de absurdo eclecücismo, condenados i morir por efecto, 
de su nulidad é impotencia. 

¡Ellos, los autores de la base 2.° de la futura Constitución, 
defensores de la unidad reliepiosaü 

Viéndolo estamos, y no lo creemos. 

Mas toda vez que es así, y que en el Memorándum se aspira 
á probar que con la famosa base dio el gobierno un testimonio 
vivo de religiosidad y de fe, nosotros, para patentizar la sinra- 
zón del gobierno, demostraremos que no fue un testimonio de 
fe, sino una vergonzosa transacción con aquellos que .i cara des- 
cubierta estuvieron peleando por espacio de muchos dias para 
conseguir la libertad de cultos, y plantearla desde luego en 
nuestra patria. 

A los defensores del Memorándum nos dirigimos. 

Que nos contesten, si pueden. 

£1 gobierno ha propuesto este silogismo; o£l Sumo Pontiñee 
funda su rompimiento eon Espaha en las alteraciones introduci- 
das en la unidad católica; es así que esa unidad está intacta; 
luego al Sumo Pontífice le falla la razón.» 

Contra esc silogismo esponemos nosotros el siguiente; 

«El Sumo Pontífice funda su rompimiento con España en 
las alteraciones introducidas en la unidad católica ; es asi que 
esa unidad ha sido alterada ; luego el Sumo Pontífice tiene 
razón.» 

4 En que términos se presentó redactada por la comisión la 
l>ase 2.*? 

«La nación se obliga á mantener y |wotcger el culto y los 
ministros de la Religión católica, que profesan los españolea, 

nPero nbgvin español ni c8lrai\jero podrá ser perseguido 
civilmente por sus opiniones, mientras no las manifieste por ac- 
tos públicos contrarios á la Religión.» 

Asi escrita la base , y sin que todavía hubiese sufeido la 
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modiAcaicion que’ luego esperimentó, (be causa de que primero 
loe Obispos (que son maestroe en materias de fe) , y mas tarde 
los pueblos, acudiesen representando contra lo que, en sentir de 
unos y otroe, lastimaba. proTundanienle las arraigadas creencias 
en asunto de Religión de la nación española. 

¿Por qué tal alarma? ¿ Por qué aquellas representaciones pb- 
diendp la unidad, si la unidad no padecía ? 

¿Fue acaso que los Prelados y los pueblos se airaban como 
instrumentos de un partido, con ánimo de derrocar la revolución 
de julio? 

No: que entre las firmas de los representantes se hallaban 
confundidos los liombres de todos los partidos, y el moderado 
como el progresisla, el republicano como el monárquico, todos, 
absolutamente todos, unidos por un sentimiento común, airaban 
su voz para hacer solemne y pública protesta de su fe religiosa, 
para pedir á la Asamblea liberal de 1864 que en vez de su base 
pusiesen en la Constitución la base que escribieran los liberales 
congre.gados en Cádiz el año de 1S12. 

Sea, por lo tanto, este hecho histórico uno de los que hemos 
de alegar contra la conservación pretendida de la unidad católi- 
ca do España. 

¿Cuáles fueron las eruniettdas presentadas á la base 2.* por 
los que la juzgaron poco progresiva? 

En nombre de la democracia, y en nombre del partido pro- 
gresista, se sostuvieron enmiendas resueltamente librecultistas. 
Orense y los suyos dijeron: uLa ley gabastiza la libertao 

DE COBCIEKCIA Y DE CULTOS.» 

¿Y que contestó la comisión á las ideas avanzadas de la de- 
mocracia? 

Ahí está el discurso de uno de sus miembros mas autoriza- 
dos, y cuyas palabras tienen grande importancia para formar 
juicio en el asunto que nos ocupa. 

Después de haber dicho el Sr. Ruiz Pons «que ere una tira- 
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nin «1 pretender que el hombre no jmdiese adorar al Dio» que 
fórmate el símbolo de tus creencias, y que la intolenncia, 6 sea 
la unidad, había llevado en España á los hombres al quemadero,» 
el Sr. D. Martin de los Heros, lejos de principiar su discurso re- 
chazando las proposiciones del diputado demócrata, ¿cómo se 
eaprcaó? 

(lAntc todo, señores, sóame permitido felicitar á mi patria 
por haber llegado un tiempo en que sobre los puntos que no ha- 
ce muchos años parcelan mas peligrosos, se permite decir, pro^ 
ferir y asentar cuanto viene á la imaginación y se cree conve- 
niente. 

uAcomod.indo las palabras ú mi edad, que ya no es poca, 
empezaré por decir á su señoría que yo soy partidario de la li- 
bertad religiosa, n 

¿Tendía este discurso á conservar la unidad religiosa? 

¿Pudo firmar la base 2.* un diputado que tales creencias es- 
ponia sobre la tolerancia de cultos? 

Encarecemos á los sustentadores del Memorándum le nece- 
sidad de que nos contesten categóricamente. 

Pero no fue esto solo; no es en la esposicion de esto» actos, 
que podríamos acumular hasta un número prodigioso, donde es- 
tá la razón que combate la risible pretensión de que la base 2.* 
no alleró la unidad católica. 

- Eslendcriamos demasiado este articulo si hubiésemos de se- 
guir enumerando lodo cuanto ocurrió en aquellos célebres de- 
bates que terminaron en una sesión solemne á altas horas de la 
noche. 

Tenemos por fortuna tantos argumentos de que servimos, 
que bien podemos hacer gracia de la mayor parte á nuestros 
desgraciados adversarios. , 

¿Decís que la base dejó intacta la unidad? ' 

Pues esplicadnos estos hechos, y, si lo hacéis, nosotros mis- 
inos proclamaremos nuestra derrota. 
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Sinceramente posmdo de nna fe viva y de un amor entraña- 
ble á las verdades catóUeas, hubo en el Coni^^ieso un diputado 
ilustre, qne no vaciló en someter á aquella dolorosa discusión la 
espresion de sus convicciones cristianas. ' 

¿Os acordáis de la proposición que defendió el Sr. D. To- 
mós Jaén? 

Decía así: 

oLa nación se obliga á proteger y mantener con decoro y 
puntualidad el culto y loe ministros de la Religión católica 
apostólica romana, que es la del Estado, y la única que profe- 
san los españoles.» 

¿Quó pasó con esta enmienda esencialmente católica, y cuyo 
objeto preferente era salvar la unidad? 

¿Habéis olvidado lo que sucedió en su volacion? 

¿Quiénes fueron los que la favorecieron? ¿Quiénes loa que la 
negaron sus sufragios? 

Recorred la lista de las votaciones, y hallareis sus nombres. 

En ellas vereis votando H á solos 46 diputados, entre los 
que se cuentan el Sr. Ríos Rosas, miembro de la comisión de 
bases, y que abandonó la 2.*, en cuanto para resistir á loe 
librecultistas hubo que sacrificar aquel adverbio, salvaguardia 
de la jurisdicción espiritual de la Iglesia. 

En ellas vereis votando no á la grao mayoría de la Cámara, 
y confundidos entre los librecultistas declarados á los minis- 
tros, sin que faltase el señor duque de la Victoria, 
t Y esto, ¿qué prueba? 

¿Prueba que se caminaba á conservar la unidad? 

Pues noeseslo todo. 

Llegó la célebre é inolvidable noche del dia 1.‘ de marzo, y 
con ella el momento decisivo de resolver sobre el asunto objeto 
de tantos y tan interesantes debates. 

¿Quiénes votaron la base? 

¿A dónde se fueron los sustentadores de la libertad de cultos? 

3 
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; A dónde los sustenüidorcs de la unidad? 

Pues recordad que los que habían votado la enmienda de 
Jaén votaron contra la base. 

piles recordad que los que habían votado las enmiendas to^ 
lerantislas, votaron la base de la comisión; aquella base donde 
tuvieron cabida las ideas de libertad religiosa emitidas por el 
Sr. Meros; aquella base, causa de la censura unánime del epis- 
copado; aquella base, en fin, que arrancara un grito de dolor á 
todos los buenos católicos que. viven en el suelo español. 

¡Y habrá todavía quien sostenga, como se sostiene en el Me- 
morándum, que el gobierno ha conservado intacta la unidad! 

¡Y que nada se ha innovado, y que todo está como estaba en 
el Código |ienal, y en las Constituciones de 1S37 y 1845, y qne 
lo único que se ha hecho ha sido declarar, no permitidos, sino 
fu^ra de la acción de las leyes, los actos secretos contrarios 
á la Religión! 

No, y mil veces no. 

Eisa no es la verdad. 

Eso es obrar con falta do convicción. 

Eso es no tener franqueza. 

¿Hubieran volado los demócratas la base, si la base hubiese 
sido el statu quo en materias religiosas? 

¿Hubieran votado contra la base los qno apoyáronla enmien- 
da de Jaén, si la base hubiese propuesto nada mas ni nada me- 
nos que lo que ya estaba establecido? 

¿Habría sido preciso descartar do la ba.se el adverbio ciail- 
mente, si, manteniéndole, no hubiesen visto los individuos de la 
mayoría de la comisión el inminenle riesgo que coma su obra? 

Haya, pues, sinceridad, y acéptense los heciios como los 
hechos son en si; porque es locura querer borrar con sofismas y 
vana palabrería lo que ha CMrito la hislona y ha pasado ó 
nuestra vista. 

Nuestro silogismo está plena éiBfkxíblemente probado. 
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El Sumq Pontífice Tunda su rompimiento con España en las 
alteraciones introducidas en la unidad católica: es asi que esa 
unidad ha sido alterada; luego el Sanio Pontífice tiene razón. 

Espuestos quedan los hechos que precedieron á la base 2.", 
y que la esplican en éste sentido. 

¿Se quieren hechos posteriores á la base, y qne eonflnn.'m 
esa inteligencia? 

Véase el Tolletin que publicó la Gactiet, y en el qne se traía* 
ron asuntos religiosos. 

1..0S Obispos reclamaron contra su contenido. 

El gobierno no lia roto aun su injustificable silencio. 


m. 


I 

( IS lio sfctnlo (le 1S5S. ) 


Queda establecido ya en nuestro anterior artículo que, con- 
tra lo que se declara en el Memorándum , el gobierno de Esp.a- 
ña no dejó intacta la unidad católica, y que Talló, por consi- 
guiente, d lo solemnemente convenido en el Concordato de 1851. 

Examinemos ahora las razones que alega para resolver en 
su Tavor dos cuestiones de grande importancia para la Iglesia. 

E.S la primera la relativa á la prohibición d« admitir novicias 
en los conventos. 

Es la segunda ia que ha nacido del decreto mandando sus- 
pender la colación de órdenes sagradas. 

Contra ambas medidas, dico el Memorándum , Us proles- 
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lado enérgicamente la Santa Sede , considerándolas ofensivas á 
la Religión. 

•Si en la defensa que hace el gobierno de la unidad ha an- 
dado poco discreto y acertado , mucho mas se notan estos de- 
leclos en la manera cómo ha pretendido sostener sus actos en la 
parte del escrito que ahora examinamos. 

«Es verdad que he cerrado las puertas de las casas de virtud 
. y recogimiento á l.as novicias : 

»Es verdad también que he prohibido la ordenación de nue- 
vos .sacerdotes ; 

«Pero al obrar asi he obrado conforme á las prescripciones 
del Concordato. Véanse sus artículos ; ellos abonan mi conducta 
y procKiman lo injustas que son las quejas del Sumo Pontífice. » 

Tal es el lenguaje con que se espresa el gobierno (>ara que 
le absuelvan las naciones católicas. 

N.ada nos cstraña ni debe estrañar á los que conocen ya cuál 
es el espíritu del Memorándum. 

Semejantes raciocinio^ son propios y pertenecen al género 
de aquellos que se alegaron para sustentar, después de lo suce- 
dido con la base 2.* , que nada se había hecho contra la inte- 
gridad de las creencias católicas de España. 

Pero no basta decir ; He seguido ei Concordato: es me- 
nester probarlo, y, en cuanto á pruebas, deja muchísimo que 
desear el documento suscrito per nuestro ministro de Es- 
tado. 

No necesitaremos detenemos en largas consideraciones para 
demostrarlo. 

¿^ué es lo que establece el art. 30 del Concordato? 

«Para que haya también casas religiosas de mujeres, en las 
cuales puedan seguir su vocación las que sean llamadas á la vi- 
da contemplativa y á la activa de la asistencia de los enfemioa, 
enseñanza de niñas y otras obras y ocupaciones tan piadosas 
como útiles á los pueblos, se conservará el inalHolo de las Hijas 
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de la Caridad, bajo la dirección de los clérigos de San Vicente 
de Paul, procurando el gobierno su fomento. 

«También se conservarán las casas de religiosas que á la vi- 
da contemplativa unan la educación y enseñanza de las niñas y 
otras obras de caridad. 

«Respecto á las demás órdenes, tos Prelados Ordinarios, 
atendidas todas las circunstancias de sus respectivas diócesis, 
propondrán las casas de religiosas en que convenga la admisión 
y profesión de novicias, y los ejercicios de enseñanza y caridad 
que sea conveniente establecer en ellas. 

»No se procederá á la profesión de ninguna rekgiosa sin que > 
se asegure antes su subsistencia en debida forma.» 

Esta es la legislación vigente, y lo que, con acuerdo de las 
dos potestades, civil y eclesiástica, se consignó en el tratado ajus- 
tado recientemente. 

A no padecer una manlñesta obcecación, ¿habrá nadie que 
sostenga que el gobierno se ha atenido á la letra y al espirilti de 
lo concordado en las disposiciones qae ha dado sobre la ma- 
teria? 

¿Quién puede decir, como dice el Mtinorandum, que, según 
ese artículo, no solo el gobierno ha usado de su derecho acor- 
dando la prohibición de admitir novicias, sino que, con arreglo 
á su contenido, las casas dedicadas á la vida contemplativa de- 
bieroD ser cerradas desde el momento mismo de su promul- 
gación? 

¿No es interpretar violentamente la ley el deducir de ella tan 
absurda consecuencia? 

¿Cómo se concibe que el Sumo Pontífice hubiese abandonado 
i las castas esposas del Señor? 

El art. 30 del Concordato no mandó que se cerrase nin- 
gún convento; lo que hizo fue señalar la forma en que debían 
conservarse todos cuantos existían; y por eso, después de re- 
solver que se conservarla el instituto de las Hijas de la Caridad, 
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j)ara que bajo la dirección de los clérigos de San Vicente de 
Pí>ul pudiesen seguir su vocación las que sean llamadas á la 
villa contemplativa y á la activa do la asistencia dclosenfermos, 
enseñanza, etc., dispuso que, en cuanta las demas ñrdenes, los 
Prelados propondrían las casas donde convendría admitir no- 
vicias, y los ejercicios de caridad ó enseñanza que seria conve- 
niente establecer en ellas. 

-\1 amparo de estas determinaciones estaban salvados lodos 
los conventos, sin cscepluar uno solo. 

De otro modo, y a ser cierto lo que pretende el Jfemoran- 
dum, ya se hubieran oido los gritos de dolor que ahora re- 
suenan en las mansiones donde habitan las vírgenes consagra- 
das á Jesús. 

Pero aunque en este punto conviniéramos con el 3femoran- 
dnm, ¿dejaría de tener razón la Santa Sede? 

Dícesc por el gobierno que él no ha prohibido el tn^eso de 
novicias, sino condicionalmen/e; cslocs, entantoqucnoconsteen 
el'ministerio de Gracia y Justicia si las respectivas comunidades 
cumplen, y en qué manera, las condiciones de su existcncialcgal. 

¡Qué argumento tan sólido y conveniente! 

¿Conque la prohibición es condicional? 

' ¿Conque lo único que el gobierno lia determinado ha sido 
lo que conducía á averiguar sí las comunidades cumplían las 
condiciones de su existencia legal? 

¡C'ué abuso de la lógica y del buen .sentido! 

Se pretende conocer si una corporación vive con arreglo ála 
'<*y> ¡y paro ello el primer acto es alentar á la vida de la corpo- 
ración! 

¿üuc necesidad había de prohibir la entrada de novicias? 

Vdquiriera primero el gobierno cuantas noticias le fuesen in- 
dispensables, y fulminara después la clausuracontra las comuni- 
dades que no se hubieran atemperado á lo prescrito enelCon- 
« cordato; eso podría ser sostenible. 
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Pero sin posc'cr esas oolicias disponer lo que ha dispuesto, 
ha sido quebrantar lo oonveoido é mlerir gravo ofensa á la 
Religión. 

¡Cuál será la comunidad dentro de cuyo recinto no se practi- 
quen actos de caridad, de bcnefícencia ó de enseñanza! 

¡Cuál la que hoy no esté conforme á lo que previene el Con- 
cordato! 

Declárese, pues, que á lo que se aspira es á la supresión de 
los conventos do monjas, por mas que su institución, arrancando 
de los primeros tiempos del cristianismo, haya merecido el res- 
peto y la veneración de los siglos. 

Por eso se firmó la prohibición de admitir novicias. 

Por eso se firmó después la órdenque suprime las casas don- 
de no se cuenten doce mujeres dedicadas en el retiro á la prác- 
tica de la virtud. 

Nada mas espondremos sobre esta cuestión. i 

Nos queda la que versa acerca de las órdenes sagradas. 

¿Ha podido el gobierno decretar su suspensión? £1 üemoran- 
,dutn dice que si, y nosotros, y con nosotros el buen sentido, de- 
cimos que no. i 

Y añade el Memorándum: 

_ «Es verdad que el Concordato reconoció en los Obispos el 
derecho de conferirórdenes sagradas: tampoco ahora lo desconoce 
ni podria desconocerlo sin cometer una impiedad notoria el go- 
bierno de la Reina. 

nPero estas facultades do los Ordinarios tienen un límite gtrn 

no ES MESESTER COSSICHAR EM HIMGVS CONCORDATO, QUE NO ES ME- ' 
NESTER CONSIG.SAR EN NINGCNA LEY.» 

Después de leidas esas lineas, ¿necesitaremos nosotros esfor- 
zar la defensa de la Santa Sede? 

En las - palabras que hemos subrayado, ¿no está confesada 
por parte del gobierno su culpa? * , < 

, Si es verdad que se reconoció qn los Obispos el derecho de : 



» 
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eonrerir órdenes; sí es verdad que el negarles ese derecho seria, 
no una impiedad, como reconoce el Memorándum, sino una he- 
rejia, como declara el Concilio de Trenlo; sí es verdad que la fa- 
cultad de limitar ese derecho no se halla ni en el Concordato ni 
en ninguna otra ley, ¿cómo va á sustentarse que al prohibir la 
colación de las órdenes no ha quebrantado el gobierno lo con- 
venido con el Sumo Pontífice? 

Cierto que no está escrita la fiteultad de poner limite á los 
Obispos, en uso del primero y mas esencial de los derechos epis- 
copales. 

Pero ¿quó es lo que sobre la materia disponía el Concor- 
dato? 

sEn todas las demas cosas que pertenecen al derecho y ejer- 
cicio de la autoridad eclesiástica y al ministerio de las órdenes 
soffradas, los Obispos y el clero gozarán de la plena libertad 
que establecen los sagrados cánones, s 

Es, por lo tanto, insostenible el proceder del gobierno en 
este delicadisimo asunto. 

Y el Memorándum desvaria cuando lo disculpa apoyán- 
dose en que fue preciso adoptar tal determinación hasta que se 
Terifique el arreglo parroquial. 

Y el Memorándum traspasa los limites de la conveniencia, y 
da nmi prueba mas de su poca mesura cuando inculpa á la San- 
ta Sede y atribuye á su indolencia el que la circunscripción de 

• diócesis no se haya llevado i efecto. 

Pero el Memorándum no prueba, oomodebia probar, que ha- 
bía estado en su derecho el gobierno al decretar la su^pMsion 
de órdenes sagradas. 

Lo que sí se prueba es que con semejante acuerdo ha alar- 
mado la conciencia de los fieles y puesto en gravísimo conflicto 
á los Principes de la Iglesia. 

Véase si no la triste silui&on de los Prelados, que se hallan 
imposibilitados de atender á las necesidades espirituales de los 
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pueblos invadidos con la terrible epidemia que asóla en la 
actualidad nuestros campos y nuestras ciudades. 

Las gentes piden sacerdotes para participar de sus divinos 
auxilios, y no hay sacerdotes que enviarles, porque en algunas 
diócesis el cólera los ha diezmado. 

Estos son los efectos inmediatos de la injustificable disposi- 
ción adoptada por el gobierno, quien, rompiendo en este parti- 
cular, como en el relativo á las comunidades, con lo que termi- 
nantemente se establecía en el Concordato, se ha hecho acree- 
dor á la censura de las naciones católicas. 


IV. 


(20 de agosto de 1S55.) 


Hemos llegado ya á la última de las cuestiones planteadas 
en el Memorándum. 

¿Habrá quien dude, después de lo que llevamos escrito, que 
no hay una sola razón, ni la mas leve escusa, para eximir al • 
gobierno de la grave responsabilidad que ha contraído en el 
rompimiento de nuestras relaciones con el Sumo Pontífice? ' 

Él, y solo el, rompió el Concordato cuando coop^ á la 
aprobación de la base 2.* 

El, y solo ¿1, rompió el Concordato cuando rubricó el decre- 
to prohibiendo la entrada de novicias en los conventos. 

Él, y solo él, rompió el Concordato cuando acordó la sos- 
pcnsion de las órdenes sagradas. 
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Y si esto «s lo que hasta ahora resulta del análisis hecho del 
Memorándum, ¿ qué dirán las naciones católicas si comparan, 
como se solicita, la conducta del gobierno con la conducta de 
la Santa Sede? 

¿A. quién condenará su fallo imparcial? 

A él ha acudido el gobierno; á él acudimos nosotros tam- 
bién, impacientes por conocer su ina(>elable sentencia. 

Piro antes séanos permitido dar cima á la tarca que nos he- 
mos impuesto. 

Principiamos reconociendo que el autor del Memorándum, 
tratando de llenar su cometido en lo que se reQcrc á las propie- 
dades de la Iglesia, agoto los recursos de su pobre ingenio. 

Su tarea era ardua; por eso se descubre en esta parte del 
documento diplomático al abogado comprometido para sostener 
una causa perdida. 

(Cuánto enredo! ¡Cuánta incongruencia! ¡Cuánta contradic- 
ción! 

El Sumo Pontífice se quejaba, al decir del Memorándum, 
por haberse decretado sin su anuencia la venta de los bienes 
del clero, y por haber privado á la Iglesia del derecho de 
adquirir, terminantemente establecido en cl último Concordato. 

¿Cuál era el deber del gobierno para sincerarse ante las 
naciones católicas? 

Demostraran imposible, ó, lo|queeslomismo, que no habia in- 
fracción, y que, por lo tanto, era injusta la quejade la SantaSede. 

Pero ¿y la ley de desamortización? 

¿Y los artículos del Concordato? 

■ Contra los hechos no hay razón; contra la evidencia no 
hay subterfugios : es menester declararse ciego para negar 
la luz, cuando la luz hiere nuestros ojos. 

Por eso el gobierno tuvo que acudir á un recurso que jamás 
creimos. que aceptase, á no olvidarlo que reclamaban de él su. 
propio decoro y el decoro de la nación apañóla. 


f- 
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De acusado se convirtió en acusador, en vez de defenderse, 
formuló ataques tan injustos como iofundados contra el Papa y 
contra loa Prelados. 

Sin considerar que poco antes habla dicho qite la mat iHPor.- 
TASTF. de lat discusiones entoldadas por Su Santidad era la re- 
ferente á la unidad religiosa, olvidando su dignidad y los de- 
beres que le impone su carácter de gobierno de unpais católico, 
y con objeto tan solo de zaherir y rebajar el altísimo prestigio 
del Jefe de la cristiandad, drtlara gratuitamente que el ajx>go 
á los bienes materiales es la verdadera causa del rompi- 
miento. 

Inculpa al Pontiflcc porque no se hablan vendido los bie- 
nes eclesiásticos, cuya enajenación dispuso el Concordato. 

Estampa las frases mas duras é inconvenientes eontra algu- 
nos dignísimos Obispos. 

Y acude, por último, á inútiles y débiles sofismas, fiando á 
ellos el triunfo de una causa desesperada. 

¿Cuál ha sido el resultado de ese sistema? 

¿Qué ha conseguido con él nuestro gobierno? 

Obligamos á protestar una vez mas contra hechos á todas 
luces falsos y calumniosos. 

Obligarnos á repetirle lo que ya le ha manifestado uno de 
nuestros aprecíables colegas; á saber: que no es cierto que no se 
hayan vendido lineas de las mandadas enajenar, pues son bas- 
tantes en número las quesalieron del poder del dero y pasaron 
al de sus legítimos compradores. 

Pero esta no es la cuestión. 

¿Se ha faltado ó no se ha faltado á lo acordado respecto á la 
faeoltod de adquirir por la Iglesia, y á la manera de poner en 
venta los bienes eclesiásticos? 

A esto es á lo que estaba en obligaeion deresponder el go- 
bierno, y para ello no necesitó presentar á la Santa Sede apega- 
da & los intereses materiales y mundanos. - ■ 
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No es por ese apepo por lo que enoombre de la Iglesia recla- 
ma el Sumo Pontífice las propiedades que le pertenecen. 

Es porque ese es su derecho. 

Es porque ese derecho, reconocido en todos tiempos y por 
todas las legislaciones, se hallaba espresamenle establecido 
en el Concordato celebrado entre España y el Pontífice el año 
de 1851. 

Por eso pidió lo que era suyo, lo que le pertenecía, ló que no 
podía arrebatársele sin romper una 'ley, y no una ley ordinaria, 
sino una ley internacional. 

¡La Iglesia apegada á los intereses materiales! 

¡Ahí Increíble parece que llegue á tal estremo la ingratitud 
de los partidos y el estravío de las pasiones! 

Todo lo comprendemos, menos la maligna imputación que en- 
vuelve esa palabra, en mal hoVa usada por el gobierno español. 

Ahí teneis la historia. ¿Por qué no arrancáis, antes de califi- 
car, como lo hacéis, á la Iglesia de Jesucristo, una por una todas 
sus hojas? 

¿Para quién han sido siempre todas las riquezas de la 
Iglesia? 

¿Dónde, sino á la Iglesia, han acudido en sus aíliaútMies loa 
necesitados? 

¿Quién, sino la Iglesia, ha sido en todas ocasiones la que lia 
sabido desprenderse de todo, vender sus alhajas, vaciar sus te- 
soros, implorar la caridad para socorrer á los pueblos, para en- 
jugar el llanto de las ramilias, para dar pan á los pobres? 

No; es el colmo de las injusticias, y el no mas allá de las in- 
gratitudes, pretender, como se pretende, presentar i la Iglesia, 
siempre pródiga y caritativa, apegada por avaricia ó por mise- 
rable Ínteres hácia ios bienes materiales. 

Lo que la Iglesia hace es vindicar, como hace poco maniíes- 
tamos, un derecho que la pertenece, y no consentir que ese dere- 
cho sea vulnerado sin esponer sus quejas, sin declarar sos agra- 
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vios , sin exigir la reparación que en justicia se la debe. 

¿Ha podido el gobierno negarle á la Iglesia el derecho de 
adquirir? 

No. 

¿Ha podido declarar que estaban en venta todos los bienes 
del clero? 

No. 

Demostremos ligeramente estos dos puntos. 

Y para hacer ver cuánta razón asiste al Sumo Pontiñee, va- 
mos á convenir en que está dudoso el Concordato por lo que res- 
pecta á la clase de bienes que debían enajenarse según lo dis- 
puesto en el art. 55. 

Suponemos que hay duda, que es todo cuanto puede ape- 
tecer el gobierno, y le preguntamos ; 

¿A quién tocaba resolverla? ¿Dónde está el autor de derecho 
internacional, dónde la persona do buen sentido que establezca 
que la aclaración de un artículo de un tratado corresponde á 
una de las partes contratantes, sin oir ni consultar, ni convenir 
con la otra? 

Inútil será buscar ; porque no puede existir semejante 
doctrina, ni en los autores, ni en el sentido común de las 
gentes. 

Pero hay mas. 

Dado caso que no existiese la duda, y admitendo que, según 
el Concordato, debian venderse todos los bienes, asi los que- per- 
tenecieron á las comunidades religiosas como los que habían si- 
do del clero y no le habían sido devueltos por la ley de 1845, 
como los que se le devolvieron por la misma ley, ¿pudo nunca 
declararse la venta en los términos en que previene que se haga 
la ley de desamortización? 

¿Y la intervención de los Prelados? 

¿Y las solemnidades canónicas prescritas por el art. 35 del 
Concordato? 
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¿Según ese articulo, era el gobierno, Ó eran los Obispos los 
(juc debian vender? 

El iíemorandum no podia vencer tantas dificultades, y se ve 
torzadoá confesar; pero dice; Es verdad que ha faltado el gobier- 
no; sin embargo, esas faltas no son de esencia. 

Ingeniosa salida. 

¿Conque no es de esencia el que la i>crsona que ha de ven- 
der sea el gobierno ó sean los Ordinarios? 

Entonces, ¿[Mr qué se determinó tan esplícilamente? A haber- 
se considerado accidental, no se habría pactado, como- se 
pactó. 

Esto no admite réplica. 

Pues ¿y que diremos de la escusa que se ofrece para haber 
negado al clero la intervención que le correspondia en las 
ventas? 

El gobierno no .se la otorgó, porque hubo algunos Obispos á 
quienes tuvo que desterrar por manifestarse hostiles á la des- 
amortización. 

¡Qué argumentación tan sólida! ¡Que raciocinio tan conve- 
niente! 

Ofenderiamos el buen criterio de nuestros lectores si nos 
ocupásemos en refutarla. 

La infracción es clara y terminante, asi en lo que se refiero á 
la venta de los bienes eelcsiáslicos , como á la prohibición de 
a'dquirir para lo sucesivo, bastando para demostrar este último 
eslremo recordar lo que se dispone en el art. 41 del Concordato 
y en la ley de desamortización. 

• ,\rt. 41. «.Ademas lalglesiatcndráeldcrcchode adquirir por 

«cualquier titulo legitimo, y su propiedad en todo lo que posee 
«ahora ó adquiriere en adelante será solemnemente respetada. 
«Por consiguiente, en cuanto ú las antiguas y nuevas funda- 
iK'iones eclesiásticas, no jxxirá hacerse ninguna supresión ó 
«unión sin la intervención de la autoridad de la Shnta ¡sede. 
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nsalvas las racuflades que competen a los Obispos, se^un el Santo 
nConcilio de Trento.» 

Arl. 25 de la ley de desamortuacion. ftNo podran en lo suce- 
»8¡vo poseer predios rústicos ni urbanos, censos ni foros, las ina- 
unos muertas.» 

¿Que otra razón puede alegarse que supere á la razón que se 
deduce de la contradicción en que se hallan esas dos disposi- 
ciones legales? 

¿Habremos de rebatir ni considerar como serio el argumento 
que se pone en el Memorándum, á fin de esplicar esa contra- 
riedad? 

¿Quién sostiene que es igual poseer fincas que papel del Es- 
tado? 

¿Quien sostiene que no es atacar en su esencia el derecho 
de propiedad oblig.ir á la propiedad á que se constituya en una 
forma absoluta y determinada? 

¡Qué olvido de los principios mas elementales do la ciencia! 

Dice el Memerantium que nadie puede negar al poder legis- 
lativo la facultad de hacer leyes que modifiquen el modo de ser 
la propiedad, y que quien pudo prohibir los mayorazgos y las 
vinculaciones, bien puede ahora obligar al clero á que posea 
inscripciones déla Deuda en lugar de fincas rústicas y urbanas. 

No es este el momento de dilucidar esa gravísima cuestión, 
ni de poner correctivo á los principios socialistas que se procla- 
man en nombre del gobierno. 

Podr.á tener ó no tener el Estado el derecho de suprimir los 
mayorazgos y las vinculaciones; pero á lo que no tiene derecho 
es á disponer, como ha dispuesto, de la propiedad de la Iglesia, 
alterando tan gravemente su naturaleza, mediando un Concor- 
dato, donde esa propiedad estaba declarada inviolable. 

Si el Sumo Pontífice hubiese aceptado la trasformacion, en- 
tonces habria obrado bien el gobierno: protestando contra ella, el 
gobierno ha obrado mal, y ha infringido voluntariamente un 
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pacto sagrado que era ley del pais, y que estaba obligado á 
observar. 

Nada mas tenemos que decir contra el Jfemorandum. 

¿Quiere el gobierno proceder atemperando su conducta á lo 
que de el reclama el dictado de católico con que se honra, y de 
que ha hecho alarde? 

Restablézcanse en su integridad los acuerdos consignados en 
el Concordato de 1851. 

Refórmese la base 2.* de la futura Constitución. 

Déjense abiertas las puertas del claustro para que ingresen 
en los conventos las mujeres piadosas que buscan el retiro para 
orar y hacer bien. 

Álcese la prohibición de conferir las órdenes sagradas. 

Devuélvase .á la Iglesia su propiedad, y respétese su dere- 
cho de adquirir. 

Vengan de sus destierros los ilustres Obispos que lloran 
lejos de sus diócesis la imposibilidad en que se les ha colocado 
de atender al pasto espiritual de sus fieles. 

Renazca, en una palabra, la armonía entre las dos potestades 
civil y eclesiástica, para que juntas tracen el derrotero por don- 
de los pueblos han de marchar con paso seguro á su verdadero 
desarrollo y posible adelantamiento. 

Los nubes revolucionarias que se divisan por los horizontes 
de Europa caminan á paso de gigante, y auguran recios sacudi- 
mientos y terribles huracanes. 

¡Ay de las naciones que en esos dias tremendos que se pre- 
paran no tengan, por haberlo (hecho trizas, el único refugio ca- 
paz de prestarles protección y amparo! 
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Lá ALOCVaOK DEL SUMO POTmFICK (26 DE JUUO 

DE 1865). 


(2t de agosto ds 1SS5.) 


ilCUoleres ád EsUdo puedo exigir Unperloss- 
mente tos trsUdos con las potenelas estrac^eras. 
De aqoi ae infiera que «to po^a Ujcvane á efecto 
ningún convenio, si fueae permitido á cadaana de 
las partes oootratantes fallar natuitameote á sus 
compromisos. La iñtioUbitiüd, la ta^íidad áb 
los tratados públicos (Mmdifof pocforttm peaftwii 
jmbéieonm), debeser, por la tanto, entre (odasiaa 
naciones una ley exigida por el bien del Estado.» 

«Un tratado legitinm impone i las partes con* 
tratantes la ob/fpoTKNi perfecta de eumpTr sut 
respectivos compromisos, y les da el derecho de ra> 
clamar su cumplimiento.» 

«Cuando un tratado público ofrece dadas, no 
puede aleantar una ínferpretorfea anténtiea sino 
por la dedaracion de las partee contrctanlcs. 
igual convenio es indispensable para reaoWer la 
cuestión preliminar de al existe ó no el sentido du- 
doso. » 

«Los tratados se invalidan por rehusar una de 
las partes el cumplimiento de sus compromisos.» 

(Rtasa , Dertcko de pmfet moderno de Suropa.) 


El Samo Ponlífice y la nación española habían ajustado un 
oonvenio, que fue sancionado y declarado ley del Estado el día 
23 de octubre del año 1851. 

Según resulta de sus artículos, y del resumen que de ellos 
«e hizo en las Letras Apostólicas, se convino solemnemente; 

Que se estableciese ante todas cosas que la Religión católica 
apoatólica romana, con toóos los derechos que goza por insli- 
tueien divina y por sanción de los sagrados cánones, habia de se- 
guir rigiendo en todo el reino de las Españas, de modo que las 
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calamidades de los tiempos no pudieran causarle nunca ninj^un 
detrimento y se desterrase cualquier otro culto. ^ 

Que en todas 'as universidades, colegios, seminarios y escuelas 
públicas y privadas se enseñaria con pureza la doctrina católica. 

Que se conservarían íntegros é inviolab'cs los derechos de 
la Iglesia en lo que conciernen al orden espiritual. 

Que los Prelados y los ministros sagrados tendrian libertad 
en el desempeño de sus funciones episcopales, singularmente 
para custodiar la fe y defender la doctrina y la disciplina, re- 
moviendo cualesquiera dificultades ó impedimentos, y debiendo 
prestarles la consideración y honor debidos á su autoridad y 
dignidad eclesiásticas. 

«Y en virtud de los ruegos (añaden las Letras Apostólicas) do 
nuestra muy amada en Cristo Hija la Reina Católica de España, 
con las que nos ha suplicado vivamente que tuviésemos á bien 
cooperar á la tranquilidad de su reino, gravemente espucsta si se 
quisiesen recuperar los bienes eclesiásticos ya enajenados, (enten- 
do Not presente la utilidad que redunda á la libertad de la Igle- 
sia de los artieulos ajustados en interes suyo, y siguiendo los 
ejemplos de nuestros predecesores, y cosriADOs en gvE hose re- 

PETlRSNhUNCA TALES DESPOJOS DEPLORABLES DE LAS PROPIEDADES 
DE LA IGLESIA, dcclaramos que los que han adquirido los bienes 
vendidos de la misma no serán molestados.» 

Estas disposiciones eran las que se hallaban consignadas en 
el último Concordato. 

Cuatro artículos hemos consagrado á demostrar que todas 
hablan sido abiertamente infringidas. 

. ¿Qué debia hacer en su consecuencia el Sumo Pontifioe? 

¿Cuál era tu deberá la vista de una conducta semejante, ob- 
servada por el gobierno español? 

i Ah! Quisiéramos que lo» enemigos de la Santa Sede, d«qio- 
jándose por un momento de toda pasión, nos respondiesen fran- 
camente á estas preguntas. 
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Entonces podríamos discutir y ventilar la contienda gravísi- 
ma suscitada por el rompimiento de nuestras relaciones con el 
Pontífice. 

Pero si en vez de razones solo llegan á nuestros oidos impro- 
perios, y si en vez de argumentos soto leemos en las hojas de 
nuestros adversarios iracundas y vanas declamaciones, ¿cómo 
ha de ser posible la discusión? 

¿Qué causa es esa que defienden, que así los arrebata y ios 
irrita? 

¿Por qué si tan clara es su justicia y*lan evidente su derecho, 
no combaten la alocución de Su Santidad, como nosotros hemos 
combatido el Memorándum? 

Artículo por artículo, no ha quedado ninguno sin ser exami- 
nado; y estableciendo antecedentes, y citando leyes, y anali- 
zando los hechos, no con el fuego del despecho, sino con tem- 
planza y mesura, sin usar un solo epíteto agresivo é injurioso, 
presentamos ante la opinión pública las consecuencias en que 
se apoyaba nuestro juicio sobre el documento que estábamos 
llamados á anal izar. 

¿EIs eso lo que han hecho los impugnadores de la alocución? 

Inútilmente hemos buscado uno y otro dialas razones que ha- 
brían podido alegarse para contrariar y rebatir la palabra res- 
petable del Vicario de Jesucristo. 

No ha habido nadie que haya usado la razón para impug- 
nar á la Santa Sede. 

Y en vez de artículos concienzudos y doctrinales, hanse re- 
producido artículos de insensata agresión y furibunda hosti- 
lidad. 

Ya se ha llamado al Sumo Pontífice Rey de Roma. 

Ya se le ha nombrado simplemente MastaiFerreti, queriendo, 
sin duda, deprimir la dignidad altísima del sucesor de los após- 
toles. 

Unos le acusaron de faccioso, y declararon insignificante la 
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alocución después de la derrota de los carUstas en Cataluña y 
2arag-oza. 

Otros, escarneciendo la sublimidad del Pontificado, presenta- 
ron á Pío IX como instrumento de opresión y tiranía. 

Nada se escaseó para dar al mundo católico un espectáculo 
que nunca debió realizarse en la nación española, en cuyo 
solio se sentaron los Recaredos, los Alonsos, las Isabeles y los 
Fernandos. 

¿Por que esa ira? ¿Porqué ese despecho? volvemos á pre- 
guntar. 

¿No es la prueba mas evidente de que la palabra del Pontí- 
fice no admite contradicción? 

¿Qué es lo que el Pontífice había hecho? 

¿Qué es lo que el Pontífice había dicho? 

Viendo que ni sus reiteradas protestas, ni las reclamaciones 
de su delegado producían ningún efecto, mandar que el pro-Nun- 
cio abandonase á Madrid. 

Reunir el consistorio de Cardenales, y, después de hacer 
público su dolor y sus aflicciones, protestar contra la infracción 
de un tratado solemne convenido con España, y declarar nulas 
y de ningún valor las leyes y decretos adoptados en perjuicio 
de los derechos y prcrogativas de la Iglesia. 

Hé aquí los actos de la Santa Sede. 

«Yo había celebrado, dijo á sus venerables hermanos, un 
Concordato, y ese Concordato está hecho trizas, porque, contra 
lo que en él se había establecido, se ha alienado la unidad reli- 
giosa; se ha prohibido la colación de órdenes sagradas; se ha 
impedido ingresar novicias en los conventos; se han puesto á la 
venta todos los bienes eclesiásticos; se ha privado á la Iglesia 
de la facultad de adquirir. En tiempo oportuno protestamos y 
reclamantos del gobierno español el cum[)limiento de sus com- 
promisos. Trajimos á su memoria lo que manifestamos clara y 
abiertamente en nuestras Letras 'Apostólicas acerca del propio 
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Concórdalo; esto es, que en el caso de quebrantarse, ya no ha- 
bría indulgencia por nuestra pa^te tocante á la cláusula por la 
que declaramos que no serian molestados los antiguos compra- 
dores de bienes eclesiásticos. 

«Pero no solamente fueron vanas nuestras justísimas quejas 
y las esposiciones de los Prelados españoles, sino que estos fue- 
ron arrancados de sus diócesis y relegados al destierro. 

»Nuestra aflicción es profunda. 

uCompadecemos á España y á su Reina, pero no podemos 
menos, en cumplimiento de nuestros deberes apostólicos, de 
anunciar abierta y públicamente nuestras quejas y, reclamacio- 
nes. » 

Hé aquí el lenguaje usado por el Pontífice. 

¿De quó otro podía servirse? 

Como Jefe de la Iglesia, se había visto escarnecido cuando 
un ministro te llamó monarca estranjero en medio de la Asam- 
blea Constituyente. 

Como Jefe de la Iglesia, había sufrido honda pena al tener 
noticia de aquellos debates sobre la base 2.*, contra cuyo 
contesto reclamaran el episcopado y los pueblos. 

Como Jefe de la Iglesia, había sentido grandes amarguras al 
saber que en el Parlamento se llamara á los Prelados facciotos 
y verdugos. 

Como Jefe de la Iglesia, había oido con sorpresa aquellas 
palabras proferidas por otro ministro, y estrepitosamente aplau- 
didas, de que la desamortización se realizaría desde luego y sin 
necesidad de que interviniese la Santa Sede. 

Como Jefe de la Iglesia, habla llorado de dolor al presenciar 
las violencias cometidas con algunos Obispos y otros individuos 
del clero. 

Y si estos y otros hechos habían contristado al Sumo Pontifi- 
ce como Jefe de la Iglesia, como soberano tampoco pudo mirar 
indiferente las repetidas infracciones de un tratado internacional. 
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En esta situación, ¿qu¿ otro medio debió escoger que aquel 
de que se ha servido para esponer ante el universo católico el 
procesó de sus agravios inferidos á su persona, ya sea conside- 
rada en su carácter espiritual, ya se considere en su carácter 
temporal? 

Bajo uno y otro concepto se le habia faltado repetida é inten- 
cionalmente. 

El gobierno español tendría razón si fuesen falsos los he- 
chos admitidos para justificar el rompimiento. ¿Por quó no se ha 
de dar la razón al Pontífice, si los hechos son ciertos y se halla 
demostrada su evidencia? 

¿Estaba dudoso el Concordato? 

Pues haber intentado su aclaración con el acuerdo de las dos 
parles contratantes. 

¿Se habia infringido por una de ellas y se repugnaba su res- 
tablecimiento? 

Pues entonces no estrañar que la Santa Sede, libre de sus 
compromisos, declare nulo lo hecho y reponga las cosas al 
mismo estado en que se hallaban antes de celebrarse el conve- 
nio. 

Asi lo prescribe el sentido común; as! lo establece el dere- 
cho de gentes. 

¿Somos católicos, y no podemos vivir separados del Sumo 
Pontífice? 

Esta es otra cuestión; es la cuestión importantísima que el 
gobierno, en vez de dificultar, debe procurar resolver como 
conviene á sus intereses, como cumple á un pueblo coyas glo- 
rias y grandezas están enlazadas con la fe católica de sus ante- 
pasados. 

.Si ese fuera su propósito, á su lado nos tendría, y á su dis- 
posición pondríamos nuestra insignificancia y pobreza, nuestra 
pluma, todo lo que somos; poco ó mucho, todo lo que valemos. 

Pero llamados á emitir nuestro juicio sobre su conducta y 
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la conducta del Pontífice, la razón nos aleja del gobierno. 
Escrita está la alocución de Su Santidad. 

Nosotros nos comprometemos á sostenerla dentro de loa 
principios del derecho y de la justicia. 



i 
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NEGOCIACIONES Y aUPTURA DEL GOBIERNO ESPAÑOL 
CON LA SANTA SEDE. 


(2S de egotio de 18U. ) 


I. 


Hxbibhdo conclaido la inserción de lee notas, despachos y 
odcioa que, procedentes de la secretaría de Estado, del pn>- 
Nuncio, ó del gobierno pontificio, ha tenido por oportuno el mi- 
nisterio publicar, vamos á hacer de estos documentos un breve 
análisis y examen. 

Como las cuestiones á que se refieren han sido tratadas por 
nosotros antes de ahora con la estension posible, y como lo que 
en la actualidad nos loca hacer consiste en examinar, mas que 
esas cuestiones, los documentos por el gobierno publicados, 
creemos oportuno seguir el orden cronológico de sus fechas, y 
decir sobre cada uno de ellos lo que mas justo nos parezca. 

Y puesto que el ministerio quiso ponerles, á manera de 
preámbulo ó prólogo, el real decreto y la esposicion ministerial 
de 18 de agosto, digamos algo accrc.a de esta, lo cual también 
á nosotros nos servirá de proemio para nuestros artículos su- 
cesivos. 

Empieza el ministerio manifestando su esperanza de que la 
publicación de los documentos haga conocer de qué parte han 
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estado, entre di y la corte de Roma, la prudencia y la templan- 
za, y de cuál la agresión. 

Respecto de la prudencia y la templanza, la duda no es po- 
sible. La corte de Roma se ha espresado en términos comedidos, 
ha defendido sus derechos y los de la Iglesia de España con 
mesura y dignidad: el gobierno la ha atacado en términos vio- 
lentos é injustiñcables, la ha acusado de apego á los intereses 
materiales, y hasta de favorecedora de trastornos políticos; ha 
visto con agrado que sus periódicos y los hombres de la situa- 
ción se hayan desatado en injurias contra la Santa Sede, contra 
los Obispos y contra la Iglesia. 

Lo mismo sucede respecto de la agresión: también es indu- 
dable á quién debe atribuirse su responsabilidad. El gobierno 
es el que ha infringido casi todas los artículos del Concordato: 
el que ha desterrado ilegalmenle á los Obispos; el que les ha 
impedido el ejercicio de sus facultades: el que ha perseguido de 
mil maneras distintas á la Iglesia. La Santa Sede no ha hecho 
mas que quejarse y protestar. No hay un solo hecho de los que 
han precedido á la ruptura del cual le corresponda la ini- 
ciativa. 

Alábase después el gobierno de no haber recogido ó mano 
real el monitorio y perseguido ante los tribunales á los que se 
atrevieron á publicarlo. Toda la prensa se ha burlado con razón 
de la torpeza con que esta ridicula amenaza fue hecha. Nadie se 
atrevió á publicar la alocución del 26 de julio hasta que fue 
posible copiarla de la Gaceta. Por lo tanto, si alguien había de 
ser castigado por este hecho, no podía ser otro que el director 
del periódico oficial ó el ministro de la Gobernación. 

También se tributa á sí mismo alabanzas el gobierno en su 
citada esposicion, por dar publicidad á los documentos diplomá- 
ticos, asegurando que no se la niega ni á los de naturaleza re- 
servada. Pero ya alguno de nuestros colegas de la prensa ma- 
drileña ha notado varias omisiones importantes en la colección 



Digilized by Google 


diplomática publicada, 7 nosotros esperamos consignar algunas 
mas. 

¿Por qué no se han dado á la imprenta los despachos que el 
Sr. Pacheco declara haber enviado desde París y desde TurínT 
¿Acaso porque esos despachos, que sin duda se referían á sus 
negociaciones con los gobiernos de Francia y Cerdeña para so- 
licitar su intervención y sus consejos en Roma, son poco favo- 
rables al gobierno español? Pero á lo menos no se alabe este de 
una publicidad que no realiza. 

¿Por que no se ha impreso en la Gaceta la protesta de Su 
Santidad contra la prohibición de admitir novicias en los con- 
ventos, protesta que califica de enérgica el ya famoeo Memorán- 
dum del gobierno? 

¿Por qué no se nos han dado á conocer los resaltados de las 
negociaciones mandadas entablar al Sr. Pacheco sobre dUqien- 
sas matrimoniales, reducción del número de fiestas religiosas, y 
otras materias importantes? 

El gobierno, al mismo tiempo que califica el monitorio de 
injusto en el fondo y de violento en las formas, hace una multi- 
tud de alusiones a los trabajos de los enemigos del trono y de las 
instituciones, al sacrilego consorcio que supone entre el socialis- 
mo y el absolutismo, y á otras cosqs no menos improcedentes. 
Si esas alusiones se dirigen contra la Santa Sede, nos parece 
increíble que el gobierno, á pesar de lo que estamos acostum- 
brados á ver, se haya dejado arrastrar del vértigo que le pro- 
duce su mala situación y su completa siivazon, hasta el punto 
de convertirse en denostador de cosas santas y respetables, y 
en propalador de injurias destituidas, no solo de todo funda- 
mento racional, sino de todo fundamento posible. 

Si no se dirigen esas alusiones á la Santa Sede, no se com- 
prende tampoco á qué ha conducido hacerlas. 

Concluye la esposicion ministerial protestando contra la di- 
ferencia hecha por el Papa entre los actos del gobierno y los 
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MBtiniiailoa del pueblo y de la Reina. Ya «ates de ahora he- 
mos contestado á esa protesta. La distinción no ha sido hecha 
por el Papa; estaba Itecha anlerionneate por la evidencia de los 
sucesos. Ademas, el atribuir la responsabilidad al ministerio, y 
eximir de él á S. M., es cosa contra la que no puede protestar 
nn gobierno consliluciooal, por estar muy conforme con las doc- 
trinas del sistema representativo. 

Si el ministerio fuese tan monárquico como debiera, en vez 
de tratar de envolver en su responsabilidad á la Reina, habeia 
procedido en sentido diainetralmente contrario. 

Estas pocas reflexiones nos parecen suficientes para refutar 
por completo el preámbulo puesto per el gobierno al real decre- 
to de 18 de agosto. 

En nuestros próximos números nos ocuparemos de los do- 
cumentos insertos en la Gaceta. 


n. 


(29 de igMto de ISK.) 


Los documentos señalados con tos números l.° y 2.°, entre 
los que el gobierno publicó en la Gaceta , se reñeren al des- 
cuento que la ley de presupuestos de este año impuso robre 
las consignaciones del culto y del clero. 

El Concordato habia señalado en sus artículos 30 al 35 el 
importe do los haberes que el gobierno español se obliga- 
ba á pagar para los gastos de la Iglesia. El 36 anadia; 
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«La* dotaciones asíg^das en loa aflleulos anteriores se en> 
tenderán sin peijuicio del aumento que se pueda haeer en 
ellas cuando las eircnnstancias lo permitan.» 

Esto prueba que las cantidades señaladas se consideraban 
como el tniníffluni, délo cual no podñ el gobierno hacer nin^> 
na rebaja, y que debía, por el contrario, aumentar en cuanto le 
' fuese posible. 

Otros varías artteulos del Concordato de 1851 eontribuian á 
aumentar las garantías de la propiedad de la Iglesia, y entre 
ellos el 40 y el 41 decñn; 

nArt. 40. Se declara que todos lo» espresados bienes y 
rentas pertenecen en propiedad á la Iglesia, y qne en su nom- 
bre se disfrutarán y administrarán por el clero. 

»Art. 41. Ademas la Iglesia tendrá el derecho de adquirir 
por cualquier titulo legitimo, y su propiedad en lodo lo que posee 
ahora ó adquiriese en adelante será solemnemente respetada.» 

Sin necesidad de mas citas, y aun sin tantas, nadie puede 
desconocer que la propiedad de la Iglesia, compuesta de los di- 
ferentes elementos que el Concordato le habia señalado, tenia en 
su favor circunstancias cspeciallsimas, que hacían legalmenle 
imposible considerarla en la misma categoría que los sueldos de 
los empleados ó de los cesantes. 

En primer lugar, procedía de un contrato bilateral, y, por lo 
tanto, no podia ser alterada, modificada ni disminuida por una 
' sola de las partes, sin consentimiento de la otra. 

En segundo lugar, habia sido estipulada en virtud de título 
oneroso, y por consecuencia era doblemente obligaloría. No era 
una concesión gratuita hecha por el gobierno, sino una compen- 
sación ofrecida á la Iglesia, y aceptada por esta, de las pdrdídos 
y perjuicios que la revolucíoa le habia acarreado. No era una 
‘donación en manera alguna revocable, sino el precio de un con- 
trato de transacción, precio muy inferior al que tenia la Iglesia 
derecho indisputable para exigir. 
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Si alguien podía reclamar contra la validez de lo contratado, 
era la Iglesia, por la acción jurídica de la lesión enormísima que 
á sus intereses se había inferido; pero de ningpin modo el go- 
bierno. 

La dotaeion del culto y clero no podía, pues, ser equiparada 
■ á los sueldos de los personales. Mas que con estos, podría encon- 
trarse la semejanza con los pagos que el gobierno se obliga á 
hacer en virtud de pactos ajustados por escritura para contratar 
un servicio público, ó para contraer una deuda; pero aun sobre 
estos pagos, que jamás han sido ni pueden ser sometidos á des- 
cuento, tiene la dotación eclesiástica la ventaja de haber sido es- 
tipulada en un documento dipioinático convenido con la Santa 
Sede. 

El Concordato tuvo por tan ciertas ¿ indudables estas verda- 
des, que, no podiendo dar por supuesto que en ningún caso se 
hiciesen descuentos sobre la dotación dcl culto y del clero, al 
prohibir en términos esplícitos semejantes descuentos por medio 
de su arl. 37, solo hizo mención de los que anteriormente exis- 
tieran, únicos que podía considerar posibles. 

Sin embargo de lo irrebatible de estas razones, el gobierno 
no hizo justicia á las reclamaciones de monseñor Franchi, cuan- 
do este redamó contra la infracción del Concordato, contenida 
en la ley de presupuestos. Para dar su contestación negativa se 
fundó el ministerio de Estado en que «la obligación conltaida 
por el Estado de aumentar en tiempos mas prósperos y mas 
ventajosas circunstancias las asignaciones del clero, suponía en 
este otra obligación correlativa, y era la de someterse á una 
diminución temporal en sus asignaciones cuando empeorasen, 
en vez de mejorar, los tiempos, y se hicieran, no nuu venUqo- 
sas, sino mas difíciles las circunstancias.» 

La suposición del gobierno no podía ser mas gratuita: ni 
dijo ni pudo decir en qué la fundaba, puesto que no tenia funda- 
mento alguno. El art. 36 del Concordato, que dejamos copiado 
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mas arriba, dice que las dotaciones del culto y del clero serían 
aumentadas cuando las circunstancias lo permitieran; con lo cual 
da á entender bien claro que al señalarse el importe de esas do- 
taciones se había tenido presente la penuria de las circuns- 
tancias. 

Ademas, si aquella dotación que se fijaba no había de ser- 
vir de mínimum de lo que debía pagarse, ¿para qué servia? ¿Con 
qué objeto se hacia la designación de cantidades, que jamás 
habían de regir, en los tiempos bonancibles porque debían ser 
aumentadas, y en las circuntancias difíciles porque debían ser 
disminuidas. 

Quede consignado al menos que el gobierno de la revolución 
de julio confesó esplicitamenle que con esta habían empeorado, 
en vez de mejorar, las cosas póblicas. Asi se deduce de las fra- 
ses ya copiadas, y aun mas adelante decía el señor ministro de 
Estado, en su nota de 25 de enero, que vamos examinando, que 
la culpa de la penuria en que se hallaba el Tesoro español cor- 
respondía á fos vUitnoi trastornos poUtieos y á las calamidades 
del cólera. Abundando nosotros en la misma opinión, juzgamos 
que el cólera había contribuido á dejar vacias las arcas públicas 
en una proporción muchísimo menor que los trastornos políticos. 

¿Pero acaso el culto y el clero eran responsables de lo uno 
ni de lo otro? ¿Por ventura el gobierno no es el mas legitimo 
representante de esos trastornos, que á tan grande miseria le 
tenían reducido? Esa nqwesentacion, ¿no le imposibilitaba de 
alegar, aunque hubiese podido hacerlo con algún fundamento, 
los trastornos políticos como escusa de su conducta? 

Quisiéramos oir la respuesta Se los impugnadores de la San- 
ta Sede. 


Digitized by Google 



m. 


(30 d* d* 1855.) 


4 


El docummlo aeñalAdo con el núm. 3.” es un oficio d no- 
ta del Sr. Luzumga al representante de España en Roma, 
anunciándole que el gobierno había resuelto realizar la com- 
pleta desamortización eclesiástica, con arreglo al art. 38 del 
Concordato. 

El ministro de Estado empleaba en dicho escrito inauditos 
esfuerzos para probar que la venta universal de los bienes de la 
Iglesia se hallaba decretada en el Concordato de 1851, j que, 
llevándola á efecto, lo único que se hacia era dar cumplimiento 
á las decisiones de aquel pacto entre la potestad eclesiástica y la 
civil. 

Los sofismas empleados por el gobierno para probar seme-' 
jante absurdo, no solo no encubrían en lo mas mínimo su intrín- 
seca falsedad, sino qne con ellos era inesplicable de todo punto 
la conducta que el gobierno mismo observaba en este particular. 

Si el cumplimiento del Concordato exigía la venta de todos 
los bienes de la Iglesia, ¿qué necesidad había de la ley de des- 
amortiz.acíon, en la parte en que esta se refería á dichos biettes? 

Si el Concordato dccia lo que el gobierno afirmaba ver en 
sus artículos con tanta claridad espresado, ¿ qué precisión haláa 
de rebuscar argumentos para convencer á la corte de Roma de 


Digilized by Google 


— es- 


to que ni etia había negado todavía, ni era dudoao d cueatJo- 
nable? 

El gobierno, pidiendo á laa Cortea una ley para vender loa 
bienea del clero, daba á entender bien claro que la deaamorti- 
xacion no era anteriormente un hecho legal y convenido. 

■ El gobierno, contestando en Roma á objeciones que no se le 
habían hecho, reconocía la necesidad y la justicia de esas obje- 
ciones para cuando se hicimn. 

' No solo era falso lo que el gobierno sostenía, sino que d 
mismo no podía ajustar su conduela á sus propios argumentos, 
y tenia que poner en contradicción sos actos con sus sofismas. 
Tan desatinados eran estos. 

El documento núm'. 4 son las instrucciones dadas por el mi- 
nisterio de Estado con fecha 11 de febrero al Sr. Pacheco, que 
acababa de ser nombrado ministro plenipotenciario de S. M. en 
Roma, con el objeto, según nuestros lectores recordarán, de 
imponer i Su .Santidad la aceptación de la reforma desamortiza- 
dora, anunciada pocos dias antes en las Cortes, y acogida por 
estas con muestras indecibles de satisfacción y entusiasmo. 

Empiezan las instrucciones dadas ai Sr. Pacheco anuncian- 
do que ¡as exigencias de la opinión pública impelen al gobierno 
á tnodi/tcar en muchos pantos el estado actual de las cosas 
eclesiásticas. ' > - > 

Como escribimos principalmente para lectores españoles, es- 
eusamos decirles al valor que deben dar á eso de las exigencias 
de la Opinión p^iea. Nos contentamos con recordar á nuestros 
suscritores los hechos consignados en el libro que con el título de 
La 6Me 2.* fes hemos repartido. ‘ ‘‘ 

Después dicen las inslilueiones: . ' 

- «No ha dado hasta ahora la Santa .Sede motivos de quejas 
al actual gobierno de S. M., mostrándose intransigente ó dura 
en las reclamaciones que le ha dirigido. ' 

oJusto es confesarlo por honra dé la Santa Sede, y porque 
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en ella funda el gobierno de S. M. la esperanza halagüeña de 
que, con mas ó menos obstáculos, todo se arreglará en lo suce- 
sivo sin conflicto alguno, n I 

- En seguida recuerdan inoonvenicnteniente á la Santa Sede 
el auxilio que le dio hace años España contra los revoluciona- 
rios de Roma, y en cambio de aquel auxilio dice que el Papa 
no baria nada de mas teniendo para nosotros un gmtroto $ufri^ 
miento. Con lo cu.il da hien claro á entender el gobiernoque órela 
justas las quejas que Su Santidad manifestaba por lo que en nues- 
tra península sucedía é iba á suceder. A renglón seguido es- 
plana mas el gobierno este mismo pensamiento, y se espiesaasb 

«Sin duda tiene presentes (la Santa Sede) los «sfuersos qtss 
está haciendo y hará el gobierno de S. M. por mnservar en Be- 
paña el imperio del calolieismo, que será menos defendible á 
medida que mas obstáculos ponga este á las exigencias de la 
Opinión nocional.» 

Después de recurrir á la gratitud de la Sede pontifiiúa, el 
gobierno le dirige amenazas, y le anuncia, para el caso en quo 
noceda, el rompimiento de la unidad católica del pais. Héaqui 
sus palabras: 

«Sin duda teme (la Santa Sede), y teme con ruaoa, las conse- 
cuencias de un rompimiento, que si podría suaeitar algunas di- 
ficultades políticas al gobierno de la Reina , traería en cambio 
irremediables perjuicios á la Iglesia; porque es condición de 
ciertos hechos, como el de la unidad religiosa, por ejemplo, que 
si una vez se quebrantan realmente, no se restablecen, no pue- 
den restablecerse jamás.» 

Después de este preámbulo, el minislro de Estado cambia ra- 
pentinamenle de tono, y dice al Sr. Pacheco: 

«Gran ventaja es para V. E. no tener que solicitar ó procu- 
rar por ahora sino el cumplimiento de los pactos existeotes y la 
estirpacion de ciertos abasos que no pueden ser legítimamente 
patrocinados por la Santa Sede. 
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I »E1 gobierno de S. M., que no renuncia, porque ni debe ni 
puede renunciar, á una modificación importante del Concordato 
que lo ponga mas en armonía con la conveniencia pública, no 
encarga desde ahora á V. E.'. dínguna gestión de este gé- 
nero.» 

En seguida comenta á su modo los artículos del último Con- 
cordato, para demostrar que en ellos se decidió la mas completa 
desamortización eclesiistica. 

Pero si esto hubiera sido asi, ¿á qué conducía la forma tribu- 
nióa y estrepitosa con que el ministerio atacó á la autoiMad 
pontificia al anunciar en las Corles el proyecto de desamortiza- 
eionT ¿A qaé aquellos trenéticos aplanaos eon que esta idea fue 
recibida, por lo reformadora y lo atrevidaf ¿A quélaembájadc 
del Sr. Paahooo á Roma para imponer i Su Santidad lo qutf 
Su Santidad hubiera ya tenido en ose caso consentido desdecoa» 
tfo años antes? . i 

¿X qué las instruociones, á qué el recuerdo de la gratitud que 
se suponía debida, á qué las amenazas? > \ 

¿X que los Rtn'qencMM de la Opinión pera obtener lo que sq 
hallaba conseguido? ¿Puede darse mayor y mas absurda confu- 
sión de ideas y do actos? 

Después de sus oontradíctorios comcnlarioa^ añade el minia* 
tro de Estado: > 

oPor estas citas se demuestra fácHmente cuán infnndada sea 
cualquier leelamacion que rata nz zutabiar la Santa Seda 
contra la denmortizacion de que se trata. » 

Desde Aríslóleles acá; desde que hay en el momio cuestionen 
y diseutidores, no creemos que en ningún caso haya podido 
decirse con mas razón: t’ 


JEaeeuatio non polila, acusalio manifeeta. . 
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(31 de agosto de 1S&5.) 


' Gontinuemosel'exáaiea de ks instniccionei dadas por elaa- 
Oor Lnturiiiga al Sr. Pacheco. 

> Decía el mmistro de Ekado al nombrado para la pl^ipolen> 
cía en Roma; 

nSin duda la Santa Sede, ya aleccionada en' materia de 
revolucioaes, comprende la situación presente del gpobiemo de 
España, y no quiere agravarla con emige$>cku , ma» injtutas 
por ía oc<MMH!i, que pudieron $erUt por ti mitmat. n 
-- El señor miniatrojeoonocia, pues, la justiciaque an si mismas 
tienen las pretensiones de la Santa Sede; pero creía que esa jus- 
lisia estaba osCunscida y alterada por la ocasión. 

¿Qud tiene que ver lo jtutieia con la oeationf Lo qoe en sf 
mismo es justo, lo es endedos ocasiones. 

« Ademas,, ¿caibera eso ocostonl' Sin duda ninguna la sihia> 
cion política actual del partido y del gobierno progresista. . 
f Et-ministro-de<Estado reconocía que las pretensiones de la 
Santa Sede eran justas,, oonsideradas en si mismas; pero como 
se oponían á los intereses momentáneos de ios progresistas; como 
eran un obstáculo para la» exigencia» de la opinión páUiM de 
los progresistas, se decidía á negarles por e»ta ocasión la justi- 
cia que en sí mi»ma» tenían. 

¿Y que culpa tiene la Sania Sede de que los progresistas en 
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aquella ocasión, como en otras, noesluvietan acuerdo can ¡A 
justiciad , . „.j , i 

El Sr. Luzuríaga, después de esto, y de lo que ayer dejamos 
notado, confiesa, por último, que no era tan indudable, como di 
mismo había supuesto, que el Concordato, ordenara la yenta 
general de los bienes de la Iglesia española. : . , . 

aSolo, dice, respecto de los bienes del clero secular hapodi'T 
do originarse alguna duda. » , . | 

¿Conque ha podido originarse duda? Pues entonces era 
cierto, cuando menos, que, constituyendo' esa. duda una de las 
dificultades á que se refiere el art. 45 del Concordato, no podiq 
ser resuelta sinoponiéndose anteriormente de acuerdo el Pa- 
dre Santo y S. M. Católica. Aun cuando el Sr. Luauria- 
ga probara (loque es imposible) que la duda debía ser salisi 
fecha en el sentido que él y sus amigos querían dar al art. 38, 
no podría demostrar que, supuesta la posibilidad de la cuestión, 
fuera competente el gobierno para decidirla por sí solo. Attn 7 
que el art. 38 del Concordato no resoltara infringido, lo resul- 
taria el 45. . , 

Pero la verdad es que se faltó á ambos. Bj^ta leer el art. 38 
para comprender su significado: 

n.4demas, dice, se devolverán á la Iglaqja desde luego y 
sin demora lodos los bienes eclesiásticos no comprendidos en ia 
espresada ley de 1845, y que todavía no hayan sido enajena- 
dos, inclusos los que restan de las comunidades religiosas de 
varones. Pero atendidas las circunstancias aytualos de unos y 
otros bienes, y la evidente utilidad que ha de resultar á la 
Iglesia, el Santo Padre dispone que su capital se convierto 
inmediatamente y sin demora en inscripciones inlrasfcribles de 
la.Deuda del Estado de 3 por 100, etc. a ^ 

¿Hasta dónde se esliende la frase unos y otros ¡ñeñes! 
¿(Cuáles son ios comprendidos en esta alusión doble ? Según tos 
sofisterías del gobierno, son ios devueltos a la Iglesia por la 
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1S45, y Io9 que habían qundado sin devolver; es decir, todos 
los eclesiásticos sin distinción. 

■ Pero según el sentido literal y el espíritu indudable del Con- 
cordato, los bienes aludidos eran los que figuraban en las dos 
categorías de los no devueltos aun, únicos de que hacia mención 
el párrafo citado, en el cual no se hablaba para nada, como tam- 
poco en los cuatro anteriores, de los bienes del clero secular ya 
restituidos. 

.Ademas, esta única, verdadera y posible interpretación era 
la que habían dado al art. 38 durante cuatro años las dos par- 
les contratantes, y formaba ya juri$iirudencia. 

Pero no nos ocupemos mas en refutar objeciones tan fútiles. 

• Las instrucciones diplomáticas del Sr.. Pacheco acusaban 
despees al clero por no haber vendido lo que estaba mandado 
Vender. 

«Han |>asado cuatro años desde que por el Concordato que- 
dó resuella la desamortización eclesiástica, sin que en lodo es- 
te tiempo haya podido llevarse á cabo, por causas mas ó me- 
nos fundadas, pero que es ya urgente remover en justo cum- 
plimiento de la cosa pactada.» 

El hecho alegado era sencillamente falso. Los bienes ecle- 
siáslieos mandados enajenar hablan sido puestos en venta; 
pero la concurrencia á las subastas anunciadas no había sido 
nniy animada. 

Esto procedía de dos causas ; la una, el mal estado y corlo 
valor de los bienes, que eran precisamenle los que los compra- 
dores no habían querido en la época anterior; y la otra, consis- 
tí.! en que las condiciones de la venta, aunque sumamente ven- 
tajosas para los tuicvos adquirentes , no lo eran tanto como las 
señaladas en la antigua ley de desaniorllzacion. Nadie quiere 
en España comprar, aun con rebajas considerables, los bienes 
de la Iglesia : algunos los loman cuando se los dan regalados, ó 
(Kica menos , razón por la cual la ley novísima de dcsamortiza- 
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don ha tratado , como ta primnra , de boeear á toda costa , f 
con caaiquicr sacríBcio, estímutos para los especuladores. 

Por úlHmo , el ministro de Estado fundaba la conveniencia 
de la desamortización eclesiástica en estas frases : 

«Al propio tiempo habrá un preUsto menos de hostilizar á 
la Iglesia, en esta ápoca en que tanto se la hostiliza, y en que 
h$ gobiernos temporales tienen que hacer tan colosales esfuer- 
sos para que pueda conservar alguna parte de los derechos 
que , mas ó menos inadvertidamente, la otorgaron los pasados 
siglos.» 

Nueva y esplícila confesión que hacia el ministerio español 
de la justicia de las reclamaciones que podría dirigirle la Santa 
Sede. 

Pero desde luego se comprende que su raciocinio no puede 
ser mas falso. Si el sostenimiento de lo que era y se reconocía 
ser justo; si la defensa de los derechos legítimos no habría de 
bastar para hacer frente á los prelestos de los que hostilizan i 
la Iglesia, menos conseguiría esta última si su justicia y sus de- 
rechos son desatendidos y olvidados. Si defcndidndola en lo que 
tiene razón se necesitan tan colosales ufuersos para conservar- 
le lo que le pertenece, abandonando su defensa no se lograría 
ciertaroente reducir al silencio á los que buscan pretestos para 
hostilizarla. 

Por lo demas, nadie ignora á lo que están reducidos los co- 
losales esfuersos del gobierno progresista en favor de la Iglesia: 
nadie ignora que cuando los progresistas no se toman la moles- 
tia de hacederos esfuersos colosales, la Iglesia suele disfrutar 
■algunos dias de pez y de tranquiliditd relativas; y que en cuan- 
to los ministerios presididos por el general Espartero salen de- 
nodadamente á su defensa, empiezan las cuestiones y las difi- 
cultades, el rebusco de leyes y de interpretaciones violentas 
para perseguir al clero, los destierros y deportamientos de Obis- 
pos, los estrañamicnlos de Nuncios, las rupturas con la Santa 
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Sede, lat piiblicacioiies que llenan de alarain i los oalótims j 
de esperanza á los herejes, las pretensiones, no siempre nega- 
das, y el envalentonamiento de los protestantes, los peligros de 
la unidad religiosa, y los temores de cisma. 


' V. 


)• 


(1.^ de setiembre de 1855.) 


Las instrucciones dadas al Sr. Pacheco para el desempeño de 
su empleo en Roma, después de haberle enterado de las inten- 
ciones del gobierno en el asunto de la desamortización, le indi- 
caban otros varios, que debía hacer también objeto de negocia- 
ciones ulteriores. 

El primero do esos asuntos es la diminución que el gobier- 
no desea del número de Restas religiosas. Hd aquí de qué ma- 
nera, lleno de elei.-acion y de delicadeza, pasa el señor ministro de 
Estado desde la cuestión desamortízadora á esta otra: ' 

«Y como el propósito fundamental del gobiemo^e S. M. en 
materia económica es facilitar el movimiento de los capitales y 
la aplicaoion del trabajo, manantiales perennes de riqueza, evi- 
tando que equivocadnmcnlo se considere á la Iglesia como un 
obstáculo para el desenvolvimiento de la propiedad pública, asi 
como ha tratado de desamortizar lo mas pronto posible los bie- 
nes raíces, así desea que se disminuyan los dias festivos, cuyo 
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númtn verdaderamente ewagerado ha merecido en Eapaña la 
censara de todos los estadistas, propios y estraños. 

•■Razones de economía poHtiea,áemonl y de Religión acon- 
sejan á un tiempo esta medida. s > 

}La eeon^mia política antes que la moral y la ReligionI ¡Bien 
por el señor ministro de Estadol Asi nos gustan los hombies: 
francos y claros. 

Esta supeditación complela de las consideraciones religiosas 
y morales ante ios cálculos económicos, bien ó mal hechos, mas 
ó meaos exactos, es ya un hecho constante en ciertas escuelas. 
Nos quisieron persuadir de la conveniencia de romper la unidad 
católica, para que los judíos pudieran venir á hacer empréstitos 
y anticipos al Erario público. Hicieron de la infracción del Con- 
cordato, y de la ruptura con la Santa Sede, una cuestión rentís- 
tica,' y el ministro de Hacienda fue el encargado de las declama- 
ciones tribunicias contra el pontiñeado. Ahora querían disminuir 
el número de fiestas religiosas para desenvolver sus princi- 
pios EN MATERIAS ECONÓMICAS. 

No nos detendremos á rehitarlos errores del gobierno; no 
reduciremos á su justo valor esas exageraciones sobre el elevado 
número de fiestas religiosas que se celebran en España; no pro- 
baremos, con el calendario en tamaño, que, prescindiendo de los 
domingos, las fiestas no son mas que diez y sen ó diez y siete 
al año, y que no pudiéndose esperar que sobre la mayor parle 
de ellas consienta en dispensas ni alteraciones la Iglesia, solo 
quedan media docena de dias acerca de los cuales hay posibili- 
dad de cuestionar, y de que los eoonomistas regateen las horas 
dedicadas al culto de la Divinidad; no haremos siquiera notar la 
ridiculez en que incurre entablando semejantes negociaciones 
el gobierno y el pmtido progresista, cuyo advenimiento y per- 
manencia en el poder van siempre acompañados por la parali- 
zación de la industria y del comercio y la falla de trabajo, aun 
en loa dias no lesliv'is, para lodos los que viven de él. 
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Si nos entrctaviéramos en examinar de cae modo los dife- 
rentes particulares que abrazan las instrucciones del Sr. Pacheco, 
nuestra tarea sería demasiado difusa. Considerando, pues, que 
sobre la mayor parte de dios no llegó á entablarse negociación, 
ni hcin quedado por ahora términos hábiles para que se entable, 
nos contenlarenaos con indicar cuáles eran los asuntos que el 
gobierno encargaba al .Sr. Pacheco que tratase en Roma. 

Ademas de los dos ya referidos, de la desamortización y 
de la diminución del número de las fiestas religiosas, el minis- 
terio queria: 

Una reforma en materia de dispensas matrimoniales, que hi- 
ciera árbitros á los Prelados diocesanos de concederlas ó de ne- 
garlas en su diócesi en el tercero y cuarto grado canónico, si- 
guiendo reservadas á Su .Santidad las del segundo grado. 

La reducción á solas tres de las instancias do los juicios en 
los tribunales eclesiásticos. 

La continuación de las negociaciones relativas á las misio- 
nes religiosas que España tiene, ó pueda establecer, en Pales- 
tina, en sus islas dcl golfo de Guinea, y en sus posesiones de 
América y Asia. 

Y el exámen de las obras pias y fundaciones religiosas deja- 
das por nuestros antepasados en Roma. 

Al ra.in'festar sus propósitos sobre todos estos asuntos, se 
observa que el gobierno no deja por un momento de sobreponer 
á todo la idea económica, y la aspiración á rebuscar en todas 
partes, en Jerusalen lo mismo que en Roma, en España lo mis- 
mo que en Guinea, recursos pecuniarios. 

En Jerusalen declara que abandona las anteriores preten- 
siones de patronato, y que no quiere ya mas que realizar en su 
favor el producto de las limosnas, generosa y desinteresada- 
mente enviadas allá por la piedad de nuestros mayores. 

«Conviene, pues (dice), asegurar ¡a propiedad do nuestros 
establecimientos desde ahora, sin ningún objeto político, sin 
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«spirar siquiera á la supremacía religiosa que el reoonocimiento 
del patronato en aquellas iglesias pudiera otorgar, sin otro esti- 
mulo ni propósito que el eonserimr y retener la propiedad ad- 
quirida. 

, »Liinitando á estosu empeño, el gobierno de S. M. está 
dispuesto á abandonar mucha parte de sus /u.i(as pretensio- 
nes.» 

Suponemos que el ministerio desearía asegurar aquella pro- 
piedad para luego hacerla cambiar de forma, y convertirla 
en inscripcioaes intrasferibies de la Deuda consolidada. 

Respecto de las fiindaciones religiosas de Roma, se espresa 
asi el ministro de Estado; 

«Por último, encarga á V. E. el gobierno de S. M. que de- 
dique una atención especial al examen de tas obras pias y fun- 
daciones religiosas con que doló á Roma la católica fe de nues- 
tros padres, cuyo patronato y cuyas rentas no deben ser perdi- 
das para la nación. 

«Hay que reivindicar unos derechos, que poner otros en cla- 
ro, que mejorar la administración de algunas rentas, que apli- 
car no pocas á mejor uso que el que tienen en nuestros dias.» 

Es indudable que este mejor uso, con arreglo á los preceden- 
tes establecidos, debe ser la compra de cupones. 

Finalmente, el gobierno concluye sus instrucciones diciendo 
A su representante en Roma: 

«No escluye , sin embargo , la severidad con que quiere 
el gobierno de S. M. que sé mantengan sus derechos, que son 
los de la Reina y la nación española, ningún prudente sacrificio, 
ninguna concesión de cuantas puedan ó deban hacerse. 

nLejos de eso, es la voluntad de S. M. que evite V. E. á toda 
costa disputas frívolas y vanas, y que posponga en todas oca- 
siones lo neeesarioá lo principal, y lo menos á lo mas, prefirien- 
do siempre las cosas á las palabras. Ko son ociosas estas adver- 
tencias tratándose de la Santa Sede; por no haberse tenido pre- 
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lente*, se han hecho diRcilei nc^iaciones que podían haber 
«ido nray rácilei en todos tiempos. 

»A trueque de que, por infundados que sean, no opon^ ofrs- 
láculos á la completadesítmortisaeion ecletiástica, podrá V. E. 
hacer concesiones en otras materias menos importantes . » 

’ De manera que el gobierno declara que para él las flestaa 
religiosas, las misiones, los juicios de los tribunales, los derechos 
de patronato, la predicación del Ev.ingelio á los africanos y á 
los indios, los intereses religiosos en Jerusaten, lasobras y funda* 
ciones pias: t(Mo es menos importante que la venta délos bienes 
raiees de manos muertas. Vender es lo principal; todo lo otro- 
es accesorio: vender es lo mas; todo lo otro es menos.' vender 
es un hecho; titdo lo demas son palabras. 

También de los gobiernos puede decirse lo que el poeta de- 
cía de los individuos: 

Oh auris sacra fames! 


VL 


(6 de Mliembre de 1SS&.) 


Los documentos señalados con los números 5.° y 6.° en la 
colección de los publicados por el gobierno, son dos notas pasadas 
al Sr. Pacheco por el Cardenal Antonfelli en los dias 20 y 
de febrero, y se refieren al proyecto de desamortización. 

La primera es respuesta i una nota del Sr. Pacheco, de 4 
de febrero, á que el gobiemo no ha juzgado oportuno dar pu- 
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blicidad , pero que puede suponerle que no fue mas que et 
anuncio, Itecho á Su Santidad por nuestro representante en 
Roma, de las intencioiies del gobierno de vender cuantos bie- 
nes raicea poseyeran las llamadas manos muertas. El Cardenal 
AnloneUi reclama la única verdadera é incuestionable inter- 
pretación del Concordato acerca de este punto, y anuncia la re-i 
solución de la Santa Sede de sostener todo lo que fue conveni- 
do y pactado con la Reina de España en 1851. e, ; 

Ocho dias después de haber firmado esta primera nota, el 
Cardenal Antonelii tuvo que remitir otra al Sr. Pacheco , i con- 
.secuencia de haber sabido que, mientras este último negociaba 
en Roma en un sentido, el ministro español obraba en Madrid 
con manifiesto y hasta, ostentoso alarde contra aquellas nego- 
ciaciones. El 4 de febrero procuraba el Sr. Pacheco obtener el 
asentimiento del poder pontificio i una interpretación, si bien 
mny violenta y errónea, del Concordato, y cl_ 5 de febrero, esto 
es, al día siguiente, presentaba á las Cortes el Sr. Madox su 
proyecto de ley de desamortización en conformidad con su de- 
claración, hecha pocas sesbaes antes, y recibida con señaladas 
manifestacianes de aplausos y de favor, de que para disponer 
de los bienes de la Iglesia no se necesitaba lictncia de nadie. 

El Cardenal Antonelii, al mostrarse justamente sorprendido 
por un proceder semejante, no tanto siente la cotrducta del go- 
bierno español en si mismo, cuanto la injuria hecha á la Santa 
Sede en suponer que fue ella quien en 1851 estipuló la espro- 
piacion universal de la Iglesia de España. La nota de 28 de fe- 
brero del secretario de Esta<k> de Pió IX concluye moncian^ 
la resolución de Su Santidad de protestar contra la desamorti- 
sackm, de publicar su protesta, y de considerarse desligado 
de laa promesas y concesiones que hab» hecho en el Concotda- 
to, sí el gobierno español llevaba adelairie su proyecto de iih 
fringiresle. . 

El docomeoto núm. 7.“ ea la proteala de monseñor Franchi, 
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fecha deSde abril, ooaira U prohibición de conferir drdeneai 
que «n la Gaeet« del día anterior habia dirigido ci gobierno á los 
Obispos; prohibición que el representante dei Papa crcia con 
razón atentatoria á la libertad de la Iglesia, depresiva de la au- 
toridad de los Obispos, y contraria i lo prescrito en los, artícu- 
los 4, 43 y 45 del Concordato, y al real decreto de 30 de abril 
de 1852, espedido por el gobiemode la Reina, de acuerdo con el 
Nuncio de Su Santidad. , : > 

En efecto, los artículos 4 y 43 del Concordato dicen asi; ' 

« Arl. 4.° En todas las demás cosas que pertenecen' al dere-^ 
cbo y ejercicio de la autoridad eclesiástica, y al ministerio d% 
las órdenes sagradas, los Obispos y el clero dependientede ellos 
gozarán de la plena libertad que establecen los sagrados cánones. 

»Art. 43. Todo lo denus perteneciente á personas ó cosas 
eclesiásticas, sobre lo que no se prevé en los artículos anierío- 
res, será dirigido y administrado según lo disciplina de l.a Igle- 
sia canónicamente vigente.» ‘ 

El art. 45 prescribía que las cuestiones que para la ob- 
servancia del Concordato ocurriesen en lo sucesivo, ruesen re- 
suellas poniéndose de acuerdo el Santo Padre y S. M. Ca- 
tólica; y en su cumplimiento acordaron, por mutuo convenio, 
ambas potestades las regias á que, para la mejor observancia de 
la legislación canónica y civil vigente, debían atenerse los dio- 
cesanos en la promoción á órdenes sagradas á titulo de patrimo- 
nio. Esas reglas se publicaron en real decreto de 30 de abril de 
1852, el cual, por lo que queda dicho, viene á formar parte dd 
Concordato, y no puede ser derogado sino por el contenUinicn- 
lo de las dos partes que contribuyeron á él. 

Los documentos námans 8.“ y 9.° son otras dos protestas de 
nwnseñor Francbi: la primera de 30 de abril contra la base 2.% 
y la segunda de 19 del mismo mes contra el arbitrario deslíen 
ro del Sr. Obispo de Osma. 

A la base 2.* se oponía el pro-Nuncio de Su Santidad, 
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ya porque la consideraba como infiraoeion del Concordato, ya 
por la profunda y funesta novedad que su testo introducía en 
materias religiosas, y ya por las consecuencias que naturalmen- 
te había de producir. Escusamos repetir aquí sus argumentos, 
que no eran ni podían ser mas que el resúmen y la confirmación 
aulurizada de lo que en aquella ocasión esptisieron sin fruto los 
Prelados y los pueblos; las clases mas distinguidas de la socie- 
dad española, lo mismo que las menos elevadas; los caballeros, 
lo mismo que las señoras; las generaciones viejas, lo mismo 
que las jóvenes de esta noble y católica nación. 

A ninguna de las tres protestas de monseñor Franchi contra 
la prohibición de conferir órdenes sagradas, contra la base 2.* 
y contra el destierro del Sr. Obispo de Osma , dió contestación 
el gobierno de Madrid , y encargó al Sr. Pacheco que la 
diera por él en Roma. Esto es cosa jamás vista en diplomacia, 
hasta que en España han gobernado los progresistas. Todo 
gobierno que quiere negociar de buena fe prefiere que las ne- 
gociaciones se sigan en el lugar en que él reside, porque en é! 
rtaturalmente su influencia tiene mayores elementos para hacer- 
se sentir. Ademas, en la ocasión presente apenas era posible 
otra cosa sino que las negociaciones se siguiesen en Madrid, pU(’S 
versando sobre asuntos que estaban puestos á pública disensión 
en España, y sobre hechos nuevos, que diariamente en España 
ocurrían, y que unos á otros se alteraban, destruían ó modífiea- 
ban todo lo que en Roma se hiciese y se hablase, habría teni- 
do que fundarse en noticias ya atrasadas y en conjeturas ' que 
debían siempre suponerse modificadas por sucesos posteriores á' 
los ya conocidos. 

Ademas de estas razones, la delicadeza y la debida eoiiesn- 
nía imponían al gobierno la obligación de contestará quien a él 
se dirigia; y cualesquiera que fúesen sos motivos para trasladar 
los cuestiones á Roma, no le era lícMo dejar sin respuesta las co- 
, mimicadones de monseñor Franchi. • 
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Las dejó, sin embai^, ycndosóal Sr. Pacheco el encargo de 
> conteslar al Cardenal Antonellt las reclamaciones que el pro-Non- 
cío dirigia al Sr. Luzuriaga. 

Preciso es, pues, acudir á las notas del representante de Es- 
paña cerca del gobierno pontificio para analizar los argumentos 
con que el gobierno español defendía sus actos. 


vn. 


(10 de celiembre de 1S55.) 


La nota del Sr. Pacheco, de 16 de abril, en la que defiende 
ante el gobierno pontificio el proyecto de desamortización, do- 
cumento que figura oon el núm. 10 entre los publicados por la 
Gaceta, es la mejor demostración de lo absurdas d impractica- 
bles, para un hombre de talento, que eran las instrucciones da- 
das por el gobierno á su representante en Roma. . 

Como en estas instrucciones pueden ver nuestros lectores, y 
como hemos .trascrito en el tercero de esta serie de artículos, el 
Sr. Luzuriaga habla mandado al Sr. Pacheco que no empleara 
para negociar otro lenguaje sino el de que solo se quería el 
cumplimento de h$ pactos existentes. Y anadia el ministro de 
Estado al plenipotenciario en Roma que por ahora no hiciese 
gestión alguna para la modificación del Concordato, dejando 
este asunto para mas adelante. 

Sin duda la conciencia científica y literaria del Sr. Pacheco 
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' «e sublevó contra lo absurdo de lo que se le mandaba, y pudo 
mas en él que la obediencia debida á su jefe. El Sr. Pacheco se 
avergonzó de tener que ser el intérprete de las pobres solisle- 
rfas del gobierno, y renunciando á hacer el papel que se le ha- 
bla encomendado, colocó la cuestión en un terreno mas ancho y 
claro, en el cual fuera á lo menos posible la discusión do 
buena fe. 

En vez de querer probar que Su Santidad es progresista es- 
pañol, y progresista a lo Madoz (que eso viene á ser el empeño 
de que el Concordato fue una ley de desamortización eclesiás- 
tica), el Sr. Paclieco manifiesta al Cardenal Antonelii, faltando 
abiertamente á lo que el Sr. Luzuriaga le habia ordenado , las 
razones que, en su concepto , podrían persuadir de la necesidad 
y conveniencia de derogar ó modificar el Concordato de 1851. 

Empieza por reconocer que este se halla vigente, y añade: 

«Mas reconociendo la existencia del Concordato, no negando 
á este su verdadero carácter, estimándole, según es, por un acto 
sui gentris, que participa para los españoles de la condición de 
ley del Estado y de paulo internacional, todavía se persuade el 
infrascrito de que el gobierno á quien representa no merece por 
Su conducta tan severas calificaciones como son las empleadas 
en las notas de 20 y 28 de febrero. El Emmo. secretario de Es- 
tado de Su Santidad conocerá que las leyes, aun siéndolo, se 
mudan, cuando hay necesidad de mudarlas.» 

Pocas líneas mas adelante amplifica el Sr. Pacheco esta 
misma idea, y en su apoyo se espresa en los siguientes tér- 
minos: 

«No se ha resuelto, pues, la cuestión, á juicio del que habla, 
con solamente decir: aTenemos un Concordato, un Concordato 
sreciente, un Concordato que se debe observar.» Todo ello puede 
ser cierto, puede serlo ademas que el Concordato se oponga á lo 
que desea el gobierno español, lo cual ro sb discute en este 
instante; y cabe, sin embargo, todavía que ese propio gobierno 
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se vea precisado á querer lo qae desea, y que la Sania Sede, en 
la eminente solicitud que ha de inspirarla por el bien de la Igle- 
sia y de la nación española, deba acceder á lo que, en términos 
respetuosos, con im buen fin, y constreñido por imprescin- 
dibles obligaciones , le ha reclamado y le reclama aquel go- 
bierno. 

«Siempre que se ha \'ariado un Concordato; siempre que se 
ha adoptado un convenio nuevo, la legalidad anterior era otra. 
Lo que se ha pactado para sustituirla no era de seguro lo hasta 
allí existente. Ha habido unmotivo para dejar muerta la antigua 
ley y reemplazarla con lo que fue ilegal hasta entonces. No es, 
pues, absoluta razón el que una regla exista para que no sea 
necesario á veces adoptar otra, resignarse & otra diversa.» 

Verdaderamente era tiempo perdido el que invertia el señor 
Pacheco en probar que, en términos absolutos, es posible la for- 
mación de un nuevo Concordato. Esto es indudable; peto no ve- 
nia á cuento. Lo que al Sr. Pacheco convenia demostrar eran 
otras dos cosas; que lo solicitado de la Santa Sede era justo, y 
.'idemas que había posibilidad de entrar en negociaciones con un 
gobierno como el actual, que pedia un nuevo Concordato al mis- 
mo tiempo que manifestaba su intención de no hacer caso del 
existente. 

Esta última consideración era de tal bulto, que no pudo me- 
nos de hacerse cargo de ella el Sr. Pacheco, quien para discul- 
par al ministerio de que fue parte echa toda la responsabilidad 
sobre la revolución de julio. Hé aquí cómo se espresa: 

«Verdad es que era reciente nuestro CoiKordato. En la mar- 
cha ordinaria de las cosas podía aguardarse que durara por al- 
gún largo período. Pero no se olvide lo que ha ocurrido en Es- 
paña el verano último. Hemos tenido una revolución; el tiempo 
se ha eondensado; lo que de ordinario no viene sino después de 
años, y casi de siglos, ha venido en meses, ha venido tal vez en 
dias. Se ha hundido una Constitución; han desaparecido iiistitu- 
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«iones; ha Uegaio á diiCíUint el trono. ¿Puede estcañarse que 
medio de Ules sacudidas se apresure la marcha de las ideas, 
y nazcan mas pronto necesidades que en otro caso habrían tar- 
dado en despuntar y en venir?» 

También el Sr. Luzuriaga, como hemos visto anteriormen- 
te, se lavaba las manos en estas cuestiones, y remitía su respon- 
sabilidad á la revolución de julio. Pero ¿acaso no sms vosotros 
los que hicisteis esa revolución; los que, como mas dignos de 
ella, la representáis, la administráis, la personificáis? Si no lo 
sois vosotros, ¿quién es la revolución de julio? ¿En ddnde está? 
¿A dónde iremos para pedirle cuenU de esos cargos que vos- 
otros le dirigís? 

Si no sois sus amigos, sus defensores, sus padres, ó á lo me- 
nos sus hijos, ¿por qué en su nombre ejercéis el poder? Si lo 
sois, ¿por qué no acepUis su responsabilidad en Roma y en 
todas partes? 

Si las ideas de la revolución de julio son vuestras ideas, 
hacéis mal, muy mal, en negarlas; si no lo son, hacéis muy mal 
en practicarlas. 

Por lo demas, ¿qué manera nueva de argiiires esa? ¿Cuándo 
se ha visto ni oido alegar una revolución como titulo justo con- 
tra la justicia y el derecho? 

Habéis infringido la ley, habéis faltado á la fe de lo conveni- 
do, y creéis dar á todo contestación cumplida diciendo al ofen- 
dido; «No lo estrañes; si he estado ilegal, injusto; si no he cum- 
plido con las obligaciones contraídas, es porque he hecho una 
revolución; es porque he condensadoel tiempo.» 

El Sr. Pacheco añadía: 

«No tiene culpa la Iglesia de la revolución de 1S54. Es ver- 
dad también. La Iglesia, pura y santa por su carácter, no fue 
quien concitó las iras, ni quien abrió las puertas á la cólera del 
pueblo. Pero tampoco el gobierno actual de España tiene la cul- 
pa de esa gran conmoción. La responsabilidad de ella y de ana 
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*et03 cae, y no puede menos de caer, en los que la provocaron y 
te trajeron. Venida ya, la ilustración de la Santa Sede conoce 
que nadie es dueño de impedir sas consecuencias, y que el go- 
bierno mas previsor y mas fuerte no puede hacer otra cosa que 
éhcaminarlas sin destruirlas, que moderarlas sin hacerlas vanas 
4 inútiles.» 

Nos importa poco saber si el gobierno actual es responsable 
de la revolución, y hasta consignamos con placer, como im buen 
síntoma, el hecho de que también él reniegue de ella. Cuando 
el gobierno la abandona, sin duda ha sido antes abandonada 
por la popularidad. 

Pero sea de esto lo que quiera, ¿qué tiene que ver te revolu- 
ción con los persecuciones de la Iglesia?, 

Durante la conmoción violenta que dió principio á la nueva 
época revolucionaria, no se oyó, no se levantó en ninguna parte 
una voz, una reclamación, una bandera contra la Religión ni 
contra la Iglesia. 

Fue preciso que vinierais vosotros, hijos déla revolución, 
que renegáis de vuestra madre, para que se rompieran las hos- 
tilidades contra el catolicismo, el pontiQcado, el clero y las • 

creencias religiosas. 

Y no lo hicisteis siquiera en nombre de vuestras ideas ; ¡ lo 
hicisteis movidos por el nAMBRB !! 

Como el último de sus argumentos en defensa de la reforma 
desamortizadora, dice el Sr. Pacheco que era reclamada por 
los apuros del Tesoro. Por ahí debería haber empezado, ahor- 
rándose lodos sus otros argumentos. Esa es la verdad, lo único 
de verdad y de exactitud en lodo lo que decis. Todo lo que ha- 
bíais de revoluciones y de circunstancias estraordinarias, y de 
necesidades sociales, y de tiempo eondensado, no es mas que ho- 
jarasca con que pretendéis cubrir la desnudez absoluta de vues- 
tros raciocinios. 

Para justificar vuestra conducta no invoquéis el derecho 
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ni la juslicia ; no aleguéis siquiera la ciencia económica j ale- 
gad únicamente para vuestra defensa el hambre que os de- 
voraba. 

Había venido la revolución , y mientras hubo barricadas en 
las calles , nadie pensó , como se piensa ahora , en quemar el 
Concordato. 

Pasaron meses , se reunieron las Corles , trascurrió no- 
viembre, y diciembre, y enero , y nadie pedia ni la desamorti- 
zación ni la derogación del Concordato. 

Ningún ministro de Estado las propuso por razones diplo- 
máticas; ningún ministro de Gracia y Justicia por razones de 
conveniencia social ¡ ninguno de Fomento por razones económi- 
cas ; pero vino un ministro de Hacienda que, buscando por to- 
das partes recursos para salir de los apuros del momento, echó 
su vista sobre las propiedades de la Iglesia , y la desamorlizat 
cion quedó decretada. 

Se condensó el tiempo, tomó forma revoiucionarú» el pro- 
yecto rentístico, y el Sr. Pacheco quedó encargado de ser en 
Roma el abogado del Sr. Madoz. 

El abogado no era malo como tal ; pero la causa era des- 
esperada. 

Digamos aun algo mas sobre su alegato de defensa. 

Después do asentar la doctrina de que la desamortización, 
considerada en absoluto , puede ser intentada sin que sea un 
ataque directo contra la propiedad, cuestión de que prescindi- 
mos en este momento , dice el Sr. Pacheco; 

«Pero si esto justifica la legitimidad de la Idea del gobierno, 
no puede negarle que ¡a legalidad, bajo el segundo golpe de 
vista , no está aun justificada. Esa legalidad habia de nacer de 
un Concordato. Y si bien queda dicho antes de ahora que lo 
legalidad se cambia cuando las circunstancias lo exigen, y que 
los Concordatos se alteran cuando es necesario alterarlos, sin 
que pueda negarse á haeeilo la santa y cristiana solicitud de 
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lo« Sumos Pontífices, siempre que esas cireunstandas 7 esa ne* 
oesidad les sean bien patentes , todavía es claro que debió estu- 
diar el gobierno español hasta qué punto se pudiera mover en 
su deseado camino , sin herir en el fondo el jtu existente , y 
qnó era lo que debia hacer, á fin de perfeccionar su derecho, 
caso de que no fuese completo para lo que se veia precisado 
á intentar y ejecutar.» 

Después de esto , se estiende el Sr. Pacheco en probar 
que los proyectos del gobierno no están en contradicción con 
el Concordato. La primera parte de su nota puede servir de 
refutadon á la segunda. La una tiende á probar exactamente 
lo contrario que la otra. La primera , que reconoce la indu- 
dable ilegalidad cometida por el gobierno , está escrita por el 
Sr. Pacheco, jurisconsulto distinguido ; la segunda se debe ó 
la pluma del Sr. Pacheco , ministro plenipotenciario enviado á 
Roma por el ministerio Espartero, y no es mas que la repro- 
ducción de lo dicifo en sus instrucciones por el Sr. Luzuriaga. 

¡Triste posición la del Sr. Pacheco en Roma! B1 gobierno 
no debió enviar para que le representase en la Ciudad eter- 
na á un hombre de talento. 
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(12 de Mliembre de 1355.) 


No habiendo producido resultado de ninguna clase lasjusli- 
simas reclamaciones de la potestad eclesiástica para que el go- 
bierno desistiese de sus proyectos, el representante de la Santa 
Sede en Madrid hizo saber al Sr. Luzuriaga que Su Santidad 
no podia dejar de hacer pública su repugnancia á que se dijese 
que habia consentido, por medio del Concordato, en la des- 
amortización eclesiástica universal. 

A la intimación verbal del pro-Nuncio contestó el ministro 
de Estado pidiéndole que se la dirigiera por escrito. Con esta 
Ocasión redactó el Sr. Luzuriaga un oficio (que es el núm. 1 1 de 
los documentos publicados) , en el que se leia este increíble 
párrafo : 

«El gobierno de S. M. abriga todavía la esperanza de que 
la Santa Sede acogerá las esplicaciones conformes al Concorda- 
to que el representante de S. M. en Roma ha debido presentar- 
le después de haberse dado á V. S. las instrucciones que han 
ocasionado so intimación de ayer, porque en la alta opinión que 
tiene de la piedad de la Santa Sede no puede creer que se trate 
de atistsr la discordia , ya que no es posible la guerra civil , por 
una cuestión en la cual no se ventilan, en último análisis, sino 
algunos pocos bienes materiales , ó mas bien la forma en que el 
clero ha de poseer estos bienes y percibir la renta. Sin embar- 
go, con el deseo plausible de que se prevengan infracciones que 
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traigan consigo la dolorosa necesidad de la represión, tengo el 
honor de remitir á V. S. copia de los artículos 145, 146 y 147 
del Código penal, promulgado por S. M. en la de marzo 
de 1848.» 

El gobierno queria la infracción de una ley. El gobierno 
queria la alteración del Concordato, sin hacerla por medio de 
los trámites legales que al efecto están reconocidos. El gobiemó 
mismo reconocía su falla de razón en este asunto , puesto que, 
según hemos visto, queria descargar sobre la revolución de ju- 
lio la responsabilidad de lo que se hacia, y se lavaba las ma- 
nos en la cuestión. El gobierno prescindía de las consideracio- 
nes de derecho y de justicia, á trueque do allegar recursos pe- 
cuniarios, y mandaba al Sr. Pacheco que hiciese toda clase de 
concesiones en cambio de lograr la desamortización. 

El Sumo Pontífice, por su parte, pedia solo el cumplimiento 
de la ley al que trataba de infringirla; reclamaba el respeto á 
la legalidad y la observancia del derecho; no disputaba sobre 
la cuestión económica; solo queria dejar á salvo la santidad de 
las leyes y la fe de los tratados. 

Sin embargo de ser esto evidente, el gobierno se atreve á 
acusar á Su Santidad jjorqiie no accede á sancionar sus absur- 
das interpretaciones del Concordato, de qhc trata de atisar la 
discordia, ya que no pueda la guerra civil. 

¡Y ese gobierno ha declarado que publica estos documentos 
para que se vea de qué parle ha estado la violencia y la agre- 
' sion! 

En cuanto á los artículos del Código penal, bastará que los 
copiemos, para que nuestros lectores juzguen la oportunidad de 
la cita. 

Dicen asi; 

«Art. 145. £1 que sin loe requisitos que prescriben laa 1»- 
yes ejecutare en el reino bulas, breves, rescriptos ó despa- 
chos de la corle pontificia, ó les diere curso, ó los publicare, 
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será castigado con las penas de j>r(non correccional y multa 
de 800 á 3,000 duras. 

i)Si el delincuente fuere eclesiástico, la pena será la de estra* 
ñomiento temporal, y en caso de reuicidencia la de perpetuo. 

»Art. 146. El que ejecutare, introdujere ó publicare en el 
reino cualquiera órden, disposición ú documento de un gobieu- 
no estuanjero que ofenda la independencia ó seguridad del Es- 
• todo, será castigado con las penas de prisión menor y multa 
de 50 á 500 duros, á no ser que de este delito se sigan directa- 
mente otros mas graves, en cuyo caso será penado como antes 

de ellos. 

% 

»Art. 147. En el caso de cometerse cualquiera de los delitos 
de que se trata en los artículos anteriores por un empleado del 
gobierno, abusando de su oficio, se le impondrá, adema.s de las 
penas señaladas en ellos, la de inhabilitación absoluta per- 
petua.» 

¿Quién es ese gobierno eslranjero? ¿Quién ose empleado del 
gobierno? ¿Para quién son esas amenazas de prisión menor, de 
multa, de cstrañamiento y de inhabilitación? 

Sin duda para monseñor Franchi, pues suponemos que al 
Soberano Pontífice no querría el Sr. Luzuriaga imponer las pe- 
nas de mtilla de diez mil reales y prisión de seis años. Pero 
también nos parece difícil que el ministerio Espartero castigara 
á monseñor Franchi con la pena de inhabilitación absoluta per- 
petua. Monseñor Franchi podría ser siempre ocupado en los 
puestos eclesiásticos que á bien tuviera Su Santidad, sin escep- 
tuar el de su representante en las cortes católicas. 

Imposible parece que el Sr. Luzuriaga escribiera semejante 
oficio. Imposible parece que un jurisconsulto, que ha sido minis- 
tro del Tribunal Supremo, haya puesto su firma al pie de un do- 
cumento en que se nota tan supina ignorancia de las prescrip- 
dones del Código penal. Porque no se trata ya de lo violento, 
de lo injusto, de lo incalificable de la cita de los artículos 145, 
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146 j 147. Lo mas curioso del caso es que tuvo el gobierno U 
misma oportunidad para aludir á esos articnlos, como la habría 
tenido para referirse á los que traían de la mutilación ó del due- 
lo. Basta leer el art. 146 para comprender que no se tienen 
presentes en ¿1 las relaciones entre la potestad eclesiástica y la 
civil, sino las hostilidades de la nación y el gobierno civil de 
otro pais CMi el que se está en guerra. 

En apoyo de esta opinión tenemos una autoridad, que en el 
caso presente es irrecusable. £1 Sr. Pacheco, en la obra que 
publicó con el título de El Código penal concordado y anotado, 
dice terminantemente (tom. ii , pág. 95) qoe er el artículo 
146 RO SE TRATA DEL SOBERARO PoRTÍnCE. 

Por lo tanto, la cita hecha por el señor ministro de Estado, 
sin dejar de ser bajo otros conceptos violenta, tiránica, irritante 
é inconveniente, es ademas inoportuna y ridicula. 


EL. 


(13 de teliontoe de ISU.) 


El núm. 12 de los documentos publicados por la Caceta 
es el oficio que monseñor Pranchi dirigió al Sr. Luauriaga en 
contestación á las preguntas y á las amenazas de este respecto 
de la anunciada protesta de Su Santidad. 

El pro-Nuncio dice sencillamente por escrito lo que de pala- 
bra habia anticipado sobre esa protesta, y rechaza con dignidad 
las inconvenientes alusiones á las intenciones del Papa, y las in- 
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creíbles amenazas que el Sr. Luzuriaga se había permitido en 
su oficio; de que nos ocupamos en nuestro anterior articulo. 

El documento núm. 13 es una nota de breves lineas, en 
que monseñor Franchi consiga la protesta de la potestad ecle- 
siástica contra la ya publicada ley de desamortización. 

El núm. 14 contiene nuevas itMtruociones del Sr. Luznria- 
^ para el Sr. Pacheco. El ministro de Estado aprueba lo hecho 
hasta entonces por el representante del gobierno en Roma en la 
cuestión de desamortización, y le encarga que continúe defen- 
diendo ante la Santa Sede todos los actos del ministerio Espar- 
tero, por ser la voluntad de este que las discusiones con la po- 
testad eclesiástica se sigan en la capital pontificia y no en Ma- 
drid. Con arreglo á esta idea, manda el Sr. Luzuriaga al señor 
Pacheco que desde luego dirija notas á la Santa Sede acerca de 
la base 2.*, de la suspensioa de la colación de órdenes, de la pro- 
hibición de que entren novicias en los conventos, y de la admi- 
nistración de los bienes que pertenecieron al colegio español de 
San Clemente de Bolonia. 

Eldocumcntonúm. Iñesuna nueva prueba déla tolerancia de 
los hombres de la situación actual. En él el Sr. Pacheco reclama 
contra un articulo de La Civiltá ChUolica, en que este periódico 
había hecho las apreciaciones que había tenido por conveniente 
acerca de los negocios de Ibpaña. Aunque el periódico citado 
no es oficial, el Sr. Pacheco fundaba su reclamación en la cir- 
cunstancia de que, no habiendo en Roma libertad de imprenta, 
el gobierno pontificio es responsable de todo lo que alli se pu- 
blique. 

En primer lugar, la previa censura, en los países en que se 
halla establecida, no hace recaer sobre el gobierno la responsa- 
bilidad de todo lo que se escribe en ellos. La previa censura tie- 
ne naturalmente por único objeto negar la publicidad á lodo 
aquello que á los fiscales ó revisores de imprenta parece peli- 
groso, ya bajo el aspecto religioso y moral, ya bajo el político. 
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Todo lo que no inspira recelos ni abriga peligros contra la Re- 
ligión, contra las buenas coalumbres, ni contra el gobierno esta- 
blecido, no puede ser prohibido sin que la previa censura se 
convierta en Urania. Por muy favorables que hubieran sido las 
ideas que del ministerio Espartero y de la actual situación po- 
UUca de España hubiese tenido el gobierno pontificio , no tenia 
necesidad alguna de imponerlos á todos los escritores súbditos 
de So Santidad. 

En segundo lugar, escede de toda ponderación la falta de 
oportunidad y de justicia con que el Sr. Pacheco reel.amaba. 
Mientras un periódico no oBcial de Roma censuraba al gobíejno 
español, que imra los romanos no es ni puede ser mas que un 
gobierno estranjero como otro cualquiera, en Madrid era ol^eto 
de sangrientas sátiras, de envenenadas invectivas, de calum- 
niosos ataques, de injustas cuanto inmoUvadas agresiones, la au- 
toridad del Papa, que en España no es, no será nunca, pese á 
quien pese, un monarca estranjero. Y esas agresiones no par- 
tían solo de la prensa no oficial, sino que solian tomar su ini- 
ciativa las autoridades del gobierno, los periódicos ministeria- 
les, los diputados á Coi les, y hasta los mismos ministros. 

El Sr. Pacheco queria qué mientras en nuestro pais era líci- 
to, y era alabado, y hasta era moda en las regiones del poder, 
el zaherir y el injuriar al Jefe de la Iglesia de España y á las 
instituciones católicas, en Roma no pudiera decirse la menor 
palabra de censura contra el gobierno estranjero de un pais dis- 
tante. 

No insistimos mas sobre este singular é indefendible paso 
dado por el Sr. Pacheco, porque este tuvo la desgracia de que 
hasta el miamo gobierno le reconviniera por su conducta, como 
mas adelante veremos. 
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(21 de setiembre df lb55 ) 


Aprovechando el Sr. Pacheco la variación de ministro de 
Estado, verificada en el ^bínete español, escribió en 16 de ju- 
nio al Sr. Zavala, nuevo jefe del departamento diplomático, 
felicitándole por sn subida al poder, y manifestándole In estra- 
ñeza que en Roma causaba el hecho deque se diera allí contes- 
tación á las reclamaciones que monseñor Franchi presentaba en 
Madrid. 

La mas ligera lectura del oficio del Sr. Pacheco, que es el 
16.° de los documentos publicados por el gobierno, basta para 
comprender que la Opinión de nuestro representante en Roma 
era también contraria al modo cstraño con que nuestro gobier^ 
no quería comprender la cuestión, aunque el Sr. Pacheco, por 
su posición oficial, no pudiera espresarse con claridad acerca 
de este punto. 

Resulta, pues, que ni el gobierno en Madrid, ni el Sr. Pa- 
checo en Roma, querían encargarse de la tarea de defender 
lo que 80 habia hecho en España. Pero el gobierno decidió á 
su favor la cuestión, y el Sr. Pacheco no tuvo mas remedio que 
emprender la ardua tarea de probar que el gobierno habia pro- 
cedido en las cuestiones eclesiásticas con arreglo á lo que acon- 
sejaban la justicia y la conveniencia. 

En desempeño de su cometido, dirigió el Sr. Pacheco al se- 
cretario de Elstado de Su Santidad tres notas, que son las señala* 
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das con los números 17, 19 y20 mírelos documentos publicados 
en la Gaceta. La primen, cuya fecha no se nos ha hecho saber, 
se refiere á la base 2.* de la Constitución : la secunda, fe- 
chada en 16 de julio, al destierro del Sr. Obispo de Osma; y la 
tercen, de 17 de julio, á la prohibición de conferir órdenes sa- 
gndas. 

Poco tenemos que decir acerca de estos documentos, que 
apenas tocan las cuestiones á que se refieren. Los dos últimos, 
especialmente, están redactados con un laconismo tal, que ape- 
nas contienen mas que el encabezamiento, la fecha, la firma, y 
la cita del asunto sobre que versan. 

Al tratar de la base 2.*, el Sr. Pacheco se esfuerza por pro- 
bar que con ella no se ha atacado la imidad religiosa, ni siquiera 
se ha introducido novedad alguna en la legislacioo. Ciertamente 
va gran diferencia del modo de esplicar la base 2.* que usa el 
Sr. Pacheco, al que emplearon sus autores y defensores; pero no 
hay ingenio en el mondo capaz de desvirtuar la significación 
de ciertos hechos. No necesitamos repetir aqui lo muchisimo que 
acerca de la base 2.‘ hemos escrito, porque nuestros habituales 
lectores conocen bien la historia y pormenores de este asunto. 
Bastaria en lodo caso que recordáramos que aquella base cons- 
titucional fue votada por todos los que habian pedido en las 
Cortes la libertad de cultos, y desechada por todos los que ha- 
bian aprobado la enmienda del Sr. Jaén. Este recuerdo es sufi- 
ciente para fijar las tendencias de aquel suceso. 

Como quiera que sea, es indudable que las unánimes esposi- 
ciones que en favor de la unidad católica se hicieron en todos 
los puntos da España, contribuyeron á modificar de un modo 
notable el lenguaje usado por el gobierno, y á variar la índole 
de sus actos: ejemplo que no conviene dejar pa.«r desaprove- 
chado, y que á todos debe convencer de lo útil y conveniente 
que es estar siempre dispuestos á oponer á la invasión del mal 
todos los ubsiáculos posibles. 


Digitized by Google 



— 95 — 


Al querer escusar U eonducia dcl gobierno para con el señor 
Obispo de Osma, el Sr. Pacheco prescinde por completo de la 
verdadera cuestión que le tocaba dilucidar, y se entretiene en 
hacer una censura apasionada de la esposicion dirigida á las 
Cortes por el Prelado oxomense. No necesitamos defender á este 
de los injustos cargos que el Sr. Pacheco le hace, ya porque su 
noble y evangélico comportamiento le hace Invulnerable contra 
los ataques del gobierno y de sus empleados, ya porque no re- 
conocemos en el Sr. Pacheco competencia para juzgar los actos 
de un Prelado español, asi como tampoco la reconocemos en el 
ministerio para el arbitrario destierro que gubernativamente im^ 
puso al Obispo de Osma. 

Antes de discutir sobre si el gobierno obró bien, tenia el se- 
ñor Pacheco que haber demostrado que el gobierno pudo hacer 
lo que hizo. Antes que la cuestión de hecho, estaba la cuestión 
de derecho. Antes de fallar sobre la esposicion del Obispo de 
Osma, era necesario que el gobierno tuviera facultades para co- 
nocer del asunto. Pero el Sr. Pacheco hizo perfectamente, su- 
puesta su posición, para no colocar el debate en este terreno; 
porque era indudable, estaba fuera de toda discusión posible, 
que el gobierno, desterrando sin formación de causa al Sr. Obis- 
po, se habla estralimitado de sus atribuciones, habla invadido 
las de los tribunales de justicia, y tratados un Principe déla 
Iglesia sin la debida consideración y sin respetar las garantías 
que la ley concede á todos, incluso á los grandes delincuentes. 

Concluimos aquí el exámen de la correspondencia diplomá- 
tica inserta en la Gacela. Los demas documentos, que no hemos 
citado aun, no merecen mayores comentarios. El. señalado con 
el núm. IS es un oficio dcl ministro de Estado, en que reprue- 
ba las reclamaciones del Sr. Pacheco contra el artículo de La 
CivUta Cattolica. El ministro reconoce que no es posible mos- 
trar susceptibilidad por lo que se diga en Roma contra el, cuando 
et nombre de la Santa Sede es tratado en España con menor 
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respeto que ecoigmnvestras leyes mima* y que puede tolerar 
una buena correspondencia. 

Los números 21, 22, 23 y 25 son ofickw rclatiros á la lelin* 
da del pro-Nuncio de Madrid, y á la de la legación española de 
Roma. Nada conlienen de particnlar. 

Contiene, y mucho, de censurable el núm. 24, que es el mal 
llamado Memorándum del gobierno ospañol; pero este documen- 
to se halla ya tan desacreditado en el concepto universal, que 
seria tiempo perdido el que empleáramos en añadir nuevas cen- 
suras á las que de él tenemos hedías. 


•« 
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SmUCION DE LA IGUSU DE ESPAÑA ANTES DEL 
LXTOiO CONCORDATO. 



l 

Pon triste qoe sea la pintora que hayamos de hacer del ee> 
(ado de nuestra Iglesia antes de la ¿poca á que nos referimos, no 
es nuestro ánimo descender en esta materia de la elevada K> 
gion de la doctrina y de los principios, según los que única- 
mente debe ser examinada. Ski embargo, prevemos que nues- 
tras palabras serán miradas con prevención por los enemigoa 
sistemáticos de la Iglesia. A ellos no van dirigidas: nuestra dé^ 
bil voz se dirige á los hambres de juicio imparcial, que no po^ 
drán ser ¡ndifereniesen las actuales circunstancias á la investi* 
gacion de los males que han afligido á la Iglesia española. , 
Desde que existen sociedades civiles, ha sido Ja Beligioa 
ano desús primeros elementos de vida y conservación. Esta 
verdad general adquiere un grado completo de evidencia caaa- 
do se concreta á la Religión católica. Su doctrina, la filosoQa f 
la hisloria confirman el mismoaserto. No necesitaremos presentar 
como pruebas la moralizackn verdadera, la ilustiackm ejeutifi- 
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«ay laciyilisaieion coostante que todos los puebtoa deben al 

7 



— 98 — 


catolicismo. En este punto la historia está de acuerdo con la 
sana razón. El fin de la sociedad civil se armoniza perfectamen- 
te con el de la sociedad religiosa, y ambos pueden coadyuvarse 
mutuamente, sin confundirse, embarazarse ni hostilizarse. Son 



un punto, que es la felicidad del hdmbt^. De la manera que en 
este el espíritu no se confunde, embaraza ni hostiliza al cuerpo 
en su desarrollo material, así la Iglesia, que es el espíritu de la 
sociedad civil, no se confunde, embaraza* ni hostiliza el desen- 
volvimiento natural, físico c intelectual del genero humano*. 
La verdadera filosofía de la liish^ia no puede menos de ofrecer- 
nos la csplicacion de este provechoso fenómeno. ¿Qué ha hecho 
la Iglesia en favor de la sociedad civil? Mucho desde su naci- 
miento. Salvó la sociedad, que se desplomaba bajo el peso del 
imperio romano; constituyó nuevas sociedades, proporcionando 
elementos que solo la Religión podía utilizar en provecho del 
Eflaáo; dirigió á'esleímando no era susceptible dé otra direc- 
cion,'’y'fiie después el regalador de las diferehc'ws de los pue- 
blos que se sujetaban muy poco al derecho de gentes. A estos 
grandes resultados no se llegaba sino por medio de infinitos be- 
neficios que la Iglesia procuró á’la' sociedad civil, y que plo- 
mas mejor corladas que lá nuestra han enumerado. En sus filo 
fices operaciones históricas descansán (os áserlos que vamos 
trttzando, y que quisidramos poder ampliar Inejor. 

Tal era la situación de las relaciones de la Iglesia con el Es- 
tado en la edad medih; entonces los vínculos eran mas fuertes; 
ambas sociedades caminaban estrechamente anidas; así lo éxi- 
gian las circunstanciú, la cbnstílucion de los Estados y las ideas 
ddr la- cpbcá. ‘Rompióse en fflnchos 'de ellos esfa beneficiosa ar- 
monía, j^r lá emancipación del espíiítú privado de la autoridad 
ligrtima. El prote.stantismo dió el grito de lib«rlád, y sacudió el 
Jugo de la pótestad cclcsifotkaf. Algunos rejfeS y pueblos co- 
operárort jfSáfnosaroeiíldá la'deltinidll'líe'W abtbriflad eclesiáa- 
í 
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tica y secular. El libre exámen en materias relimpiólas fue de* 
sastrosamente fecundo en las cientificas. Invadió con especialidad 
la filosofía, y la trastornó en el último siglo. No es esta la oca- 
sión de anaiüar la Indole de estas variaciones. Cumple solo á 
nuestro objeto fijar el espíritu que dominaba en esta restaura* 
cion filosófica, para deducir que era esencialmente hostil á la 
Iglesia, como no es necesario demostrar. Tampoco es un miste- 
rio la manera con que la filosofía influyó en la sociedad civil y 
produjo su agitación-, en las revoluciones que siguieron á la 
francesa de 1789, claramente se comprende, por la genealogía 
marcea, que la obra de las revoluciones, negativa en su ma- 
yor parte, habia de dirigirse contra la Iglesia. Decimos negati- 
va la obra de la revoliKÍon, en cuanto procuraba destruir ó 
mutilar. las insUluciones .católicas en su mas lata acepción. 
Asi vemos que, empezando por las materias disciplínales , y si- 
guiendo hasta las dogmáticas, en todas se ha vwlo combatida 
la Iglesia. Sus bienes temporales de todas clases, los institutos 
religiosos de lodos géneros, el culto y los dias festivos, lacons* 
tiluciun eclesiástica y el ejercicio de la jurisdicción propia, la^ 
ciencias sagradas y su enseñanza, todo ha sufrido los golpes 
del hacha revolucionaria. . 

Natural era también que en medio de esta perturbación de 
ideas y de cosas , de instituciones y de corporaciones, de prin- 
cipios y de liechos , sufriese bastante el derecho público y la 
disciplina eclesiástica. £1 derecho' público, qne marca los dere- 
chos y deberes de todas las autoridades eclesiásticaf , y las re- 
laciones, por consiguiente, de las mismas con los sumos impe- 
rantes civiles, necesariamente habia de padecer, no en cuanto á 
su esencia , porque aquellos derechos y deberes son tan fijoe y du- 
dables cbmo la base divina en que se sustentan, sino relativamente 
á su ejercicio, ó sea las relaciones entre ambas potestades. Elnte- 
rameote rotas en unas partes, bastante debilitadas en muchas, 
y siempre dificultadas en todas, ci derecho eclesiástico tenia 


— 100 — 


que resentirse indispensablemente por efecto de unas modiSca- 
cionus que, difundiéndose por las diversas naciones, y pasando 
de los hechos al derecho constituido, limitaban cada vea mas el 
ejercicio de la jurisdicción y funciones de la autoridad de la 
Iglesia. 

De aquí puede inferirse ya fácilmente lo trascendental que 
esta influencia seria en la disciplina edesiástiea. Sabido es qué 
la forman reglas 6 cánones sobre verdades eternas, que son la 
ley primera y original, de la que jamás es permitido dispensar- 
se, contra la que nada puede prescribirse, y en la que no cabe 
alteración alguna, ni por la diferencia de países, ni por la di- 
versidad de costumbres, ni por la sucesión de los tiempos. 

Los domas cánones no son sino disposiciones indiferentes en 
sí mismas, mas autorizadas, mas útiles, ó mas necesarias en un 
tiempo ó en nn lugar que en oUo , y no se eslableeen sino para 
facilitar la observancia de aquellas primeras leyes , que son 
eternas. Asi es que la Iglesia varia las disposiciones disciplína- 
les de esta última clase, según juzga mas útil para conseguir 
el santo fin de su institución. En su admirable gobierno cuenta 
oon diCerentes fuentes legislaUvas, superiores é inferiores, cole- 
gi.idas y no colegiadas, para subvenir á todas las necesidades 
de la dirección espiritual de los fieles. Del mismo modo lo ha 
verificado siempre; la diferoncia consiste en la facilidad ó difi- 
cultad de la ejecución, que es uno de los caractéres roas espre- 
sivos de las variaciones discíplinaies. Cuando la Iglesia disfruta 
libertad; cuando media buena inteligencia con la potestad tem-' 
poial, y la unión de las dos autoridades es mas ó menos estre- 
cha, pero al fin existe, todo el orden gerárquico de la Iglesia 
fujiciona dentro del circulo de sus respectivas atribuciones, con' 
forme á la institución divina. 

La cabcz.1 visible de esta misma Iglesia hace oir su voz inb> 
liblv por todo ol orbe católico, que •. la acata como una ense- 
ñanza divina. Los Prelados eclesiásticos atienden á todas las n» 
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cesidades del pasto espiritual de sus ovejas, y si existen males 
que por sf, ni recurriendo al romano Pontífice, no pueden reme- 
diar, se congregan para buscar el medio de conseguirlo, asisti- 
dos por el Espiritu-Sanlo. En estas asambleas generales, nacio- 
nales, provinciales ó diocesanas, se condenan los errores que 
pudieran empañar la pureza dej 'dogma, y so establece y vivi- 
fica la disciplina en la parte que necesite ser re.formada. Las dis- 
posiciones adoptadas y legífimamente sancionadas se promul- 
gan con rapidez, se ejecutan con puntualidad y producen abun- 
dantes frutos, asegurando las creencias y corrigiendo las cos- 
tumbres. Los pueblos quedan morigerados, disfrutan la libertad 
de su buena conciencia, que debería ser el cimiento de todas 
las libertades, y la sociedad civil puede cumplir holgadamente 
su fin y su objeto de proporcionar la felicidad material en la 
tierra a los que no tienen descuidada la eterna. 

Insensiblemente nos hemos dejado arrastrar del deseo de 
nuestro corazón hasta el punto de acariciar ideas que pasarán 
probablemente por utopias... No lo son por fortuna ; conooe- 
mos la desdichada ceguedad del hombre, ofuscado por sus pa- 
siones, y nos dolemos de la fatal perversidad de las ideas que 
ponen en combustión aquellas mismas pasiones... A pesar de 
todo, creemos que solo la Iglesia católica puede calmar con su 
santa doctrina ese mar embravecido del corazón humano, y 
apagar el fuego devastador de las malas y perniciosas concep- 
ciones de su espíritu. , 

Trazado, aunque imperfectamente, el cuadro de la Iglesia cu 
general, dable nos será ya descender á considerar la situación 
de la española antes del último Concordato. Para ello procura- 
remos caminar á la misma altura que indicamos al principio, 
eoD el fin de que en una materia tan grave é importante como 
b presente no haya mezcla alguna de las espinosas cuestiones 
que generalmente dividen á los hombres públicos. 


n. 


En nuestro suelo, esencialmente católico, no llegó i estampar 
su destructora planta el protestantismo. Quizá si se apreciara de- 
bidamente este inmenso beneñcio, no se harían bastantes incul- 
paciones históricas muy distantes de ser justas. En cuanto á las 
¡deas filosóficas del siglo xviii, cundieron, es verdad, entre al- 
gunos hombres eminentes de nuestra patria. Su fruto respecto 
de los asuntos eclesiásticos, creemos que se revela prácticamente 
en dos puntos: 1 .® Ataques dirigidos á la Iglesia bajo el concep- 
to de defender las regalías de la enrona. 2.° Las disposiciones 
adoptadas en el presente siglo en materias eclesiásticas. Protes- 
tamos nuestra respetuosa deferencia á los derechos y regalías 
de los monarcas españoles, cuyo origen fue efectivamente muy 
laudable. La piedad y catolicismo de nuestros reyes les granjea- 
ron concesiones singulares, que, unidas á las facultades que co- 
mo á sumos imperantes Ies competían, forman la base de las lla- 
madas regalías de la corona. En la imposibilidad de ocupamos 
de ellas estensamente, diremos solo que, justas en su origen, lo 
hubieran sido también en su ejercicio, si una jurisprudencia har- 
to celosa de su observancia, algún tanto inclinada á la filosofía 
de la época, y desliaindose, quizá sin advertirlo, bastante por la 
pendiente que arrastraba á otras Estados á declararse en guerra 
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«on Roma, no hubien ensanehado et eirenio de da eómpreneion 
de aqaeÜM. En la actualidad ofreoe poed ínteres eMa coeation 
puramente histórica, p«Ses demasiado seguras quedan la» rega- 
lías de la corona contra las invasiones det poder eclesiástico, 
«on ser este lanlimitado, que mngnnos recelos podrá inspirar ba- 
jo semejante aspecto. Mayor ¡afluencia atribuimos en la.sita*- 
cion de la Iglesia de España al segundo punto, que füe conse- 
cuencia, en cierto modo, del anterior. Lasdisposiciodes adoptadas 
en el siglo actual sobre asuntos eclesiásticos son bien conocidas, 

7 no se diferenciaa notablemente de las de oíros pueblo» en cir- 
cunstancias análogas. No cuadra al objeto de este arikulo un 
exámen minucioso de las causas mas ó menos próximas del de- 
recho constituido. Unicamente tenemos que apreciar sns efecto*, 
ó sean las consecuencias que por el mismo derecho esperimentó 
la Iglesia. Es decir, que nos proponemos bosquejar el estado 
calamitoso da nuestra Iglesia hasta la mitad del siglo, procntao- 
do no profundizar las cansas. A cuatro órdenes de males nos pa- 
rece que pueden reducirse los de la Iglesia en este período: 
l.° Respecto de la disciplina.' 2.” Del personal é institutos reli- 
giosos. S.^De les bienes temporales. 4." De las relaciones oon Su 
Santidad. Los recorreremos con rapidez. 

. .... • ' - . . .! • • ‘ I . • • .-I 

wL® ntsciKlx*. I . 'c I- : 

• 'i • • V • . . I. . . • , í *'»•.- 

-•< . Antes indicamos la manera suave y provechosa oon qud se 
modifica la de la Iglesia cuando esta' se halla en clrcnnshmcias 
proporcionadas de libertad y armonía con el poder temporal. 

En España faltaron anas y otras por efeeto de varias causas, 
siendo de las mas poderosas las regalías, ó su desmetfida eslen- 
•ion, poruña parlo, y losacontecimienlas potitlcos desde prime- 
. ros dei siglo per otra. Nos alegraríamos tenor espacio para d»- ■ 
mostrar con hechos esta asmuion. ^ • . I . ' : - ‘i 

Fácil es comprender la iumiacioa que snfriria. la facultad le- 
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giaUthmdelal^iesbeáiosdWenateírcwkMdBMtiocioii, •»> 
fciendo laa formiilidadea i qo« por nueiiro dewcbo erián cajetás 
las Bulas y demás dispoeidoiies eoianadas de Boma, y la abao- 
lula dependencia de' nueaiios Obispos, aun para las cosas mas 
esenciales i so mkiislerio pastoral, cooio la concesión de órde» 
stea, del golMemo de S. M. Católica. 

. ■ f . ■ > 

'■ t '' 2.° MoasoaAL i ueme n » asLictaaos. 

' * • ’ - f 

- La supresión temporal ó parcial, y d^pues completa, con 
ligerisimas eeoepeionos, de las órdenes regularee, es por si sola 
«na pedida bmparable para, la ^leaia espmiola. Loa oonsejos 
del Evangelio no han sido dados en vano, ni comprenden de 
tma manera esldril el úlüno ^rado de la perfección cristiana, 
ióa hombres que, desengañadas de las miserias del mondo, se 
eottsagraban al Krtido de Dios con una vida pura, pobre y 
«bediente, cumplían en la tieira 'tres grandes obielos. AbdKtban 
á Dioe según el piadoso impulso de su coraaon, servian de gran- 
des raodrfos de virtud para todo* los fieles, y ejercían innum^ 
rabies obras de caridad, siendo al mismo tienipo los op«arke 
mas bkboriosos del ministerio eclesiástico. No tralamcs de hacer 
la apología de las órdenes regulares, de que tampoco necesitan. 
Queremos indicar únicameate que con la supresión de los re- 
gulares se vió privada nuestra Iglesia de infinitos brazos que 
eaHivaban la viña del Señor. Y como esto ooincidió con la es- 
traordinaría diminución del dero secular, la situación de la Igle- 
sia viooá ser cada día mas angustiosa. 

. Las carreras eclsstástieas se abandonaron; los benefieios no 
se provi^m; laásagradia órdenes tampoco se conferían ó nadie: 
necesariamente iban quedando las catedrales desiertas, muchos 
«argos sin haber qnien kn desempeñara, é infinitas pueblos sin 
Pastores. La supresión de regulares y dimimieiofl del dero ae^ 
-«Ulár se eieia un grande bien, económica y politicamente eonsi- 
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derado. No lo es, 'en verdad , como tal vee ladremos ocasión 
de manilestar; 'masaan cuando k> fuera , sobre la economía y 
la polílica eeiá la libertad ; libertad que ha poblado otros •pai» 
ses de reli^osos de'todas las órdenes' regulares » y ha rolo las 
vallas que so trataban de poner al ministerio sacerdotal en; el 
santo ejercicio de sus funciones. Si nuestro orgullo nacional no 
se resiente por seguir tas huella» de la Francia en el camino de 
la libertad , parece justo qno no le cubramos solo de destrucción 
y de muerte, sino que, llegado' el dia de la victoria, -imitemos 
también á ese gran pueblo , tolerando que algunos liombres de 
Dios se' agrupen en torno de una cruz para disfrutar la sauta li- 
bertad pOT que anhela su coraxon. Pero advertimos, que nos' 
separamos de nuestro principal objeto. ' ' 

• > V 

. • . 3.® m£M£S TBMMRAIES. • ' 

! '> I l I.-, *• _ , 

Desde el tiempo de la reforma protestante sufrió la Iglesia, en 
general, grandes confiscaciones de sus bienes temporales. La 
econom’a polílica sUyió para justificar la dcsamm-lizacioa de los 
mismos en otros paises católloos. Las doctrinas comunistas pa*- 
reoen llámadas ahora á deducir deplorables consecuencias de 
semejantes precedentes. Contrayéndonos á España, la desamor- 
tixaoioo eclesiástica esta vigente, como es sabido, casi desde prin- 
cipios del siglo. La supresión sucesiva del dicxraoprivó álalgh • 
sia de sus mejores rentas. En esta parte también padeció el Era^ 
rio bajo . dos conceptos: por desprenderse de . una renta pública 
en que descansaba, puededeciise, el sistema tributaiio del reino, 
y por tener que subrogar otros recursos para atender á las nece- 
-sidades que sé cubrían' oon'aquri impuesto, si es lícito usar de 
esta espresion.' No solo servia el diezmo para dotación del culto 
y sos ministros, sino ademas para sosten, en parte al maios, de 
infinitos establecimientos de beneficencia, universidades y casas 
de Instrucción pública. Naturalmente ha sido preciso ‘asignar 
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otitts dotack>ne« á los espresados insüluloi: nólase, «n embargro, 
esta diSnencia: que la cuantía de los reeunos subrogados, se 
halla en razón inversa de la proximidad á la Iglesia. Asi el cul- 
to y sus ministros han sido los menos atendidos en dicha com- 
pensación. Los establecimientos de beneficencia tampcieo han 
sido muy ravorecidos, si se comparan con las universidades, «n- 
leramenle secularizadas hoy. Sus asignaciones son decorosas, 
pero la inslroocion no es gratuita, como era anleriormente. 

En cuánto á los bienes temporales ó inmuebles, oonsider^- 
mos aquí su pérdida solo por afectar á la independencia, no de 
la Iglesia, sino de sos ministros y culto. La Igleaia, que aprecia 
<a pobreza voluntaria como una de las mas nobles virtudes, no 
necesita bienes ni riquezas para existir y ser independíenle co- 
mo instilucion divina. Mas como al propio tiempo es una socie- 
dad visible y humana, los que se consagran esclusivamenle á 
su servicio y dirección quedan sujetos á idénticas necesidades 
que los funcionarios públicos de la sociedad civil. % atiende de- 
corosamente, y es justo hacerlo , á la subsistencia de estos últi- 
mos; pues hé aquí proporcionalmenle lo que necesita hacer la 
Iglesia con sus funcionarios y ministros. A los eclesiástioos im- 
pone la Religión graves deberes, y exige ademas mucha abne- 
gación, suficienle virtud y una mediana ciencia. ¿Será posible 
encontrar hombres dotados de estas cualidades, si en premio no 
se les da un pedazo de pan , no para ellos, sino para sus faqpl- 
Uas, á euyas dulzuras renuncian? En todas las carreras del Es- 
tado se obre al hombre un porvenir temporal, en el que no solo 
se coloca con holgura el individuo, sino ia familia que cslecreá. 
El eclesiástico destinado por Dios al ejercicio de la caridad tiene 
mucho mas limitadas sus necesidades, y fuera de lo material- 
mente ncceaario,.se ve precisado á devolverla todo á la socie- 
dad en persona de sus parientes, ó de .los indigentes, como le 
manda la Iglesia. ¿Y será justo privarle da ese poco que nece- 
aita? Dejamos á ia consideración de nuestros lectores deducir 


los males que bajo este respecta ha esperimentado la Ig^ia. 

No queremes omitir ana cuconstancia que deb< ooitsiderarse 
como may trascendental. La ciencia es de la mayor importan- 
cia en la Igflesia , qac siempre ha difúndido las verdaderas la- 
ces en el mundo. Privada de recursos matoriales , no puede 
formar tantos ministros salidamente instruidos ^mo necesita, y 
de aquí proviene una de sos mas graves aflicciones. Tal vez 
sospecharon sos enemigos que en esto consistía el indestructible 
vigor de la Esposa de JesueristOi y quisieron parodiar indigna-, 
mente la estratagema que privó á Sansón de la fuerza , que de- 
pendía de sus cabellos. | Insensatos! Quien suscitó un, San Pa- 
blo de un perseguidor de la Iglesia , ^no podrá convertirlos, á 
ellos mismos en fervorosos apóstoles de la venerable matrona 
que combaten? 

. • f ■ 

4.° HELaCI0HK8 coz su SaZTlDaD. 

No es necesario recordar cómo empezaron á interrumpirse 
las buenas relaciones de nuestro gobierno con el Sumo Pontífi- 
ce desde la muerte del úllimo monarca. Contribuyeron á ello 
dos causas, polílica ó diplomática una, religiosa la otra. De 
aquella no nos ocuparemos, ni de la inflnencia que, según algu- 
nos, pudiera tener respecto de la segunda. Esta eselusivamente 
será objeto de nuestras indicacloñesr Algunas cuestiones disci- 
plinales que surgieron con motivo de la presentación, de varios 
sugelos para Sillas episcopales vacantes, revelaron que en Ron» 
se resolvían aquellas de diferente manera que en España. A es- 
tas siguieron otras, que no queremos reproducir, y después di- 
ferentes disposiciones legislativas conocidamente desaprobadas 
por la Silla apostólica. Ocurrieron variaciones en materias ecle- 
siáslicas que hemos referido, y todo hacia presumir que ambas 
corles se alejaban cada vez mas una de otra. 

Las dificultades crecieron con los confiietos en materia de 
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jarbdiocioñ eclesiástica, que por la (alta do Prelados iban pre« 
sentándose, con penosos embarazos que afectaban la concien- 
cia de los ñeles. Las relaciones vinieron á quedar suspendidas 
con Roma, y se esperaba un rompimiento completo... Carecia- 
mos de representante de Su Santidad ; apenas teníamos Obispos» 
ni clero superior ni inferior; la disciplina habió sufrido, y ne- 
cesitaba notables modificaciones^ existian mil cuestiones ecle- 
siásticas y i-eligiosas indefinidamente aplazadas ; la Iglesia es- 
taba empobrecida, y los adquirentes de bienes nacionales desea- 
ban tranquilizarse completamente respecto de sus propiedades. 
Tal era, pues, la situación de la Iglesia de España cuando, des- 
pués del advenimiento al solio pontificio de nuestro Santo Pa- 
dre Pío iX empezaron á disiparse las nieblas que oscurecían el 
horizonte religioso, y á prepararse el término de tantos males 
de la Iglesia española por medio de un Concordato. 


. I ■ ! 


LA IGLESIA DE ESPAÑA CON EL ULTIMO CONCORDATO. 



Al ocupanió» del Concordato de 1851 no nos proponemos 
escribir on juicio critico ni on comentario; lo considerantios so» 
lo, en el terreno del derecho constituido, como una ley canón^ 
ca y civil, que puso remedio á los males de nuestra Iglesia. Y 
decimos que remedió los males de nuestra Iglesia, porque pro- 
curó asegurar su armonía con Roma, y atender á las necesida'- q 

des materiales del personal y de la disciplina eclesiistica. Un 
ligero exAmen de las principales disposiciones que contiene 
patentiiaró esta verdad. ' ' 

Empieza el Concordato daclarando que ala Religión católi- 
ca apostólioa* romana, que, con eaclusioii de cualqaier otro, 
culto, continúa siendo la única de la nación española, se consei^ 
vará siempre en los dominios de S. M. Católica , con todos loa 
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derechos y prero^ativa» de que debe gozar, según la ley de 
Dios y lo dispuesto por los sagrados cánones.» Semejante decla- 
ración es la cspresion genuina de todas nuestras leyes. El Fue- 
ro Juzgo, el Real, las Partidas, el Ordenamiento Re;il, la Nue- 
va y la Novísima Recopilación, con todas las leyes fundamenta- 
les de la monarquía, desde la Constitución de 1S12 hasla’la 
de 1S45, contienen declatacionds idénticas. Si las leyes son el 
símbolo de los sentimientos nacionales, el sentimiento católico 
es el mas profundamente arraigado en nuestra patria. La prue- 
ba la acabamos de apuntar antes. Si se consulta la historia, no 
nos asombrará este fenómeno. Un pueblo que abrazó la fe desde 
su origen, que derramó su sangre por ella en tiempo de los már- 
tires, que constituyó su nacionalidad á la sombra de la Reli- 
gión', que recibió sus primeras leyes de la Iglesia en los Conci- 
lios de Toledo, que peleó por espacio de ocho siglos contra los 
enemigos de su fe y de su independencia; un pueblo que no 
admitía en su seno las menores reliquias de la antigua sinago- 
ga, ni de los secuaces de Mahoma; un pueblo que no ha cono- 
cido las disensiones religiosas; un pueblo cuyas glorias son 
inseparables de la Religión; uo pueblo, en fin, que no sabe ser 
libre si la Religión no inflama su corazón, para demostrar á la 
Europa cómo se conquista la verdadera libertad... no es mara- 
villa consigne en todas sus Constituciones políticas la unidad 
' religiosa, que hace toda su felicidad, en medio de las desven- 
turas que le han afligido. 

. La libertad es la aneha base en que descansan las leyes 
fündamentales de los países independientes. El ejercicio de este 
derecho es tanto mas sagrado y respetable, cuanto que dice 
relación á objetos de mayor aprecio para el hombre. Ninguno 
hay de mas estima para loe españoles que la unidad religiosa. 
De consiguiente, viéndose claramente demostrafio este senti- 
miento eatóUoé en nuestra historia, nuestra legislaeion, nuestras 
costumbres y tradiciones, lo han aprecitdo siempre los legisla- 
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dom de Espefta como naa etpreüoQ la mas Ubre y espootáoea 
de la votlurtad Aacienal. De ka Códigoa poUtieoe lia pesado 
al Coooordalo,' para eónsuela de la Iglesia. ' ' 
i' Oonseenenoiade' la declaración referida es la da que no'se 
pondrá iropediiqenlo alguno á loa Obispos para que velen sobre 
la porosa de lo fe y costumbres, educación religiosa de la ju- 
ventud, y sobre la htstraccion, que ha de ser en todo conforme 
con la doctrina de la Iglesia, lie les Asegura protección en el 
ejercicio de las faneiones ' eclesiásticas y ministerio de las órde- 
nes sagradss, según marcan los sagrada» cánones. No aspira á 
otra cósa la Iglesia. Con la realixacion verdadera de estas pro- 
mesas^ podria cumplir su objeto, hadando 'la reiicidad de loe 
pneblos por medio de sti santa doctrina. Los enemigos de la Re- 
ligión miran siempre con recelo las coiieeaiones justamente otor- 
gadas á la Iglesia. Esta no tiene pretensiones algunas fuera del 
ciréulo espiritual trando en su divina institudon... Sin embar- 
go, todo parece mucho tratándose de su libertad... Quizá alguo 
dU nos pesará haber sido tan injustos con quien tan grandes be- 
neficios ba traído á la humanidad. 

Entremos en las modifieaciohes disdplinales que abraza el 
Concordato. Pueden r^udree á dos dases; unas que se refieren 
á las principales instituciones eclesiásticas, como los cabildos, 
párrocos, Seroinsrios y regulares; y otras que dicen rciadoná 
Ja parte material, digámoslo asi, como drcunscripdon de dióce- 
sis, dotación dd culto y sos ministros, propiedad de la Iglesia y 
bienes eclesiásticos vendidos. Atendiendo á su imporlancia, 
empezaremos por las primeras. ‘ ' • 

CABILDOS. ^ . 

El Concordato ba tratado dS'tobosleeer cnanto era justo la - 
autoridad y juñsdkdon ordinaria de los RR. Obispos. Por eso 
ha hecho cesar todas las jnrMtiedbnes privilegiadas y exen- 
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tu, de eualquien date j denominación qoe fiieren , Mlvat 
lu cinco eteepcionei qoe comprende el art. 11. Natural era, 
pues, que loe cabildos qoedaran sometidos á esta mbma auto- 
ridad qñacopal. Loe deseos de los Patkes del ConcUio de Tren- 
to han sido satisfechos «i España por la ley que analíaamos. 
La deplorable exención y privílegioe , á cuya sombra había 
venido á ser ilusoria la autoridad episcopal sobre los canóoi- 
yos , ha desaparecido. En lo sucesivo los prebendados , que 
por serio no pierden su carácter sacerdotal y eclesiásüco, esta* 
(án sometidoe , como siempre han debido estario, á la autoridad 
de su Pastor. Cesará , pues , esa triste animosidad que, bajo 
el especiaso celo de los prívileyios , costumbrea jr exenciones, 
alejaba á los capttulos dé los Obispos. Unidos ya, no tanto por 
. la reforma disciplinal del Concordato , como por el convenci- 

miento de las necesidades y utilidad de la Iglesia, se decidiria 
desde luego á trabajar de consuno , y á restaurar aquella dicho- 
sa disciplina, que Jamás debU perderse , según la cual el Obia- 
I po es la cabeza , el centro, la unidad, y au cabildo el aoiado, . 

- el consejo y el apoyo efic.'tx dé su administración y gobierno. 

Claramente espresa este deseo el art. Ib del Concordato, res- 
' tiluyendo á las corporaciones capitulares las funciones qoe les 

son propias, con arreglo á los sagrados cánones. 

Sabidas aon las facultades que el derecho omoede al cabil- 
do en sedé vacante, y ios huneutables oonfUclos que productaa 
algunos privilegios ó costumbres por separarse de la’ disci- 
plina general. Todo ha ooocluido, aegun el art. 20; se ob- 
servará inviolablemente la dispoaicion del santo Csneitio de 
Trenlo, nombrando el cabildo un eolo vicario capitular, en 
la forma que le corresponde hacerlo. 

Finalmente, se da una nueva organización uniforme y en 
armonía oon la posibilidad de las rmilas á las corporaciones ca- 
tedrales y colegialee. Se fija el oúmem de estas y’ el persotMd 
de dignidades, canánigos y bonefleiadoe qne'han de tener. 
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pÁnaocM. . . 

La necetklad y utilidad para la Igleaia de que estos sean 
propkw y no vicarios temporales ó perpetuos, es incontestable. 
Nadie puede cuidar con mayor celo de las ovqas que su pro- 
pio pastor. Asi lo ha deseado siempre la lylesia, asi lo reco- 
mienda el Concilio Tridentioo, y basta nuestras leyes civiles. 
£1 Concordato ha hecho en esta linea lodo cuanto podia apete- 
cerse, atendida la generalidad con que se halla redactado el 
art. 25. Propende el mismo á robustecer, como es justo, la au- 
toridad de los párroeos sobre todos los eclesiásticos é iglesias de 
su feligresía. Los inmensos beneficios que la forma de concurso 
proporciona en la provisión de curatos, se comprende solo con 
indicar que es el medio mas prudente y sabio qqe la Iglesia ha 
encontrado para distribuir los beneficios, atendiendo á la sufi- 
ciencia, sin prescindir de las demas cualidades, ni del delicada 
tacto que exigen las circunstancias locales de los pueblos. Por 
lo mismo la ha adoptado completamente el Cmicordato. El arre- 
glo y demarcación parroquial que previene se ejecute , acaba- 
ría de llenar los requisitos necesarios para que la importan- 
tísima institución del cura párroco diese ópimos frutos en Espa- 
ña, si no se hubiera desatendido á esa respetable clase en un 
punto de que en su logar nos ocuparemos. 

•i ■ ' • • 1 - 

- • . üEMlSAfílOS. 

Glorioso es para la Iglesia española haber sido la primera 
en echar los cimientos de los Seminarios conciliares, generali- 
aados después por lodo el orbe católico. En los famosos Conci- . 
lÍM de Toledo se dieron cánones para restablecer la enseñanza 
y,ed|KiKÍoa de loe jóvenes levites. También conesponde á 
Boeetra Ifleeia el honor de que un Sentó, salido de «u seno, fun- 
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dase ea Roma por el año de 1552 ua colegio deaüaado á for- 
mar hábilea ecleaiáalicoi pata Alemania, que lanía necesidad 
tenia de ellos. La palma del martirio lia coronado repeüdas ve- 
ces los apostólicos trabajos de sus alumnos, que crecen y se 
forman para seguir esta gloriosa carrera, cuyo emblema tiene* 
siempre á la vista liasU en el color de su vestido. El colegio 
germánico, fundado por San Ignacio de Loyola, y aprobad» 
por Gregorio XUl, sirvió de modelo para los que el Concilio de 
Tremo mandó después establecer cerca de cada iglesia episco- 
pal. También puede considerarse como tipo de loa Seminarios 
generales que desease formen oportunamente el art. 28 del 
Concordato. No era posibla que en este último se prescindiera 
de una institución que ha merecido parücular solicitud por par- 
le de los gobiernos de España, como manifiestan las leyes de U 
NovUima Recopilación, y oirás dUposiciones posteriores. 

• HEGVLARtS ó eOKCBBCACIOllES REllGIOSAS. 

Reducido considerablemente el número de eclesiásticos, lia 

de ser insuflcienle para desempeñar todas las funciones d«l 
pasto espiritual de los fieles, como indica el art. 29. No pudién- 
dose aumentar aquel número sin gravar al Erario con su doU- 
cion, no queda otro medio que el de tas coogregadones ú ór- 
denes religiosas, poco ó nada costosas al Estado. Ademas, hay 
muchos trabajos apostólicos, como las misiones, enseñanza de 
la doctrina cristiana, y otras obras de caridad, devoción y pie- 
dad, que difícilmente pueden desempeñarse por el clero secu- 
lar. Los cargos que este tiene que llenar de los destinos eclc«ás- 
fíeos le impiden consagrarse al dercicio de las mas sublimes 
virtudes en beneficio- de los prójimos. Por otra parte, son 
demasiado penosas para practicarlas sin el espnitu y vocación 
divina, que impele á los hombres á de^ d mundo y ssguir 
los consejos del Evangelio. Sdo la caridad cristiaaa, que ss la 
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maeitn de la» demw virtudes, haee aspirar á la perTeceion que 
el mundo admire sin comprenderla, pero que debería tolerar, 
mas que no hubiera otra causa que el bien que proporciona. 
Era una Iríste contradiceion también, que en un pueblo esclusi» 
vamente catiSlico, loe que desearan realizar la mas perfecta 
enseñana de la Iglesia se vieran precisados á recurrir á un 
suelo estraño para entregarse á la vida religiosa. Es decir, que 
en la nación mas católica del mundo no podían subsistir los 
hombres mas eminenlemente católicos, y tenían que abandonar 
su patria para respirar un poco de libertad donde las leyes res- 
petan este derecho. En nuestro siglo material no se piensa sino 
en lo que se toca. Como el espíritu no se palpa, de ahi que ni 
aun se comprendan sos necesidades. Por mejor decir, esta es 
otra de las aberraciones de nuestra ¿poca. El espíritu humano, 
se dice, no conoce trabas; vuela rápidamente como electricidad, 
y domina con su inteligencia el mundo. El mundo de los senti- 
dos indudablemente lo domina, para servir al cuerpo y todas 
sus necesidades en la mas lata acepción. Mas si el espíritu se le- 
vanta, si se declara independiente del ominoso yugo de la carne 
y desea seguir por sublimes espoculaciones el verdadero cami- 
no déla única felicidad digna del espíritu, este mismo espirito, 
esta parte tan noble, tan elevada y tan esencial, porque es el 
mismo hombre, carece de libertad, se encuentra diflcultado para 
unirse á otros hombrea que anhelan disfrutar de igual libertad 
bajo la direeeion de la Iglesia, y tiene que desistir. En seguida, 
al pavoroso estroendo del cañón, y por entre columnas de fue- 
go, oye proclamar la libertad, y esclama... ¡Libertad! Libertad 
tenia mi madre la Iglesia bajo la espada de Diocleeiano, y en 
medio de las persecuciones de Decio... Seguiré el ejemplo qu« 
entonces dieron sus hijos , buscando la libertad verdadera d» 
su esplftlu, lejos del mundo; tejos del mundo, que no-laeonocu, 
y es Un enemigo declarado. 

SI Comerdato qnbo subvenir á todas las necesidades relW 
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gioeas y ecpiriloales, eslableciendo dot ooogregMimiecreligio» 
sas, y una de las órdenes aprobadas por la Santa Sede, l^a] 
razón le condujo á conaenrar las casas rel%io8as de infieres, 
donde puedan seguir su vocación las qtie sean llamadas á la vi- 
da contemplativa y á la activa de la asistencia de los enlermos, 
enseñanza de niñas, y otras obras y ocupadooes tan piadosas 
como útiles á loe pueblos. ¿No importará á la' sociedad que la 
mujer, que tan grande influencia ejerce en la familia, tenga 
grandes modelos de virtud y santidad en personas de su propio 
aexo? ¿No merecerá esta importante mitad det gtnero humano 
un asilo contra las borrascas del corazón, las desgracias de la 
sicrte, la aflicción y el torcedor de su conciencia? ¿No serán 
dignas de obtener un camino mas seguro para el bien las que 
por su desgracia tienen tantos y tan espuestos para el mal? 
Nuestra sociedad, ¿no ha de apreciar nada de esto?... 

t / 



Descendiendo ya a las luodiiloaciones disciplínales de la se- 
gunda psrte, que dijimos podía denomiruuae nwlerial en cierto 
sentido, encontramos desde luego la Ctreunsenpeio» ds dióce- 
sis. Una rápida ojeada sobre el mapa edeaiástico de España 
hasta para conocer la utilidad que de ella ha de rrqiiortar la Igle- 
sia. Concentrada la autoridad de esta sn los Prelados diocesanos,' 
por la completa estincion de las juiisdieiáooss exentas, con muy. 
ligeras esoepciones, solo falUrtMi que su libre ejsroicio qnadaee á, 
cubierto de los obstáculos y dificultades mateiiaies de una divi- 
sión desproporcionada de obispados y metrópolis. El dUimo dor 
deo «ne^ matviasoia que la 'cireunscripeton de diócesis «áp- 
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oidiew oOR lo Sea oomo quiera, queda setilada la base para 
Iteearlaá oabo del uiqor modo posible, cuando se reúnan los ele- 
meatos indispensables para ooneluir un asunto de tamaña impor- 
taoeis. • I • ' 

DOTACIOll DEL CULTO T SUS K1KISTR09. 

En lo general es tan modesta como la pobreza de la Igle- 
sia de España y las atencioneadsUErario público han exigido. 
Nada mas diríamos en este punto, ai no advirtiéramos la notoria 
insuficiencia de la asignación hecha á una clase, la mas acree- 
dora á ser atendida en todo el clero secular. A los curas párro- 
cos se señalan como máximun 10,000 rs., yoomo minimun 3,000 
en las parroquias Urbanas, y 2,000 en las rurales. Quiere deór 
que la gran mayoría de los párrocos de España ha de estar re- 
ducida á la miserable é indecorosa asignación de 2 ó 3,000 rs. , y 
de esta suma en addanle, hasta 4 ó 0,000 rs., que no' podrán 
obtener sino después de bastantes años de servicio, para'acer- 
carse al máximun en el úUimo período de la vida. I . 

. .. Los detehos ' de estola y pie de altar vienen á ser nominales 
en las poblaciones pequeñas, que es cabalmente donde los cuna 
tienen menos dotamon. Iguales razones niUitan respecto de tos 
coadjutores, á quienes se asignan 2 á 4,000 is. I* 

, • Pan los gastes de administración y estraordinorios de visi- 
ta tendrán de >20 4 30,0001». los meiropolitanoa, y dcl6i( 
20,000 rs. los sufragáneos. Cualquiera qne s^ que por adnú- 
nisbacioa se entiende sostener una secretaria de cámara, un Iñ- 
bunai eelesiáotieo y una oficina pan la parte de haciertda diooe- 
aaoa, de que cuidan lee Sresv Obispos, y por visita la obiigaoioa 
de loa mismos de reesrrar frecnentemeate sus diócesis, oompten- 
dscási hay ó no posibilidad material de verificarlo con las sumas 
ind iradas. . , ■ u. ■ . , 

El núnimun ds 1,000 is. para el culto parroquia], también po^ 


«Ici ser iiHuflciente en mucho» poebloa. Loa Seminarioa tampoco 
lian «ido muy tavorecidoa, atendidas sus muchas necesidades y 
(asios de la easefianza. A las con(ie(ack>aes religiesas nada se 
les asigna, sin duda por estar destinadas á subsistir de la PMm> 
dencia y pública caridad. 


m. 


PaOPIESAI» DK LA lOLlSIA. 


SI art. 40 del Concordato declara que lodos los bienes 
y rentaa espres^s por el mismo pertenecen en propio» 
dad á la Iglesia.- El 41 añade: sAdemas, la Igtmia tendrá 
ei derecho de adquirir por cualquier titulo legitimo, y su 
propiedad en todo lo que poeee ahora ó adquiriere m 
adelante será solenuiemente respetada.» De esta manera que- 
dó consignado que la Iglesia ha aido y era enlonees pro- 
pietaria legitima de sus bienes. Seroejanle declaración ea de 
la taaym- importancia, no porqne robustezca el derecho de pro- 
piedad de la Igleaia, que se funda en titnioa mas antiguos, sino 
por ser la espresion de un ¡miicipio justamente reconocido por el 
(obienrn deS. M. Catóhea. Maeeomo no todos lo reeonoeoan dd 
mismo modo, quisiéramos eaeo iiha rel fondamento dti derecho 
de propiedad de la Iglesia, según las leyes alemas de jastieia, 
iaa civiles, políticas y sociales. Omitimos de «lento las ca- 
nónicas, para que no se las recose como interesadas en la ma- 
teria. 
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■ B deredu) naUmt nrnroa los eteraos priueipios^e justicia, 
que sñhren de fundamento i todas las leyes del mundo. £s el 
drdNi á que Dior harsnjetado el mundo moral, tan cierto, exis- 
tente 7 verdadero como el órden á que tiene sujeto el mundo ff 
aleo, 7 que deetroos natural. Afortunadamente no eraemos ne- 
cesario hoy demostrar estas ideas, qne la raxon recta, el sano 
jnieio 7 ios mismos errores que á ellas se han opuesto, elevan 
al mayor grado de evidencia. 

Según el derecho natural, la propiedad, tan antigua como el 
hombre, no es una creaeioa del ultimo, sino un resultado pcoyáo 
de tu naturaleza y necesidades flúcaa y morales. Bajo este con- 
eepto, el derecho á que aquella da origen recibe su sanción de 
la ley eimma, estampada en el corasm de todos loe hombres. Si 
ertos quieren escuchar la voz de Dios, mcuentian al momento 
otra sanción positiva revelada de una manera inequívoca. 

Las leyes civiles descansan en el derecho natural; las poU- 
tieas son la salvaguardia de aquellas, y las socales no son 
otra cosa que la armonía de los diversos preceptos á que están 
sujetos los hombres, de manera que sea realinble la sociedad 
para qne han naeiéo. Siendo esto asi, fácilmente te deduce que 
las divetuas leyes humanas eonvieoen en asegurar y eonfirroar 
«i derecho de propiedad. Tampoeo nos parece habrá dificultad 
CB admitir este aserto, confirmado por todas las legisláfciones co- 
nocidas. . . ! 

Sentado qne la propiedad sea una cosa respetable, sanciona- 
da por toda clase de leyes, exammemot á quidn conviene su 
sjercieM. Claro es qne id hombre solo, por derecho natural. 
Si civil revista de cierta foiina á esta Cscultad de disponerde 
los bienes, el poUtieo la defiende , y el social declara qne ce 
nnade las oireonslancias esenciales á la consfitnckm de los 
poeblos, 

- La forras dada por el derecho civil no altera la esencia de la 
propiedad. Esta coittiste en qne, reconocida la relación ínlimade 
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un objeto imitemi oon un sermorei, no se pueda separar aquel de 
este sinopor la volonlad del úMimo. En cierto modo la propiedad 
es un reflejo de la vida, j sociatmente asi puede ser cooffiderada. 
A la manera que el cuerpo do debe separarse dd espíritu aino 
por causa muy g’rave y jusla , del mismo modo la propie- 
dad no puede separarse de so dueño sino por una causa 
igualmente grave y justa. La muerte únicameate ’ea justa 
por disposición de Dios; en el órden natural , sobrmalutal d ho: 
mano, según lasufrimos por enfermedad ú otro a<»ádenle nalu- 
ral, por espresa voluntad de Dios, inspirada de algún modo in- 
equívoco como i los mártires, ó por obedeeor á la autoridad pú- 
blica y legitima de los hombres. La propiedad tampoco debe 
perderse -justamente sino por disposición de Dios, espresada en 
alguna desgracia natural , en su divina inspiración ú renuMúa 
voluntaria , y cuando la autoridad pública iegílimamente lo 
exige. Avancemos mas. La autoridad pública de lee . hombres, 
emanada dé Dios, no puede privar al hombre de ia vida sino 
por justa eausa, ó para castigarle, ó pata que preste algún sen- 
vicio H la sociedad que eompromete su- exMtaneia. La pena - ca- 
pital y lodos los cargos públicos, en su mas lata acepeUm, que 
ofrecen peligro de muerte, desde las 'ocupaciones sedeularias 
hasta la milicia y ptofmion naval. La propiedad no deba, sufrir 
menoscabo sino por castigo justo de la ley, y para alotder á las 
necesidades del EIrario. Hé aquí ia justicia de todas las exaccio- 
nes de Ies gobiernos, empezando por las gabelas mas iosignifi- 
canles, y siguiendo hasta la eapropiacina forzoea, s^ificackm 
viva de la pérdida de lapropieded. La autoridad públioa pue- 
de disponer del individuo beata hacerle perder la ’ vida: lo mis- 
mo que disponer de su propiedad. Para lo primero tiene un . Umó 
te, que señala la juslida penal y le justicia diatríbuliva; el misoM 
debe tener para lo segundo. Este derecho de la autoridad pú- 
bliea se funda en la preeminencia del bien común sobre el indi- 
vidual. Ambos son igualmente respetables, ceda uno ensu linei^ 


Dioilized by Góog le 


I 


% 


— m — 

y ni ta sociedad debe padecer por etindividao , 'ni > sacriñear i 
esta injustamente. La araao«ia de sos respectivos ialweees re- 
sullará det respeto que se i^oarde al fin de la joalicia -peiial y 
distributiva. La justa e^áaeion (fekisdeliioa y la jafiai-dialri- 
bucion de las cargas ptddteas. ' - . <)>.•. '...r''. 

- Antee de deseendar al Objeto principal, debemos aolarar el 
punto signiehte. ¿Son solo hw hombres, personalmente eonside» 
rados, susceptibles de disfrutar el derecho de pitq)iedad, ó eaJs- 
ten otras entidades morales capases también de g«»aiiet La so- 
loeion es faciUsima para loa jorístas, qna depda los rudimentoa 
de la ciencia saben que las- petaonas morales pueden tener do- 
reehoe como loa sugetoa indivkhiaieo.- A los que no son legótas 
bastará considerár qiie ! las municipalUadas, eorporaeiones, so« 
ciadades y el Estado mismo, úttioia e^rasion de 'tie enlutadas 
morales da un pnsbh> , disfrutan el derecho de propiedad. 

'' Naturalmente debemos aclarar ahora si la iglesia es en» 
tidad ó persona moral eapas da disfrutar derachoa/ No su creyá 
aeren un principio, y sabemos que el derpefao romano (el mas 
compelante en onterias civHes, como á lodos consta) no la dió 
facultad de gorarlos mientras se I» eonsiderd como colegio iliaí* 
to^ es decir, mientras no tuvo existencia legal. Ciertamente h»« 
biera sido nwy grande anomalía (de las qoe no se cwaetian en 
la legislación romana) conceder derechos civiles á una eorpo* 
ración perseguida y condenada por la ' misma autoridad de que 
emanaban las leym dviias que los oonteaian. Les ; derechos el» 
viles se otorgan á loa iadividoos de un pata, de Cuya erátoneia 
tiene medios de oer^orarse la autoridad cuando es neeeaa» 
rio, ele. Para di^martos á una persona mortd ea indispensable 
averiguar que existe, y conocer que so existencia no esperjud^ 
cial á la soei^ad, pues en-esto difieren loe individnoa de lae 
corporaciones. Un individuo solá por existir no perjudica á na- 
die, mas una reunión ó cuerpo aaoial, con su mera existencia 
puede causar grave» daños. •• - • .< 
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Ea el momenlo que consta, no son de tener loa últimoa; an- 
tea al contrarío, se espera que la nueva corporación ha de pro- 
ducir infinitos bienca; se la autoríia, se la reconoce omno perso- 
na moral, y empieza i dbfmtar derechos driles. 

Asi sucedió en tiempo de Constan&io. 

No carecía de bienes inmudites absolutamente, como se de- 
duce de los rescriptos dd Emperador Alejandro Severo (1) y 
Anreliano (2). La Iglesia, por su institución y voluntad de su 
éivioo Fundador, tiene dmecho á poseer toda clase de bienes; 
pues estos ton inditpensablea para sostener el culto, loa Obis- 
pos, presbíteros y ministros, atender á au instrueeioo y á todas 
las demás necesidades eclesiáaticas. Jesuerisio fundó au Iglesia 
•on absoluta independencia de la sociedad civil; es decir, para 
que pudiera uxislir, aun contra la votuntad de estayde sus per- 
secocioner, por oootiguienie, la habia de dotar de loa medios 
necesarios para ello, entre los que encontramos el deceidM) de 
adquirir y poseer las limosnas, donaciones y bienes iiunuebies 
que diesen los fieles para la subsistencia de la Iglesia. Cooslan- 
lino M., viendo que esta poseía casas, campos y huotos, man- 
dó respetar tu dominio, y lo sancionó (3|. Después otocgó la fa- 
cultad de adquirir pmr testamento cuanto ae dejase á la Igle- 
sia (4), que otros Emperadores estendieron ó las domeiones ó 
actos ínter tunos, 'y ó la sucesión intestada de los clórlgosy 
monjw que no tuvieran heredaos legitímot (fi). Desde eulon- 
ces viene en posesión, uso iogilimo y autrnizada adquiaieion do 
lodos kM derechos civiles que la convienea. Las ioyes civiicade 
todos los países católicos lo atestiguan... Nb tratanuis de dedn- 
oir que ia Iglesia haya t^urido por pieaeripcion semejantes 

• 

(1) UmpriUm -mkr Serift., küt. Áuftuí.. pég. 1)1. «Ul. Parte. 

(2) TsoHAtusu», Dt not. el ttl. Eccl. Dücifl., r«rl.3.*,lib. i,cap. in. 

(3) Eusuu;>, lib. II De oUa CuMlantimi, cap. xxxix. 

’ (4) lex híAtat wnuqlib^, C. ife SS. BethtHx. 

()) 1., 19 , C«i. it< SS. Eccl.— L. SO, Ct4. di <ptfr. , . 


4ei«chos, aonqoe «obrado tiempo los ha dislniiado para oble» 
Boias por «o medio, Conciiárnos úaieameDte qoe es ufla ditidad 
6 persona moral, porque se baila legal y legUiinameble aviori- 
aada por los Código* dviies. >> .1 ' > 
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Conirayéndonoa á España 7 á épocas anteriores al CoMor- 
dato, es indudable que la Iglesia, no solamente era reoonocida 
como persona moral, sino que dislrulaba derechos civiles, y muy 
singolatmente el de propiedad. Ocioeo seria demostrar este ee» 
tremo, perteneciendo á nuestra bísteria legálatíva. Mayor nlili» 
dad proporcionará «o ligero análisM de la minera oon qué la 
iglesia se vid turbada en la posesión de na derebho secular de 
propieteria, pm ileslrar algtm lanío la investigación del funda, 
mentó de wle deieeho que noe hemos propuesto. 

La historia eelesiástica presentará indudablemente diferen^ 
tes ejemplos de ataques dirigidos contra la propiedad de la Igle- 
•» : sin embargo, creemos que todoe, ó la mayor parle, «oo 
semejantes á los dirigidos contra ks bienes de los principes ó 
oorporaeioDes, resultado de la codicia humana disIVasada mas 
ó menos eon la apariencia de juahda, Inen público ó rcfHesalias, 
eonforme á las diversas oircnnstaneias é kieas de los tiempos y 
logares. 

hiferante earáolcr adfsrtimos en d ataqim del prolestaniis- 
D» i la auWidad de la Iglesia, á sus derechos, y, por consi» 
gniente, á su propiedad. La reforma hirió cruelmente á la Igle» 
baen lo mas vivo del coraion, que es la fe; no se descuidó tan»» 
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poco en despedazar la disciplina,' y con ella el derocho de pro- 
piedad eclesiástica. No consislian sos tiros en ne^ar el dere« 
oho de la Iglesia para poseer bienes temporales : la reforma 
los apetecía ardientemente, y, conceptoándose verdadera Igle- 
sia, se hubiera incapacitado por este medio para el ejercicio de 
aquel derecho. Siguió otro rumbo, como es sabido; escitó la 
codicia de los príncipes temporales, halagandosu autoridad, para 
que pusieran límites al desmedido poder de Roma (según de- 
cia/i), declarando licita y muy laudable la ocupación de losbie- 
ncs y propiedades de la Iglesia. Consúltese la historia de la 
reforma protestante en Inglaterra, Alemania y otros pueblos, y 
se encontrarán los datos sobre que escritores ortodoxos fundan 
las indicaciones hechas.' •' 

No era solamente la guerra religiosa la que abría el camino 
para despojar á la Iglesia; fuera de esto^ ó donde no existia aque- 
lla, la emancipación de Roma y el deseo de propordonane pa- 
trones poderosos indujo á los novadores á echarse en brazos de 
los imperantes temporales, dándoles autoridad en la nueva igle- 
sia, y persuadiéndoles de que aun mayor, les asistía para sujetar 
ó reducir á los católicos. La propiedad de la Iglesia; separada de 
manos de ios últimos, producía admirables efectos - para su 
objeto. . • . . ^ . 

Otro de los mas fuertes ataques que ha padecido aquella 
proviene de las revoluciones modernas, defensoras de la des^ 
amortizadon, que recomienda la ciencia económica. La economía 
política ha sido en legislación lo que el materialismo en moml. 
No condenamos los buenos prinoipioe económico-polílicos; pero 
nos atrevemos á sostoicr qoe han causado muchos males á la 
sociedad, los que no merecen semejante calificación. Es un he- 
•ho indudable que, al propio tiempo qde la Religión católioa iba 
perdiendo so influencia en las legislackmes de Európa,- la iba 
conquistando la economía política. 8e ha verificado un cambio 
completo, y donde dominaban antes las ideas religiosas, dominaa 
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ahora loa priaeipioa económioae. £«hM se dirigea ó salisfa- 
eer las neeesidades Qskas y flctieias. De aqu! es qne, aun cuan- 
do la legñlacion no sea atea, respira el espíritu de esas mis- 
mas neeesidades, que es el espíritu dei siglo, y btqo cuyo oon- 
ceplo la asimilábamos antes al -materialismo. 

Los efectos de semejante espíritu le hallan indeleblemente 
tratados por mano de la revolución en muchas leyes modernas. 
Sin entrar en un estudio comparativo, podemos conocer su ten- 
dencia y resoltados por lasde nuestro propio -pais. Desde prin- 
cipios del siglo se advierte que la economía polílíca iba ganan- 
do terreno en España, por medio de algunas disposiciones enca- 
minadas á limitar la desmedida amortización civil y eclesiásti- 
ca. Adelantándose loa acontecimientos, se creyó indispensable 
usar, no de remedios lentos y auavot, de acuerdo con el Sobera- 
no Pontifioe, sino de uno heróico y radical, cual fue la caai com- 
pleta desamortización eclesiástica, que se llevó á cabo sucesi- 
vamente. 

En urden á la propiedad de la Iglesia , vulnerada por esta 
medida legal, podemos presentar las siguientes reflexiones: l.^La 
amortización eclesiástica era crecida en España. 2.* Los prin- 
cipios de la eoonomia política la eran poco favorables. 3." La 
conveniencia ó inconveniencia de esta clase de vinoalaeton 
es una teoría opinable dentro del círculo ecouómico. 4.* Queda- 
ban otros medios de corregirla en consonancia con la historia y 
legislación eclesiástica.. 

No pudieron ser solo razones económicas las que produjeran 
la desamortización. Sabemos que e.xis|ieron otras, cuya natu- 
raleza y fucTM procuraremos desenvolver. Hemos visto antes 
el derecho que asiste á la autoridad pública para disponer jus- 
tamente de U vida ypr(q>iedad del individuo. Resultado dei, 
mismo doecho es el dominio, que Grocio llama etninenU, y 
cooaiste en la (acuitad superior al derecho común, que competo 
i la sociedad sobre loa individitosy ana inteteaes por caoaa 
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del bien eomtui (1). Debe taiene presente, eñade también Gro» 
do, que se paede privar á los ^bditos, aan del derecho adqui- 
rido en fuerza del dominio eminente : mas para hacerlo aef 
se requiere primero atilidad, f ademas que, si es podbic, se 
compense al que sufrió la pérdida por el bien oomun (2). En- 
tiéndase, dice, que cuando esto sucede está obligada la ciudad 
á resarcir de los caudales públicos a los que pirarden lo que era 
suyo (3). Asi es que los comenladcms de Grodo han exigido 
siempre, para el oso del dominio eminente, dos circunstancias 
esencialmente necesarias : primera, utilidad pública; segunda, 
que si á uno se le priva de lo que es suyo, se le indemnice de 
los caudales púbileos. Todos los doctores del derecho politieo 
han seguido esta doctrina de Hugo Groeio. 

En su aplicación han avanzado mas los gobiernos. Han mo- 
diácado el deredio de propiedad, y hasta han privado de él en 
algunos casos. Le han modlGcado legislando sobre su ejercicio, 
como sucedió respecto de la vinculación civil; han privado de 
él á la Iglesia, aboliendo la vinculación eclesiástica. Esta es la 
bisloría; esto ha hecho la autoridad pública. ¿Pvdo oirar así 
en yiistieúi? Hé aquí clara la cuestión de la propiedad de la 
Iglesia. Para resolverla es udupensaUe dar antes solución ú 
los siguientes puntos: 

1. ° ¿Mediaba utilidad pública? 

2. ° ¿Cabia indemnización? 

3. ° ¿Ea aplicable la teoría del dominio eminente á la es- 
propiacioo de la Iglesia? 

Examinaremos ligeramente estos estremos. 

l.° ¿hkdiaba utilidad pública? Ya dejamos eoiitignado que 
es bastante opinable entre ios economistas laomiVMiiencia ó In- 
coBvenieneia de la absoluta desamortización eclesiástica. ' La 

(1) Dtjurt belli el pañi, lib. i, rap. i, pir. 6. , 

(1) M. , M. le. II , cap. xiV , pár. 7. 

O) Id. Id. , U. in, op. ■ I 0r. T. 


historia suministra grandes datos en confirmación de sus venta» 
jas. Mas como estos testimonios se rachaaan , apelamos con el 
mayor convenámiento al porvenir. La Iglesia es enteramente 
pobre; lo son también muchos cristianos que tienen hondos sen» 
timientos de caridad. En cambio abundan en nuestra sociedad 
metalúada el espirita activo de la especulación y de la riqoeaa. 
Vetemos qud contesta esta sociedad á los que la pidan trabajo y 
subsistencias, no en nombre de la Religión, sino en nombre de 
otros principios. La vinculación eclesiástica no remediaba todas 
Iss neceudades, pero era un vasto patrimonio de los pobres, y 
ejercía una benéfica influencia, oponiándose teórica y prácUen» 
mente á la codicia humana y sus abusos. En medio de tas ideas 
materiales y positivas de nuestro siglo, la vinculación eclesiás- 
tica hubiera sido un saludable contrí^peso para corregir ó dete- 
ner la funesta tendencia del sórdido interes y del egoísmo. Es 
preciso no confundir dos cosas muy diversas; la amortizacioq 
eclesiástica y la propiedad de la Iglesia. Esta constituye un de- 
recho; aquella es una forma de este mismo derecho. Trátase de 
averiguar si existia utilidad pública para que cesase la forma y 
el derecho. En cuanto á la forma, dejamos hechas indicaciones 
que autores eminentes desenvuelven europiidamente. Respecto 
del derecho de propiedad , conviene deslindar bien la utilidad 
pública. Si por esta se entieode la facilidad de crear interesea 
materiales en apoyo de ciertos principiot, de proporcionar r»> 
cursos momeatineosal Estado, y muy beneficiosos á los parti- 
culares, y, por último, de perjudicar á la Iglesia, indudable- 
mente existía utilidad pública. Mas si esta significa la satislhe- 
eion de una necesidad pública, que tolo puede cubrirse con lá 
adquisición de una propiedad determinada, no mediaba tal uti- 
tidad. El golúemo no necesitaba la propiedad de la Iglesia; de- 
aeaba únicamente que otro la adquiriese, rmatmente, si, en un 
sentido mas lato, utilidad pública quiere decir d bien común en 
•nnonia con la justicia, tampoco mediaba semejante vül^af. 



Jamás se ha dicho qne la propiedad perjudicase á los pueblos 
(á no ser por el comunismo); se ha dicho, si, que la amortiza- 
ción no era útil. Luego la utilidad pública no consisliaen privar 
á la Iglesia de su propiedad, sino en que esta no quedase vin- 
culada. Pudo muy bien desvincularse, según hubiera exigido la 
utilidad pública, de oonaentimiento y con acuerdo de la Iglesia, 
que nunca ha sido parca en sacriñcios de esta índole. En igual 
caso se hallaba la vinculación civil, idéntic.v causa de utilidad 
pública militaba en contra suya ; destruyóse la forma que se 
creyó perjudicial , y subsistió el derecho de propiedad en las 
bmilias. La Iglesia perdió uno y otro, porque no se quiso se- 
parar del derecho de propiedad la forma que se suponía opuesta 
á la utilidad pública. 

2. ® ¿Cabía indemnización? Según la doctrina de Grocio, 
creemos que no. Porque si á un ciudadano es fácil adquirir otra 
propiedad con la compensación que recibe del gobierno, no así á 
la Iglesia, á quien se prohibía (xiscer bienes inmuebles. Bajo es- 
te concepto la indemnización era imimsible. Mas lo era atendien- 
do á la independencia de la subsistencia material de la Iglesia. 
Sabido es que esta no es una sociedad religiosa umtenida den- 
tro de la sociedad civil: es independiente csencinlmculc de ella, 
y por esto su divino Fundador quiso dolarla de lodos los medios 
indispensables para que asi fuera, revistiéndola de autoridad, 
medios de ejercerla, y de la facultad de poseer bicne.s, que nece- 
sitaba para la completa realización de su objeto. Perdiendo los 
últimos, liabia de quedar no depcndiimte de quien proveyese á 
sus necesidades materiales, sino notablemente embarazada con 
las dificultades consiguientes á , la penuria y escasez de re- 
cursos. 

3. ° ¿Es aplicable la teoría del dominio eminmte á la espro- 
piacion de la Iglesia? Creemos que no, fundándose nuestro jui- 
cio en la autoridad de Hugo Grodo, iwda recusable por cierto. 
&gun la doctrina del mism, qua d^amos sentada, el ejercicio 
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■del dominio eminente versa sobre caso^ pm liculares, en los que 
la autoridad pública nccesila de la propiedad particular, v. gr.: 
para hacer un camino, una fortaleza, ele. Entonces puede dispo- 
ner de ella por causa del bien común, .siempre que concurran 
las circunstancias que marca de utilidad d indemnización. Esto 
es, con tal que se llenen las formalidades que las leyes de lodos 
los paises civilizados prescriben^ para privar á un ciudadano ú 
á un cuerpo moral de su propiedad. En buena jurisprudencia 
tal debe ser la aplicación recta de la facultad ó derecho de do~ 
minio eminente. Asi únicamente es cómo se puede conciliar 
con la justicia distributiva que delic regularlo, según consigna- 
mos oportunamente. En tanto tiene la autoridad derecho para 
disponer de la propiedad y de la vida del individuo, deciamos, 
en cuanto el bien común supera al individual; en estos casos 
particulares del dominio eminente, la utilidad pública predomi- 
na sobre la pérdida de la propiedad, .licnuuda con la Indemniza- 
ción que recibe el individuo; forzoso será, pues, que este sopor- 
te semejante carga. Ahora, de circunstancias particulares, en 
que es indispensable al Estado adquirir cierlos bienes, estender 
el uso del dominio eminente a otros generales, en que no se ad- 
quieren, sino que se trasmiten por aquel inas.is enteras de bie- 
nes inmuebles, nos parece absurdo... Como seria absurdo, del 
derecho de sacrilicar la vida de un individuo por el bien común, 
deducir la facultad de imponer el mismo sacrificio á masas en- 
teras de hombres sin necesidad alguna ni justicia. 




9 


V. 


Concedida una desmedida esieosion al dominio eminente, 
Abaorberia toda la propiedad. Si jasto es privar á la Iglesia de 
su propiedad, porque existe utilidad pública para hacerlo, no fal- 
tarán otras circunstancias en que medie la propia utilidad para 
desamortizar la propiedad de los establecimientos de instrucción 
y de beneficencia. Si justa es esta enajenación, justa será tam- 
bién la de los bienes municipales y de corporaciones que depen- 
dan del Estado. Libre ya el gobierno de todas las trabas de la 
amortización ó vinculación, podrán sobrevenir necesidades 6 
apuros financieros, y, mediante utilidad, el órden lógico presenta 
como justa la espropiacion de aquellos individuos que, por su 
mayor riqueza ó propiedad, mas se aproximan á la antigua vin- 
culación, que ya no se conocerá entonces. Efectivamente, en una 
acepción lata, toda propiedad acumulada es una vinculación de 
bienes en manos de su dueño. Procediendo de este modo, la uti- 
lidad pública exigirla impcriosamoite una suave transición prác- 
tica á las doctrinas comunislas. 

Digamos dos palabras á fin de comprender la relación que 
entre el dominio emineq^ exagerado y el comunismo puede es- 
tablecerse. Siempre que las sociedades han sido agitadas por 


rerolucioncs. fe lia piesentado alguna difpofícion que afeclaba 
mas 6 menos la propiedad. En Grecia no faltaron utopias filosó- 
ficas sobre esta materia; eo Roma son conocidas las turbulen- 
cias ocasionadas por las famosas leyes agrarias; por último, en 
la edad media tampoco dejaron de suscitarse dudas sobre la pro- 
piedad de los mmdieantes, que preoimparon mucho los espíri- 
tus de aquel tiempo. Vigilante la Iglesia constantemente por la 
condenación de los errores, no se descuidó en anatemnlizar a los 
waldenses, albigenses, anabaptistas y otros herejes, que fue- 
ron los primeros secuaces del comunismo. No es esto nuevo en 
«I mundo: desde Tomás Moro en el siglo xvi, y Campanella á 
mediados del xvn, se halla bien reducido á sistema. H.i recibido, 
con el nombre que ahora lleva, una mera forma, apareciendo en 
Suiza hacia el año 1841, y estendiéndose después por Alemania. 
Su fórmula consiste en «fundar la comunión de los bienes y de 
las cosas en el derecho natural, y en noadmilir ningún dominio 
ni derecho de propiedad en la sociedad humana.» Proudhon ha 
concretado aun mas esta fórmula, diciendo «que la propiedad en 
la sociedad civil no es otra cosa que un robo.» Esciisado es ad- 
vertir que esta doctrina ha sido condenada ya por la SillaApos» 
tólica. 

Una derivación del comunismo es el radicalismo, enemigo 
de todo gobierno, por creerle injusto y absolutamente contrario 
á la naturaleza del hombre. Proudhon ha dicho: «La propiedad 
es un robo.» He aquí el comunismo. El mismo ha añadido: «El 
peor mal del mundo son los gobiernos.» Hé aquí el radicalismo. 
£1 comunista grtía: «¡Mueran los ricos; mueran los que tienen 
criados!» El radicnlista añade: «¡Mueran los reyes; mueran to- 
dos los gobernanlesl» El comunismo se contentaria con refor^ 
mas ¡jubemaliras. El radicalismo quiere cambiar la rais misma 
delasoeiedad. He aquí la diferencia de uno y otro (1). Los pro- 

• 

I (Ij ía Ciríttá CoUelica, tom. i, pág. Slü. — N j¡io1í. Ilr5«. 
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pagadores, no especulativos, sino práclioos, de arabos sislcraas, 
reciben el nombre de tociaiúttu. Sin proseguir mas adelante en 
el análisis de los delirios posteriores á Carlos Fourrier, bastará 
á nuestro propósito el bosquejo trazado. 

Eli comunismo niega la propiedad á priori, declarando la oo- 
munion de bienes como de derecho natural; reduce su doctrina 
á la práctica, uniéndose al rjadicaiitmo, y produciendo los ensa- 
yos nocialislas que amenazaron á Paris el año 4S, y que acaban 
de marcar su caróclcr ,en los últimos acontecimientos de Barce- 
lona. El dominio eminente exagerado niega la propiedad á pos- 
teriori, declarando enajenables diferentes clases de bienes por 
causa de utilidad y bien público. El primero es la teoría pura, 
que desea ocasión de pasar á la práctica: el segundo es la prác- 
tica misma, que conduce á aquella teoría. 

No vamos á deplorar ni á proletizar males de ningún géne- 
ro: hemos querido esponer coa alguna cstension las indicaciones 
que prueban, en nuestro concepto, que el fundamento de la 
propiedad de la Iglesia está dofiendido por el derecho natural, 
civil, político y social. El protestantismo diú el primer ataque á 
-la propiedad de la iglesia; la resolución lo ha continuado, y el 
comunismo está llamado á sacar las últimas consecuencias de 
estos ataques. Para nosotros no se da medio en este dilema; ó 
Proudhon tiene razón, ó la propiedad de la Iglesia es sagrada. 
Nada tiene de estrañoque, creyéndolo Osí los autores del Coiicor 
dato, tratasen de poner un dique al torrente de las doctrinas so- 
cialistas, declarando que la propiedad de la Iglesia era segura y 
duradera. Pero, ¿qué sirs'c una paja. para impedir el curso de 
un.-» catarata? La declaración del Concordato es ya una letra 
muerta en esta parle, y la doctrina comunista una enseñanza 
viva por desgracia. 

Si esta llegase á realízame entre nosotros, lo que no ha [xi- 
dido conjarar un derecho de la Iglesia, hollado y conculcado, 
tenemos fe y convicción profunda que lo conjuraría y miligaria 
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la^winla doctrina del Evanf^clio. Si la hora del oataclismo so- 
cial sonara para los Esladoa de Europa, veríamos repelido ol 
prodigio asombroso que produjo la Iglesia m la invasión de los 
bárbaros del Norte. Cada siglo tiene sos calamidades y desas- 
tres; la Iglesia sola, como roca inamovible, los ve pasar sin 
conmoverse , á pesar de todas las agitaciones y borrascas. 
Con todo, no es impasible; fundada para hacerla felicidad eter- 
na y temporal del hombre, compadece sus errores, y tiene una 
fecundidad infinita para remediarlos, mitigarlos y sacar de ellos 
común utilidad. 

La invasión de los bárbaros tiene mas analogía que parece 
con la invasión de los socialistas modernos. Aquella sucedió 
después de un grande apogeo de civilización que destruyó: 
esta amenaza después de los adelantos del siglo, que tampoco 
quedarían ilesos. La primera atacó la propiedad de una manera 
violenta, sin invocar otro derecho que el de la fnerza, cosa muy 
consiguiente á aquellos siglos de hierro : la segunda ataca tam- 
bién la propiedad violentamente , invocando erróneamente el 
derecho natural, cosa consiguiente á la depravación de ideas 
de nuestro siglo. Finalmente, los bárbaros del Norte se esten- 
dieron por Europa porque su suelo no Ies agradaba ó no les 
era suficiente, y los socialistas modernos parecen empujados 
por lo desagradable é insuficiente del trabajo ó subsistencia que 
les proporciona su suelo. No permita el cielo que se verifiquen 
estas lejanas antítesis... mas si tal fuera el destino providencial 
déla sociedad, se completaría indefectiblemente el paralelo, 
triunfando la Iglesia de estos bárbaros, como Iriunfóde aquellos. 
La Iglesia contribuyó eficazmente á civilizar y reunir en socie- 
dad á los pueblos germanos, desterrando de entre ellos las cos- 
tumbres feroces y belicosas que los aislaban y separaban: 
la misma Iglesia contribuiría ahora al mismo resultado, con tan- 
ta mayor fuerza, cuanto que arrancando el mal , no menos del 
coraron que del entendimiento, por el estravio de las ideas, su 
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acción seria tnas ¡)oderosa, rectificando estas con su santa ense- 
ñanza. Este bien le hace la Iglesia desde ahora para entonces, 
porque es el antemural de los errores, y, condenándolos, da 
con tiempo la voz de alerta para precaverse de ellos. 

Tal vez nos habremos estraviado en señalar. las causas y 
efectos de los males que envuelve el ataque de la propiedad do 
la Iglesia. Con su iirdicacion no pretendemos otra cosa sino lla- 
mar la atención de los hombres pensadores sobre un pimto que 
puede tener las mas trascendentales consecuendas. 

/ 

. • BlE^£S ECI.F.8ÍÁSTICOS VENDIDOS. 

El art. 12 del Concordato. .. «decreta y declara que los que 
durante las pasadas circunstaircias hubiesen comprado en los 
dominios de España bienes eclesiásticos, al tenor de las dispo- 
siciones civiles á la sazón vigentes, y estén en posesión de ellos, 
y los que hayan sucedido ó sucedan en sus derechos á dichos . 
compradores, no serán molestados en ningún tiempo ni manera 
por Su Santidad ni por los Sumos Pontífices sus sucesores: an- 
tes bien, así ellos como sus causahabientes, disfrutarán segura 
y pacíficamente la propiedad de dichos bienes y sus emolu- 
mentos y productos.» 











Digitized by Google 


CONCORDATO 


CSUBRA90 

ENTRE ESPAÑA Y LA SANTA SEDE 

BU EL Alto DE MSI. . 



MINISTERIO DB GRACU Y JUSTICIA. 


SbSora; 


Desde el día en qoe V. M. «e dtgnd ratificar el Coooordato 
de 16 de marao último, .el ministro que suscribe se ha dedicado 
sin interrapeion á preparar los trabajos necesarios y les medios ' 
oonvenientes para llevar á cabo en su letra y espíritu lo aoneois 
dado solemnemente don la Santa Sede , deseoso de que por par- 
te del gobierno de V. M. no se demorase su puntual eum{di-' 
miento. Con tal objeto , y como punto de partida , V. M. ha dic- 
tado ya alf^^unas importantes medidas preparatorias, de las 
cuales son las principales la creación de la Real Cimara ecle- 
siástica y el real decreto de 25 de julio próximo pasado; pero 
habiendo espedido ya Su Santidad ia correspondiente Bula da 
oonñrraacion , que es la ley eclesiástica , es llegado el caso de- 
publicar dicha solemne convención como ley del Estado, y el 
de {Moeedcr á su ejecución y omiplimiento. ' i 

Para ello se necesita mucho tiempo, prudencia , circunspec- 
qioii y firme perseverancia por parte del gobierno dé V. M.'; de 
parte de todos los que han de entender en obra tan imporblúta 
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7 trascendental, celo, espíritu conciliador y Tranca cooperación, 
circunstancias qu« at ;gobiar|a de y* coiiriadamcnte 

hallar en.la iluslramt koncitud^A^ldralde forf venerables y dig- 
nos Prelados españoles. 

En este Concordato, el mas amplio de cuantos se conocen en 
el orbe católico, hay, señora, disposiciones importantes y de 
lid escasa trascendencia , qup presupodeo uh' estado perfecta- 
mente normal , ó ya al menos realizada la primera organización 
del personal de las iglesias. Hay también algunas de mocha 
gravedad, que seguramente no pueden ponerse en práctica sin 
que antes se verifique la circunscripción de diócesis y la demar- 
cación de parroquias , que son indudablemente la piedra angu- 
lar del edificio. Y se encuentran ademas muchas cosas estrecha- 
mente enlazadas entre sí , de tal manera, que ninguna de ellas 
puede ejecutarse aisladamente , á no introducir perturbaciones 
en la organización existente, ó causar un aumento de bastante 
consideración en eV presupuesto' edesiástico; aumento que la na- 
ción no podría soportar hoy fácilmente. 

^ De índole distinta son, pues, las medidas y disposiciones que 
deben dictarae para plantear el Concordato. A V. M. toca esclu- 
«vamente acorar algunas; mas para otras, que son las mas 
esenciales , es necesaria ó conveniente la concurrencia de ambas 
potestades. Es indiqieasabie prepanu- el tránsito de lo ezMlente 
á lo que el Concordato ordena. Son preciws disposiciones, mé- 
rmenle transitorias unas , y otras propiaa y pecnliareo del eo- 
tado normal, debiendo quedaren suspense algunas, hasta el 
din «R que , preparado lo neoessrio pata ello , puedan ponerse 
en peáttiiea sin inconvenienle. , 

El ministro que suscribe presentará al intenlo, y opottann- 
mente á la aprobación de V, AI. , la oMveniente serie de reso- 
luciones , después de conferenciar coa el M. B. Nuncio Apostó-, 
lioo en esta corte sobre loe punlpe en que se estime ser neoesark> 
¿ conveniente; mas para ello, y ante todo» procede que V. M., si 
la tiene á bien, ae digne autorizar lakyrtóefente á la publica- 
ción, oboervanoia y ejecución dd Concordato , que, de acuerdo 
«on el parecer del Consejo de minislroe. tengo la honra de pre- 
sentar á V. M. . I . • ■ 

Aíadrid 17 de odubre de 18Sl.>--fieáara. — A U Ri P. de 
V. M. — Vealura Gonzalaa Romera. '> - 


Digitized by GoO' le 


— 187 — 


TXífia babel II, ()or la gracia de Dios y la Conslttucion de la 
monarquía española , Reina de las España» , á todos los q«ie 
las presentes vieren y entendieren , sabed : 0"o en uso de la 
fecnllad concedida á mi gobierno por la ley de 8 dé mayo de 
1849 para proceder, de acuerdo con la Santa Sede, al 'arreglo 
general del clero y á la terminación de las cuestiorres eclesiás- 
ticas , vengo en mandar se publique y observe como icy del 
Estado el Concordato celebrado con la Santa Sede en 16 de 
marzo, y ratificado en 1.® y 23 de abril del corriente año, cuyo 

literal contesto es como sigue : ' ‘ 

. 1 • • .. * 

' CONCORDATO , 

■alslimd» Mitre 8a 8aBlMÍad al' Son» PooUfiee Pío IX j 
S.'M. CeMliM d»2a Iwiwtll-, aeiae da laa Bapa&u. 


Sa el nombre de la Santítima é individua Trinidad. 

• ^Deseando vivanteide'Sii Santidad el SUmo Puntillee Pió IX 
proveer al bien de la Rettgkm y á la ntUidad de la Iglesia ' de 
Eapoña, con la soUeitud pastoral oon que atiende á todos los fie~ 
lea católleos, y coii especial benevolencia á la Ínclita y devota 
nación española ; y poseída del misno deaeo S. M. la Reina C»- 
tóHea doña IsabH II, por la piedad y sáteera adhesión á la Sede- 
apostólica, heredadas de sus antecesores , han determinado cele*- 
brar un solemne Concordato , en* el eunl se arreglen todos loa 
negocios ecleaiástioos de una manera estable y canónica. ' 

A este fin. Su Santidad el Sumo Pontífice ha-teñido ó bien 
nombrar por aa plenipotenciario al Exemo. 8r. D. Juan Bru- 
nelli , Ambitpo de Tesalónlea , Prelado doméaiico de So San- 
tidad , asistente al aolio pontificio, y Kuneio Apostólico en 10$ 
reinos de España, con faculiadea de legado ó (olere; y S. M. la 
Reina CalóUca al Exemo. Sr. D. Manuel Bertrán de Lb , caba- 
llero gran eras de la real y distinguida ótden española de Cár- 
loa III , de la de San Mauricio y San Lásaro de Ordefia , y ’de 
la de Francisco 1 de Ñápeles, diputado á Cortes y su ihinbtro 
de Estado, quienes, después de entregadas mutuamente sus res- 
paetivas plenipotencias, y reeonoeida la autenticidad de ellas, 
han convenido en lo siguiente : 



— 138 — 


Articulo primero. La Reügrioo católica aporiólii» romana, 
que con esclusion de cualquier otro culto continúa riendo la 
única de la nación española, se conservará siempre en los do- 
minios de S. M. Católica, con todos los derechos y prerogativaa 
de que debe gozar, según la ley de Dios y lo dispuesto por loa 
sagrados cánones. 

Art. 2.° En su consecuencia la instrucdon en las universi- 
dades, colegios, seminarios y escuelas públicas ó privadas de 
cualquier clase, será en lodo c<mrorme á la doctrina de la misma 
Religión católica, y á este fin no se pondrá impedimento alguno 
á los Obispos y demas Prelados diocesanos, encargados por su 
ministerio de velar sobre la pureza de la doctrina de la Te y 
de las costumbres , y sobre la edoeacion religiosa de la juven- 
tud, en el ejercicio de este cargo , aun en laa escuelas públicas. 

Arf. 3.° Tampoco se pondrá impedimento alguno á dioboo 
Prelados ni á los' demas sagrados ministros m el ejercieio rie 
sus funciones , ni los molestará nadie bajo ningún pretesto en 
cuanto se rrfera al cumplimiento de loe deberes de su targu; 
antes bien cnidarin todas las antoridadea del reino de guar- 
darles y de que se les guarde el respeto y consideración debidos» 
según los divinos preceptos, y deque no se haga cosa alguna qua 
pueda caumriei desdoro ó menosprecio. S.M. y BU real gobier- 
no dispensarán asimismo su poderoso patrocinio y apoyo á loa 
Obispos en loa casos que le pidan, principalmente cuando hayan 
de oponerse ála malignidad de loa hombres que intenten perver- 
tir los ánimos de los fielesy corromper sus costumbres, ó cuan- 
do hubiere de impedirse la publieaeion, introduccianócirenlarion 
de libros malos y nocivos. > 

Art. 4.° En (odas las demas cosas que pertenecen al dere- 
cho y ejweido de la autoridad eclesiáslwa y al ministerio de 
las órdenea sagradas, loa Obispos y el clero dependiente de 
ellos gozarán de la plena libertad que establecen loa sagra- 
dos cánones. , . i 

Art. 5.° En atención á las poderosas razones de necesi- 
dad y conrmíeneia que asi - lo persuaden, para la mayor 
comodidad y utilidad eqtiritual de los fieles, se hará una 
nueva divísipn y circuasoripcion de diócesis en toda la pe- 
nínsula é islas adyacentes. Y al electo se eonaervarán lasae- 
tuales Sillas metnqxiUUmas de Toledo , Búrgos , Granada» 
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Santiago, Sevilla, Tairagona, Valencia y Zacagoza, y se ele- 
vará á e«(a clase la sufragánea de Valladolid. 

AsimiMno se conaerwán las didcesis sufragáneas de Al- 
mería, Astorga, Avila, Badajos, Barcelona, Cádiz, Calahorra, 
Canarias, Cartagena, Cdrdoba, Coria, Cuenca, Gerona, Gua- 
dix, Huesca, Jaén, Jaea, Lewi, Lérida, Lugo, Málaga, Ma-, 
Uorea, Menorca, Moodoñedo, Orense, Oribnela, Oama, Oviedo, 
Palencia, Pamplona, Plasencía, Salaounca , Santander , Se- 
gora-e, Segovia, SigUensa, Tarazona, Teruel, Tortosa, Tuy, 
Urgel,' Vlch y Zamora. , , 

La diócesi de Albarracia quedará unida á la de Teruel; la 
de Barbastro á la de Huesca; la de Ceuta á la de Cádiz; la de 
Ciudad-Rodrigo á la de Salamanca; la de Ibiza á la de Ma- 
llorca; la de Solsona á la de Vich; la de Tenerife á la de Cana- 
rias, y la de Tudela á la de Pamplona. , 

Los Prelados de las Sillas á que se reúnen otras añadi- 
rán al titulo de Obispos de la Iglesia que presiden el de aquella 
que se les une. t . 

' Se erigirán nuevas diócesis sufragáneas en Ciudad-Real, 
Madrid y Vitoria. 

La SUta episcopal de Calahorra y la Calzada se trasladará á 
Logieño; la de Orihuela á Alicante, y la de Segorve á Caste- 
llón de la Plana, cuando mi estas ciudades se halle todo dis» 
puesto al efecto y se estime oportuno, oidos los respectivos Pre- 
lados y cabildos. 

En los casos en que para el mejor servicio de alguna diócesi 
sea necesario un Obkfw auxiliar, se proveerá á esta necesidad 
en la forma canónica acoatumbrada. , , 

De la misma manera- se establecerán Vicarios generales en, 
los puntos en que con motivo de la agregacUm de diócesis preve- 
nida en este articulo, ó por otra jnsla causa, se creyeren neeesnr 
ríos, oyendo á los respectivos Prelados. 

En Ceuta y TeaÑife se establecerán desde luego Obispos 
auxiliares. ... . , . 

Art. 6.® La distribución de las diócesis referidas, en cuan- 
to á la dependencia de susrespeetivas melropolitanas,sebará. 
conjo sigue: . . . < 

^ Serán sufragáneas de la iglesiametropolitanadeBúrgosiasde 
Cnlahorra ó Logroño, León, Osma, Palencia, Santander y Vitoria. 
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I)e la de Granada, laade Almería, Carlagena ó Murcia, Gua- 
dix, Jaén y Mála^. 

De la de Santiago , las de Logo, Mondoñedo, Orense, Ovie- 
do y Tuy. 

De la de Sevilla, las de Badajoz, Ciidiz, Córdoba ó Islas 
Canarias. 

De la de Tarragona, las de Borcelana, Gerona, Lérida, Tor- 
losa, Urgel y Vich. * 

De la de Toledo, las de Ciadad-Real, Coria, Cuenca, Madrid, 
Plasencia y Sigiienza. 

’ De la de Valencia,' las de Mallorca, Menorca, OrHiuela ó Ali- 
cante y Segorvc ó Castellón de la Plana. 

De la de Valladolid, las de Astorga, Avila, Salamanca, Se- 
govia y Zamora. 

De la de Zaragoza, las de Huesea, Jaca, Pamplona, Taraao- 
na y Teruel. , ' ' 

Art. 7." Los nuevos limites y demarcación particular de las 
mencionadas diócesis se determinarán con la posible brevedad y 
del modo debido (servatú seroandirt por lá Santa Sede, á cuyo 
efecto delegará en el Nuncio Apostólico en estos reinos las facul- 
tades necesarias para llevar á cabo la espresada demarcación, 
entendiéndose para ello (roUatiteonsiUssj con el gobiemodeS. M. 
* Art. 8.* Todos los RR. Obispos y sus iglesias reconocerán la 
dependencia canónica de ios respectivos metropolitanos, y en su 
virtud cesarán ias exenciones de ios obispados de León y 
Oviedo. 

Aii. 9.® Siendo por una parle necesario y urgente acudir 
con ci oportuno remedio á los graves inconvenienles que prodo- 
ce en la adminislrncion eclesiástica el lerritorio diseminado de 
las cuatro órdenes militares de Santiago, Calatrava, Alcántara y 
Sfcnlesa, y debiendo, por otra parte, conservarse cuidadosamente 
los gloriosos recuerdos de una institución que tantos servieioa 
ha hecho á la Iglesia y al Estado, y las prerogatívas de los Re- 
yes de España, como grandes maestres de las expresadas órde- 
nes por concesión apostólica, se designará en la nueva demarca- 
ción eclesiástica un ^terminado número de pueblos, que formen 
coto redondo, para qoe ejerza en él, como hasta aquí, el gran 
maestre la jorisdieeion eclesiástica, con entero arreglo á la es- 
presada concesión y Bulas pontMcias. 
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£1 nuevo territorio se titulará Priorato de las órdenes mili- 
tares, y el prior tendrá cj carácter episcopal, con titulo de iglo- 
,■ ala <n partibur. 

Los pueblos que actualmenle pertenecen á dichas órdenes 
. inililares, y no se incluyan en su nuevo territorio, se incorpora- 
rán á las diócesis respectivas. 

Arl. 10. Los M. RR. Aizobispos y RR. Obisfios estenderán 
el ejercicio de su autoridad y jurisdicción ordinaria á todo el ter- 
ritorio que en 4a nueva circunscripción quede comprendido «n 
sus res|>ecliva8 diócesis, y, por consiguiente, los que hasta aliora 
por cualquier titulo la ejercían en distritos enclavados en otras 
diócesis, cesarán en ella. 

Art. 11. Cesarán también todas las jurisdicciones privilegia- 
das y exentas, cualesquiera que sean su clase y denominación, 
inclusa la de San Juan de Jerusalen. Sus actuales territorios se 
reunirán á las respectivas diócesis en la nueva demarcación que 
se hará de ellas, según el art. 7.", salvas las e.venciones si- 
guientes: 

1. * La del pro-oapcilan mayor de S. M. 

2. ” La castrense. 

3. ° La de las cuatro órdenes militares de Santiago, Cala- 
trava. Alcántara y Monlcsa, en los términos prefijados eti el ar- 
ticulo !).“ de este Concordato. 

4. ^ La de los Prelados regulares. 

5. ° La del Nuncio Apostólico pro lempore en la iglesia y Los-, 
pita! de Italianos de esta corte. 

Se conservarán también las lacullades especiales que corres- 
pouden ú la Cutnisaiia general de Cruzada en cosas de su car- 
go, en virtud del Breve de delegación y otras disposiciones 
apostólicas. 

Arl. 12. Se suprime la colecturía general de espolios, va- 
cantes y anualidades, quedando por ahora unida á la Comisaria 
general de Cruzada la comisión para administrar los efectos va- 
cantes, recaudar los atrasos y sustarreiar y terminar los nego- 
cios pendientes. 

Queda asimismo suprimido el tribunal apostólico y real de la 
. gracia del Escusodo. 

Art. 13. El cabildo de las iglesias catedrales se compondrá 
del deán, que será siempre la primera Silla po*< pontificaiemi 
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de cuatro dignidades, d saber: la de arcipreste, la de arcediano, 
la de chantre y la de maestrescuela, y ademas de la de tesorero 
en las iglesias metropolitanas, de cuatro canónigos de oñcio, á 
saber: el magistral, el doctoral, el lecloral y el penitenciario, y 
del número de canónigos de gracia que se espresan en el ar- 
ticulo 17. 

Habrá ademas en la iglesia de Toledo otras dos dignidades, 
con los títulos respectivos de capellán mayor de Reyes y cape- 
llán mayor de Muzárabes; en la de Sevilla la dignidad de ca- 
pellán mayor de San Femando; en la de Granada la de ca- 
pellán mayor de los Reyes Católicos, y en la de Oviedo la de 
abad de Covadonga. 

Todos los individuos del cabildo tendrán en ól igual voz y 
voto. 

Art. 14. Loa Prelados podrán convocar el cabildo y presi- 
dirle cuando lo crean conveniente: del mismo modo podrán pre- 
sidir los ejercicios de oposición á prebendas. 

En estos y en cualesquiera otros actos, los Prelados tendrán 
siempre el asiento preferente, sin que obste ningún privilegio 
ni costumbre en contrario, y se les tributarán todos los home- 
najes de consideración y respeto que se deben á su sa- 
grado carácter y á su cualidad de cabeza de su iglesia y 
cabildo. 

Cuando presidan tendrán voz y voto en todos los asuntos 
que no les sean directamente personales, y su voto ademas 
será decisivo en caso de empate. 

En toda elección ó nombramiento de personas que corres- 
ponda al cabildo tendrá el Prelado tres, cuatro ó cinco votos, 
según que el número de los capitulares sea de diez y seis, vein- 
te, ó mayor de veinte. En estos casos, cuando el Prelado no 
asista al cabildo pasará una comisión de él á recibir sus 
votos. 

Cuando el Prelado no presida el cabildo, lo presidirá el 
deán. 

.\rt. 15. .Siendo los cabildos catedrales el senado y el conse- 
jo de los M. RR. Arzobispos y RR. Obispos, serán consulta- 
dos por estos para oir su dictámen, ó para obtener su consenti- 
miento, en los t<-nninos.cn que, atendida la variedad de los ne- 
gocios y de los casos, está prevenido por el derecho canónico. 
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y especialmente por el sagrado Concilio de Trento. Cesará , por 
«oiwiguiente, desde luego toda inmunidad, exención, privilegio, 
uso ó abuso que de cualquier modo se haya introducido en las 
diCereoles iglesias de España en favor de los mismos cabildos, 
con perjuicio de la autoridad ordinaria de los Prelados. 

Arl. 16. Ademas de los dignidades y canónigos que compo- 
nen esclusivamente el cabildo, habrá en las iglesias catedrales 
braieliciados ó capellanes asistentes, con el correspondiente nú- 
mero de otros ministros y dependientes. 

Así los dignidades y canónigos, como los beneficiados ó ca- 
pellanes, aunque para el mejor servicio de las respeclivas.cate- 
drales se hallen divididos en presbiterales, diaconales y sub- 
diaconales, deberán ser lodos presbíteros, según lo dispuesto 
por Su Santidad ; y los que no lo fueren al tomar posesión de 
sus beneficios, deberán serlo precisamente dentro delaño, bajo 
las penas canónicas. 

Art. 17. El número de capitulares y beneficiados en las 
iglesias metropolitanas será el siguiente: 

Las iglesias de Toledo, Sevilla y Zaragoza tendrán veinte y 
ocho capitulares, y veinte y cuatro beneficiados la de Toledo, 
veinte y dos la de Sevilla y veinte y ocho la de Zaragoza. 

Las de Tarragona, Valencia y Santiago veinte y .seis ca- 
pitulares y veinte beneficiados, y las de Burgos, Granada y 
Valladolid veinte y cuatro capitulares y veinte beneficiados. 

Las iglesias sufragáneas tendrán respectivamente el número 
de capilulares y beneficiados que se espresa á continuación: 
Las de Barcelona, Cádiz, Córdoba, León, Málaga y Oviedo 
tendrán veinte capitulares y diez y seis beneficiados. Las de 
Badajoz, 'Calahorra, Cartagena, Cuenca, Jaén, Lugo, Palencia, 
Pamplona, Salamanca y Santander diez y ocho capitulares y 
catorce beneficiados. Las de Almería, Astorga, Avila, Canarias, 
Ciudad-Real, Coria, Gerona, Guadix, Huesca, Jaca, Lérida, 
Mallorca, Mondoñedo, Orense, Orihucla, Osma, Plasencia, Se- 
gorve, Segovia, Sigüenza, Tarazona, Teruel, Tortosa, Tuy, 
Urgel, Vicli, Vitoria y Zamora diez y seis capitulares y doce 
bencficútdos. 

La de Madrid tendrá veinte capitulares y veinte beneficia- 
dos, y la de Menorca doce capitulares y diez beneficiados. 

Arl. 18. En subrogación de los cincuenla y dos beneficios 
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cspresados pn el Concórdalo de 1753, se reser\’an ó la libre 
previsión de Su Santidad la dignidad de chantre en todas las 
iglesias nielropolilanas y en las surragáneas de Aslorga, Avila, 
Badajoz , Barcelona , Cádiz , Ciudad-Real , Cuenca , Guadix, 
Huesca , Jaén, Lugo, Málaga, Mondoñedo, Orihuela, Oviedo, 
Plasenc'ia, Salamanca, Santander, Sigüenza, Tuy, Vitoria y Za- 
mora; y rn las demas sufragáneas una eanongia de las de gra- 
cb, que quedará determinada por la primera provisión que haga 
Su Santidad. Elstos licncficios se conferirán con arreglo al mis- 
mo Concordato. 

La dignidad de deán se proveerá siempre por S. M. en todas 
las iglesias y en cualquier liemjio y forma que vaque. Las ca- 
nongías do oficio se proveerán, previa oposición, por los Prela- 
dos y cabildos. Las demas dignidades y canongias se proveerán 
eu rigurosa alternativa por S. M. y los respectivos Arzobispos y 
Obispos. Los beneficiados ó capellanes asistentes se nombrarán 
alternativamente por S. M. y los Prelados y cabildos. 

Las prebendas, canongias y beneficios espresados que re- 
sulten vacantes por resigna á [wr promoción del |xiseedor á otro 
beneficio , no siendo de los reservados á Su Santidad, serán 
siempre y en todo caso provistos por S. M. 

Asimismo lo serán tus que vaquen sede vacante, ó los que 
hayan dejado sin proveer tos Prelados á quienes correspondía 
proveerlos al tiempo de su muerte, traslación ó renuncia. 

Corresponderá asimismo á S. M. la primera provisión de las 
dignidades, canongias y capcllanias d«? las nuevas catedrales y 
de las que se aumenten en la nueva metropolitana de Vallado- 
lid, á esccpcion de las reservadas á Su Santidad y de las canon- 
gías de oficio, que se proveerán como de ordinario. 

En todo caso los nombrados para los espresados beneficios 
deberán recibir la inslitucion y colación canónicas de sus ros- 
. peclivos ordinarios. 

Alt. 10. En atención á que, tanto por efecto de las pasada^ 
vicisitudes, como por razón de las disposiciones del presente 
Concordato, han variado notablemente las circunstancias del cle- 
ro español, Su Santidad por su parle, y S. M. la Reina por lasu- 
ya, convienen em que no se conferirá ninguna dignidad, canon- 
gía ó beneficio de los que exigen personal residencia, á los que 
por razón de cualquier otro cargo ó comisión estén obligados á 
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residir eenlinnamenle en otra paríe. Tampoco se conferirá á ios 
qae C8l¿n en posesión de aignn beneficio de la clase indicada 
ninguno de aquellos cargos ó comisiones, á no ser que renuncien 
uno de dichos cargos 6 beneficios, los cuales se declaran, por 
consecuencia, de lodo punto incompatibles. ’ 

En la capilla Real, sin embargo, podrá haber hasla seis pre- 
bendados de las iglesias catedrales ' de 'la Península; pero en 
ningún caso podrán ser nombrados los que ocupan las primeras 
sillas, los canónigos de oficio, los que tienen cura de almas ni 
dos de una misma iglesia. o - 
> Re-speclo de los que en la actualidad, yen virtud de indultos 
especiales ó generílcs, se hallen en posesión de dos ó mas de es- 
tos beneficios, cargos ó comisiones, se lomarán desde luego laa 
^aposiciones necesarias para arreglar su situación á lo preveni- 
do en el presente articulo, según las necesidades de la iglesia y 
la variedad do los ca^^os. ■ ’ • j * 

Art. 20. En sede vacante, el cabildo de la 'Iglesia metropo- 
litana ó sufragánea en el termino marcado y con arregíríá lo ^ 
previene el sagrado Concilio de Trento, nombrará un solo 
eario capitular, en cuya persona se refundirá toda la potestad 
finaría del cabildo, sin reserva 6 limitación alguna por parte 
dé di,- y sin que pueda revocar el nombramiento una vea hecho 
nt hacer otro nuevo; quedando, por consiguiente, enteramente 
abolido lodo privilegio, uso ó costumbre de administrar en cuer- 
po, de nombrar mas de un Vicario ó cualquiera otro que bajo 
iwatquieroonceplo sea contrario á lo dispuesto por los sagrados 
eáoones. 

Art. 21. Ademas de la capilla Real de Palacio, se conseí«- 
v»ran:'* , , ' 

1. ” La de Reyes y la Mozárabe de Toledo, y las de Sin Fer- 
nando de Sevilla y de los Reyes Calólicos de Granada. 

2. » Las colegiatas sitas en capitales de provincia donde no 

exista Silla episcopal.^ • 

3. » Las de patronato particular, cuyos patronos aseguren el 

eseesodegastoflueooasionará la colegiata sobre el de irleeia 
parroquial. ■ • , , , , . • . 

_ 4 " colegiatas de Covadonga, Roncesvalles, San Isidro 
« León, Sacromonte de Granada, San Ildefonso, Alcalá de He- 
nares y Jerez de la Frontera. ^ • I ^ 

10 
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Las catedrales de las Sillas episcopales que se agreguen 
á otras en virtud de las disposiciones del presente Concordato, 
se conservarán como colegiatas. 

Todas las demas colegiatas, cualquiera que sea su origen, 
antigüedad y fundación, quedarán reducidas, cuando las cíi^ 
cunstniKÍas locales no lo impidan, á iglesias parroquiales, con 
el número de beneficiados que ademas del párroco se oonteov- 
plen necesarios, tanto para el servioio parroquial como para el 
decoro del culto. 

La conservación de las capillas y colegiatas espresadas de- 
berá entenderse siempre con sujeción al Prelado de la diócesi á 
que pertenezcan y con derogación de toda exención y jurisdie- 
cion veré ó quasi nuUius que lilnite en lo mas mínimo la nativa 
del Ordinario. 

Las iglesias colegiatas serán siempre parroquiales, y se dis- 
ünguirán con el nombre de parroquia mayor, si en el pueblo 
hubiese otra ú otras. .> 

Art. 22. El cabildo de las colegialas se compondrá de un 
' abad, presidente, que tendrá aneja la cora de almas, sin ma» 
autoridad ó jurisdicción que la directiva y económica de su 
iglesia y caÚldo; de dos canónigos de oficio, con los títulos de 
magistral y doctoral, y de ocho eanónigos de gracia. Habrá 
ademas seis beneficiados ó capellanes asistentes. 

. ArL 23. Las reglas establecidas en los artículos anteriores, 
asi para la provisión de las prebendas y beneficios ó capellanías 
de las iglesins catedrales, como para el rógimende sus oabildosr 
se observarán puntualmente en todas sus partes respecto de las 
iglesias colegiatas. ' 

Art. 24. A fin de que en todos loa pueblos del reino se 
atienda con el esmero debido al culto religioso y á todas las ne- 
cesidades del pasto espiritual, loa M. RR. Araobispos.^ y 
RR. Obispos procederán desde luego á formu' un nuevo arre- 
glo y demarcación parroquial de sus respeetivss diócois , te- 
niendo encucnla la eatensiou y naluraleaa del territorn y de la 
población, y las demas circunstancias locales, oyendo á los oa- 
Üldos catedrales, á los respectivos arciprestes y á los fiscales de 
loa tribunales eclesiásticos, y lomando por su parte todas las 
di^osiciones necesarias a fin de que pueda darse por concluido 
y ponerse en ejecución el precitado aneg lo, previo el acuerdo 
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del gobierno de S. M. , en el menor término poeible. 

Art. 25. Ningún cabildo ni corporecion eclesiáalica podrá 
tener aneja la cura de almas, y los curatos y vicarias perpetuas 
que antes estaban unidas plsno^nreá alguna corporación, que> 
toin en todo sujetos al derecho común. Los coadjutores y de- 
pendientes de las parroquias y todos los eclesiásticos destinados 
al servicio de ermitas, santuarios, oratorios, capillas públicas 6 
iglesias DO parroquiales dependerán del cura propio de su res- 
pectivo territorio, y estarán subordinados á él en lodo lo locante 
al culto y funciones religiosas. . 

Art. 26. Todos los curatos, sin diferencia de pueblos, de 
clases, ni del tiempo en que vaquen , se proveerán en concurso 
abierto, con arreglqi lodispueslo por el santo Concilio de Tren- 
to, formando los Ordinarios lemas de los opositores aprobados, 
y dirigiéndolas á S. M., pata que nombre entre los propuestos. 
Cesará, por consiguiente, el privilegio de palrimonialidad y la 
esclusiva ó preferencia que en algunas partes tenían los patri- 
nuMúales parala obtención de curatos y otros beneficios. 

Los caratos de pairomdo eclesiáslioo se proveerán nombran- 
do el patrono entre los de la tema que del modo ya dicho for- 
men los Prelados, y los de' patronato laieal nombrando el patro- 
no entre aquellas que acrediten haber sido aprobados «n con- 
curso abierto en la diócesi respectiva, señalándose á los que no 
se bailen en este caso el término de cuatro meses, para que ba- 
gan eoustar haber sido aprobados sus ejercicios hechos en la 
forma indicada, salvo siempre el derecho del Ordinario de exa- 
minar al presentado por el patrono, si lo estima conveniente. 

Los coadjutores de las psrroquias serán nombrados por los 
Ordinarios, previo exámen sinodal. 

Alt. 27. Se dictarán tas medidas convenientes para conse- 
guir, en cuanto sea posible, que por el nuevo arreglo eclesiáslí- 
eo no queden lastimados 1 m derechos de los actuales poseede^ 
res de cualesquiera prebendas, beneficios ó cargos que hubieren 
de suprimirse á consecuencia de lo que en él se determina. 

Art. 28. El gobierno de S. M. Católica, ain perjuicio de ea- 
tablecer oportunamente, previo «¡ueido con la Santa Sede, y 
* tan pronto como las circonstanmaa lo permiten, Seminarioa ge- 
nerales en que ae dé Ueatensioa oonvmiisnte á los ealudioa ecle- 
aiáatisos, ado]>tará por au parle laa ditpoaicionea oportunas, para 
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que se creen sin demora Seminarios conciliares en las diócesiá 
donde no se hallen establecidos, á fin de que en ló sucesivo 'iio 
liaya en los dominios españoles iglesia alguna que no tenga al 
menos un Seminario suficiente para la instrucción del clero. 

• Serán admitidos en los Seminarios, y educados e instruidos 
del modo que establece el sagrado Concilio de>Trento, los jóve- 
nes que los Arzobispos y Obispos juzguen conveniente recibir, 
según la necesidad ó utilidad de las diócesis;- y en lodo lo que 
pertenece al arreglo de los Seminarios, ú la enseñanza y á la* 
administración de sus bienes, se observarán los decretos del mis- 
mo Concilio de Trento. . • ’ ‘ 

Si de resultas de la nueva circunscripción de diócesis queda- 
sen en algunas dos Seminorios, uno en la capital actual del obis- 
pado «y otro en la que se le lia de unir, se conservarán am- 
bos mientras el gobierno y los Prelados, de común acuerdo, loa 
consideren' útiles. ‘ • \ 

Art. 29. A fin de que en toda la Península haya > el nú- 
mero suliciente de ministros y operarios evangélicos de quienes 
puedan valerse los Prelados para hacer misiones en los pueblos 
de su diócesi, auxiliar á los párrocos, asistir á ios enfermos, y 
para otras obras de caridad y utilidad pública, el -gobierno de 
S.' M., que se propone mejorar oportunamente los colegios de 
misiones para Ultramar, tomará desde- luego- las disposiciones 
convenientes para que se establezcan donde sea necesario, oyen- 
do previamente á Jos Prolados diocesanos, casas y congrega» ■ 
clones religiosas de San Vicente Paul, San Felipe Neri y otra 
Urden de las aprobadas por la Sania Sede, . las cuales servirán 
al propio tiempo de lugares de retiro para los eclesiásticos, para 
hacer ejercicios espirituales y para otros usos piadosos. ‘ 

•Art. 30.; i Para que haya también casas religiosas de muje- 
res en fas cuales puedan seguir su vocación las quesean liama- 
das'á la vida contemplativa y á la activa de la 'asistencia de los 
enfermos, enseñanza de niñas y otras obras y ocupaciones tan 
piadosas como útiles álos pueblos, se conservará el instituto de 
las liijasde-la Caridad; bajo la dü^ion de los cletigos de San 
Viccnted'aul, procurando el gobierno su fomento. . 

• También se conservarán las casas de religiosas que á la vida 
contemplativa reúnen la educación y enseñanza de niñas ú otras . 
obras de candad. ... : . . . - i.. • - in , « 

m 
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• Respecto á, las demos, órdenes, los Prelados Ordinarios,: aten- 
didas todas las clrcuosiancias de sus ros|iiectivAS díócesisy pro- 
pondrán las casas de religiosas en que convenga la admisión y 
profesión de novicias y los ejercicios de enseñanza ó do caridad 
que sea convcnienlo establecer en ellas. > 

No se procederá á la profesión de ninguna religiosa sin que 
se asegure antes su subsistencia en debida forma. • 

Art. 31. La dotación del M. R. Arzobispo de Toledo será 
de 160,000 rs. anuales. ,■ ■ . , . 

I.,a de los de Sevilla y Valencia de 150,000. ,|- 

La de los de Granada y Santiago de 140,000. 

Y la de los de Biirgos, Tarragona, Valladolid y Zaragoza 
de 130,000. 

La dotación de los RR. Obispos do Barcelona y Madrid será 
de 110,000 rs. 

La de los de Cádiz, Cartagena, Córdoba y Málaga de 100,000. 
La de los de Almería, Avila, Badajoz, Canarias, Cuenca, 
Gerona, Huesca, Jaén, I.«on, Lérida, Lugo, Mallorca, Orense, 
Oviedo, Falencia, Pamplona, Salamanca, Santander, Segovia, 
Teruel y Zamora de 90,000 rs. i 

La de los de Asiorga, Calahorra, Ciudad-Real, Coria, Guie- 
dix. Jaca, Menorca, Mondoñedo, Orihuela, Osma, Plasencia, 
Segorve, Sigiienza, Tarazona, Tortosa, Tuy, , Urgcl, Vich y 
Vitoria de S0,000 rs. , , 

La del Patriarca de las Indias, no siendo Arzobispo ú Obispo 
propio, de 150,000 rs., deduciéndose en su caso de esta cantidad 
cualquiera otra que por via de pensión eclesiástica ó en otro con- 
cepto percibiese del Estado. . ... ■ 

Los Prelados que sean Cardenales disfrutarán de 20,000 rea- 
les sobre su dotación. 

Los Obispos auxiliares de Ceuta y Tenerife y el Prior do bis 
órdenes tendrán 40,000 rs. anuales. , 

Estas dotaciones no sufrirán descuento alguno, ni por razón 
del coste de las Bulas, que sulVagará el gobierno, ni por los de« 
mas gastos que por estas puedan ocurrir en España. 

Ademas los Arzobispos y Obispos cons^varán sus palacioa 
y los jardines, huertas ó casas que en cualquiera parte de la , 
diócesi hayan estado destinadas para su .uso y recreo, y no hu- 
biesen sido enajenadas. _ _ _ , 
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Queda derogada la actual legislación relativa á espolios de 
loa Araobiapos y Obispos, y en su consecuencia podrán dispo- 
ner libremente, según les dicte su conciencia, de lo que dejaren 
al tiempo de su fallecimiento, sucediéndolrs abintestalo los he- 
rederos legítimos con la misma obiigacion de conciencia: escep- 
túanse en uno y otro caso los ornamentos y pontiftcales, que se 
considerarán como propiedad de la mitra, y pasarán á sus su- 
cesores en ella. 

Arl. 32. La primera silla de la iglesia catedral de Toledo 
tendrá de dotación 21,000 rs., las de las demas iglesias metro- 
politanas 20,00u, las iglesias sufragáneas 18,000, y las de las 
colegialas 15,000. 

Las dignidades y canónigos de oficio de las iglesias metro- 
politanas tendrán 16,000 ra., los de las sufragáneas 14,000, y 
los canónigos de oficio de las colegialas 8,000. 

Los demas canónigos tendrán 14,000 rs. en las iglesias me- 
tropolitanas, 12,000 en las sufragáneas, y 6,600 en las cole- 
giatas. 

Arl. 33. La dotación de los curas en las parroquias urbanas 
■erá de 3,000 á 10,000 rs.; en las parroquias rurales el mlni- 
mim de la dotación será de 2,200. 

Los coadjutores y ecónomos tendrán de 2,000 á 4,000 rs. 

Ademas los curas propios, y en su caso los coadjutores, dis- 
frutarán las casas destinadas á su habitación y los huertos ó hei 
redados que no se hayan enajenado, y que son conocidos con 
la denominación de tpfeson'os, mansos , ú otras. ' 

También disfrutarán los curas propios y sus coadjutores la 
parle que les corresponda en los derechos de estola y pie de altar.* 

Arl. 31. Para sufragar los gastos del culto tendrán las igle- 
sias metropolitanas anualmente de 90 á 140,000 rs. , las sufra- 
gáneas de 70 á tr0,000 rs., y las colegiatas de 20 á 30,000. 

Para los gastos de administración y eslraordinarios de visita 
tendrán de 20 á 30,000 rs. los metropolitanos, y 16 á 20,000 los 
sufragáneos. 

Páralos gastos del culto parroquial se asignará á las reli- 
giosas respectivas una cantidad anual, que no bajará de 1,000 
reales, ademas de los emolumentos eventuales y de los derechos 
que por ciertas funciones estén fijados ó se fijaren para este ob- 
jeto en los aranceles de las respectivas diócesis. 
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** Arl. 35. ■ Los Seminarios conciliares tendrán de 90 á 120,000 
í^les anuales, según so^circnnstancias y necesidades. 

El gobierno de S. M. proveérá'por los medios mas condu- 
centes ála subsktencladelas casds y congregaciones religiosas 
de que habla el art. 29i 

En cuanto al mantenimiento de laseomunidades religiosas,' se 
observará lo dispuesto en el arl. 30. 

• 8e devolverán desdo luego y sin demora á las mismas, y ett 
su representación á los Prelados diocesanos en cuyo territorio áe 
haHen los conventos ó se hallaban antes de las últimas vidsltu<> 
des, los bienes de su pertenencia que están én poder del gobier- 
no, y que no han sido enajenados. Pero teniendo Su Santidad 
en consideración «1 estado actual de estos biehes y otras partl- 
cutares circunstancias, á fin de que con su producto pueda atóil- 
derse con mas igualdad á los gastos del culto y otros gonent^ 
les , dispone que los Prelados, en nombre de las cdthunidades 
religiosas propietarias , procedan inmediatamente y sin demo- 
ra á la venta de los espresados bienes, por medio de sübastaá 
públicas, hedMs en la forma canómea y con ' interveheionMe 
persona nombrada por el gobierno de S. M. Él producto de es- 
tas venias se Convertirá én mscripciones intrasferíbles de la 
Déuda del Estado del 3 por 100, cuyo capital é intereses se dis- 
tribuirán entre todos ios referidos 'conventos en própbrdon' de 
-sus necesidades y circunstancias, ‘para atender á los gastos indi- 
cados y al pago de las pensiones de las religiosas qué tengan 
dérechoá perdbirlas, ^n perjuicio de que él ^obierao supla, có^ 
mo hasta aquí, lo que füere necesario para el completo pago dé 
dichas pensiones hasta el (éllecimiento de lás pensionadas .* 

Art. 86. ‘ Las dotaciones asignadas en los artículos' anteriores 
para los gastos del ctdto y clero se enténderán sin péijuíclo del 
aumento que se pueda hacer en ellas cuando lás drcunstandaéli> 
permitan. Sin embargo, cuando por razones especiales no alcam- 
'«e en algún caso particular alguna de las asignaciones espressL- 
das en el art. 34; el gobierno de S. M. proveerá lo conveniente 
al efecto: del mismo modo proveerá á los gastos de las repara- 
ciones de los templos y demas edificios consagrados al culto. 

Alt. 3?.‘ El importe dé la renta que se deVengue’en la 'vií- 
cante de las SiHas ' episcopales, deducidos los ^emolumentos del 
ecónomo que se diputará pw él cabildo en el acto de elegir al 


Vicario capitular, y los gastos para los reparos> precisos del pa- 
lacio episcopal, se aplicará por iguale#, partes en benelicio del 
Seminario conciliar y del nuevo Prelado. , 

Asimismo, de las rentas que se devenguen en las vacantes de 
dignidades, canongias, parroquias y bciicticios de cada diócesi, 
deducidas las respectivas cargas, se formará un cúmulo ó fondo 
de reserva, á disposición dcl Ordinario, para atender á lo^ gastos 
estraordinarios é imprcvisloá do ios iglesias y dcl clero, como 
también á las necesidades graves y urgentes de la diócesi. Al 
propio efecto ingresará igualmente en el mencionado fondo de 
reserva la cantidad correspondiente á la duodécima parte de su 
dotación anual, que satisfarán por una vez dentro del primer afio 
los nuevamente nombrados para prebendas, curatos y otros be- 
neficios; debiendo, por tanto, cesar tqdo otro descuento que por 
cualquier concepto, uso, disposición ó privilegio se hiciese ai»> 
teriormentc. , , > , . i. , >• 

Alt. 3S. Los fondos con que lia de atenderse á. la dotación 
del culto y del clero serán; ,, ,, , . ■ ■ ¡ i u i 

J .° El producto de los bienes devueltos al clero , por la ley 
de 3 de abril de 1845. ^ i : , 

, 2.,° El producto de las limosnas de la Santa Cruzada. 

. , 3.° Los productos do Las encomiendas y maeshaigos de las 
cuatro órdenes militares vacantes y que vacaren. i i 
, 4.° Una iuiposioion sobre las propiedades rústicas y urbanas 
y riqueza peeuqriaen la cuota que sea necesario para completar 
la dotación, tomando, en cuenta los productos espresadoe en los 
párrafos l.°, 2.°, 3.° y demas rentas que en lo ,s«^cesivo, y de 
acuerdo con la Santa Sede, se asignen á este objeto. , ,■ 

El clero recaudará osla imposición,. percibiéndola en frutos, 
eu especie p en dinero, previo concierto que podrá celebrar con 
las provincias, con los pueblos, cqn Jas parroquias ó con los 
particulares, y en los casos necesarios será auxiliado por lasau- 
_toridades públicas en la cobranza de esta imposición, aplicando 
«1 efecto los medios establecidos para el cobro d^ las eonUiha- 
ciones. , ' i" 

Adpmas se devolverán á la Iglesia desde luego y sin deruo- 
ra, todos los , bienes .eclesiáslioos no comprendidos en Icespresa- 
da ley de 1845, y que todavía no luyan sido cnejenaios, in- 
clusos los que restan de las comuoidádcs.religiosas de varooea. 
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Pero atendidas bM ciicunstaDCHis actuales de unos y otroa bie>- 
nes, y la evidente utilidad que ha de resultar á la Iglesiarel San- 
to Padre dispone que su capital te convierta imnediatamenle y 
sin demora en inserípcbnes inlrasferibles de la Deuda del Es- 
tado del 3 por 100, olwervándoso exactamente la forma y reglas 
establecidas en el art. 35 con relbrencia á la venta de los bienes 
de las religiosas. it -■ 

Todos estos bienes wrán impoWdoe por su justo valor, reba- 
jadas cnalesquiera cargas, para los efectos de las disposiciones 
contenidas en este articulo. 

Art. 39. El gobierno de S. M-, salvo el derecho 'propia de 
los Prelados diocesanos, dictará las disposioianes necesarias pa- 
ra que aquellos entre quienes se hayan distribuido los bienes 
de las capeilanias . y fundacionet piadosas, aseguren los me- 
dios de cumplir las cargas á qoe dichos bienes estuvieren 
afeetos. . ■ • - , ' u- 

* iguales disposiciooes adoptará para que se cumplan del min- 
ino modo Iss cargas piadosas que pesaren sobre los bienes ecls- 
aiástieos que han sido Majenados-eon este gravamen. 

El gobierno responderá siempre y esciusivamente de las 
Impuestas áobre los bienes que se hubieren vendido por el Esta- 
do libres de esta obligación. i f • > 

Art. 40. Se declara que todos los espresados bienes y ren- 
tas pertenecen en propiedad á la Iglesia, y que en su nombra 
«e disfrutarán y administrarán ]ior el clero. > ' .t ^ 
Los fondos de Cruzada se administrarán en cada diácesi por 
los Prelado» diocesanos, como revestidos al efecto de las (acálla- 
des de la Bula, para apUcarloe segan está prevenido en la últi- 
ma próroga de la relativa conceeion apostólica, salvas las obli- 
gaciones qne pesan sobre este ramo por convenios celebrados 
con la Santa Sede. El modo y forma en que deberá verificarse 
dicha administraoion se fijará de acuerdo entre el Santo Padre 
y S. M. Católica. > 

Igualmente administrarán los Prelados diocesanos los fondos 
del indulto ouadragecimal, apUcándotos á establecinticntos de 
beneficencia y actos d» caridad en Im dióeesb respectivas, 'con 
arreglo á las oonresioaes apostólieas. ' . 

. Las demas facultades apostólicas relativas á este ramo, y las 
atribueiooes á ellas consiguientes, se ejeroerán por el- AtaoUspo 
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de Toledo, en la estenñon y forma que se determinará por la 
Santa Sede. 

Art. 41. Ademas la Ig'lesia tendrá eideredio de adquitirpor 
cualquier titulo legitimo, y su projuedad en todo lo que posee 
ahora ó adquiriere en adelante será solemnemente respetada. 
Por consigniente, en cuanto á las antiguas y nuevas fundacio- 
oes eclesiásticas, no podrá hacerse ninguna supresbn ó unión rái 
la intervención de la autoridad de la Santa Sede, salvas las 
Caouttades que competen á los Obispos, según el santo Concilio 
de Trento. 

Art. 42. En este supuesto, atendida la utilidad que ha de 
resultar á la Religión de este convenio, el Santo Padre, á instan- 
cia de S. M. Católica, y para proveer á la tranquilidad públioa, 
dacr^ y dedaru que los que durante las pasadas drcunstancias 
hubiesen comprado en los dominios de España bienes ee1esiás> 
ticos, al tenor de las disposiciones civiles á la sazón vigentes, y 
están en potraion de ellos, y los que hayan sucedido ó sucedan 
en sus derechos á dichos compradores, no serán molestados en 
ningún tiempo ni manera por Su Santidad ni por loa Sumos Pon« 
tifices «US sucesores; aatei bien, asteHoa como ous cansa-habien- 
tea, 'dbfralarán segure y pacificamente la propiedad de dichos 
bienes y sus emolumentos y productoa. 

- Art. 43. Todo lo demas perteneciente á personas 6 cosas 
eclesiástioas, sobre lo que no se provee en los artículos anterio- 
res, será dirigido y administrado según la dis«]dina de la Igle- 
sia canónicamente vigente. 

Art. 44. El Sanio Padre y S. M. Católica declaran qhedar 
salvas é ilesas las reales precogatívas de la corona de España, 
•en conformidad á los convenios antericnrmente celebrados entre 
ambas potestades. Y por tanto, los referidos convenios, y en 
especialidad el que se celebró entre el Sumo Pontífice Benedle- 
to XTVyd ReyCatólieo Fernando Vi en el afio 1753,te declaran 
confirmados, y seguirán en pleno vigor en todo lo que no se al- 
tere ó Bsodifique por d presente. 

Art. 45. En virtud de este Conconteto te tendrán pt>r revO>- 
cadas, en cuanto á él se oponen, las leyes, órdenes y decretos 
publicados hasta ahora, de cualquier modo y forma, en los do- 
minios de E^üa, y el mismo Concordato regirá para siempre 
em lo sucesiva como ley del Estado en los pimíos dominios. V 
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por tanto, una y otra de las partes contratantes prometen por ti 
y sus sucesores la fiel observancia de todos y cada uno de loa 
artículos de que consta. Si en lo sucesivo ocurriese alguna difi- 
cultad, el Santo Padre y S. M. Católica se pondrán de acu^o 
para resolverla amigablemente. 

Art. 46 y último. El cange de las ratificaciones del pre- 
sente Concordatose verificará en el término de dbs meses, ó an- 
tes si fuere posible. 

En fe de lo cual Nos los infrascritos plenipotenciarios hemos 
firmado el presente Concordato, y selládolo con nuestro propio 
sello, en Madrid á 16 de marzo de 1S51. — (Firmado.)— Juan 
Brunelli, Arzobispo de Tesalónica. — ^Manuel Bertrán de Lis. 
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cía, proniinmada ea al eonñttorio Mcieta del día 36 de jülio 
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VsnRABLSS hermanos: Ninf^uno de entre vosotros ignota, 
hermanos venerables, que hace ya cerca de cuatro años que no 
perdonamos cuidados, consejos ni fatigas para atender áloe ne~ 
gooios eclesiásticos en España. Bien conocido de. vosotros es el 
Concordato que celebramos con nuestra muy amada ea Cristo 
Hija Marta Isabel, Reina Católica de las Españas, el año de mil 
ochocientos cinouenta y uno, saneumado ea aquel reino oomo 
ley del Estado, y promulgado solemnonente. También es sabi- 
do de vosotros que en dicho Concordato, entre muchas cláusulas 
que se establecieron' para proteger los derechos de la Religión, 
católica, so acordó, en primer lugar, que la misma augusU Re- 
ligión, con esclusion de cualquiera «tro culto, al seguir siendo 
la única de la nación española, debia conservarse como antes en 
todo el reino de España en el goce de todos los derechos y pre— 
rogativas deque debe estar en posesión según la ley de Dios y> 
lassanciooes canónicas; que la enseñanza fuese en todas las es-, 
cuelas públicas y privadM conforme en -.un lodoá la doctrina 
católica; que especialmente ios Ordinarios, tanto en el desempe- 
ño de sus funciones episcopales comb en lo que pertenece al do- ., 
recho y al ejercicio de la autoridad, eclesiástica y á las sagradas' 
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órdenes, tuvieran aquella plena libertad que se establece en los 
saldos cánones; que la Iglesia, por so derecho natural, pudie- 
ra, con el mas legítimo título, adquirir libremente nuevas pose- 
siones, y que fuese inviolattle,!a propiedad de la misma Iglesia 
sobre todo lo que poseía entonces ó adquiriese en lo venidero. 
Abrigábamos, pues, en verdad, la confianza de que nuestra 
pontificia solicitud y afán conseguirían el éxito anhdado, y que 
la Iglesia católica, conforme á nuestros deseos, se robustecería y 
fioreoeria de nuevo mas y mas cada diá, próspera y felizmente 
en España, mocho mas profesando toda aquella indita nación la 
Religión católica, y gloriándose altamente de ser tan firmemente 
adicta á esta cátedra de San Pedro. 

Vimos, empero, con suma admiración y amargura de nues- 
tro ánimo lo que nunca pettsáramos que sucediera; que nuestro 
espresado Concordato, no solamente repugnándolo la misma 
nación española, sino deplorándolo y reclamando contra ello, se 
quebrantaba y violaba impunemente en aquel reino, y se infe- 
rían nuevas injurias ó la Iglesia, á sus derechos , á los Obispos, 
á nuestra potestad suprema y á la de esta Santa Sede; injurias 
de las cuales, ¡oh hetmaixis venerables! nos vemos compelJdos 
á lamentamoe con vosotros. Se han decretado leyes, por las 
cuales, con no ligero detrimento de la ReligioD, se alteran los 
artieulos 1 .** y 2.° del Conooidaló, y se manda praeed» á la ven- 
ta de loe bienesde laigtesia. Se han dado también varios de- 
cretos, por cuyo medio se prohíbe á los Obispos eonferir las ór- 
denes sagradas, y á las vírgenes consagradas á tíioe admitir 
otras mujeres en el noviciado de su propio instituto religioso, yi 
seesUU>leee que las capeUsnias laicales y otras iastitucionee 
piadosas sean reducidas enteranomite á estado secular. Luego 
que supimos que se inferían tan graves injurias á la Religión, 
á la Iglesia, á Nos y á esta Santa Sede, cumpUendo con nuestros 
deberes, sin la menor tardanza nos apresuramos á pralastar y 
reclamar cerca del gobierno español, ya por medio de nuestro. 
Cardenal eccretario de Eetado, ya “por el de nuestro encargado 
de negomoe residente en áfaulrid^ Contra lodos estos atentados 
(anuís). É hichnoe poner en conocimiento de dicfio gobiemo que 
nuestras redamaciones se harten llegar á noticia de los fieles, si 
no se desechaba la ley propuesta para enajenar los bienes de la 
Iglesia, á fin de que loa mismos fieles se abstuvieaen de com- 
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pmrlos. Trajimo* igualmente á la memoria del gobieroo de Ma- 
drid lo que maniiestainos clara j abierbunente en nuestras Le- 
bas Apeetólicas acerca del prt>pU> Gmcordalo; esto es, que 
de quebrantarse y violarse lo pactado en el mismo Concordato, 
tan gravemente sancionado, ya no habría lugar a indulgencia 
por nuestra parte tocante á la cláusula de dicho Concordato por 
laciml declaramos que no serian molestados por Nos, ó por nue»- 
tros sucesores los Pontífices romanos, aquellos que hubiesen 
adquirido los bienes de la Iglesia enajenados antes de nuestro 
referido Coneordato. 

Bdas no solamente fueron vanas nuesbas juslisimaa recla- 
maciones y las esposiciones de los insignes Prelados españoles, 
sil» que también (nerón arrancados violentamente de sus pro- 
pias diócesis, y desterrados y relegados á obo punto, algunos do 
aquellos respetabilísimos Obispos, que debidamente, y con ópti- 
mo derecho, se opusieron á aquellas leyes y decretos. Bien po- 
díais eomprender, venerables hermanos, si estaremos agobiados 
de dolor el ver que tanto cuidado y tanta solicitud como emplea- 
dlos para estableoer en aquel reino los negocios eclesiásticos, 
han sido en vano, y que la Iglesia de Cristo se halla de nuevo 
afligida allí por gravriimas calamidades, y conculcados su liber- 
tad y sus derechos, nuestra autoridhd y la de esla Santa Sede. 
Asi, no hemos permitido que nuestro encargado de oegocioa 
permaneciese por mas tiempo alli, y le mandamos que saliese 
de España y regresase á Roma. Nos afligimos profundamente, 
en verdad, al ver que la ilustre naoion española, que tanto ama- 
mos por su singular afecto al catolicismo y por sus ilustres mé- 
ritos e<m respecto i la Iglesia, á Noa y á esta Sede Apostólica, 
se halle de nuevo conducida al peligro en la Religión por esta 
nueva perturbación de las cosas sagradas. Exigiendo, pues, se- 
veramente de Noe el cargo de nuestro apostólico ministerio que 
defendamos con todas nuestras fuerzas la causa de la Iglesia, 
que nos ha encom«idado el eielo, no podemoe menos de profe- 
rir abierta y públicamente, y del modo mas solemne, nuesbas 
quejas y reelamaeiones. 

Por estas razooes, levantando lo mas que podemos nuestra 
voz en este vuestro concurso, reclamamos sobre todo lo que se. 
ha ejecutado malamente en España por la potestad seglar, y se 
ejecuta conba la iglesia, contra tu libertad y sus derechos, y 
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contra nuestra autoridad y la de esta Sede Apostólica, y espo— 
cialniente lamentamos que, contra lo que exige el mismo dere- 
cho de gentes, se haya violado nuestro solemne Conoordato, 
embarazado la autoridad propia de los Obispos en el ejercicio 
del sagrado ministerio, ejercido violencia contra los mismos 
Obispos, y usurpado el patrimonio de la Iglesia, contra todos loa 
derechos divinos y humanos. Reprobamos ademas, con nuestra 
autoridad apostólica, las enunciadas leyes y decretos, y las abro- 
gamos Y declaramos que son y serán enteramente nulas y da 
ningún valor. Y con el ahínco mayor que podemos, amonesta- 
mos ó los autores de tantos atentados, y los exhortamos y 'ro- 
gamos que consideren seriamente que no pueden huir de la mano 
de Dios lodos aquellos que no temen atligír y vejar á su santa 
Iglesia. 

Y aquí no podemos dejar de congratular vivamente y dar 
amplias y merecidas alabanzas ,á nuestros venerables hermanos 
los Arzobispos y Obispos de España que, cumpliendo oon su 
encargo, y sin intimidarse ante ningún peligro, uniendo sus áni- 
mos, sus cuidados y consejos, no dejaron de levantar su voz 
episcopal y de defender finhe yconslantemante la causa de la 
Iglesia. Deliemos tributar también altas alabanzas ni flel clero 
español, que, acordándose de su propia vocación y de su propio 
deber,- no dejó de emplear con este objeto todos sus cuidados. 
Alabamos también con el debido encomio á tantos ilustres varo- 
nes españoles que, mirando con singular adhesión y obediencia 
á la santísima Religión, á la Iglesia, á Nos y á esta Santa Sede, 
ya con la voz, ya con los escrilos, se gloriaron allamenlo de de- 
fender los derechos de la misma Iglesia. Y compadecióndonoa, 
con todo el afecto de nuestro apostólico amor, de la condición 
deplorable en que actualmente se halla sumida aquella iluatra 
nación que nos es tan cara, y su Reina, suplicamos á Dios Todo- 
poderoso, con los mas ardientes ruegos, para que con su omni- 
potente virtud se digne defender, consolar y sacar de tantas an- 
gustias a la misma nación y á su Reina. • ■ 

' Quisiéramos ya, venerables hermanos,- que supieseis de cuán 
increíble amargura nos bailamos angustiados á causa del estado 
dolorosísimo á que se halla reducida en Suiza nuestra santisima 
Religión, y especialmente, ¡oh dolor! en los mas principales pue- 
Mot católicos de iqti^la confederación. .Mlf la potestad y la 
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libertad de la Iglesia católica está oprimida; la autoridad de los 
Obispos y de esta Santa Sede conculcada; la santidad del matri- 
monio y del juramento violada y despreciada; los Seminarios de 
los clérigos y los conventos de los religiosos casi del todo estiii- 
guidos ó enteramente sujetos al arbitrio de la potestad civil; la 
colación de benefícios y los bienes eclesiásticos usurpados, y et 
clero católico estraordinariamente perseguido y vejado. Este 
triste estado de cosas, nunca suflcientemente deplorado y digno 
de reprobación, os notificamos rápidamente hoy, puesto que ten- 
gamos el pensamiento de hablaros otra vez acerca de este acer- 
bísimo asunto. 

Entre tanto, no cesaremos nunca, venerables hermanos, de 
orar y suplicar de día y de noche con asiduas y ardientes pre- 
ces al clementísimo Padre de las misericordias y Dios de toda 
consolación, para que con el poder de su brazo ayude, defienda 
y libre de todas las adversidades que la afligen á su santa Igle- 
sia, oprimida por tantas calamidades en todas partes, y en to- 
das partes abrumada por tantas tempestades. 
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DOCUMEINTOS 


•OMaraianta* al eataiio d« la* nlaeianaa dal gobioma 4a 

aoa la SanU Sede, iawrtot « la Gaceta de Ma^ii dal U da 
agoato de 1S55. 


MINISTERIO DE ESTADO. 

eSPOSICIOK Á S. M. 

SKÑonA: La alocución pronunciada por Su Santidad en e) 
Coorálorio secreto de 2C de julio, con respecto á los negocios 
eclesiásticos de España, exige que el goüemo de 8. M. mani- 
fieste á la nación de parte de quién ha estado la pntdencia y la 
templanza, de parte de quién la agresión. 

Bien pudiera el gobierno evitar toda manifestación de sus 
actos y de su conducta : la nación reunida en Cortes los ha juz- 
gado ya, y su fallo es inapelable. 

Hubiera podido también, imitando la circunspección y tino 
Con que procedieron algutMS de los augustos progenitores 
de V. M., y obrando dentro del etrcnlo de nuestras antiguas y 
venerandas leyes, recoger á mano Real el Monitorio, ó con su 
silencio dqar sometidos i la acción de los tribunales á los que, 
en contravención á las leyes, se atrevieron á publicarlo. Nunca 
hubiera sido tan justificada esta medida como en las circunstan- 
cias en que la nadon se encuentra. 

X 
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Cuando so ha qiiorido traerá la Religión al terreno de la po- 
lítica; cuando los enemigos del trono de V. M. y de las institu- 
ciones han querido convertir en religiosa la cuestión que habia 
sido hasta ahorx-<iníslieay de principios; ounodo á la sombra 
también del principio religioso el socialismo y el absolutismo, en 
sacrilego consorcio, lian alzado por primera vez su cabeza en 
una de las principales ciudades de la monarquía; cuando en lo- 
dos los ángulos de la Península los enemigos eternos del reposo 
pqblic^ fc atreven á promover trastornos, cuyo objeto es solo 
cks|(uir, sin mirns para edincar, el gobierno hqbiera usado de 
su dcreclio con mas oportunidad que se hacia en tiempos tran- 
quilos, en que el trono, la dinastía y las instituciones del pais 
no eran combatidas en el terreno pacifico de la discusión ni en el 
azaroso de las armas. 

Pero es tari clara la razón que le asiste, y ha ajustado de tal 
manera sus actos a las conveniencias de la Iglesia y del Estado, 
que se halla en el caso de fiar á la publicidad, á la mas comple- 
ta publicidad, su defensa . 

Para lograr este propósito, nada mas oportuno que dar á luz 
lodos los documentos relativos á las últimas negociaciones, todas 
las protestas del Cardenal sccrclario de Estado y del encargado 
de negocios de la Sania Sede, y de todos los despahos y notas 
en que el gobierno de V. M. y su ministro plenipotenciario en 
Roma han desvanecido los cargos y reclamaciones de que ha 
sido objeto su conducta. 

Hasta las ¡nstruccíones y despachos reservados, documentos 
que no es costumbre publicar, desea el gobierno de V. M. que en 
esta Ocasión solemne vean la luz pública. , . 

Re este modo será su imparcialidad notoria, y el Monitorio 
de Su Santidad, injusto en el fondo y violento en las formas, re- 
cibirá la mas cumplida respuesta en lodo lo que se refiere á 
materias ccicshislicas. 

En cuanto á las demas que abraza el Monitorio, el gobierno 
de V. M-, por su propia dignidad, por respeto á la dignidad de 
la Iglesia, debe limitarse á hacer una solemr>e protesta. 

El gobierno no reconoce, como no tía reconocido ningún go- 
bierno independiente , el derecho que pretende arrogarse la 
Santa Sede de declarar nulas las leyes hechas por V. M. con 
el concurso de las Corles; de apreciar falsamente la siluacion da • 
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nuestra patria, cslabloeieiiiio ima especie de distinción ó divor- 
cio entre V. M. y la nación y el jfot)icrno; de poner en duda la 
legitimidad de las adquisiciones de los bienes que fueron ecle- 
siásticos, en.ijenadosen virtud de leyes civiles á que ha pres- 
tado ya su asentimiento y aprobación la misma S;inta Sede. 

Por las consideraciones espuestas , el Consejo de ministros 
cree cumplir con sus deberes y dejar satisfechas las exigencias 
de la Opinión nacional sometiendo á la aprobación de V. M. el 
adjunlo proyecto de deerelo. 

Madrid a 18 de agosto de 1856. — Señora. — AI.. R. P. do 
V. M. — El presidente del Consejo de ministros, Lialdomcro Es- 
partero. — El ministro de la Guerra, Leopoldo 0‘Donncll — El 
ministro de Estado, Juan de Zavala. — El ministro de Gracia y 
Justicia, Manuel de la Fuente Andrés. — El ministro de Marina 
d interino de fiacienda, Antonio Santa Cruz. — El ministro de la 
Gobernación, Julián de, Huclbes. — El ministro de Fomento. Ma- 
nuel Alonso Martinez. 


HF..VL IiECRETO. 

Articulo único. Mi gobierno publicará en la Gacela de Ma- 
drid, en el mas breve término posible, lodos los documentos re- 
lativos á las negociaciones seguidas con la Santa Sede desde el 
1 .® de diciembre de 1851 hasta el día. 

Dado en San Lorenzo á 18 de agosto de 1855.— Está rubri- 
cado de la real mano. — El ministro de Estado, Juan do Zavala. 

IfCM. 1. 

Nunciatura Apostólica.— Exemo. Sr. — Muy .señor mió: En 
la Gaceta de 19 del presente mes, que contieno el real decreto 
por el que S. M., de conformidad con el parecer del Consejo de 
ministros, vino en autorizar al de Hacienda para que sometiera á 
la deliberación do las Corles los presupuestos generales del Es- 
tado para el próximo año de 1855, he visto que en el proyecto do 
ley para atender á los gastos del servicio ordinario y eslraordi- 
naFio del Estado se cuenhi en su arl. 3.®, como arbitrio para 
dicho efecto, el descuento general sobre los haberes de las cla- 
ees doperidientes del Tesoro, entre las que se incluye al clero. 
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En visla de ello, creo del caso hacer á V. E. alf^unas refle- 
xiones «obre el citado proyecto. V. E. no puede desconooer que 
existe un solenrnc tratado entre la Santa Sede y el gobierno 
español, el cual S. M., en uso de la facultad concedida á eu 
gobierno por la ley de S de mayo de 1849, mandó se publictra 
y observara con focha de 17 de octubre de 1851 como ley del 
Estado. En este tratado se lija la dotación del clero; en su art, 36 
se dice «que las dotaciones asignadas en los artículos anterio- 
res, lejos de disminuirse, se entenderán sin perjuicio del aumen- 
to que se pueda hacer en ellas, cuando las circunstancias lo per- 
mitan.» En el 37 se marca la cantidad que deben satisfacer por 
ima vez, dentro del primer año, los nuevamente nombrados pa- 
ra prebendas, curatos y otros beneficios, y se añade n que debe 
cesar todo otro descuento, aun cuando se hubiese establecido 
anteriormente por cualquier concepto, uso, disposición ó privi- 
legio.» En fin, en el art. 41, hablándose del derecho que la Igle- 
sia tiene para adquirir por cualquier título legitimo, se espresa 
también «que su propiedad en todo lo que poseía y adquiriera 
en adelante seria solemnemente respetado.» Bajo cuyos títulos 
se comprende, según el precedente art. 40, no solo los bienes 
raíces, sino también la renta. 

Por el contesto de estos artículos, V. E. no podrá menoe 
de convencerse de que por el descuento á que quiere sujetarse 
por el referido proyecto de ley la asignación del clero, se dea- 
atiende aquel tratado y se infringe también aquella ley del 
Estado. 

También debo llamar la atención de V. E. sobre que al 
clero se le considera en dicho proyecto como una clase depen- 
diente del Estado; pues si en la actualidad percibe sus haberes, 
al menos en mucha parte, de las arcas del Erario público, esto 
no es sino accidentalmente, puesto que, según el misuw Concor- 
dato y su art. 40, el goce y administración de loe bienes y ren- 
tas espresadas debe ser independiente del Estado, y si hasta 
ahora no se ha real izado completamente lo dispuesto en él, á pe- 
sar de las reclamaciones que sobre el mismo hay pendientes en 
ese ininisterio por parte de esta nunciatura , no puede pasar 
mucho tiempo sin qne esto se realice. 

Podría estenderme á otras reflexiones sobre el carácter de 
onerosa que tiene la obligación del gobierno de satisfacer ni 
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dero las rentas asignadas, por ser una tenue compensación de 
las pérdidas que el mismo ha sufrido, como también sobre la 
inmunidad de que estas disfrutan y deben disfrutar; pero las 
omito, porque no pueden ocultarse á la ilustración de V. E., 
y lo dicho debe ser también bastante para que V. E. convenga 
en reconocer los conflictos serios y desagradables consecuerK 
das que hablan de sobrevenir en el caso de que el. gobierno de 
S. M. Catélica no impidiese el curso del citado proyecto de ley 
en la parte á que me he referido, asi como si el mismo no im>> 
pidiese también cualquiera medida de igual naturaleza que 
se intentara, aun bajo otros conceptos, contra lo solemnemente 
convenido con la Santa Sede, sin que precediera el necesario 
«cuerdo con la misma. 

Espero que V. E., apreciando estas consideraciones, hará 
por su parte cuanto esté en su arbitrio para tranquilizar el áni*^ 
nio del Santo Padre y alejar todo motivo de desavenencia entre 
las dos supremas potestades. 

Entre tanto aprovecho esta ocadon para reiterar á V. E. las 
seguridades de mi mas alta y distinguida consideración, coH 
que soy de V. E.-~Madrid 29 de diciembre de 1854. — Atenlo 
seguro servidor. — Firmado, Alejandro Franehi, encargado de 
negocios de la Santa Sede. — Señor ministro de Estado. 

irúM. a. 

t 

Al encargado de negocios de la Santa Sede. — Paludo 25 
de enero de 1855. — Muy señor mió; El gobierno de 8. M. se 
ha hecho cargo de la atenta comunicación de V. 8. fecha 29 del 
mes próximo pasado, relativa al descuento que han de sufrir 
este año las asignaciones del dero, según la ley de presupues» 
Ws presentada i la deliheraaion de las Cortes oonstituyeMés. 
Ciertamente que d d góbiérno de S. M. hubiera rieghdo la 
etlMenda de un pacto solemne eMre la Santa Sede y lá nádttd 
espariela, 6 hubiera desconocido las prescripciones dé loé ar- 
Heñios 85, 37, 40y41 dei referido pacto, d hubiera faltado i eKis 
de alguna otra manera, estaría V. S. en tm derecho al inéÜaiie fl 
enmpllr, oortto le invita ahora, sos compromisos y obligaiSoillia; 
Nro por fortuna nada de eaflo ha hecho d gobierno de 9. IV. 
hasta ahora. Ni él ha negado que la España haya oontraidó po^ 
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el Concórdalo ciertas obligaciones, ni él ha contradicho el con- 
testo del art. 36 del Concordato referido , que declaró que las 
dotaciones asignadas al clero se enlenderian sin perjuicio del 
aumento que se pudiera hacer en ellas si las circunstancias lo 
permitían; ni él ha puesto en duda que en el art. 37, al marcarse 
la cantidad que debían satisfacer por una vez dentro del primee 
año los nuevamente nombrados para prebendas, curatos y 
otros beneficios, con el fin de formar un fondo con que atender 
álas necesidades cstraordinarias délas iglesias, añadió que 
cesaría lodo otro descuento anteriormente establecido por cual- 
quier concepto, uso, disposición ó privilegio; ni él puede desco- 
nocer, en fin, que el art. 41 consigna la propiedad déla Iglesia, 
definiendo el 40 por tal propiedad, no solo los bienes raicea, 
sino también las rentas. Ninguna necesidad tenia de negar es- 
tos testes, cuando ellos no se oponen en lo mas minimo al des- 
cuento que van á sufrir este año las asignaciones del clero, al 
cual se refiere la comunicación de V. S. 

La Obligación contraída por el Estado de aumentar en tiem- 
pos mas prósperos y mas ventajosas circunstancias las asigna- 
ciones del clero, suponía en este otra obligación correlativa, y 
era la de someterse á una diminución temporal en sus asigna- 
ciones cuando empeorasen en lugar de mejorar los tiempos, y 
se hicieran, no mas ventajosas, sino mas difíciles, las circunstan- 
cias. La supresión de todos los descuentos anteriormente impues- 
tos á las asignaciones del clero^ tenia por objeto fijar la canti- 
dad á que debían de ascender, y en nada se opone á un des- 
cuento que se impone sobre aquella cantidad ya fija. Por últi- 
mo, nada tiene que ver con la propiedad de la Iglesia, ni con 
que esta sea ó no respetada, el imponer sobre ella un tributo 
especial, como sobre cualquiera otra propiedad pudiera impo- 
nerse. Tan claro es todo esto, que ni V. S. lo desconoce sin 
duda, ni podría desconocerlo la Santa Sede, sin desconocer al 
propio tiempo la índole de la situación y la naturaleza del dea- 
cuento de que se trata. Todo el mundo aabe la penuria en que 
lian puesto al Tesoro español los últimos trastornos políticos y 
las calamidades del cólera; todo el mundo sabe que el gobierno 
tiene que acudir al remedio estraordinario del crédito para cu- 
brir las atenciones ordinarias de este año; todo el mundo sabe 
queundescuento semejante al del clero se impone este añoá todos 
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los españoles en sus haberes, sonieliéodosc lodos á él guslosa- 
Diente, desde nuestros piadosos príncipes basta las huérfanas in- 
felices de los servidores de la patria. Yobservando, recordando 
y teniendo presente estas consideraciones, no es posible otorgar 
al clero una exención que á nadie se otorga ni podría otorgarse 
en la aflictiva situación en que hoy se halla el Erario, y que me- 
nos que nadie podría pretender el clero, obligado por su misión 
á tomar una parle mas activa que ninguna otra clase en las 
grandes calamidades públicas. 

Por estas consideraciones, el gobierno de S. M., confiado en 
el espíritu altamente conciliador de V. S., e.spera que hará 
presente á la Santa Sede las observaciones espucslas, á fin de 
que conozca la rectitud de sus intenciones. £a ello no podrán 
menos de ganar a nn tiempo la Iglesia y el Estado, porque de 
cualquier perturbacioii, por mínima que fuera, que ahora ocur- 
riese en las relaciones de ambas potestades, podrían sacar mu- 
cho partido los enemigos del Estado, y no menor partido los 
enemigos irreconciliables de la Iglesia. 

Aproveclio esta ocasión para reiterar á V. S. las segurida- 
des de mi muy distinguida consideración. 

NÚM. 3. 

Al encargado do negocias de España en Itoroa. — Madrid 26 
de enero de 1S55. — £1 art. 118 del Concordato vigente, al de- 
terminar que se devolviesen á la Iglesia los bienes eclesiásticos 
no enajenados todavía, dispuso también que, atendidas las cir- 
cunstancias actúales de dichos bienes, y la evidente utilidad que 
habia de resultar á la Iglesia, se convirtieran inmediatamente y 
sin demora (stne mora) en inscripciones intrasferibles de la 
Deuda del Estado del 3 por 100. Comprendíanse en esta dispo- 
sición por el citado artículo los que habían pertenecido á las co- 
munidades religioeas de varones, así como por el 3b quedaba 
hecho ya con los de las monjas pensionadas; y en el propio ar- 
tículo 35 se señalaron las reglas á que debía sujetarse la con- 
versión á papel del Estado de todos estos bienes , prescribiéndo- 
se la pública subasta y la inlerveneiion de una persona nombra- 
da para el caso por el gobierno de la Reina. De este modo, que- 
dando á salvo ei derecho de adquírír de la Iglesia, se impedían 
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«tb'mmente los Tuncstos pfeetos de la amortización en loe bienes 
raíces, efectos mas sentidos y deplorados en España que en nin- 
g-una otra parte del mundo. 

Por desgracia, mas de cuatro años van trascurridos, y seme- 
jante disposición, á pesar délos términos urgentes con que se 
dictó, no ha sido cumplida, quedando, por consiguiente, burlados 
los importantes propósitos que hubo al dictarla. El gobierno de 
S. M., que desea hacer mas y mas sólidas cada dia sus relacio- 
nes con la Santa Sede, removiendo cualquier obstáculo que pu- 
dieran suscitar á uno ú otro gobierno los altos intereses que re- 
presentan, ó las exigencias de la opinkm pública, no ha podido 
menos de fijar su atención sobre esta materia, proponiéndose 
llevar á efecto, en breve plazo, con ventaja del Estado y de la 
Iglesia, la desamortización y conversión en títulos de la Deuda 
de que hablan los citados artículos 3.5 y 38 del Cxrncordato vi- 
gente. Inútil es decir que el gobierno de H. M. procurará ajus- 
tarse en todo á lo que hay de esencial en las reglas que señala 
el Concordato para la venta de los bienes; y si en algún pequeño 
detalle se aparta de ellas, será siempre para mayor ventaja de 
la Iglesia y del Estado , por cuyos intereses vigilará á un 
tiempo. 

De este modo desaparecerán las quejas que el no cumpli- 
miento de tas disposiciones del Concordato acerca de la des- 
amortización eclesiástica ha suscitado en la opinión de los espa- 
ñoles; y los bienes del clero quedarán á salvo de todo evento 
y para siempre. 

Sírvase V. S. dirigir al Cardenal secretario de Estado una 
nota, á la que deberá servir de testo el presente despacho, 
dándole así conocimiento de las intenciones del gobierno de 
S. M., y añadiendo que este confia en que merecerán la aquies- 
cencia de la Santa Sede. 

A debido tiempo pondré en noticia de V. S. iodos los porme- 
nores relativos á este asunto. 

De real orden lo digo á V. S. para su conocimiento. — 
Dios, etc. — Tirmado. — Claudio Antón de Luznríaga. 

urna. *. 

Despacho dirigido al 8r. Pacheco, nombrado minblro plenl- 
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pot«nciario de S. M. en Roma. — Madrid 11 de febrero de 1855. 
— Excmo. Sr.— ^rave es la misión que el gobierno de S. M. 
•confia en estos momentos á la inteligencia y al celo de V. E. 

De una parte las exigencias de la opinión pública le impe- 
len á modificar en muchos puntos el estado actual de las cosas 
eclesiásticas; de otra parte le obligan á ser mas cauto que 
nunca en sus relaciones con la Iglesia notorias razones de bien 
público. 

Preciso es, por consiguiente, adoptar y seguir una conducta 
que, al paso que satisfaga las mas justas y mas imperiosas de 
las exigencias de la opinión, evite, en cuanto sea posible, un 
«onflicto entre la Iglesia y el Estado, un rompimiento formal en- 
tre el gobierno de S. M. y la Santa Sede. 

No desconoce el gobierno de S. M. las dificultades que trae 
consigo semejante propósito; pero para vencerlas cuenta con el 
celo y la inteligencia de V. E., y con la fuerza que le propor- 
cione tener, como ha de procurar siempre, ^la razón de su 
parte. i 

No ha dado hasta ahora la Santa Sede motivos de quejas al 
actual gobierno de S. M., mostrándose intransigente ó dura en 
las reclamaciones que le ha dirigido. 

Justo es confesarlo por honra de la Santa Sede , y porque en 
ella funda el gobierno de S. M. la esperanza halagüeña de que, 
con mas ó menos obstáculos, todo se arreglará en lo sucesivo 
sin confliclo alguno. 

Sin duda lá Santa Sede, ya aleccionada en materia de revo- 
luciones, comprende la situación presente del gobierno de Es- 
paña, y no quiere agravarla con exigencias, mas injustas por la 
ocasión, que pudieran serlo por si mismas. 

Sin duda recuerda que en circunstancias semejantes, aunque 
harto mas críticas para ella, debia á España uu auxilio eficaz, 
que no seria mucho pagarle con generoso sufrimiento, cnanto 
mas que lo que esta la pide es solo justa y inevisora pru- 
dencia. 

Sin duda tiene presente los esfuerzos que está haciendo y 
hará el gobierno de S. M. por conservar en España el imperio 
dd catolicismo, que será menos defendible á medida que mas 
■obstáculos ponga este á las extgencíasde la opinión nacional. 

Sin duda conoce qne algunas de estas exigencias las justifi- 
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ca el cdo inconsiderado de no pocos Prelados y la política inhá- 
bil de ciertos t^obernantcs españoles, que, leijos de limitarse á 
cumplir como debieran las cláusulas del Concordato, han exa- 
{^erado sus términos y violentado su espíritu, cometiendo noto- 
rias trasgrosiones y abusos, no reprimidos á tiempo, por una fa- 
talidad que ahora debe deplorar, tanto la Santa Sede como el 
gobierno de la Reina. 

’ Sin duda teme, y teme con razón, las consecuencias de un 

rompimiento, que si podría suscitar algunas dificultades políti- 
cas al gobierno de la Reina, traería en cambio irremediables per- 
juicios á la Iglesia; porque es condición de ciertos hechos, co- 
mo el de la unidad religiosa, por ejemplo, que si una vez se que- 
/ brantan realmente, no se restablecen, no pueden restablecerse 

jamás. 

t ■ Tales son las consideraciones que pueden motivar la loable 

prudencia con que hasta aquí se ha conducido la Santa Sede; y 
siendo, como serán, ellas oportunamente recordadas y enca- 
recidas por V. E., no hay duda qnc serán siempre poderosas i 
, desviarla de otra conducta. 

Gran ventaja es para V. E. no tener que solicitar ó procurar 
por ahora sino el cumplimiento de los pactos existentes y la cs- 
tirpacion de ciertos abusos que no pueden ser legítimamente pa- 
trocinados por lu Santa Sede. 

El gobierno deS. M., que no renuncia, porque ni debe ni 
puede renunciar, á una modificación importante del Concor- 
dato, que lo ponga mas en armonía con la conveniencia pú- 
blica, no encarga desde ahora á V. E. ninguna gestión de este 
género. 

Cuanto ha hecho, cuanto piensa hacer por de pronto, está 
dentro del Concordato, de su letra, de su espíritu, y dentro de 
los líroilesque han concedido á la potestad temporal las mas exa- 
geradas opiniones canónicas. 

Gran ventaja es esta para V. E. y para el gobierno de 
S. M., á quien representa, porque puede evitarle dilaciones y 
‘ obstáculos en cosas cuya realización no es ya posible retardar 

un momento. Tal es, por ejemplo, la desamortización de los pre- 
dios rústicos y urbanos, censos y foros que pertenecieron al cle- 
ro regular y secular, incluida en la ley general de desamortiza- 
ción que ha presentado el gobierno á las Corles. 
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El arl. 35 dcl Concórdalo vírenle dclerminó que se devol- 
viesen ó las comunidades relig-iosas los bienes de aquella clase 
no enajenados; pero con la precisa condición de que los ven- 
diesen los Prelados á nombre de las comunidades, inmediata— 
mente y sin demora , convirliendo su producto en inscripciones 
inirasforibics de la Deuda dcl Eslado del 3 por lOU, reparliendo 
por igual estas inscri|)Ciones entre los diversos conventos exis- 
tentes. Siinetitas, dice el articulo, Sanetitas Sua permiltit, ae 
statuit ut mnslitutum ex iis pretium, statim ct sine mo- 
ro commutelur cum rediliius super fíegni debito fun- 
datis. 

Otro tanto determinii el ort. 3S con respecto á los bienes del 
clero secular y á los de las eslinguidas comunidades de varo- 
nes , previniéndose en todos casos la venta á pública subasta y 
en la Torm.s canónica , y la intervetteion de persona nombrada 
por el gobierno de S. M. . . •( 

No liay que investigar la razón de estas determinaciones. '• 
Los mismos artículos 35 y 38 dicen claramente qne se loma- 
ban en atención al eslado actual de los bienes y a otras particu- 
lares circunstancias, entre las cuales referia, especialmente el 3%, 
la evidente utilidad que en ello reportaría la Iglesia. ' 

Por estas citas se demuestra fácilmente cuán infundada sea 
cualquier reclamación que haya de entablar la Santa Sede contra 
la desamortización de que se trata. > 

■ Solo re.specto de los bienes del clero socolar ha podido origi- 
narse alguna duda, y esa desaparece con la atenta lectura del 
arl. 38 ya citado. Señaláronse en él, entre los recursos con 
que habrá de atenderse á la dotación de la Iglesia, lo mismo el 
producto de los bienes del clero'seeular devueltos ,á la Iglesia 
por la ley de 3 de abril de 1343, que el producto de los bienca 
no devueltos por aquella ley; y se dispuso que, atendidas las 
circunstancias de unos y otros bienes, de los devueltos y de lod 
no devueltos al clero, se convirtiesen, como lodos los demás, en 
inscripciones intrasferibles de la Deuda del 3 por 100. 

Este es, y no puede ser otro, el sentido del articalo espresa- 
do, porque si en él se hubiera pretendido eacluir de la común 
enajenación y conversión á títulos de la Deuda los bienes 'del 
dero secular, no ere de tan poco Ínteres le preienstoa, ni tan 
despreciable la cscepcioo, que no se-iiubiere hecho ciara y ter- 
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minantemenle, según se acostumbra hacer, aun en los mas fúti- 
les contratos. 

La Santa Sede, que no peca de imprevisora ó precipitada, 
por cierto, no habría incurrido en semejante falta, si hubiera sido 
su ánimo conservar en predios rústicos y urbanos los bienes del 
clero secular, cuya propiedad le habría sido devuelta, no pwa 
que los conservasoen esta ó en la otra fonna precisamente, sin» 
como lodos los demás que se la devolvían; para que los conser- 
vase en una forma exenta de los vicios de la amortización, en 
títulos de la Deuda pública. ¿Ni cómo pudiera concebirse otns 
cosa? ¿Eran por ventura de alguna mejor condición los bienes 
del clero secular que los del clero regular, que los de las reli- 
giosas, por ejemplo? ¿Cabían menos en aquellos que en estos loa 
vicios de la amortización? ¿No es notoria la desigualdad de con- 
diciones en que estaban y están hasta ahora las iglesias servidas 
por el clero seeular, poseyendo unas algo, otras mucho, nada 
algunas, ni mas ni menos que podía suceder, que sucede, en loe 
institutos monásticos existentes? ¿En qué principio, en qué ínte- 
res podia, pues, fundarse la esoepcion pretendida? La verdad es 
qne semejante esoepcion no se pretendió ni se obtuvo en el 
Concordato; la vertiad es que la conversión de los bienes raíces 
de la Iglesia en efectos públicos file una disposición general y 
sin escepciones; la verdad es que la desamortización es un prin- 
cipio reconocido y un hecho resuelto en el Concordato vigente, 
sobre el cual no cabe ya discusión ni duda alguna. Lo que bita 
es que lo reconocido y resuelto se lleve á cabo, y esto es lo que 
intenta hacer ai presente el gobierno de la Reina. 

Han pasado cuatro años desde que por el Concordato quedó 
resuelta la dcsamortizadon eclesiástica, sin que en todo este 
tiempo haya podido llevarse á cabo, por causas mas ó menos 
ftmdadas, pero que es ya urgente remover en justo cumplimiea- 
tode la cosa pactada. 

Supuesto que el clero no ha encontrado comprador á los bie* 
nes raíces que todavía posee, el gobierno de S. M. se ofrece á 
serlo, y lo será bajo las mismas condiciones impneslaa á los 
compradores particulares, sin reclamar para si ninguna exen- 
ción ó privilegio alguno. 

Lejos de eso, dará mas al clero que hubbran podido darle los 
compradores particulares; y como el capital empleado en papel 
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de la Deuda del 3 por 100 ae triplica por si misoio y produce 
una renta mucho mas sana y mas ventajosa que los predios rúsr 
tioos y urbanos, obtendrá el clero, sin esfuerzo alguno, unacoaa 
que infructuosamente ha pretendido en los últimos años, y qpe 
de otra manera seria imposible concederle, que es una diotacion 
independiente, producto de un capital independiente tambiep, y 
destinado esclusivamente á satia&icer sus necesidades. 

Esto mas confirma la evidente utilidad que, por decdaracioa 
misma del Santo Padre, ha de reportar el clero de la venta del 
resto de sus bienes. 

Al propio tiempo habrá un pretesto menos de hostilizar á la 
Iglesia en esta época en que tanto se la hostiliza, y en que los 
gobiernos temporales tienen que hacer tan colosales esfuerzos 
para que pueda conservar alguna parte de tos derechos que, 
mas ó menos inadvertidamente, la otorgaron los pasados siglos, 

Y como el propósito fundamental ^ gobierno de S. M. en 
materia económica es facilitar el movimiento de los capitales y 
la aplicación del trabajo, manantiales perennes de riqueza, evi* 
lando que equivocadamente se considere á la Iglesia como up 
obstáculo para el desenvolvimiento de la prosperidad pública, 
asi como ha tratado de desamortizar lo mas pronto posible los 
bienes ralees, así desea que se disminuyan los dias festivos, cuy» 
número, verdaderamente exagerado, ha merecido en España la 
censura de todos los estadistas, propios y estraños. 

Razones de economía política, de moral y de Religión acón* 
aejan á un tiempo esta medida. 

Sabidas son las causas que elevaron á tanto número las fes^ 
Uvidades religiosas en España; tal vez causas plausibles ea 
otras edades y circunstancias. Pero ellas bao desaparecido al 
presente; la agricultura, las artes, la industria, el comercio, poco 
cultivados antes en España, empiezan á cobrar vida; y esta 
vida, esta prosperidad, que trae consigo aumento de traUijo y 
necesidad de brazos que b ejecuten, hace, no ya conveniente, 
sino necesaria, imprescindible, la reducción indicada. 

Porque si es cierto que la población crece con los medioa- 
de subsistencia, cierto es también que este modo de traer nue- 
vos brazos al trabajo, útil pare el porvenir, no puede menoade 
aet io^caz al presente. 

. Un desenvolvimiento repentino, como el que se está vedl^ 
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cando en España desde ]a gran dosamorlizacion de 1835, nece- 
sita un aiiinento de trabajo próximo, inmediato, y eso única- 
mente puede proporcionarlo el empleo del tiempo que desperdi- 
ciamos ahora. 

Antiguos economistas calcularon que en cada dia festivo se 
perdhm en España tres millones de reales; fácil es imaginar 
cuánto mas se perderá hoy, cuánto mas podrá perderse en ade- 
lante, si no se acudiera desde ahora mismo al remedio. 

No perderán en ello ciertamente la Heligion ni la moral pú- 
blica. Recuérdese cómo se celebran y guardan las festividades 
religiosas en España: muy pocos las emplean en actos y ejerci- 
cios religiosos; muchos, acaso el mayor número, se entregan en 
ellas á vicios y desórdenes, que, mas si cabe que la potestad 
civil, está en el caso de evitar la potestad espiritual, encargada 
del bien de las almas. 

No cree, pues, no puede sospechar siquiera el gobierno de 
8. M. que la Santa Sede oponga dificultad alguna á la pruden- 
te reducción que se solicita de los dias festivos, trasladando á 
losdomingos las qne no sean de esencia celebrar en dias del año 
determinados. 

Tampoco seria justo que se opusiese la Santa Sede á una 
reforma en materia de dispensas matrimoniales, que quitarla 
mas y mas protestos á los enemigos del catolicismo y del legi- 
timo y santo poder de los Pontífices. 

El gobierno de S. M. desearía que las dispensas de paren- 
tesco para contraer matrimonio se concedieran ó denegasen en 
el tercero y cuarto grado canónico por los Prelados diocesanos 
del reino, cada uno en su'diócesi, reservándose, como hasta aquí, 
las de segundo grado al Santo Padre. 

Razones canónicas de muy gran peso hacen de no difícil 
ejecución esta reforma. 

La Iglesia, en los primeros tiempos, fue muy severa con las 
dispensas; nunca las autorizó; lo mas que hizo fue indultar, 
después de contraidos, los matrimonios en que ahora se em- 
plean. 

Aceptólas mas tarde, y aun llegó á haber abuso de ellas en 
muchas partes; pero los Padres del Concilio de Trento acudie- 
ron al remedio, disponiendo que las dispensas para contraer ma- 
trimonio entre parientes, ó no se concedieran, ó se concedieran 
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rara vez, y esas con causa y (^tnilamenle; y que el segando 
grado solo se dispensase entre grandes principes y por causas 
vde bien público. No lardó, sin embargo, en renovarte el ante i 
rior aboso, haciéndote mayor cada dia, hasta ser frecuenlisi- 
Bias las dispensas en todos los grados, aun los mas reprobados 
por la Iglesia en tiempos antiguos. 

Algo contuvo, justo es confesarlo, el abuso la facultad que 
ofrecía el haber de irá Roma por las dispensas, y mas pronto 
se hubiese generalizado, á tener la facultad de dispensar loa 
Prelados diocesanos. 

Pero el mal, si loes, está ya hecho; el abuso de las dispen- 
sas está de tal modo arraigado en nuestras costumbres, que no 
hay la menor esperanza de estirparlo, sobre todo en los matri'^ 
monios de parientes en tercer y cuarto grado, que han venido á 
considerarse como ordinarios: la necesidad de ir á Roma por las 
dispensas, en el actual estado de las comunicaciones, tw es, no 
puede ser ya un obstáculo que las impidan. 

A tal punto las cosas, y no pudiendo impedirse, justo y 
canónico será que se eviten al menos sus malos efectos. > 

Necesitándose para todas ellas el recurso á Roma, se consu- 
men en él, cuando menos, cuatro meses, porque hay que prepa- 
rar y justificar las preces, dirigirlas á la agencia de esta corte, 
remitirlas luego á la de Roma, prescntarl.'is y despacharlas, re- 
coger, visar y remitir de allíá España las Bulas y Breves don- 
de se contienen las dispensas, darles el pase en sede vacante, y 
enviarlas, por fin, á los respectivos diocesanos. 

Todas estas dilaciones producen escándalo, difamación y 
disgustos en las familias, no siendo raro que al llegar una dis- 
pensa lisamente concedida, por sucesos ocurridos mientras se 
solicitaba, sea ineficaz de todo punto. 

Ninguno de tales inconvenientes habría si se concediera la 
facultad de dispensar el parentesco en tercero y cuartd grado á 
los Prelados diocesanos en sus respeclivos territorios; y es de 
presumir, por lo mismo, que Su Santidad acceda á ello. 

Así se evitarían los gastos de las oficinas destinadas á la 
espcdicion de dispensas, cumpliéndose la disposición canónica 
que prescribe que las de aquellas que se estimen justad se con- 
cedan gratuitamente. 

Así se, evitaría también el disgusto y cscán4alo que produce 
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en lot interesados el crecido desembolso que cada dispensa les 
cuesta, robándose mas y mas pretestos á la maledicencia de los 
sMkmig'os de la Santa Sede. 

Mas justa, si cabe, y de mas fácil concesión, es todavía 
la redacción de las instancias de los juicios eclesiásticos á solas 
tres, sin dar lug;ar á esas otras ulteriores, que tan gravosas son á 
los litig'antea. 

Sabido es que para causar ejecutoria en los tribunales ecle- 
siásticos del reino es necesario que haya tres fallos enteramente 
conformes. 

Ha dado esto ocasión á que las instancias lleguen algunas 
veces á cinco, y casos hay en que son necesarias siete, como 
cuando al fin de las cinco se presenta un tercer escluyente. 

Semejante práctica no tiene fundamento alguno en nuestro de- 
recho antiguo eclesiástico. 

Los Concilios de Toledo fijaron tan claramente el orden y nú- 
mero de las apelaciones, que no debiera haber lugar á dudas. 

' En el final del canon 20 del tercer Concilio se leen estas pa- 
labras: Hi vero cterici tam ¡ocales, quam díocesani, qui se ab 
episeopo ffravari coqnot^erint, quarelas quas ad metropoUtanus 
non moretur ejusmodi pr®#ufnpfíon«s districté cocrevre. Y el 
canon 12 del Concilio xm dice que en España solo se conocían 
dos apelaciones, aparte de los recursos de fuerza ó de protección. 

- Aun se observa, allí donde rigen las leyes de Itidias, lo pres- 
crito en nuestros Concilios toledanos; de modo que de la senten- 
cia de primera instancia se apela al metropolitano, dándola 
este en calidad de diocesano: la apelación se enlabia ante el 
Obispo mas inmediato: si uno ú otro confirman la sentencia de 
primera instancia, se causa ejecutoria; y si la segunda sentencia 
no confirmase la primera, se apela á otro Obispo inmediato, de • 
modo que causan siempre ejecutoria dos sentencias conformes. 

Ni el ' derecho romano ni el patrio admiten otra doctrina. . 

Y para que nada falte á la razón que sostenemos, el derecho 
común canónico, en el capitulo flírfrf<rno6i>-3íl-rfenppWlaí, dice 
de esta manera; Cum secundum jura ei licueril ín eadem causa 
bis appellare. Palabras que en todos los manuscritos estaban es- 
critas del modo siguiente: Ei tírueril ín eadem causa appellare 
secundo: que es decir, que este capitulo reconoce también dos 
apelaciones, y, por consiguiente, tres solas instancias. 
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La práctica actual no tiene, pues, otro origen que el abuso 
de los curiales , autorizado algún tanto por la opinión de ciertos 
comentadores de dudosa doctrina , logrando entre unos y 
que se sustituyese al derecho una corruptela dañosa , man- 
tenida solo por la incuria de los legisladores y de los 
tiempos. 

Esto dcbia ser ya generalmente usado cuando se dJó la 
Clemcntina primera de sententia et re judieata; y asi se esplica 
la conformidad de su doctrina y de la mala práctica establecida; 
pero aquella disiiosicion canónica no puede estorbar que el Santo 
Padre, penetrado de la conveniencia de acortar los juicios , se 
resuelva á determinarlo y ejecutarlo, seguro del agradecimiento 
de la España y de todas las naciones á que se estienda sen>&- 
jante beneficio. 

Ninguna razón de doctrina impide hacer esta reforma , se- 
gún dejamos demostrado: ningún inferes particular aconseja 
hacer larga y difícil la administración de justicia en la Iglesia, 
hoy que todos los gobiernos simplifican los juicios civiles , por 
honra á la misma justicia, que mas padece y menos brilla cuan- 
to mas se dilata su imperio. 

Si en lo locante á la desamortización de loa bienes de la 
Iglesia V. E. no tiene que hacer mas que dar esplícaciones á la 
Santa Sede, presentando la cuestión bajo su verdadero punto de 
vista, supuesto que el gobierno de S. M. obra en uso de un de- 
recho incontro\'ertible , en estos otros asuntos que acaban de es- 
ponerse tiene V. E. que hacer mas , y es , emprender negocia- 
ciones activas, para que lleguen cuanto antes á la resolución que 
se pretende. 

V. E. manifestará en ellas lodo el respeto debido á la Santa 
Sede ; pero no dejará por eso de manifestar enórgicamente los 
graves males que podrian seguirse de no ser satisfechas tan ra- 
zonables y justificadas pretensiones, cuando ningún perjuicio se 
irrogará con ello á la Iglesia, y se pueden proporcionar muy 
considerables ventajas á la Iglesia misma y al Estado. 

Asi lo han reconocido y declarado graves autoridades ecle- 
siásticas y civiles; y no es de ahora, por cierto, el deseo de re- 
solver estas cuestiones de un modo conveniente á entrambas po- 
testades, porque ya lo manifestó el gobierno de S. -M. á la Santa 
Sede antes de que se pactara el Concordato vigente, y aun des- 
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puca no ha dejado de manifestarlo en cuantas ocasiones oportu- 
nas se han ofrecido. 

«^Jambien es la voluntad de S. M. y de su gobierno que se 
pr^igan las importantes negociaciones entabladas ya sobre 
el arreglo de las misiones que, ó tiene establecidas, ó puede es- 
tablecer España en Palestina y Africa y en sus provincias ultra- 
marinas. 

Muy diferentes son estas misiones, y por lo mismo son muy 
diversas las cuestiones á que ha dado y puede dar lugar cada 
una de ellas. 

La mas importante por sí misma, aunque no lo sea para la 
nación española, es la que la orden Seráfica de los religiosos Ob* 
servantes de San Francisco desempetia en los Santos Lugares, 

Algunos frailes de esta Orden emprendieron después de los 
Cruzadas la piadosa obra de conservar al cristianismo el Santo 
Sepulcro y los demás lugares donde se verificaron los misterios 
de nuestra Itedcncioo. 

Protegidos primero por los Reyes de .Sicilia, luego por sus 
sucesores los príncipes de Aragón y los monarcas cs|)¡)ñoles, 
lograron adquirir mudios de los lugares sagrados, y fundar 
iglesias y conventos donde practicar los divinos oficios. 

liuranle los siglos xvi, xvii y xviii se hicieron {»ra ello 
inmensos gastos, que casi sola sobrellevó la piedad de los mo- 
narcas esp:iñoles, |x>rquc ni al Pontífice ni ú los demas príncipes 
cristianos les fue ]>osiblc contribuir con mas que cantidades de 
poca monta á aquel propósito. 

No obstante, Roma, ya que no dinero, envió ó,Jeruaalen re- 
figiosos, que se mezclaron en los conventos con los españoles, 
únicos allí por largos años; y antes de muebo, como se reco- 
gían limosnas abundantes, y ademas se enviaban de Espaiia 
grandes remesas de numerario y alhajas, comenzó á querer en- 
tender en la administración y distribución de caudales. 

LlegaroH las cosas á punió que el .Sr. 1). Cirios 111 , por una 
pragmálica espedida en 1* de octubre de 1772, ley 9, til. xvu, 
lib. X de la Novísima Recopilación, ordenó que hubiese dos 
cajas en Jcrusalen, una italiana y oirá espaiiola, á fin de que no 
abosasan los italianos del dmcro de España. 

Por entonces ya había nacido una duda sobre el patronato 
de aquellas iglesias. 
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España lo pretendía porque las había fundado, casi sola, y 
rescatado los Santos Lug^aros, <á cosía de grandes samas, de po-' 
der de los infíeles. > ■ > 

Poro faltaba un titulo de propiedad notorio en que apoyar 
la pretensión , y ni fue entonces, ni ha sido después, acepuda 
por Roma. 

El patronato que no ofrecía ya duda , ni la ofrece aliora , es 
el de la Obra pia de los Sanios Lugares, fundada por el rema- 
nente de las limosnas destinadas á Palestina por la generosidad 
de los flcles españoles, cuyo empleo no habla sido necesario. 

Este remanente de limosnas sirvió para imponer grandes 
censos sobre fincas rústicas y urbanas; y con ellos y algnnas 
mandas y fundaciones se formaron rentas, aun hoy no despee* 
ciables, á pesar de los quebrantos padecidos por las guerras y 
turbulencias del último medio siglo. I>e está Obra pia se ha su- 
ministrado siempre lo necesario á la caja española de Tierra- 
Santa, y mas de lo necesario, porque ella ha socorrido prodigio*- 
sámente á la italiana en no pocas ocasiones. 

Solo en los últimos años de la pasada guerra civil dejó de 
cumplir con esta obligación, que reanudó antes de mucho, y ha 
seguido cumpliendo hasta el presente. 

Pero prevalida de aquel momentáneo abandono la Santa Se- 
de, ó mas bien la congregación de Propaganda fide, que en es- 
to la representa, y estimulada con las Ibeilidades que ofrece á 
sos propósitos la seguridad en las propiedades y la tolerancia 
religiosa que actualmente rige en el Imperio turco, no se con- 
tenta ya con negar el patronato de aquellas iglesias á España, 
sino que pretende intervenir en la administración y dislribucioo 
de caudales por sí sola, con detrimento del no disputado patro- 
nato que España ejerce en los de la Obra pia. 

La antigua división de cajas italiana y española ha dejado 
de existir por mandato de la Santa Sede, y los privilegios esclu- 
sivos de los frailes franciscos han sido de heclio invalidados con 
el nombramiento de un Patriarca y la creación de una Silla pa- 
triarcal, que pretende recoger y cifrar en si todos los derechos 
que á costa de tiempo y de sa<jificios inmensos han obtenido en 
Jemsalen los católicos. 

El gobierno de S. M., justamente ofendido de esta conducta, 
espidió un decreto en 24 de junio de 1853, suspendiendo todo 
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envió de caudales de la Obra pia á los rcligfiosos mientras la 
Santa Sede no se prestase á un arreglo oportuno. Aquel decre- 
to, aénquc poco reverente quizás, no dejó de producir algún 
efecto, y la Santa Sede no tardó en proponer un arreglo en 4 
de mayo de IS54, haciéndolo cstensivo á los gobiernos de 
Austria y Francia, como primeras naciones católicas. 

Las principales condiciones de arreglo eran que para aumen- 
tar el esplendor del patriarcado se crease un capítulo que, con- 
forme á las disposiciones canónicas, constituyera el senado del 
Patriarca; que este capítulo se compusiera de seis dignidades, á 
que podrían dar derecho los títulos de deán, arcipreste, arcedia- 
no, chantre, magistral y tesorero; de doce ^canónigos, entre los 
cuales uno babia de ser teologal y otro penitenciario, y de diez 
y ocho beneficiados; que este capitulo se formaría de eclesiásti- 
cos de todas las naciunc.s, en especial de italianos, franceses, 
austriacos y españoles, sin escluir á los eclesiásticos indígenas; ' 

que la Santa Sede, aceptado el arreglo, conferiria la primera 
dignidad y las que hubieran de conferirse á los indígenas; y 
el nombramiento para tas otras dignidades se concedería pof 
tumo á la Francia, el Austria, la España y los princi|)es católi- 
cos que, mandando oblaciones á la caja única de los Santos Lu- 
gares, se adhiriesen al convenio y dotasen de algún modo á las 
mismas dignidades; que el canónigo teologal y el penitenciario 
se elegirían por concurso; y en cuanto á los demas, se permitiría 
á los gobiernos contratantes que propusiesen lemas de eclesiás- 
ticos para una plaza por cada uno, de cuyas lernas elegiría los 
mas dignos el Patriarca romano; que correspondería á la Santa 
Sede la provisión del resto de las canongías y beneficios, reser- 
vándose el Santo Padre la provisión de estos en los mc.ses de 
enero, marzo, mayo, julio, setiembre y noviembre, y dando en 
los otros meses la elección ó provisión al Patriarca; que el cabil- 
do ó capítulo de que se trata viviría en un mismo edificio, y 
haría vida regular, conforme á lo que se prescribiese en sus re- 
glamentos; que quedarían subsistentes las reglas establecidas 
por la Santa Sede para la administración de la caja de los Santos 
Lugares, proveyéndose con sus caudales á la dotación de toda 
aquella Iglesia; esto es, al Patriafta, capítulo, culto y santuarios, 
conventos, limosnas, alojamiento de peregrinos y cuanto pu- 
diera ocurrir de este género; que un consejo de administración 
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cuidaría de los Tondos y de los glastos dé la Iglesia, estendiendo 
cada año la cuenta de lo gastado y el presupuesto del año si- 
guiente, el cual pasaría la Santa Sede á todos los gobiernos 
contratantes, á fin de que cada uno satisficiese su parte. 

Del conjunto de tales disposiciones se deduce claramente ' 
que Roma en nada tiene los derechos de la corona de Españi^ 
adquiridos en muchos siglos de desembolsos y sacrificios sin 
cuento, y que después que hemos conservado casi solos los San- 
tos Lugares en épocas calamitosas, ahora que los tiempos son 
favorables quiere recoger y tomar para si la mayor y mejor 
parte del fruto, igualando á nuestra nación, tan antigua en aqu<^ 
lias partes, con cualquiera otra que dé ó quiera dar en adelante 
limosnas para la dotación de la nueva iglesia patriarcal de Tier- 
ra-Santa. 

En concepto de la Santa Sede, los edificios, las alhajas, todo 
lo que hay allí labrado á costa de España es de dominio co- 
mún, cuyo ejercicio ella puede determinar sin respeto ú nin- 
gún derecho anterior. 

Semejante despojo no podria consentirlo el gobierno de 
S. M. sin incurrir en una gran responsabilidad por su parle. 
Ante todo será preciso que Roma entienda que gmnde, muy 
grande parte de lo que allí hay, es propiedad de la nación esp»- 
ñola y de las iglesias españolas: que se deslinden todos los tftt^ 
los de posesión , y puesto que no hay modo de constituir pro- 
piedad en Tierra-Santa, .oosa hasta ahora imposible por la arbi- 
trariedad de los tarcos, que se constituya como propiedad espa 
ñola lo que con dinero de España está adquirido. 

Hecho esto, se podria llevar á cabo la división de las comu- 
nidades, repartiéndolas por naciones, á fin de hacer mas fácil 
la conservación de las mutuas propiedades y derechos.' . 

El gobierno de S. M. no aspira ni puede aspirar á una in- 
fluencia preponderante en Oriente; sabe que, ó esta prepond^ 
randa, 6 un equilibrio racional que la impida, tío pueden esta- 
blecerse sino á resoltas de la guerra presente. Pero cualquiera 
que sea el futuro destino de Tierra-Santa y las modificaeioiMs 
que en su actual estado inCroduzcan los sucesos por venir,' es 
evidente que la propiedad de loe establecimientos religiosos, 
como todo género de propiedad, será cadadia masrMpetada. 

' Conviene, pues , asegurar la de nuestros establedmientoa 


desde'ahora, sitt.nin^n objeto político, sin aspirar siquiera á la 
eaprcmacia rclig-iosn que el reconocimiento del patronato en 
aquellas iglesias pudiera olorg'ar, sin otro estímulo ni propósito 
que el conservar y retener la propiedad adquirida. 

■Limitando á esto su empeño, el gobierno deS. M. está dis- 
puesto á abandonar mucha parte de sus justas pretensiones, 
prescindiendo, entre otras co^s, del derecho que han tenido sus 
misioneros por mucho tiempo de ser, con los frailes italianos, ■ 
depositarios únicos de ios Santos Lugares. 

Hará mas todavía, .y es, contribuir, en uso de su patronato so- 
bre la Obra pia, con las rentas de esta fundación ó los gastos de 
la nueva Silla patriarcal, en la misma proporción que las demas 
naciones católica.s. Y en cuanto á las misiones y conventos ac- 
tuales, dispuesto e.stá á liacer una de dos cosas: ó á sostener j)or 
eí solo los que pertenecon á españoles, dado que la división 
por nacione.s llegue á hacerse, ó á pagar la parte que le toque, 
«egun el número de frailes españoles que l^aya en Palestina, en 
el caso de preferirse una caja única y un presupuesto ge- 
neral. 

. De esta manera cuidará el gobierno de S. M. de los intere- 
ses nacionales que le están encomendados, y Roma podrá ad- 
quirir la supremacía político-religiosa que pretende en Oriente, 
y que no piensa en disputarle ahora España. 

' Tratándose de los padres Observantes de San Francisco, debe 
el gobierno de S. M. llamar laalencion.de V. E. sobre uno de 
los mas intrincados negocios que se hayan ventilado en los últi- 
mos años entre, el gobierno de S. M. y la Santa Sede, y que hoy 
atañe ó aquella Orden, como á las demas empleadas en las misio- 
nes españolas. Sobre este punto es la voluntad de la Reina que 
prosiga Vt'E. sin descanso las negociaciones entabladas, si bien 
alterando la forma con que primeramente se emprendieron. De 
«onfbrmkiad con las reales cddulas de 19 de octubre y 26 de 
noviembre de 1652, el gobierno de S. M. impetró de Su Santi- 
dad una Bula pára el establecimiento de un Vicario general resi- 
dente en la Península , por cada una de las órdenes religiosas de 
agustinos calzados, ngiislinos recoletos, dominicos y firancis- 
oos descalzos de las inisiotips de Asia. * ' 

. Ademas se impetró' otra Bula para crear un Vicario general 
' 'ide.la Orden de padres Observantes de San Francisco, residente 


— 18S — 


también en la península, y del cual habían de depender los relU 
giosos de Cuba y los de los Santos Lugares. Era el intento ateO' 
der á la disciplina de estas órdenes monásticas, seriamente ame' 
nazada desde que la estincion de las órdenes religiosas de la 
península las privó de sus Prelados superiores, únicos á quien 
incambia por los estatutos y santas reglas de las diversas con- 
gregaciones dirigirles y dirimir las dudas y cuestiones que na- 
turalmente surgen en todas las instituciones humanas. 

Pero la bondad del intento no estorbó que se hallasen en 
Ruma muy graves dúicultades para traerlo á ejecución. 

Las mas Tundadas de las dificultades eran las dos siguientes: 
primera, que lo que se pedia estaba en contradicción con el Bre< 
ve obtenido por el gobierno de S. M. en que quedaron someti- 
dos los regulares á Ordinarios, porque si los Vicarios generales 
habían de tener las mismas facultades que los generales de las 
^ órdenes, no podían, como no podían estar estos últimos, sujetos 
á aquella jurisdicción: segunda, que si los Vicarios generales 
tenían las mismas facultades que los generales, vendría á haber 
dos verdaderos generales por cada Orden, cosa que quebrantaría 
la anidad de aquellas corporaciones. 

Tales como son estas facultades, bastaron para iiacer inefica- 
ces cuantos esfuerzos hizo el antecesor de V. E. en Roma, á fin 
de que se espidiesen las Bulas solicitadas. . 

Entonces el gobierno de S. M. pasó este astmto á informe de 
la Cámara eclesiástica, la cual, después de examinarlo deteni- 
damente, propuso que en lugar de los Vicarios generales se so- 
üeitase la institución de los Prelados saporiores que habian exis- 
tido en España desde 1583 ó 1587, en que aprobó su institución 
Sxto hasta estos últimos años de 1836 y 1837, con el nombre 
de Comisarios goneraiss de Indias,' los cuales ejercían la auto- 
ridad de ministros generales, .independientes de los generales 
de las órdenes. . , 

>' Doreba'el oficio de estos á voluntad de la coitma, que pre- 
sentaba en consalta los que habian de desempeñarlos á la C»- 
mara de Indias, é impetraba de los generales de las érdeoes la 
delegación necesaria para que ejerciosen los elegidos en los con- 
ventos y provincias de las Indias la misma jurísdiocion que ejer- 
cían ellos, aunque sin dejar de reconocer por eso su depen» 
■deacia. < . •< • 

♦ 
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Esta inslitocfon se tuvo por tan provechosa, que, habiendo 
eomenzado en la órden Seráilca, se trató ya de estenderla en 
1619 á otras órdenes. Hoy seria la ocasión, en sentir de la Cá- 
mara, de cumplir aquel propósito, creando tantos comisarios ge- 
nerales como hay órdenes religiosas en las misiones, porque es- 
tas se diferencian esencialmente, ya por razón del pais qne ha- 
bitan. ya por razón del objeto á que se encaminan, y no es con- 
veniente que estén bajo una autoridad misma. Sin embargo, ad- 
vertia la Cámara que insistiendo la Santa Sede en que no hubie- 
ra mas que un comisario general, no por eso debia dejarse por 
inútil la negociación, por mas que creyese inmotivada y digna 
de ser combatida semejante exigencia. A lo que juzgaba la Cá- 
mara que podia acceder el gobierno, era á otra exigencia de la 
Santa Sede, relativa á que los comisarios generales diesen cuen- 
ta todos los años al general de la Orden del estado de la discipli- 
na en los conventos que estuvieran bajo su Jurisdicción. 

Por el contrario, opinaba que no debia accederse de modo 
alguno á la exigencia, también manifestada, de que el A'uncio 
pro tempore ejerciese vigilancia sobre lodos los Vicarios,i pare 
poder dar informes a Su Santidad por separado del general 
de la Orden, fundándose en que los Nuncios no han intervenido 
jamás en los negocios y cosas pertenecientes á la Iglesia de 
Indias. 

Es tan prudente este dictamen, que el gobierno de S. M. no 
vacila en aceptarle en su mayor parle como basa de la nueva ne- 
gociación. 

Ninguna de las dos grandes dificultades que se ofrecían pa- 
ra el establecimiento de Vicarios generales se halla en la insti- 
tución de los comisarios, que tan buenos frutos tiene ya produci- 
dos; y con este ó el otro nombre, lo que desea el gobierno 
de S. M. es tener Prelados inmediatos y superiores que cuiden 
de la disciplina de las misiones. 

Inútil seria decir á V. E. que el gobierno no puede consentir 
en que los Nuncios de Su Santidad se arroguen el derecho de in- 
tervenir, por autoridad propia , en los negocios de Indias;, pre- 
tcnsión desestimada por la Cámara eclesiástica. 

Tampoco cree necesario advertir que la dependencia de los 
eomisarioB á los generales de las órdenes entiende que ha de 
ser meramente espiritual , porque no de otra manera se aco- 
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modíiria esta institución con sus principios en la materia. 

Tocante al número, el gobierno desea que haya un comisa- 
rio por cada una de las órdenes: V. E. verá de obtener en esto, 
como en lodo, lo mejor y lo mas conveniente, dentro de los li- 
mites de lo posible. 

Solo resta llamar la atención de V. E. en esta materia de 
misiones sobre las islas que en el golfo de Guinea posee la coro- 
na de España. 

La Santa Sede ha sido la primera en promover el envió de 
estas misiones, y no será ciertamente el gobierno de S. M., que 
consagra una atención especial á aquellas posesiones á fin de 
mejorar su condición , hacióndolas productivas y beneficiosas, 
quien se oponga á semejante propósito. En estas misiones po- 
drían emplearse frailes de las de Filipinas ó de las de Cuba ó de 
tas que se funden en adelante en la costa setcntrional de 
Africa. 

Todo ello será igual para el gobierno de S. M., con tal que 
se sometan, como es conveniente que estén sometidas, lo núsmo 
bajo el punto de vista religioso que bajo el punto de vista polí- 
tico, al sistema general que se establezca en las misiones es- 
pañolas. 

Por último, encarga á V. E. el gobierno de S. M. que de- 
dique una atención especial al exámen de las obras pias y fun- 
daciones religiosas con que dotó á Roma la católica fe de 
nuestros padres, cuyo patronato y cuyas rentas no deben ser 
perdidas para la nación. 

Hay que reivindicar unos derechos, que poner otros en 
claro , que mejorar la administración de algunas rentas, que 
aplicar no pocas á mejor uso que el que tienen en nuestros dias. 
No es posible indicar á V. E. detalladamente todo lo*que 
puede y debe hacerse en esta materia. Basta recordarle que 
el colegio de San Clemente en Bolonia, inútil desde que los 
grados que en él se confieren no son válidos enEspaña, tiene 
rentas pingües, y que con ellas y las de Monserrat se ha ima- 
ginado fundar un gran establecimiento de enseñanza en Roma. 

El gobierno de S. M. acepta este pensamiento, aunque no 
en la forma en que se ha querido antes de ahora plantearlo. 

- Un Seminario eclesiástico español, que es lo que con mejor 
voluntad habría acogido la' Santa Sede , seria una institución 
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poco provechosa para la nación, y que rechazarla en las ac- 
tuales circiinslancias la opinión pública. 

Roma no os, por otra parte, un ^ran centro científico donde 
sea conveniente que vayan á instruirse los e.spañoles. 

Lo que es y será siempre es una gfran escuela artística, y 
por lo mismo el mejor y mas ventajoso empleo que pueda darse 
á las rentas del estinguido colegrio de Snn Clemente de Bolonia, 
y á cualquiera otras de que sea posible dlsjroner , es el de una 
Academia de bellas artes, donde hallen instrucción y protec- 
ción los mas sobresalientes de los alumnos de nuestras escuelas 
nacionales. V. K. , con su particular inteligencia, verá los obs- 
táculos que pueda ofrecéroste intento y el modo de vencerlos, 
proponiendo á la aprobación del gobierno de S. M. cuanto juz- 
gue oportuno. 

La Organización de esta Academia de bellas arles, sos esta- 
tutos, el edificio, el tugaren que haya de establecerse, todoei^ 
preciso que V. E. lo proponga al gobierno, para que este, con 
conocimiento de causa, pueda lomar ulteriores resoluciones. 

Al concluir estas instrucciones, donde se ha procurado resu- 
mir todo lo que inmediatamente ha de ser ó puede ser objeto de 
negociaciones con la Santa Sede, deberes del gobierno de S. M. 
hacera V. E. algunas observaciones generales, que acaben de 
' esclarecer su pensamiento. 

El gobierno de S. M. no espera, no puede esperar que ceda 
la Santa Sede en ninguno de loa principios tradicionales que, 
aparte el dogma, son la base de su conducta, de su política, y 
pudiera decirse que de su existencia misma. 

Preciso es, pues, dejando á salvo los principios, limitarlos y 
aplicarlos de manera que de ellos no resulte inconveniente algu- 
no (d Estado. 

De estos principios es, por ejemplo, el derecho de poseer la 
Iglesia. 

El gobierno de S. M. no tiene ínteres alguno en negar este 
principio. 

Lo que hace es sustentar por su parle el principio de que á la 
potestad temporal esclusivamente pertenece fijar los limites de 
lodos los derechos civiles, entre los cuales se cuenta la pro- 
piedad. 

De acuerdo con la conveniencia pública y con las prescripcio- 
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aes de l« ciencia ccoaúmica, el gobierno de la Reina ha decla- 
rado hace tiempo, y viene á establecer ahora completamente 
«amo limite de la propiedad en Eapaña, que no existe en ningún 
poseedor el derecho de amortizar, de apartar dé la circulación 
los bienes caices. 

Por eso tiene prohibidas las vinculaciones', por eso acaba de 
declarar en estado de venta los bienes raices pertenecientes á 
personas juridicas, como los ayuntamientos y las casas de bene- 
ficencia. , 

Oponerse la Santa Sede á que el gobiento de S. -M., en uso 
de sus indisputables derechos, lleve á ejecución este principio, 
sería en ella una falta, por lo menos tan grande como la que co- 
meteria el gobierno de S. M. negando absolutamente el derecho 
de adquirir y de poseer á la Iglesia. Adquiera en buen hora la 
Iglesia; pen> sea, no solo con sujeción á sus reglas particulares 
de poseer, sino á las reglas generales que impone á toda clase 
de propietarios la nación española. 

Ya que sus bienes no pueden entrar en el comercio de los 
hombres, no i>osea bienes raices, que estos es ley de hoy mas 
en España que estén precisamente en la circulación y en el co- 
mercio humano. 

No puede taiiiiwco prescindir el gobierno de S. M. del dere- 
cho de modincar los modos de adquirir, haciendo que todos los 
usados en España sean justos y conformes á sus condiciones 
esenciales. 

Suponiendo, que no es probable, que el clero abirsase de la 
participación en las últimas voluntades, |K>dria el gobierno de 
S. M. corregir el abuso, como lo han procurado corregir mu- 
chas de nuesir.as leyes forules y dos de nuestros últimos mo- 
narcas, prohibiendo que porfalta de libre consentimiento en 
una de las partos se usara de tal modo de adquirir por los 
«elesiásticos, y que solo adquiriesen por donaciones intcreinor, 
con lo cual quedaría á salvo el principio, evitándose sus malas 
consecuencias. 

Ejemplo es este con el cual podrá comprender V. E. cuál csol 
espíritu que anima al gobierno de S. M., que puede resumirse en 
esta forma sencilla: respetarlos principios y dereclins de la Igle- 
sia, y hacer respetar sus propios derechos y principios. 

- Con esto logrará siempre que esté la razón de su parle. 
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No escluye, sin embarco, la severidad con que quiere el go- 
bierno de S. M. que se mantengan sus derechos, que son los de . 
la Reina y la nación española, ningún prudente sacriñcio, nin- 
• guna concesión de cuantas puedan ó deban hacerse. 1 

Lejos de eso, es la voluntad de S. M. qüe evite V. E. á toda j 

costa disputas frivolas y vanas, y que posponga en todas oca- | 

sioncs lo accesorio á lo principal, y lo menos á lo mas, prefi- ' 

riendo siempre las cosas á las palabras. No son ociosas estas ad- | 

verlencias, tratándose de la Santa Sede: por no haberse tenido 

presentes, se han hecho difíciles negociaciones que podian haber | 

sido muy fáciles en lodos tiempos. 

A trueque de que, por infundados que sean, no oponga obs- 
táculos á la completa desamortización eclesiástica, podrá V. E. 
hacer concesiones en otras materias menos importantes. 

Nada mas dice, nada mas podria decir el gobierno de S. M. j 

que no fuera ofender la gran penetración y el probado celo I 

de V. E. . 

Las comunicaciones que en adelante se le dirijan, y los dalos 
y pormenores que irán adjuntos á estas instrucciones, enterarán | 

á V, E. de cualquier pormenor que en ellas esté omitido. ' 

Nada se escaseará á V. E., desde ahora puede tenerlo por 
seguro, de cuanto pueda contribuir al buen logro de una misión 
en que tiene tantos intereses comprometidos la patria. 

Dios guarde á V. E. muchos años, etc. — Firmado. — Claudio 
Antón de Luzuriaga. 

NÚIH. 5. 

Legación de España en Roma. — Palacio del Vaticano 20 de 
febrero de 1855. — El infrascrito Cardenal secretario de Estado, 
después de haber tenido la honra de someter á la consideración 
del Santo Padre lañóla de V. S. I. de 4 de febrero corriente, 
de orden de Su Santidad se apresura á contestarla. 

Ante todo, el infrascrito no puede menos de rectificar una ^ 

idea que predomina en dicha nota, reducida á que con el último 
Concordato celebrado entre la Santa Sede y S. M. Católica se 
haya querido favorecer la desamortización del patrimonio ecle- 
siástico. A este fin bastará hacer presente á V. S. que en aquel 
acto solemne se garantizó á la Iglesia, con un articulo espre- 
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so, el libre derecho de adquirir y poseer bienes raicee, y haber- 
se igrualmente declarado inviolable la propiedad de los bienes 
que acloalmenle posee y de los que pueda adquirir en lo ve- 
nidero. 

Tales disposiciones, que manifiestan evidentemente el espí- 
ritu que animó á las dos altas partes contratantes, no podría 
comprenderse cómo el gobierno siga y quiera sostener una opi- 
nión que ciertamente no fue la de S. M. ni la del real gobierno 
en el acto de la estipulación; y en prueba de la antedicha idea, 
malamente querrá invocarse la condescendencia de la Santa Se- 
de admitiendo la enajenación de algunos bienes, á fin de con- 
vertir su valor en títulos incnajcnablcs de la Deuda del Estado 
del 3 por 100, pues que la misma consintió en ello, en fueiza de 
las circunstancias, espresamente indicadas en el Concordato ; esto 
es, de las condiciones de los bienes y de la evidente utilidad que 
de ello resultará á la Iglesia. 

Esto sentado, y entrando mas en el fondo de la nota de 
V. S., conviene advertir cuanto V. S. mismo da á entender; es- 
to es, que se distingue en el Concordato una doble categoría de 
bienes raíces pertenecientes á la Iglesia. Corresponden única- 
mente á la primera aquellos que, pertenecientes á las monjas, 
se hallaban todavía en manos del gobierno, y quedaban sin 
enajenar á la conclusión del tratado; los de las comunidades 
religiosas de varones, igualmente retenidos por el gobierno; 
finalmente, los pertenecientes á la Iglesia no comprendidos en la 
restitución del año 1845, y que quedaron, por lo tanto, también 
sin vender en poder del gobierno. Se refieren luego á la segun- 
da lodos los demas, que, lejos de incluirse en el permiso de en- 
ajenación en títulos del 3 por 100, se hallan absolutamente es- 
cluidos por el espíritu y letra del Concordato. 

Ahora bien: relativamente á los primeros, la Santa Sede está 
resuella á sostener cuanto se ha convenido en el mismo Concor- 
dato; á saber; que se pueda efectuar su venta, bien que del mo- 
do y con tas reglas que se establecieron. 

Resultando de la Gaceta oficial de Madrid y de las provincias 
que se han estado practicando tales ventas, el infrascrito se ha 
sorprendido al saber, por la antedicha nota de V. E., que no cor- 
responde el hecho al fin propuesto, lo que no puede atribuirse 
aino á la falla de compradores, á lo que es absolutamente ajena 



la Santa Sede. No obstante, el Santo Padre ha prevenido al in- 
ftascrilo que declare que si para facilitar la ejecución del pacto 
relativo contenido en el convenio, varias veces citado , ocurriese 
algruna modificación de cualquiera de las realas prescritas en el 
mismo, no estarla distante de admitir la petición para tomarla 
en consideración, salvo siempre el principio establecido, del que 
ciertamente no se podría apartar. 

El infrascrito aprovecha esta ocasión, etc. — G. Cardenal An- 
tonelli. — Es copia conforme. — Bañuelos. 

NVM. e. 

Palacio del Vaticano á28 de febrero de 1856. — Al contestar 
poco hace á la nota de V. S. I., fecha 4 del próximo pasa- 
do, el infrascrito Cardenal secretario de Estado de Su Santidad 
debió hacerle presente que no es admisible la idea que se indica, 
de que en el Concordato verificado el año 185Í entre la Santa 
Sede y la real corle de España se quisiera favorecer la llamada 
desamortización, ó sea enajenación de los bienes que constitu- 
yen el patrinionio eclesiástico. 

Apenas se habría dado curso á la contestación oficial del iif- 
{raacrito, cuando, con suma sorpresa y no menor disgusto, la 
Sania Sede ha llegado á saber que casi al mismo tiempo de la 
espedicion de la susodicha nota, esto es, el dia 5 de este mismo 
mes, presentó á las Corles el señor ministro de Hacienda un pro- 
yecto de ley disponiendo la venta general de tos bienes, tanto 
dcl Estado como dcl clero. Y aun es mas desagradable la alu- 
sión que en el |)reárabulo de aquel proyecto se hace al Concor- 
dato, en el .senlido de haberse reconocido en este la convenien- 
cia de una medida semejante á la que va á establecerse en el 
referido proyecto, relativamente á los bienes de la Iglesia. 

Tomar como en apoyo de dicha ley tas disposiciones conte- 
nidas en el Concordato, es lui contrasentido, y casi un absurdo, 
que mueve al infrascrilo á reproducir las observaciones hechas 
DO há mucho en su precitada respuesta, á saber: 

Que la idea actualmente manifestada por el real gobierno de 
V. S. f. acerca del sentido del Concordato en el enojoso 
aaunto de que se trata, está cuteramente contradicha, tanto por 
el espíritu como por el claro contesto de aquel acto solemne: 
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Que estín pariienlírrtente en manifiesla eonlradiceion con 
«Ha los silíciilos 40 y 41, donde, al haherse reeonoe.ido á la Igle- 
sia la Ubre facultad do adquirir, se ha establecido igualirienle el 
deber Inviolable de respetar la propiedad de la misma Iglesia, 
procedente, tanto de los bienes que en la aelualidad posee, como 
dé los que en lo venidero pueda adquirir: 

Que para estender la medida de la venta á lodos los bienes 
del clero; para convertir su valor en tílubs inenajonables de la. 
Deuda del Estado, malamente preteiiderian apoyarse en la par- 
ticular condescendencia qne ha tenido la Sania Serle al admitir 
en el Concordato la enajenación de algunos bienes eclesi.ásticos 
para convertir su capital dcl modo ya dicho; pues que la misma 
Santa Sede se resolvió .d ello, como ya se ha dicho, en fuerza 
de las circunstancias espresamenle señaladas en el Concordato; 
á saber, del estado en que se hallaba aquella parle de los bienea 
cdesidslicos, y de la evidente ulilidad que iba .á resultar á la 
Iglesia con la insinuada operación: 

'Que ademas, el tenor-de los rcspcclivos artículos 35 y 38 
demuestra evidentemcnle que se trata en ellos de una condes- 
cendencia valoraliva para los bienes que se espresan. De modo 
que atribuir á dichos artículos un sentido direrenle, pretendien- 
do que la espresada condescendencia parcial sea eslensiva A los 
bienes que volvieron á poder dcl clero por electo de la ley de 8 
de abril de 1S15, equivaldría á no querer reconocer el genuino 
y claro testo de aquellos artículos, y preleuder ademas reducir 
el Concordato á un acto que A si mismo se contradice, como ^ 
contuviese Al propio tiempo disposiciones dirigidas A garantizar 
al clero, salva i intangible, la parte que recobró de su propie- 
dad, y facilidades propias para favorecer la especie dé enajena- 
ción de la misma propiedad. 

Son de tanto peso estas consideraciones, que no pueden cier- 
tamente pasar desapercibidas al esclarecido jnicio y disccmii- 
miento del real gobierno de S. M. Calóüca. El mismo liene la 
plena convicción de que cuanto se ha nianireslado. bien" sea én 
la alocución pontiHcia de '5 de seliemlire de 1851 , relativa al 
Concordato, y en la Bnla'qiie ratificaba aquel acto, promdlgada 
«on la real ratifleacion en el reino como ley dcl Estado, bien en s 
las comunlcbCtones y conrerencias''ténidas eiiUc loé anlerióres 
reates minislertos y la nuüKiatura aiiuslóhca paiu la «jecucioft 
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dcl mismo Concordato en lo que constituye la esencia de los 
precitados artículos, tanto en les reales decretos relativos tam- 
bién á dieba ejecución, como, [xir último, en la nota protestativa, 
que se apresuró á dar la nunciatura en '20 de agosto de lSó3 en 
un caso que no es diferente dcl actual, cuyos documentos públi- 
cos prueban basta la evidencia, según el obvio é indeclinable sen- 
tido de los precitados artículos 35 y 3S dcl Concordato, que con 
los mismos fue únicamente autorizado por via de condescendencia 
escepcional, y por las especiales circunstancias allí citadas, U 
venta y conversión de algunos bienes eclesiásticos no compren- 
didos en la ley de 3 de abril de lí<15, y aun por enajenar, mien- 
tras se estipulaba el CorKordalo. 

Basta, por lo tanto, apelar á la razón del buen sentido y dcl 
sano criterio para deber i>ersuadirsc de que, en fuerza de lo es- 
puesto, el antediebo real gobierno desista de un pensamiento 
absolutamente inconciliable con el espíritu y letra del Concor- 
dato. Las seguridades, |)or lo demas, que ba dado repelidas 
veces por medio de V. S. I. de que qlferc mantenerse cq bue- 
nas relaciones con la Santa Sedo, son de tal naturaleza, que 
hacen concebir á Su Santidad la esperanza de que aun esté 
lejano, en lo con'’crnienlc al clero, el cumplimiento de un pro- 
yecto de ley cuya ejecución no podría de modo alguno bailarse 
en armonía con los sentimientos de que el mismo real gobíerpo 
declara bailarse animado para con la Santa Sede. 

Entre tanto, puesto que en diclio proyecto se infiere una cla- 
ra y grave lesión á la autoridad de la Iglesia y de su propiedad 
tem|)oral, y se comete al mismo tiempo una evidente infracción 
dcl Concordato, jwr lo tanto, el Santo Padre ha encargado espre- 
sanicntc al infrascrito que proteste terminantemente en su pon- 
tificio nombre contra la proyectada ley en cuestión. 

Y al proceder por el presente el Cardenal infrascrílo á ejecu- 
tar las órdenes de Su Santidad, debe también, en conformidad 
Á las mismas, declarar que en el triste caso de efectuarse la me- 
dida propuesta de la venta y conversión de los bienes eclesiásti- 
cos en el reino de España, la Santa Sede, por el sagrado deber 
que le incumbe, no podrá menos de dar á sus actuales protestas 
la publicidad que sea eonvcnirnle, para que sirva á los fieles de 
saludable aviso y norma, y no se aprovecbea de una ley taa 
contraria á la Iglesia, en perjuicio de sus concieodAs. En cuya 
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caso se vcria taa.biea la Sania Sede obligada á advertirles «uo 
con la ejecución de la ley de que se IraUa, infringiéndose las 
duirosiciones contenidas en el Concordato, rcsultaria la inobser- 
vancia de la condición fundamental á que la Santa Sede quiso 
Mnsidcrar adherida, según aparece del mismo Concordato, la 
benigna providencia do no molestar á los que adquirieron bie- 
nes eclesiásticos en los anteriores acontecimientos políticos del 
remo. 

El ínflenlo, al rogar á V. S. I. ponga en conocimienlo du 
su real gobierno la presente nota, le reitera tas seguridades de 
su mas distinguida consideración. -Firmado. -G. Cardenal An- 
tonelli.— Al encargado de negocios de S. M. Católica.— Es co- 
pia conforme — Baüuelos. 

NÚM. 7. 

Al señor ministro de Estado.- Madrid 3 de aUrü delSSá.— 
Ejccmo. Sr.— .Muy señor raio; El infrascrito, encargado de ne- 
gocios do la Santa Sede, ha leído con el mayor disgusto y sor- 
presa, en el iiúin. S22de la Gacela de Madrid, el real decreto, 
fecha l.“ dcl corriente mes, precedido de una esposicion del se^ 
ñor ministro de Gracia y Justicia, en el que prohíbe por ahora á 
los Obispos conferir órdenes sagradas, con 1.a escepcion solo de 
algunos casos particulares y determinados. -Esta deplorable 
medida, no solo indudablemcnlee,s á losojos de todos atentatoria 
a la libertad de la Iglesia y lesivado los derechos de los Obispos, 
sino que al mismo tiempo viola abierlamcnto el Concordato, y 
echa por tierraci decreto de.30de abril del año 1832, espedidode 
acuerdo de las dos supremas autoridades, para la ejecución de 
los artículos 4.® , 43 y 43 de aquella solemne estipulación. 

V . E. podrá conocer las funestas y trascendentales oonse- 
cjiencias que una resolución de esta naturaleza ha de producir, 
sin que sea necesario hacérselas presentes; y al tiempo que los 
deberes de su cargo obligan al infrascrito á manifestar á la 
Santa Sede esta nueva lamentable ocurrencia, para la resolu- 
ción que tenga á bien tomar, se ve en la dura piecisioa de re- 
clamar y ptoicsiar contra ella, como reelaina y protesta, pidien- 
do que se revoque seatejante medida. 

Aprovecha esta ocasión para reUerar á E. las a^urida- 


des de su mas distinguida consideración. — Firmado. — Alejan- 
dro Kranchi. 


NVM. •. 

Exemo. Sr. : Es muy desagradable y doloroso para el in- 
frascrito hallarse en la inevitable necesidad de dirigir A V. E., 
en nombre de la Santa Sede, la presente reclamación sobre un 
objeto bastante grave é importante, cual es el concerniente al 
privilegio de la unidad religiosa de que trata la 2.* base 
de la Constitución , no há mucho aprobada por la Asamblea 
constituyente española. En esta base se prescribe; «La nación se 
obliga á mantener y proteger el culto y los ministros de la Reli- 
gión católica que profesan los españoles; pero ningún español 
ni estranjero podrá ser perseguido por sus opiniones y creen- 
cias, siempre que no las manifieste con actos públicos contra- 
rios i la Religión, u ' 

El tenor y la redacción de esta ley no puede menos de su- 
ministrar justo motivo de preocupación y de queja al ániino de 
Su Saididad, yase mire con relación al Ooncordato de 1S5I, que 
se halla reconocido como ley del reino español, ya se quiera 
analizar en sus términos y espresiones, ya, por último, se eonsi- 
dore en sos eventuales peligrosas consecuencias. 

En cnanto a la falta de que adolece dicha base respecto al 
Concordato, el infrascrito cree suficiente reducirse á llamar la 
atención de V. E. sobre la naturaleza del acto solemne conclui- 
do entre la Sania Sede y el real gobierno español, no pudiéndo- 
se poner en duda por nadie la indispensable necesidad del cono- 
cimiento previo entre las parles signatarias de cualquier tratado 
público, siempre que hayan de establecerse modificaeiones ó 
cambios de cualqniera clase. Es, pues, incontrovertible que con- 
tra esta regla, generalmente establecida por muy conocidos prin- 
cipios del derecho de gentes , no podría hacerse escepcioo, por 
no inducir diferencia sustancial los cambios ó modificaciones en 
los pactos convenidos ¡lor ambas parles. Siipueslo esto, V. E., en 
su ilustrada sabiduría, se halla en el casndedecidirsi, ignorán- 
dolo la Santa Sede, podía haber lugar á innovaciones en si artícu- 
lo l.“ del Concordato de 16M, aun cuando no se’refiefaná lo 
sustancial de aquel pacto. - ' 
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Los términos de la base de que se Imla son de naturaleza ca- 
paz de hacer formar un concepto que pasa los limites de una in- 
terpelacinn reducida á la sola parle estrínscca y aceidcotal, por- 
que en el artículo 1.” del Coucordato está claramente lijado el 
principio de la unidad religiosa, declarándose solemnemente que 
la Religión católica es la sola Religión del Estado, mientras que 
en la base de que se trata no hay mas que la enunciación de un 
hecho, pasándose en silencio el derecho y el deber. Esta omisión, 
en un asunto de tanta importancia y en circunstancias tan im- 
ponentes para la nación , adr|uierc aun mayor gravedad si se 
reflexiona que el pueblo español se halla en posesión desde 
tiempo inmemorial del sagrado principio de la unidad religiosa, 
principio reconocido en todos los estatutos y leyes fundamentales 
del remo, simciuuado también en las últimas Constituciones de 
1812, 1S37 y 181Ó, y profesado adcnuis siempre y esclusiva- 
inenle por toda la nación, la cual debu á la Religión católica su 
bienestar social y sus verdaderas ventajas. 

El infrascrito no podría espresar sulicientemente á V. E. el 
temor y angustia dcl Santo P.idre al ver las vagas é indetermi- 
nadas espresiones en que está concebida la sobredicha base, con 
las cuales se ofrece vasto campo á muchas siniestras interpreta- 
ciones, lo que constituye una falta, que si es perniciosa en todo 
documento legislativo, se hace, sumamente fatal en maleria re- 
ligiosa. Seria cosa demasiado difusa y prolija ei marcar toda la 
ambigüedad de que adolece diebo articulo, y esponer al mismo 
tiempo las diversas cuestiones y dUtcullades á que puede dar 
lugar cu lo venidero. Ni el infrascrilo se considera en semejante 
Obligación, puesto que en esta parle está ya eslensa y minucio- 
samente espresado cuanto era necesario en las esposicinnes y 
protestas dirigidas á la Asamblea constituyente, especialmente 
por los Obispos del reino, los cuales, en cumplimiento de su mi- 
níslerio, hicieron observar de un modo especial que por las es- 
presiones do la sobredicha base no es fácil, al menos en la 
práctica, fijar en qué consisle la publicidad y contrariedad de 
losadlos respecto á la Religión para que sean punibles, qne es 
difícil determinar si la enseñanza y publicación de doolrinas 
opuestas á la fe católica se han de representar contrarias á la 
Religión, oomo lo son las acciones criminales contra el culto y 
la moral evangélica, y que no se dice si bajo el nombre de Re- 
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ligioii se ha de enlender la sola fe y doctrina, d el culto lamliicn 
y la disciplina. 

De todas estas reflexiones, fácil es deducir qué consecuencias 
son de temer en razón de las dudas que se suscitarán en lo ve- 
nidero, y que podrán aea«o lomar tales proporciones, que acar- 
reen no leves inquietudes y agitaciones en un pais en que la 
sola Religión católica ha sido hasta aquí reconocida como Reli- 
gión del Estado, y á la que la nación, recibiendo en ello un dis- 
tinguido honor, ha prof.’sado conslanlcmente un grande y vivo 
ínteres. 

En esta breve reseña parece estar suficientemente compen- 
diado cuanto hahia que elesoir á la consideración del rea! go- 
bierno de S. M. Católica, y con la presente es[>os!cion el infras- 
crito cree tener suficiente motivo para prometerse que el mismo 
real gobierno, animado, como debe estarlo, del espíritu de justi- 
cia y sabiduría, verá la necesidad de hacer de modo que des- 
aparezca la sensible divergencia que se manifiesta entre la base 
sancionada por la Asamblea y el arl. l.”del Concordato, remo- 
viéndose asi las desagradables causas que, al mismo tiempo que 
preocupan gravemente el ánimo del augusto Jefe de la Iglesia, 
inquietan y afligen á todo el episcopado español, lurbnn la con- 
ciencLa de los fieles de una nación emincntcmcnle católica, y 
tienden á menguar la gloria de un Estado á cuya prosperidad y 
bienestar no puede menos de contribuir esencialmente el princi- 
pio de la unidad religiosa. 

Entre tanto, el inlhascrito ruega á V. E. tenga á bien poner 
er> conocimicnlo del real gobierno cuanto se halla espueslo en la 
presente ñola, y aprovecha esta oi>orlunidad para reilerarle las 
seguridades de su di.slingiiida consideración. — Nunciatura apos- 
tólica. — Madrid 30 de abril de 1S55. — Firmado. — Alejandro 
Franchi, encargado de negocios de la Sania Sede. 

IfÜM 9. 

Madrid 18 de abril de 185b.— El infrascrilo encargado de 
negocios de la Santa Sede oyó con sorpresa la determln.ieion 
que el gobierno de S. M. quería lomar con el R. Sr. Obispo de 
Osma, separándole de su diócesi, y enviándole á Cádiz á reci- 
bir órdéiies, ti consecuencia de una esposicion dirigida á las Cor- 
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tes sobre el proyecto de desamorlizacion díalos bienes de la 
Iglesia presentado á las mismas i>orcl señor ministro de Hacien- 
da. Esta noticia le puso en la precisión de gestionar, á fin de 
que no se rcaliza-sc aquella medida tan perjudicial á la diócesi 
como ofensiva al Prelado y á su alta dignidad. A pesar de esto, 
tuvo ejecución; y en su vista no le queda al infrascrito otro 
arbitrio que el de reclamar contra ella, sin perjuicio deponerlo 
todo en conocimiento de la S.anla Sede, y de pedirentre tanto de 
la justicia del gobierno de S. M. la revocación de semejante 
providencia, restituyendo el Prelado a su Silla con la reparación 
que la dignidad del mismo y el bien de la Iglesia reclaman. 

Aprovecha entre tanto el infrascrito esta ocasión para reite- 
rar i V E. las seguridades de su mas distinguida considera- 
ción. — Firmado. — .Mejandro Franchi.— Señor ministro do Esta- 
do. 

NÚM. 10. 

Legación de España en Roma 16 de abril de 1S55. — El in- 
frascrito, enviado cstranrdinario y ministro pleni{)otenciario de 
S. M. Católica, tiene la honrado poner en conocimiento del 
Emmo. Cardenal Antonelli, secretario de Estado de Su .Santidad, 
que ha recibido orden de su gobierno para contestar á las dos 
notas pasadas por S. Emma. en los dias 20 y 28 de febrero úl- 
timo, relativas á la desamortización de los bienes eclesiásticos en 
España. 

Al trasmitir esta respuesta, teniendo que entrar en algunas 
detenidos consideraciones acerca de la situación de aquel pais 
y de las ideas y pro])ósilos del gobierno mismo, el infrascrilo 
ruega al Emmo. secrclario de Estado se digne escucharlas 
con el espirilu benevolente que ha dispensada y dispensa á los 
asnntos de una nación tan unida desde su origen á la Iglesia ca- 
tólica, y tan constante en esa misma unión, aun en épocas de di- 
flcollades y de trabajos. - ' 

Este hecho, que domina y caracteriza sti historia; esta cir- 
cunstancia con que se han honrado siempre, asi cl pueblo como 
loe soberanos españoles, el gobierno de S. M. ni lo olvida ni 
trata de contrariarlo con su conducía. Calólícos los individuos 
que le forman; como lo fueron sus padres, quieren dejar k sus 
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hijos en la misma santa fe, en la propia apostólica y verdadera 
iglesia, por cuyab.-msa lucharon aquellos durante ocho siglos, 
salvando á la Europa de la invasión sarracénica, y que llevaron 
postcriorineute á los úiliinuscontines del mundo. 

Pero los g(-b¡emos, por piadosos y creyentes que sean , no 
tienen solo debcM cs ndigiosos que cumplir. Puestos al frente de 
la sociedad, que coinpieude tambicii objetos é intereses terre- 
nos, es necesario que los satisfagan en su justa medida , y que 
no los sacriliqnen á ideas y propósitos que son muy dignos, mas 
que no pueden ser los únicos. Los mas altos y mas insignes mo- 
narcas de Castilla y Aragón, no solamente los que celebra la 
historia en sus páginas, sino aun los que ha colocado la Iglesia 
en sus altares, deben <d cuinplemcnlo de su justa nombradla á 
esc esquisito colo eun que llevaron á término oportuno , conci- 
liándolos y no eseluyéndolos, las pretensiones y derechos de la 
causa católica y las necesidades y el interes de la causa po- 
pular. . . * 

No tiene, de segurn, el actual gobierno de España la presun- 
ción inmodesta de compararse con San Fernando ni con Car- 
los I ; pca’o cree fudcedcr con derecho y con razón aplicando á 
Jas circunstancias del dia los principios que ellos aplicaron á 
circunstancias pasadas, y no teme descarriarse del camino jus- 
to epando marcha on pos de Um esclaiccidos príncipes, llevan- 
do la segura tranquilidad de su conciencia y la sincera rectitud 
de sus propósitos. 

Asentado y protestado esto, el infrascrito pasará á hacerse 
cargo do las notas a que debe contestar, y contraerá al punto 
de la cuestión las doctrinas y las resoluciones de su gobierno, 
esperando que, bien osplicadas, no parezcan tan inaceptables á 
la Santa Sede. 

Existe de seguro un Concordato entre el uno y la otra: este 
^ncordato se ajustó y coucluyó hace poco tiempo : los dere- 
chos de la Iglesia fueron definidos y esplicados en< él. Que tal 
Concordato sea por su naturaleza obligatorio; que contenga.ua 
acto al que lo.s dos. gobiernos debieran ^tenerse en su. reciproca 
conducta, ¿cómo lu ha de desconocer, cómo lo ha de negar , en 
términos generales, quien tiene la honra de representar al de 
España en esta corle? 

. JVIas reconociendo la existencia del Concordato; no -negando- 
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á eslesu verdadero carácter; estimándole, se^un es, por un acto 
su> generis, que participa para los españoles de la coudicion de 
ley del Estado y de pacto internacional, todavía se persuade el 
infrascrilo de que el gobierno á quien representa no merece por 
su conducta tan severas calinoaciones, como son las empleadas 
en las notas de 2U y 28 de febrero. El Eimno. secretario de Es- 
tado de Su Santidad conocerá que las leyes, aun siéndolo, se 
mudan cuando hay necesidad de mudarlas: que los gobiernos 
prudentes no aguardan jamás a que estas necesidades toquen á 
sus últimos términos, y que si por desgracia los hay que se nie- 
gan, en la dirección de sus súbditos y en la legislación de sus na- 
ciones, a lo que hace preciso y forzoso la variación de épocas y 
de ideas, sucede sin remedio una de dos cosas: ó que decqen y 
perecen los pueblos mismos, ó que estallan deplorables actos de 
revolución, que el espíritu de inilerible rectitud podrá conde- 
nar, pero que esplicará la razón práctica, y sobre que cerrará 
los ojos el buen sentido, primera y capital norma de las huma- 
nas sociedades. 

No se ha resuelto, pues, la cuestión, á juicio del que habla, 
con solamente decir: «Tenemos un Concordato, un Concord.ato 
reciente, un Concordato que se debe observar.» Todo ello puede 
ser cierto; puede serlo ademas que el Concordato se oponga á lo 
que desea el gobierno español, lo cual no se discute en este ius- 
tantc; y cabe, sin embargo, todavía que ese propio gobierno so 
vea precisado á querer lo que desea, y que la Santa Sede, en la 
eminente solicitud que lu de inspirarla por el bien do la Igle- 
sia y de la nación española, deba acceder á lo que en términos 
respetuosos, con un buen fio, y constreñido por imprescindibles 
obligaciones, le ha reclamado y le reclama aquel gobierno. 

Siempre que se ha variado un Concordato; siempre que se 
ha adoptado un convenio nuevo, la legalidad anterior era otra. 
Lo quo se ha pactado |>ara sustituirla no era, de seguro, lo hasta 
allí existente, lia habido un motivo para dejar muerta la anti- 
gua ley y reemplazarla con lo que fue ilegal hasta entonces. No 
es, pues, absoluta razón el que una regla exista para que no 
sea neoesario á veces adoptar otra, resignarse á otra diversa. 

Verdad es que era reciente nuestro Concordato. En la ntar- 
cha ordinaria de las cosas podía aguardarse que durara por al- 
gún largo periodo. Pero no se olvide lo que ha ocurrido en Es- 



paña el verano último. Hemos tenido una revolneion; el tiempo 
se ha condensade; lo que de ordinario no viene sino después de 
años y casi de siglos, ha venido en meses, ha venido tal vez en 
dias. Se ha hundido una Constitución; han desaparecido institu- 
ciones; ha llegado á discutirse el trono. ¿Puede cstrañarsc que 
en medio de tale.s sacudidas se apresure la marcha de las ide.as, 
y nazcan mas pronto necesidades, que en otro caso hahrian tar- 
dado en despuntar y en venir? 

l.as revoluciones de los pueblos, aun rompiendo sus leyes, 
no rom[)en las actos internacionales, es verdad. Pero ¿no deben 
tenerlas en cuenta las potencias con quienes han pasado y se 
han contratado esos actos, p.ara no segnir exigiendo con dureza 
loque ya materialmente es imposible, para reducir las antiguas 
obligaciones á lo que en la situación presente puedan y deban 
ser, para no empeñarse en llevar ú cabo lo que, aun siendo le- 
gal, deja de ser factible y oportuno? 

No tiene la culpa la Iglesia de la revolución de 1S54. Es ver- 
dad también. La Iglesia, pura y santa por su carácter, no fue 
quien concitó las iras, ni quien abrió las puertas á la cillera del 
pueblo. Pero tampoco el gobierno actual de España tiene la cul- 
pa de esa gran conmoción. La responsabilidad de ella y de sus 
actos cae, y no puede menos de caer, en los que la provocaron y 
la trajeron. Venida ya, la ilustración de la Santa Sede conoce 
qne nadie es dueño de impedir sus consecuencias, y que el go- 
bierno mas previsor y mas fuerte no puede hacer otra cosa que 
encaminarlas sin destruirlas, que moderarlas sin hacerlas vanas 
'é inútiles. 

Lo que ha hecho el gobierno de S. M. para contener estra- 
vios en las cuestiones que se rozan con la Religión, no podrá ser 
desconocido ni negado. Quizá habrian querido mas las personas 
que solo atienden á cierto género de ideas. Pero que se contem- 
ple de buena fe su situación en medio de los elementos que le 
circuyen, y se conocerá cuánto no ha debido combatir para sal- 
var la unidad católica, amenazada en los debates sóbrela tmevn 
Constitución. Era su deber, sin duda; mas cree haberlo cumpli- 
do, y reclama esa honra, que ciertamente lo es tal en algunos 
momentos. ■ 

Em|)ero al propio tiempo que esto sucedia, la opinión domi- 
nante reclamaba, como medida necesaria y urgente, una pronta 


dMamorlizaeion de los bienes eclesHslicos. Reclamábanla tam- 
bién los apuros del Tesoro, grandes de nnligno, aumentados y 
exacerbados, como es natural, por el mismo hecho del trastorno 
reciente. Y en medio de este doble clamor por la resolución y la 
urgencia de esa medida, debe confesar el que habla á nombre 
de su gobierno, que ella en sí misma también parecía acertada 
á los ministros de S. M., y que la estimaban en su conciencia 
útil á los públicos intereses, porque lo es sin duda que los bie- 
nes, que pueden producir mas ú menos, según las manos que los 
posean, existan en aqtiellas manos que puedan hacer producir 
mas. Y útil del mismo modo á los intereses eclesiásticos, porque 
lo es también sin duda á los mismosgjn la dpoca de contradiccio- 
nes por la qtiepa«a el mundo, todo loque, sin despojar del carác- 
ter de propietaria á la Iglesia, la espone menos á los embates del 
Ínteres, la aleja de las ideas de cierto lucro, y contribuye á hacer 
firmes y seguras las nociones fundamentales sobre propie- 
dad, lina de las bases mas consistentes de toda sociedad hu- 
mana. 

Pero sea lo que fuere de estos principios de los ministros es- 
pañoles, es indudable que como gobierno, si han podido y de- 
bido resistir á los eslravíos que de \-arias partes los asediaban, 
sobre cuestiones religiosas, no lo podían ni lo debinn hacer á 
una opinión omnipotente en el punto de la desamortización de 
los bienes eclesiásticos. Esta fue ya creencia muy antigua en 
España, como se ve en la historia de sus Asambleas nacionales: 
esta, que se hizo lugar en varias ocasiones y en diversas leyes 
desde bien remotos siglos, como se ve en sus Códigos: esta, 
que dominó años pasados, al resinnrarse de nuevo nuestro sis- 
tema represcnlalivo, y que no feneció del lodo, ni aun en los 
momentos de laxitud ó de reacción; esta, se ha levantado á con- 
secuencia del cambio último, tan exigente y tan imperioso: osla 
ha dominado y domina de tal modo en nuestras Corles actuales, 
que cualquier minislerio que hubiera querido opónerse y resis- 
tirla, habría sido arrollado en su ojxiRicion, y obligado, ora á 
servirla , ora á abandonar el puesto, para que viniera oiro que 
la sirviese. • < 

Considere, pues, el Emmo. secrelario de Estado cuál no 
jxjdia menos de ser la situación del gobierno de S. Mi, cuando 
por una parle profesaba la doctrina de la desamorlizaeion en 
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principio, y cuando la encontraba por otra una verdadera « im- 
prescindible necesidad en nuestro presente estado. 

Venidos á este |>imto, colocados en tal posición, el gobierno 
no dcsconocia sus deberes. Era el primero de ellos, no conver- 
tir, ni aun en la apariencia, en acto de hostilidad á la Iglesia 
calúlica lo que era convicción profunda de la necesidad dedcs- 
amorlizacion en los bienes de manos muerlas. Era el segundo, 
proceder á ello ajostándose en lo posible á la legalidad; sustitu- 
yendo la legalidad antigua con otra nueva, si dentro de aquella 
no cabía de ningún modo una resolución tan indispensable. 

Respecto al primer punto , la Sania Sede ha vislo en los lér- 
minos en que está concebi^el proyecto de ley formulado y 
presentado á las Corles pc*r el gobierno de S. M. Esos términos 
demuestran del modo mas terminante que no es un ataque á la 
Iglesia lo que se verifii«, lo que se pone en planta. No es que el 
Estado se apodera de los bienes de la Iglesia propia, en odio do 
ella, para hacerlos suyos: es que, proclamando un principio , el 
deque las corporaciones pueden poseer, pero no bienes raices, 
sino rentas, aplica esc principio á todas las que antes eran pose- 
soras de aquel género de bienes; el Estado mismo, las munici- 
palidades ó comunes, la Iglesia, los establecimientos de bencQ- 
cencia y de cualquiera oirá clase. No debe, no puede verse, 
pues, repite el rnfrascrito, un |>r¡vilegio odioso contra determi- 
nados cuerpos, contra la Iglesia en particular, declárase solo 
una base de derecho por lu que no se cstiugue, pero si se regula 
la propiedad corporativa. En ello no se procede por herir ni 
damnificar á nadie; inténtase un pensamiento de utilidad públi- 
ca, creyendo usarse un derecho qne, en el sentir del gobierno, 
ooiresponde por su propia naturaleza á (oda sociedad so- 
berana. 

Llegamos al otro punió , que indudableracAtc reconoce el in- 
frascrito como el mas grave. Llegamos al deseo de ajustarse en 
lo posible á la legalidad, ora á la que es fundamental y consti- 
tutiva para todos los actos del poder, la que ios caracteriza en 
sí propios de justos y legítimos, ora á la que depende de las le- 
yes escritas, de los pactos, de las convenciones, de los Concor- 
datos existentes. 

Acerca de la primera, el gobierno español no podia tener 
ninguna duda. En sus doctrinas, que cree exactas, si la ley no 
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puede llevar su acción respecto á la propiedad particular hasta 
el punto de exigir que consista en rentas y no en fundos, por- 
que la propiedad particular es anterior, es superior á la ley, no 
sucede ni cabe que suceda lo mismo respecto á la propiedad 
corporativa, evidentemente de naturaleza menos privilegiada. 
La ley que crea ó que acepta las corporaciones de lodo género, 
puede hacer respecto de estos lo que no puede respecto á los 
individuos; no desnaturaliza, no eslingue su propiedad, cuando 
les impone condiciones exigidas |)or el bien público. Usa de un 
derecho que nace de que las corporaciones le deben á ella el 
ser, cuando los individuos no se lo deben. 

Pero si esto jusUdca la legilin^ad de la idea del gobierno, 
no puede negarse que la Icgalidaérbajo el segundo punto de 
vista no está aun juslific.ida. Esa legalidad habia de nacer de 
un Concordato. Y si bien queda dicho antes de ahora que la le- 
galidad se cambia cuando las circunstancias lo exigen , y que 
los Concordatos se alteran cuando es necesario alterarlos, sin que 
pueda negarse i hacerlo la santa y cristiana solicitud de los Su^ 
inos PonlíQces, siempre que esas circunstancias y esa necesidad 
les sean bien palenlcs, todavía es claro que debió estudiar el go- 
bierno español hasla qué punto se pudiera mover en su deseado 
camino sin herir en el fondo elju-s exislenle, y qué era lo que 
debia li.scer á fm de |)crfeccionar su derecho , caso de que no 
fuese completo, para lo que se veia precisado á inicnlar y eje- 
cutar. 

Puede ser que el gobierno de S. M. se equivocara en algu- 
no do sus juicios; puede ser que tal interprcUcion que haya da- 
do á este ó al otro articulo del Concordato no sea la mas acerta- 
da: por firme que esté en sus opiniones, el gobierno no se cree 
infalible. 

Pero ¿no dcmosirará siempre su conducta en esle particular, 
unida á la que ha observado y observa en otras igualmente 
graves, el inconcuso deseo que le anima de proceder bajo el 
mas perfecto acuerdo con la cabeza visible de la Iglesia, y de no 
romper una concordia, que es tan útil para la misma como pue- 
de serlo para el propio Estado? 

El gobierno habia Icido en el art. 35 del Concordato vigente 
que se devolverían sin demora á losPrcfedos diocesanos los bie- 
nes de la antigua pertenencia de tos conventos de religiosas que 
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no se hubieran enajenado aun. Pero que conlinuaba Icslual- 
Bvcniecl artículo: «Teniendo üu Santidad en consideración el es- 
tado actual de estos bienes y otras (Ktrticulares circunslaucias, á 
fin de que con su producto pueda alcuderso con mas igualdad á 
los gastos del culto y otros generales, dispone que los Preladas, 
en nombre de las comunidades reiigiosasprupietaria.s, procedan 
inmedialamente y sin demora á la venia de los espresados bie- 
nes, por medio de subastas públicas, hedías en la forma canónica, 
y con iotcrvcncion de persona nombrada por el gobierno de 
S. M.» «El producto de estas ventas, proseguía, se convertirá 
en inscripciones intrasferiblcs de la Deuda del Estado del 3 por 
100 , cuyo capital é intereses se distribuirán entre todos los re- 
feridos conventos, etc.» 

Había leído también el art. 38, que es el destinado á fijar la 
dotación del clero. Y en este articulo había encontrado que des- 
pués de señalar para ello: «1.°, el producto de los bienes que le 
hablan sido devueltos en 1845; 2.", el de las limosnas de la Cru- 
zad:ii 3.", el de las encomiendas y maestrazgos, y I.", una i^ipo- 
sicion, uua conU'ibucion sobre la riqueza pública:» á continua- 
ción, y para completar la idea y el propósito, se añadían las 
palabras siguientes : « Ademas se dcvolveriin á la Iglesia 
desde luego y sin demora todos los bienes eclcsidslicos no com- 
prendidos en la espresuda ley de 1S15, y que todavía no h.'iyan 
sido enajenados , íncfusos los que restan de las comunidades rc- 
ligiosasde varones.» Pero «atendidas lascircunstaacias de unos y 
otros bienes, y la evidente utilidad que ha de resultar ,á la Iglesia,» 
el Santo Padre dispone que «su capital se convierta inmediata- 
mente y sin demora en inscripciones intrasferiblcs de la Deuda 
del Estado del 3 por 100, obscrvilndose exactament» la forma 
y reglascstablccidas en el art. 35, con referencia á la venta de 
los bienes de religiosas.» 

Al fijar la vísta en los referidos artículos, lo primero que en- 
contraba elgobienio era que su idea fundamental de dcsahiorti- 
zacion, que el propósito de convertir en rentas los fundos de 
propiedad eclesiástica, no babia sido repelido de ningún modo, 
antes bien había sido aceptado , aprobado , concordado por el 
Sumo Pontífice, en un documento de tal importancia. No podía 
ser, pues, bajo ningún punto de vista, una cosa tan vituperable 
lo queseadmitia y se quería , por lo menos en algmios casos. 


como de evidente utilidad parala Iglesia, contraponiéndolo á la 
misma propiedad territorial, que con ello liabia de reemplazar- 
se. No podia decirse que era un mal camino el que se tomaba, 
ni que era una mala invención á la que se acudía, abierto aquel 
por tal autoridad, invocada esta con tales anlecedenlv.s. 

Pero es necesario ver mas y reconocer cuál fuese la esten- 
sion de aquel precepto, tal como el Concordato lo consignaba. 
Por lo que hace al art. 35, ninguna duda era posible. Los bie- 
nes de las religiosas se liabian debido vender y convertir en 
rentas públicas «inmediatamente y sin demora.» Mas por lo que 
liace al art. 3$, la espresion no era tan clara; el infrascrito debe 
confesarlo. Decíase en él que «se vendiesen bienes, unos y otros, 
atendidas las circunstancias de ellos y la evidente utilidad que 
habian de producir á la Iglesia.» Pero, ¿cuáles eran los unos y 
los otros en unos y otros de que so hablaba allí? ¿Cuáles esos 
«troque bono cuyas condiciones impulsaron á esta medida? De 
un solo género, de una sola categoría, no podían ser: lo rcclia- 
zabaFla espresion utrorumque; pero en la necesaria relación de 
esta palabra á series ú clases diversas, ¿había querido aludirse 
á «todos los fundos que mencionaba el articulo, ó solo á los de 
su última parte;» es decir, á ios no devueltos en 1845, aunque 
fuesen del clero secular, y á los de las comunidades religiosas 
de varones, que con ellos se colocaban iis... minime ex- 
clusis? 

Podrá ser, repite el infrascrito, que no haya acertado el go- 
bierno español creyendo lo primero; pero su buena fe ha sido 
imtoria, y sus razones son de toda evidencia plausibles. Quizá 
habrá errado; mas seguramente no ha cometido un absurdo. 
Dice mas aun: no se ha convencido todavía de su yerro. 

Considérese si no que de cualquier modo que la espresion dcl 
Concordato, el utraqne bono, se entienda, siempre abarca y com- 
prende á fundos de todas las categorías; es decir, á bienes de 
religiosas, á bienes de religiosos, á bienes del clero secular, 
aunque sean solo los que en 1845 no se devolvieran. Y si esto 
es asi, y si la razón que seda para mandarlos vender es deriva- 
da de sus circunstancias, de su condicioa, ¿en qué se diferencia 
la condición de esos bienes, respecto á los que no puede dudarse, 
de la condición de todos los demás que se pretenden escluidoa 
del mismo precepto? Cuando s« observa que todos ellos eran 
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rairos, qnc todos ellos traían procedencia eelesiística, que todos 
cHos liabLm sido declarados nacionales, ora en 183fi, ora en 
IXil, que todos ellos habían sido mal adminÍ8lrn<)os y mal cui- 
dados, como lo es cuanto no se entrega á la acción individual, 
que lodos ellos se (festinaban ahora á la delación de la Iglesia, 
y, iwr otro lado, que no constituyendo sino una pequeña parle de 
esa dotación misma, se acudía para completarla al medio de 
imiHiestos públicos; cuando se advierte que no s<> hace una es- 
clusion esprosa y particular de ningunos, como tal ve* hubiera 
debido hacerse al decretar la venta, caso de no querer esclutrse- 
los de esta medida; cuando esas razones de utilidad que 'se indi- 
can sin csplanarlas no se concibe fácilmente por qnd alcancen á 
tos unos y no á los otros, ¿parecerá por ventura un yerro tan 
notorio ni tan grave, si yerro es el cnmelido por c1 pobieroo es- 
pañol en la inteligencia que ha croido deber atribuir al art. 3S 
del Concordato? Pero esa inteligencia, ^ dice, está rechazada por 
otro articulo, donde se dispone sí» inviolable la propiedad de 
la Iglesia española. Permítase al infrascrito ponerlo en dhda; 
pcrmilaselc no aceptar tal motivo de interpretación. El articulo 
existe; |)cro ¿puede significar lo que se pretende? 

Las palabi as tesluales de tal arlieiilo ordenan solo lo que se 
va á copiar: Ejufque proprielas in onmihtiM qntr mine possidef, 
reí ín posícrtim acquiret, inoiotabilis tolemniter erit. E.sa in- 
violabilidad, pues, real, sin ningún género de duda, en lodo lo 
que la Iglesia (loscia enlonces ó adquiría por el Concordato mis- 
mo, de la projiia suerte que en aquello que con posterioridad ad- 
quiriera: nunc vel in pofterum. Ahora bien; si d? lo que poseía 
entonces, de lo que el Concordato le adjudicaba á declaraba, se 
conveoia eti que se vendiese por lo menos una parte, es claro 
que ella propia, ó el Sumo Pofillñcc en su nombre, no estimaba 
al hacerlo que so fallase á la inviolabilidad por una enajenación 
que no era despojo, sino meramente cnmftto de jirnpiedadei. La 
cDiisecuencia es incontrovertible. La inviolabilidad y esa cnaje- 
imciun no |>ugnaban, no se eselulan de ninguna manera, como 
no pugnan ni se cseluyen la inviolabilidad de la propiedad co- 
mún y la espropiacion forzosa por causa de utihdad pública. 

Pero sea, en ftn, de todo esto lo que fuere. Acéptese, aun- 
que el infrascrito no lo puede oorrcebir, que los minislros de 
S. M. Católica han comprendido menos bien et Concordato qne 
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el Emmo. secrtUrio de Su Santidad; prescindaae de que hay 
providencias de un gabinete anterior, del mismo que pac- 
tó ese Concordata, que no se espiican ni tienen sentido sino por 
la inteligencia de que él ordenaba la venta de todos ios bienes: 
olvidcsc, por líitimo, ó no se admita la igualdad de condiciones 
y de razón que media respecto á los fundos en que no cabe duda 
se deben vender, y aquellos en que la pretensión de legalidad 
quiere disputarlo. Sí liabia, á pesar do lodo, por parle del go- 
bierno algún error; si había, no inventado, sino estendido algo 
roas de lo que se acordara eslriclamdntc el principio de des- 
amortización sobre que discurrimos, ;era, volverá á decirse,) tan 
grave y tan imperdonable este yerro, que no debiera conside- 
rarse mas bien de accidente que de fondo, y que no to pudiera 
subsanar con su aceptación benévola el siempre piadoso ndnea 
desmentido espíritu del Padre común de los fieles? ' 

De seguro se faltó mas al Concórdalo por aqueUot á quienes 
sf encomendaba hacerlo, cuando en cuatro años no se dió paso 
alguno para enajenar y convertir en rentas > lo que los artículo* 
35 y 3b mandaban enajenar y convertir inmediatamenUi y sin 
demora. En esto si que no pudo haber variedad de opiniones, 
siendo tan ciara y lant?spliclta la ley. Y por cierto que ha sido 
ello tanto nras deplorable, cuanto en el lerrcno de los licchos es 
muy posible que esa demora y esa detención hayan contribuido 
á robustecer y á apresurar la exigencia de boy, superior á 
todos los recursos que pudiepe emplear el gobierno' para re- 
sistirla. I ; ■ .<: I :i 

Por último, tampoco desconoce el que habla que en la mar- 
cha comiin de Jos negocios hubiera sido lo natural y lo oportu- 
no el entenderse con la Santa Sede antes de proponer á las 
Corles un proyecto de ley como cl que se lia presentado á las 
mismas. Ura fuese para convenir en que la desamortización es- 
taba deiilru det Concordato, toda vez que en esto podía dudar- 
se; ora fuese para convenir en la aplicación y eatcnsion de un 
principio que no cabe duda en qué allí ae admitió, siempre es 
claro que habría sido lo mas útil, lo nvw formulario, lo- roas re- 
gular, el que estas esplicaciones hubiesen precedido á toda defi- 
nitiva resolución. Mas reconociéndolo así de buen grado, pida 
al Emmo. Cardenal á quien se dirige que considere en su no- 
toria ilustración si ha sida posible el hacerlo. Las cironnatanoias 
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4o España son lan graves; las exigencias han surgido y esten- 
didose de tal modo, que lo que en casos comunes habría sido la 
regla, se ha visto descartado en el presente por la irresistible 
ley de la necesidad. No cabe desconocer en el dia todo lo que 
trae consigo de premura y de activa agitación la existencia do 
un sistema parlamentario, como no cabe desconocer las conse- 
cuencias necesarias de un gran trastorno político, cual el que 
padecimos el verano último; y de cualquier modo que á tales 
instituciones y á tales accidentes se juzgue en donde no se tie- 
nen ni acontecen, siempre es indispensable admitir como forzo- 
so, para donde las hay y han ocurrido, lo que llevan de suyo, y 
no culpar á los gobiernos por lo que no está en su mano el con- 
tener ni remediar. 

Y, por otra parle, el infrascrito no puede menos de hacer 
presente, como demostración de que el gobierno de S. M. ni des- 
cuida sus deberes ni infringe por capricho y sin escusa las for- 
mas de buena armonía y de cordiales relaciones que cultiva y 
desea cultivar con la Santa Sede, qne antes de presentar i las 
Cortes el proyecto de ley en que noe ocupamos, previno a su 
encargado de negocioa en esta capital pasase al Emino. secr»> 
torio de Eatado la nota que en efecto le remitió con fecha 4 de 
lebrero. 

No esperaba, es cierto, el gobierno español encontrar la re- 
sislencia que se le ha opuesto en las dos de que el infrascrito se 
va haciendo cargo: no aguardaba que lo que para di era sencillo, 
como análogo al espíritu, cuando no fuera exactamente testual, 
aegun enlendia en la letra del Coneordalo, y á naas de sencillo, 
indispensable, de absoluta necesidad , imposible de dejarse de 
hacer por cualquier gabinete que rija hoy los destinos de Espa- 
ña, fuese mirado con tan resuelta oposición por el ooraxon mag- 
nánimo y generoso de quien ocupa la Silla de San Pedro. 
Aguardaba y esperaba, por el contrario, que, haciéndose cargo 
de esa necesidad, verdadera é imprescindible, se dispensarla una 
benévola escusa á cualquier defecto de accidentes, y se acepta- 
ría una idea que salva los buenos principios en cuya conserva- 
eioa está la Iglesia interesada, acudiendo al mismo tiempo á lo 
que exige el bienestar del Estado. 

Ty>davia debe aguardarlo y esperarlo asi. ¿Por qué no ha de 
tender una mano' saludable la Santa Sede al que miró siempre 
; I 
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cnmo uno de sus hijos predilectos el gobierno español, cuando 
este le reclama lo que sin desdoro 7 sin perjuicio ella puede con- 
ceder? ¿Quiere ese gobierno acaso dictar contra la Iglesia, en 
mengua 7 daño SU70, algo que la humille ni que la ultraje? 
¿Quiere desposeerla siquiera de la cualidad de propietaria, que 
le fue disputada anteriormente, |iero que el Concordato le reco- 
noció? No: no quiere ni lo arto ni lo otro. 

Lo que solo desea es que no conserve bienes raicea, porque 
esta ha de ser una norma fundamental, sin escepcion de ningún 
género, para todas las corporaciones propietarias, sea dueña de 
rentas tan cuantiosas como hubiese menester para su subsisten- 
cia 7 su dignidad. Convierta en ellas lo que posee en el dia, 
disfrutando como tales rentas una suma mucho ma7or, si quiere, 
qne la que disfrutaba como rendimiento del suplo. El gobierno 
no tiene dificultad en aumentarla por los medios que natural- 
mente se conciben: ai -gobierno no incomoda que el dero perciba 
renta* en vez de percibir contribuciones. Y tampoco se trata de 
impedir á ningún individuo que, llevado de su piedad, deje á la 
misma Iglesia lo que quisiere: la Iglesia lo recibirá, aunque sean 
bienes raíces, a condición de enajenarlo también, 7 de adquirir 
rentas públicas con su producto, para entrar en esa regla tan 
universal como salvadora que se ha proclamado. 

En una palabra, lo que la España apetece , porque eslá In- 
timamenle convencida de haberlo menester, es que in rico suelo 
vuelva á producir lo que en un tiempo rindió, 7 lo que si- 
glos hace no da, merced á las múltiples amorliaaciones que la 
han agostado , feudales , comunales , corporativas , eclesiás- 
ticas. 

Y lo que no solo apetece , sino que le es imposible impedir 
á su gobierno, es que este deseo se realice , que esta aspiración 
del principio reformista, enunciada 7a por sus hombres de Es- 
tado desde el siglo último ,- no tenga en el dia pleno 7 entero 
cumplimiento. En lo que la legalidad española se haTa opuesto, 
una legalidad nueva desembarazará el camino: en lo que la le- 
galidad concordada con la Santa Sede se pudiese oponer, si es 
que en algo se opone , el gobierno español confia en que tam- 
bién se adopte una nueva legalidad, 7a que no es posible de 
ningún modo detener lo que traen los tiempos , 7 7a que la 
misma Sania Sede ha demostrado en toda su historia cómo com- 
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prendo y cómo satisface lo fjne exigen á una el Ínteres de los 
pueblos y el Ínteres de la Religión. 

El infrascrito, colocándose en Tin ptinto de vista general, 
cree baber contestado á las notas del Emilio. Cardenal Antone- 
Ili, según se le ha prevenido por su gobierno, sin qne le sea 
necesario descender á todos los pormenores que contienen aque- 
llas, prolongando inútilmente este escrito. Hay, sin embargo, uno 
respecto al cual no te es posible permanecer en Silencio: tal ese! 
de la conminación qne se incluye en la del 28 respecto ¡i los com- 
pradores de antiguos bienes nacionales. El gobierno español ha 
sentido vivamente lo que se le indica en este punto; pero con- ' 
fia en qiio eso menos qíe nada podrá tener lugar, no solo en la 
henevolencia, pero ni en la justicia de la Santa Sede. los que 
mediante ei consentimiento de está, solemnemente declarado 
en 1851, han adquirido bienes que en otro tiempo fueron ecle- 
siásticos, ;,eómo es posible que se le* inquiete hoy, ciiaiido ellos 
nada hacen ni han hecho, por lo que las circunstancias del 
pais han obligado ú obliguen á hacer á las Cortes y al gobierno 
de la nación? 

Vuelve á rcpetirel infrascrito que tiene demasiada confianza 
en la ilustración, en la bondad, en 1a justicia del Sumo Pontífice, 
para abrigar el menor recelo, ni sobre el punto general, ni sobre 
el incidente en que acaba de ocuparse. Espera y ruega solo al 
Emmo. Cardenal seerelario de Estado que, llamando la so- 
berana atencioii de Su Beatitud acerca de esta nota, le asegu- 
re siempre, así respecto ,á la necesidad con que procede en su 
marcliael gobierno español, como res|)cclo á la buena fe y á la 
intención recta y justa que le ha dirigido y le dirige. Cuando el 
Santo Padre se persuada completamente, como es do esperar, 
de lo uno y de lo otro, cualquier pequeña dificultad de forma no 
podrá menos de desaparecer inmediaíumente ; y la España y su 
Iglesia le habrán debido un beneficio mas, sfibre los que ha pro- 
curado hasta ahora dispensarlas en la inmensa bondad que le 
distingue. i ■ ' 

El inrrascrito aprovecha esta Ocasión para reiterar a! eminen- 
Usrmo secretario de Estado Cardenal Anlonclli la seguridad de 
su mas alta consideracion.-t-Es fcopia conforme. — Firmado.— 
Pacheco. 
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NUM.. 11. 

Al encargado de negocios de Su Santidad. — Aranjuez 23 de 
abril de 1S53. — .Muy señor mió: En la Urde de ayer lia tenido 
V. S. la atención de anunciarme vecbalmente que la Santa Sede 
lia resuelto publicar una protesta, contra la ley de desamortiza- 
ción de los bienes eclesiásticos votada por las Cortes constitu- 
yentes, en el caso de que obtenga la sanción de S. M- Como 
conviene á todos que un beelio da esta importancia quede con- 
signado de un modo claro y seguro, tengo el honor de dirigir- 
me á V. S., de acuerdo coa el Consejo de ministros, para que se 
sirva maniieslarmc si la iníimaeion de V. S- ha iido tal como la 
dejo rcreridu', y seria Unibien conveniente que V. S. se sirviera 
manifesUrme la forma de publicidad que la Santa Sede ha re- 
suelto dar á su protesta, y la coiisiguiciitc modilicaciou que se 
propone introducir en sus relacioiie.s con ol gobierno de S. M. 
iJccidido este por su parte a respeUr y hacer que se respete la 
autoridad de la Santa Sede en toda la cslension que juslamcnto 
le pertenece, está igualmente resuelto á conservar intacto el 
de|KÍsilo que le está confiado del poder temporal, en toda su uni- 
dad, universalidad é independencia. El gobierno de S. M. abri- 
ga todavía la esperanza de qii#la Santa Sede acogerá las espli- 
caciones conformes al Concordato que el representante de S. M- 
en Roma ha debido presentarle después de haberse dado a 
V. S. las instrucciones que han ocasionadosu intimación de ayer, 
porque en la alta opinión que tiene do la piedad de la Santa S»e- 
de no puede creer que se trate de alizar la discordia, ya que no 
es posible la guerr.'i civil, por una cuestionen la cual no su ven- 
tilan en último análisis sino algunos pocos bienes materiales, ó 
mas bien la forma en que el clero lia de poseer estos bienes y 
percibir la renta. Sin embargo, con el deseo plausible de que so 
prevengan infracciones que traigan consigo la dolorosa necesi- 
dad de la represión, tengoel honor de remitir áV. S. copiade los 
artículos 145, 146 y 147 del Código penal promulgado por S. -M. 
en 19 de marzo de 1848. 

Aprovecho esta ocasión para reiterar á V. S. la seguridad de 
mi distinguida consideración.— li. L. M. de V. S. su atento y 
seguro servidor.— Firmado.— Claudio Anión de Luzuriaga. 
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ntM. 19. 

Muy scñormio: Mcapresuroá contestará la comunicación de 
V. E. fechade ayer, en la que, recordando la enircvisla que tu* 
ve con V. E. la tarde anterior para manifestarle por encarffo de 
la Santa Sede la resolución de la misma en el caso de san- 
cionarse la ley de desamortización de los bienes de la Iglesia, 
exige de mi V. E. algunas csplicaciones, á fin de que quede 
consignado de un modo claro y seguro un hecho de esta impor- 
tancia. En su vista me parece que no puedo corresponder mejor 
á los deseos de V. E. que consignando aquí la comunicación 
que sobre el particular se me ha hecho por la Santa Sede; á sa- 
ber, que me apresura.se á personarme con V. E. para llamar de 
nuevo su atención sobre las protestas de la Santa Sede, y para 
darle á conocer que en el caso de sancionarse la ley de venta de 
bienes del clero. Su Santidad no podrá de modo alguno dispen- 
sarse de ejecutar cuanto se .anunciaba al final de la nota dirigida 
al representante de S. M. Católica cerca de la Santa Sede, con 
fecha de 2S de febrero último, acerca de la publicidad que de- 
biera darse á sus pontiñci.as reclamaciones. 

Satisfecha la primera parto de su referida comunicación, 
permítame V. E. que le manifieUe mi sorpresa al ver en ella 
que se habla de atizar la discordia por una cuestión enla cual, á 
juicio de V. E., no se ventilan, en último análisis, sino algunos 
pocos bienes materiales, 6 mas bien la forma en la que el clero 
los ha de poseer y percibir .sus rentas. Por cierto que la Santa 
Sede jamás podrá ser inculpada de los resultados de cualquiera 
medida, puesto que si la loma es porque se la pone en la dura 
precisión de cumplir con un deber que le es ineludible , mucho 
mas cuando la cuestión no versa, como V. E. indica, sobre al- 
gunos pocos bienes materiab’s, 6 sobre la forma en que el clero 
ha de poseerlos y percibir su renta (en lo que tampoco la autoridad 
civil por sí sola, y mas vigente un solemne tratado, nada podía 
disponer), sino que versa sobre un principio sagrado, cuyo de- 
pósito está confiado muy especialmente á la Santa Sede.' 

Finalmente, debo hacer presente á V. E. que no alcanzo á 
quó pueda ser conducente la comunicación que V. E. me ha- 
ce de los tres artículos del Código penal, y mucho mas cuando. 
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como V. E. sabrá, contra los mismos, y sobre el fundamenlo en 
<)ue estriban, se haya repetidas veces reclamado por la Iglesia. 

Con este motivo reitero á V. E. los seguridades de mi mas 
distinguida consideración, con que soy de V. E. atento seguro 
servidor. — Firmado. — ^Alejandro Franelii, encargado de nego- 
cios de la Santa Sede. — Señor ministro de Estado. 

NVM. 18. 

Madrid 4 de mayo de lbó5. — El infrascrito encargado de ne- 
gocios de la Santa Sede ha visto con profundosentimicnto publi- 
cada en la Gaceta de ayer, á jicsar de las reclamaciones y pro- 
testas de la Santa Sede, la ley de venta de los bienes eclesiásti- 
cos, y en ella intercalados nuevos artículos, cuales son el 25 y 
2C, por los que se prohíbe á las llamadas manos muertos enume- 
radas en el art. l.°,y de consiguiente ó la Iglesia, el [lOseer, aun 
en lo sucesivo, predios rústicos y urbanos, censos y foros; y se 
dispone que se proceda á la venta ó redención do los que se les 
donaren ó legaren; cuyo contesto es abiertamente contrario á los 
derechos de la misma Iglesia, y ademas á lo convenido en el úl- 
timo solemne Concordato, en su art. 41. Lo cual (lone al infras- 
crito en el imprescindible deber de reclamar y protestar contra 
dichas disposiciones, re.servánio$c hacer presimlc á la Santa Se- 
de la publicación de la ley, y novedades introducidas después de 
su presentación á las Corles. 

£1 infrascrito aprovecha esta ocasión para reiterar á Y. E. las 
seguridades de su mas distinguida consideración. — Firmado. — 
Alejandro Franchi. — Señor ministro de Estado. 

NÚM. 1«. 

Al ministro plenipotenciario de S. M. en Roma. — Aranjucx 
21 de mayo de 1S55. — lie dado cuenta á S. M. dolos despachos 
que ha remitido V. E. á este ministerio, señalados con números 
correlativos, desde el 5G al G5. S. M. no ha podido menos de ver 
con s;)lisfaccíon que V. E. confirma en todos ellos los esperan- 
Z. 1 S que hacían concebir el celo y la intcligeiKia que tiene en 
diversos cargos tan demostrada. Por lo mismo me nandú apro- 
bar el contenido de los citados despachos, y sobre lodo la nota 
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que en 16 de abril dirigió V. E. al Cardenal ininUlro de Estado 
déla Santa Sede. Prudente y circunspecto V. E., ha sabido ate- 
nerse á las instriicciuucs que por el Consejo de ministros le fue- 
ron dadas, ofreciendo al propio tiempo á la Santa Sede decorosos 
términos de conciliación. S. M. es^reraque V. £. sabrá mante- 
nerse siempre en esta senda, sin hacer ó liorna demasiadas conce- 
siones, sobre todo en punto al derecho de adquirir, que puede 
y debe liinilarse, ni lastimar tam|>oco su susceptibilidad en lo 
que claramente se vea que es principio inflexible, al cual ni haya 
renunciado ni pueda renunciar jamás la Santa Sede. En cuanto á 
Jos asuntos que el Cardenal ministro de Estado de ha Santa Sede 
someta á su consideración en adelante, es la voluntad de S. M. 
que V. £., con vista délas inslruccloiies citadas y de las disposi- 
ciones vigentes, formule las respuestas oportunas, consultando 
á este ministerio siempre que lo crea necesario. Para que pueda 
prepararlas de antemano, se remitirán á V. E. copias de lodos 
los despachos que el encargado de negocios de la Santa Sede di- 
rija á esta secretaria, y copias también de cuantas comunicacio- 
nes Icdirija á élaesta secretaria, según se hace desde ahora. 

V. E. deberá hacer entender á la Santa Sede que el gobier- 
no no puede discutir sobre la 2.* base de la Conslitucion, 
porque no es ya posible alterarla, porque es ya ley fundamen- 
tal del Estado. Al mismo tiempo tlebetá V. E. observar que la 
disposición de la base 2.* en nada se opone al arl. 1.‘ del 
Concordato, aun cuando fuese posible invocar como pacto ó 
convenio este arliculo, que no hizo roas sino declarar un hecho 
iiolorio, y un hecho sobre el cual no es concebible contrato al- 
guno. La [tcligiun de los españoles era y continúa siendo la ca- 
tólica apostólica romana, con esclusion de cualquier otro cul- 
to; lo que hace la base constitucional es consignar un principio 
que el Código penal vigcnle tenia ya consagrado, y contra el 
cual no se ha levantado á su tiempo prolesta alguna. Asi, pues, 
ha podido discutirse en Esjiaña sobre si era ó no conveniente 
dar á la ley jicnal el carácter de ley fundamental; ha podido 
creerse que la misma disposición penal fue, cuando se publicó, 
poco acertada; pero nunca, ni porun inslante, ha debido su|K>ner- 
se que hubiera en esto uno infracción dcl Concordato, como pre- 
tende la Santa Sede. Fácil le será á V. E. demostrar que la ba- 
se no allcra en nada la legislación anterior, y fácil también, lle- 
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^ado el caso, el probar que no ha podido jamás oblig'arse la na- 
ción española ámantencr pcr[X!luamcnlc su actual estado religioso. 

También le será fáeil demostrar á V. E. que la 8us|icnsion 
de la colación de órdenes hasta quo Se verifique el arreglo parro- 
qaial, y la resolución de no admitir religiosas en los conventos 
hasta que estos justifiquen que tienen una existencia legal y 
oonforine ai Concordato, son cosas que en nada se oponen á las 
disposiciones del Concordato, antes bien las ejecutan y confir- 
man en todas sus partes. Sobre la jurisdicción de- los Prehidos 
regulares hay entabladas de antiguo negociaciones, que no parece 
prudente renovar por ahora; y solo en el caso de que la Santa 
Sede se empeñase en llevar adelante sus reclamaciones sobro 
este punto, podría discutirse con ella con arreglo alas instruccio- 
nes que en tal caso se trasmitirían á V. E. Otra cosa es la cues- 
tión suscitada en Bolonia sobre la administración de los bienes 
del eslinguido colegio de San Clemente de aquella ciudad. So- 
bre este asunto S. M. me ordena decir á V. E. que entable in- 
mediatamente oportuna reclamación ante el gobierno de la .San- 
ta Sede, á fin de que sus delegados auxilien al Sr. .Marliani pa- 
ra que tome gxisesion de los bienes cuya administración le tiene 
S. .M. encomendada. V. E. podra manifestar á la Santa Sede 
que no se trata de suprimir el establecimiento, ni de cnajen.ar 
sus bienes, sino, por el contrario, de hacerlo útil á los súbditos 
españoles y pontificios, bajo una forma mas acomodada á las 
circunstancias. 

El colegio está de hecho suprimido, y solo qneda de ól im 
antiguo educando, que disfruta y pretende disfrutar siempre sus 
propiedades, sin consideración álos derechos de la nación espa- 
ñola, ni á las cláusnlas de la fundación, ni siquiera á los esta- 
tutos que V. E. so ha servido remitir, y de que ya tenia conoci- 
miento este ministerio. Sustituyendo al colegio citado una escue- 
la de bellas arles, por ejemplo, aumentaría Roma el esplendor 
de su enseñanza en esla ntalcria, y España lograría |a>s¡tivas 
ventajas, que redundarían en loor de Roma misma. V. E. |KMlrá 
en todo ello, si lo cree oportuno, obrar de concierto con el señor 
Marliani, y tomar cuantas disposiciones crea conducenles al fin 
propuesto, sin cscluir los tórminos conciliatorios que S. M. pre- 
feriría á cualquiera otros, con tal que no cedan en mengua del 
Ínteres ó del decoro nacional. 
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Dios ^larde á V. E.^machos años. — Firmado. — Claudio An- 
tón de Luzuriaga. 

RÚM. U. 

Al Einmo. y Rmo. Sr. Cardenal Anloneili , secretario de 
Estado de Su Santidad. — Roma 6 de junio de 1855. — El infras- 
crito, enviado estraordinario y ministro plenipotenciario de 
S. M. Católica, tiene hoy el sentimiento de dirig'irse al eminen- 
tísimo Cardenal Anloneili, secretario de Estado de Su Santidad, 
con un motivo bien desagradable, sobre el que sus deberes no 
le permiten cerrar los ojos. 

Haslb anoche (5) no ha conocido el que habla el artículo pu- 
blicado por La CivUtá Cattolica en su número del dia 2 del 
presente mes, acerca de la conducta del gobierno y de las Cor- 
tes de España en los asuntos eclesiásticos, y con particularidad 
respecto á la ley que acaba de sancionarse y votarse para la 
venta de los bienes de corporaciones. 

Ninguna necesidad hay de analizar dicho artículo, para que 
el Emmo. secretario de Estado comprenda cómo ha debido afec- 
tar á quien tiene el honor de ser ministro plenipotenciario de 
S. M. Católica y representante de su gobierno. Los ultrajes y 
las calumnias pululan desde el principio al fin del escrito con 
una tal evidencia, que hacen escusado lodo detalle, como toda 
ponderación. 

Pero lo que, ademas de herir dolorosamente al que habla, le 
obliga á dirigirse de este modo al Emmo. Cardenal Anloneili, 
es el hecho de haberse publicado semejante diatriba en un país 
como este de Roma, en el que no existe libertad de imprenta, en 
el que todo diario ó periódico se halla sajelo ú censura, en don- 
de, por consiguiente, se presume que el gobierno conoce y 
aprueba cuanto sale á luz por tales medios. 

No croe, sin embargo, el inrraswilo que haya sucedido asi 
en el caso actual. Si imaginase que las espresiones empleadas 
en el artículo á que hace mención estaban escritas con conocí* 
míenlo y aprobación de este gobierno, no le quedarla otro arbi- 
trio que el de deplorar un hecho cuyas consecuencias pudieran 
ser demasiado graves, y aguardar las órdenes de S. M. C., á 
quien doria cuenta sin detención de semejante desgracia. 
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Pero no creyendo, no queriendo creer, repile, que tenga, ó 
haya tenido parte en tal publicación el gobierno pontificio, está 
en el caso de pedirle que tome alguna providencia pública, pa- 
ra que sea desvirtuado el mal efecto que no pueden menos de 
causar en todo el mundo esas espresioocs do La Civillá Catto- 
lica, estrañas é inconcebibles en un periódico censurado. 

El eminentísimo Cardenal comprenderá bien que no alude 
de ningún modo á las opiniones, á los juicios, á las censuras de 
la revista romana. Sobre ese (larticular nada debe decir, y na- 
da reclama el infrascrito, que reconoce y respeta el derecho de 
cualquier romano como el de cualquier español. Que juzgue y 

censure aquel periódico al gobierno y á las Cortes como lo ere- • 

yere conveniente; que deduzca en buen hora de sus actos aun- 
que sean las consecueneias mas exageradas y menos caritativas. I 

Pero lo que no es su derecho es el ultrajar y calumniar á go- 
biernos y Asambleas de otros países, el suponer lo que no ha 
pasado, el imputar desacatos y violencias que no han existido, 
el calificar á cuerpos soberanos de una manera á todas luces in- 
juriosa. Esto, <iuc en ninguna parle es permitido, que es un de- 
lito, y que como tal puede perseguirse en todo pais, da ocasión 
ademas para reclamaciones como la actual, donde, por el hecho 
de la censura, concurren en cierto modo los gobiernos á las pu- 
blicaciones de sus súbditos ó gobernados. 

Seguro, pues, de que el Emmo. secretario de Estado de 
Su Santidad no podrá eslrañar la presente, se apresura á 
formularla el infrascrito, esperando de su ilustrada lealtad y 
jusl.a cortesía que no tendrá inconveniente alguno en dar las 
órdenes necesarias ú fin de que en el inmediato número del 
mismo periódico se rectifiquen de un modo oportuno las calum- 
nias y se retiren los ultrajes queznalamente se permitió insertar 
su redactor, y que indebidamente también lo consintió por cual- 
quier causa la censura. 

El ab.njo firmado aprovecha esta ocasión, aunque en si des- 
agradable , para reiterar al Emmo. Cardenal Antonelli las 
seguridades de su mas alta consideración. — Es copia conforme. 

—Firmado. — Pacheco. 

., 1 . 

1 I-i . ■ ' 



Digitized by Googtc 


— 220 — 


NÚM. 16. 

Lcg^acion de España en Roma. — Excino. Sr. — Muy señor 
mío: Conseciieiile á la» órdenes del antecesor de V. E., ol señor 
D. Claudio Anión de Luzuriaga, me ocupab.i en preparar varias 
conleslaciones á diferentes notas de monseñor Franclii, para 
dirigirlas á este gobierno pontificio, cuando llegó aquí por noti- 
cias telegráficas la de la crisis ministerial que se verificaba en f 
esa corte. Fue obligación mia. envista de ello, el alistenenne 
de todo paso acerca de estas cuestiones, primero, basta saber 
quiénes fuesen los definitivos ministros, y después, hasta recibir 
de mi jefe las instrucciones oportunas. 

El que V'. E. ocupe este lugar me cabe la satisfacción que 
debe comprender. No so ha sabido aquí su nombramiento hasta 
ante» de ayer M, pues esle gobierno no publica sus parles tele- 
gráficos, y solo recibimos los dcToscana, que no adelantan gran 
cosa á los periódicos franceses. 

Mas aunque yo pueda presumir la politica del nuevo minis- 
terio respecto á Roma, continuando á su frente el duque déla 
Victoria, siguiendo en él el conde de Lucena, y habiéndose en- 
cargado V. E. de la cartera de Estado, todavía he creído que 
estaba en la obligación de aguardar sus preceptos, ora para llevar 
á cabo las contestaciones que me estaban encomendadas, ora pa- 
ra abstenerme de ellas porque la» dé directamente esa secretaría. 

V. E. resolverá y me comunicará lo que tenga á bien, dán- 
dome las instrucciones que estime convenientes. Por mi parte, 
ya que ha venido esta detención necesaria, le remito adjunto el 
proyecto que tenia terminado, y aun copiado en limpio, acerca 
de las reclamaciones sobre la base constitucional. Rueño es, 
cuando hay tiempo paraello, que V. E. lo conozca, si hade ser- 
vir, á fin deque lleve su aprobación. Y me permitiré también 
advertir á V. E., pues también es bueno lo tenga presente, que 
aquí llevan á mal, ó lo afectan por lo menos, que no se conteste 
ahí mismo á la» reclamaciones que ahí hacen, y que se me ha- 
ya dado á mí este encargo de responder, sin haberse puesto de 
acuerdo sobre el particular con ellos propios. 

No digo esto á V. E. para que le dé ni deje de darle valor: 
se lo digo, porque es obligación mia tenerle al corriente de las 
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voces B)ss ó menos fundadas que se vierten en esta capital por 
los que tienen parle ó están cerca de su gobierno. V. E. las 
apreciará como entrare en sus miras políticas. i> 

No se sabe aun cuándo se celebrará el consistorio de San Pe- 
dro. De hecho ya se ha dilatado, y es posible que siga dilatán- 
dose. 

Repito á V. E. que espero .sus órdenes sobre todos los pun- 
tos pcndicnles, y le ruego que consagre un moincnto de lugar á 
cnteraiso de cuantos dc-spac|ios he escrito de esta legación, y 
en particular los de París y Turin, y los de los números 41 , 43,- 
45, 4fi, 50, 57, .58, 59, 64, OS, 69, 70, 71 y 77. 

Dios guarde á V. E. muchos años. — Roma 10 de junio 
de 1S55. — Exemo. .Sr. — B. L. M. de V. E. — Su muy atento y 
seguro servidor. — Firmado.— J. F. Pacheco. — Exemo. Sr. pri- 
mer secretario de Fislado. 

1 . ■ . . - ' ■ '1 
mjM. 17 (1). ■ , 

Legación de España eii Roma. — Habiendo recibido órden el 
infrascrilo enviado eslraordinario y ministro plenipotenciario 
de S. M. C. para dirigir al Emmo. secretario de Estado de Su 
Santidad, Cardenal Anionelii, la oportuna contestación á la nota 
del encargado de la nunciatura en España, fecha .30 de abril... 
relativo ti la 2." base de la nueva ley fundamental aprobada 
por las Corles consliluyentes, tiene la honra de ponerlo en 
ejecución en el presente instante, animado dé la justá confianza 
que no le pueden menos de inspirar, así el ilustrado juicio de la 
persona á quien escribe, como el buen derecho y la evidente 
reclilud y prudencia con que se han conducido en este punto el 
gobierno y las Cortes españolas. > 

No ha eslrañado ni eslraña , á pesar de esto úliimo , el in- 
frascrito, que pudiera preocuparse la Santa Sede de semejante 
cuestión: no ha eslrañado ni estraña que pudiese pedir esplica- 
ciones acerca de ella , mirando hasta con una recelosa solicitud 
lo que respecto á la Religión católica discutía y aprobaba en 
España el poder soiberano. Dejando por ahora aparte la forma 
demasiado dura y el lonb poco amistoso en que se han preeeo-* 
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tóo «a« observaciones y sos pcnsamienlos, forma y «mo que 
^plora «I gobierno de S. M. por lo mismo que no cree haber^les 
dado molí vo, ¿como ha de sorprender, címo ha de llevarse A 
mal, que fije su vista el Padre común de los fieles, aunque sea 
^ un poco de desconflanra , en lódo lo que se refiere á esta 
^hgion misma, de la cual es cabeza en este mundo, ni edmo 
ha de verse con asombro que al apoderarse k» partidos en Es- 
pana de esta cuestión, al exagerarla, al desfigurarla, al darle 
mentaias proporciones, sin mas objeto que sus propios intere- 
ses , algo y mucho de esa exageración se haya venido A inter- 
poner como un prisma delante de la realidad, y á imbuir en 
equivocadas ideas aun á quienes no han participado ni pueden 
participar nunca ni de sus pasiones ni de sos propósitos? 

Mas 81 lodo esto ^ concebible, y por esa razón no lo csiraña 
el infrascrito, también tiene por cierto, y se complace en es- 
perar que, ilustrado el ánimo de la Santa Sede con la verdad 
exacta y rigurosa, conocido por la misma lo que de seguro no 
habrán presentado ante sus ojos, ó los enemigos, 6 los descon- 
•entos de la actual situación política de España, y que constitu- 
ye, sin embargo, los aniecedenles de la materia, esla aparecerá 
«n um nueva y dislinla luz, y reclamará y obtendrá un juicio 
de todo punto diferente. No piensa el qne habla emitir una idea 
jactanciosa, si se atreve á decir que algo ha debido la causa del 
eatoticumo español á los esfuerzos del gobierno de S. M., y que 
M era jwible hacer mas por ¿1 que lo que se ha hecho en la» 
Lories, defendiendo y obteniendo la aprobación de la 2.* base. 

*o<íos los recelos, loda la reclamación de 
la 8anU Sede traen su origen de suponer lo dispuesto en esa 
M», no solo una triste é innecesaria novedad, sino también un 
disimulado germen, cuando no de Kbertad religiosa, por lo me- 
nos de indefeclibley pública tolerancia. Pues bien: el infrascrito 
espera justificar con inconcusas evidentes razones, lo primero, 
que no hay tal novedad en lo acordado y preceptuado, no ha- 
biéndose hecho otra cosa que escribir, resumiéndolo, lo que 
anlMexiriia; ni, por oonsiguicnte, procederán jamás de ello esas 
temidas libertad ó tolerancia, caso de que lleguen á existir en 
Jo» tiempos futuros en la siempre catdlica nación española. 

Que no se ha verificado, que no se ha decretado en efecto 
ninguna novedad, aparecerá claro como la lar para el eminentí- 
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timo Cardenal Anionelli, cuando se haya lomado el (rahajo de 
considerar en su oonjunlo los antiguos preoeptos legales de la 
materia: es á saber, porque no hay oíros, el art. 1 1 de la Cons- 
litucion de 1S45, y el Código penal vigente en España desde 
1S40, yaunel propio articulo l.°del Concordato, que admiti- 
mos también y reconocemos como ley. 

El art. 1 1 de la espresada Constitución no decia sino las pa- 
labras siguieotes: «La Religión de la nación española es la ca- 
tólica apostólica romana. La nación se obliga á mantener el 
culto y sus ministros.» Nada mas se habia propuesto en nombre 
de la Reina; nada mas habia pedido nadie en aquellas Corles. 
Ni el episcopado español ni Ja Santa Sede habían dirigido ni 
formulado reclamación ni protesta alguna sobre 16 que, como 
principio, no hacia mas que consignar un hecho; sobro lo que, 
como obligación, no imponia otra que la de mantener el culto 
católico. Y, sin embargo, el Emmo. Cardenal Antonelli recono- 
cerá con su buen juicio que, existiendo tal ley, y no mas que 
esta ley, siendo la católica la creencia de la nación, y sostenien- 
do esta BU culto, no habia impedimento para que algunos indi- 
viduos particulares, propios ó estraños, profesasen distinto 
dogma, y celebrasen y costeasen entre si un culto diferente. £1 
articulo constitucional (á la vista está) no lo vedaba. 

Podrase decir que habia otras leyes ademas de la Constitu- 
ción, y el hecho sin duda ninguna es exacto. Aliora examinare- 
mos esas leyes. Pero quede asentado siempre, primero, que en la 
Constitución misma no se ponia obstáculo alguno, ni á la lole- 
cancia, ni aun á la libertad religiosa, limitado como estaba su 
artículo á la deelataoion de un hecho y al precepto de mantener 
el culto y sus servidores; y segundo, que no es necesario que 
todo se etprese en la Constílucion, pues que puede haber otras 
leyes, no que contradigan, pero sí que espliquen y completen lo 
que ella declara ó preceptúa. 

Vengamos ya i esas leyes mismas. Ellas no son otras que 
las contenidas en el Código penal, presentado á las Cortes por 
el minislerio del general Narvaez, aprobado por las mismas, y 
sancionado por la corona en 1S49, y que desde aquella feclM 
rige y continúa rigiendo la sociedad española. 

Recuerda el infraserilo esta fecha al Emmo, secrclario de 
Eatado, porque ella lieno, á su parecer, una importancia decisi- 
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va en la cuestión que no< ocupa. No se dirá, de seguro, que 
cmn ni revolucionarios ni enemigos de la Santa Sede aquel mi- 
nisterio ó aqucIlasOorles; y, sin embargo, al leer lo que dispu- 
sieron, lo que elevaron á ley, lo que garantieron con sanciones 
penales en esta materia de Religión, habrá forzosamente de co- 
ncccrsc que no |iasaron ni nn punto d<‘ donde so ha llegado aho- 
ra, que no fueron ni mas intolerantes, ni mas rigurosos, ni mas 
esplicilos que lo acaba de ser hoy el [lodcr constituyente de la 
nación. 

Es demasiado largo para incluirlo á la letra en esta nota el 
titulo primero del lib. n del referido Código penal, compren- 
sivo de 1 1 artículos, desde el 128 hasta el I3S, donde se con- 
signa toda la materia de los delitos contra la Religión católica, 
que reconoce, que declara, que castiga el Estado. Acompaña, 
empero, una Copia de ól, que el infrascrito garantiza auténtica, ' 
y que podrá cnnsullar el Emmo. Cardenal Anionelli,' y some- 
terla, como este escrito, á 1% consideración de Su Santidad. Nada 
mas que oso es lo que el Código vigente había ordenado: ningu- 
nas otras acciones qne las ahí prohibidas estaban prohibidas 
entre nosotros: ninguna otra pena que tas ahí impuestas era yn 
legal en España desde su promulgación, fuesen las que hubie- 
sen sido antes las buenas ó malas leyes de nuestras antepasa- 
dos, los buenos ó malos hábitos de nuestra historia. 

Ahora bien: si el Emmo. secretario de Estado fija su aten- 
ción en esos II artículos, fácilmente comprenderá que el espirilu 
y el alcance de todos ellos, asé la idea generadora como la lelra 
esplícila de los mismos, consisten en no estimar delito religioso 
lo que nazca ó se derive de la profesión de creencias hclert»* 
doctas, como no se realice esta creencia en actos ptiblicOs, y 
hiera de esta suerte al solo culto verdadero que ellos reconocen 
y defienden. Castigase al que celebrare tales actos públicos de 
otro que no sea el católico apostólica romano; castigase al que 
inculcare públicamente la inobservancia de los preceptos de este 
mismo; castigase al que se mofare con igaai pubtícidaH de los 
misterios ó Naeraroentos de la iglesia; castigase al que insistiere 
en publicar doctrinas ó máximas que las competentes aniorida* 
des de esta liuhicren condenado; castigase, en fin, al que escar- 0 
neciero también públieamente los ritos ó prácticas de la Religión. 

Mas aparte de ese tarreno, failaiido esa condición de la publiei- 
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Had, en el (ilulo no h*y pena para loa miamos actos, y la re^la 
universal de jurispnidencia que declara incastigable lo no con- 
ininado ó no previsto por la ley, regla consignada esprcsa- 
nente en el arl. 2.” del propio Código, pone fuera de cuestión 
que no quisieron ir mas allá dictándola los legisladores, y quo 
nunca tampoco podrian ir mas allá aplicándola ni el gobierno ni 
los tribunales de justicia. 

Cuando se ha leído atentamente el (esto del Código que se 
acaba de recordar y analizar; cuando se han tenido presentes al 
leerlo la historia y las tradiciones de nuestra nación ; cuando se 
ha reflexionado sobre lo que por las definiciones de ese Código 
mismo es delito y haVlejado de ser delito, no caben ciertamente 
dos opiniones distintas acerca de cuál fuese nuestro estado en 
la materia que va recorriendo el qoe habla. Merecerá ó no me- 
recerá la aprobación da los que lo juzguen; pero con aprobación 
ó con censura, no podrá desconocerse lo que es. 

El pueblo español, la sociedad española no son ateos. Conse- 
cuentes á su pasado de muchos siglos, sigue profesando la Reli- 
gión católica apostólica romana. El culto de esta es el culto 
nacional, el único público, el único que ha de ostentarse en el 
pais. La ley niega el derecho do que se celebre ante ella ningún 
otro. La ley deflende á aquel, tanto de los que quieran insultar- 
lo, como de los que pretendan destruirlo. En la esfera de la pu- 
blicidad la ley le favorece, le garantiza, es intolerante. Respeta, 
empero, la libertad de conciencia; no vaá inquirir ni loque cree 
ó piensa el individuo, ni lo que ejecuta en el misterio de sus ho- 
gares. Mas eso que es inviolable para su acción, deja de serlo 
cuando sale del sagrado de la casa y se exhibe ante una re- 
unionde personas. No es inquisitorial, pero no es indiferentista. 
Adonde llega legítimamente su alcance, allí da esclusiva protec- 
ción al culto que ha reconocido y proclamado. 

Repile nuevamente el infrascrito que este sistema obtendrá ó 
no obtendrá la aprobación de los que lo escuchen ; y por mas 
que tenga la suya, tratándose de España, añade que no va de 
ningún modo á discutirlo. Bástale asentar que es el de la ley de 
1849, por la cual se le consagró como derecho, siendoen la rea- 
lidad un hecho mucho mas antiguo, oonciliacion verdadera de 
nuestras tradiciones ooo nuestras necesidades. Y notara, por úl- 
timo, que cuando esa ley se dictó hízose por los términos comu- 
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Bc«, sin reclamación ni protesta de niagim género, á ciencia y 
vista de la Santa Sede, cuyo Nuncio residia en Eapaúa, y oon- 
cuiriendo n aprobarla el Senado, en el que tenían asiento nada 
menos que dos ilustres individuos creados al año siguiente Car- 
denales, y ademas otros ocho ó diez Arzobispos y Ubispos de la 
Iglesia española. 

Resta únicamente al que habla examinar el art. 1.^ del Coo- 
cordirto, que también se refiere á esta materia, para acabar de 
establecer de un modo absoluto la situación legal de la nación 
española en el punto de que tratamos cuando se reunieron las 
actuales Cortes. 

El referido articulo del Concordato dice: «La Religión católi- 
ca apostólica romana, que con esclusion de cualquier otro culto 
continúa siendo la única de la nación española , se conservará 
siempre en los dominios de S. M. Católica, con todos los dere- 
chos y preregativas de que debe gozar, según la ley de Dios y 
lo dispuesto por los sagrados Cánones.» No dice mas. 

Ahora bien: el infrascrito toma natural y sencillamente ese 
articulo por lo que en so concepto es, por lo que no puede me- 
nos de ser, por la base y punto de |>artida del Concordato todo. 
Los demas son sus esplicaciones, sus aplicaciones, sos coro- 
larios. 

El en sí mismo tiene varios caracteres; ante todo establece y 
consagra un hecho: 

«La Religión católica apostólica romana, que con cscinsion 
de cualquier otro culto continúa siendo la única de la nación es- 
pañola.» Después espresay consigna un deseo y una esperonja. 

«Se conservará siempre en los dominios de S. M. C.;» y úl- 
timamente y por conclusión dispone y formula un precepto, que 
es el acuerdo posible de las potestades concurrentes, «con todos 
los derechos y prerogalivas de que deben gozar, según la ley 
de Dios y lo dispuesto por los sagrados Cánones.» Y reuniendo 
en un punió el hecho que se reconoce de lo que es, la esperanza 
justa de lo que será, y el precepto ó disposición de cómo lo qoe 
es ha de conservarse, llena el propósito raí ffeneris á que se 
tendia, define el espíritu del Concordato todo, y abre el camino 
para Las disposiciones especiales, que, según queda dicho, de- 
bían ser materia de los ariiculos siguientes. 

Pero coDlráiganae todas estas ideas, y apliqúense las pala- 
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bras de ese que queda copiado al punto de la cuestión, y se ve- 
rá claramente que no puede tener para ella influencia de ningu- 
,na clase. ¿Por ventura los derechos y las prerogalivasde que de- 
be gozarla Religión católica, según la ley de Dios y lo dispues- 
7 to por los sagrados Cánones, eran otros, iban mas allá en el 
punto que DOS ocupa que lo declarado en la Constitución de 1S45, 
que lo sancionado en el Cddigo penal de 1649? 

' Nadie lo pensó, á nadie le ocurrió, nadie reclamó tal cosa. 
, Entendió todo el mundo que la Rcligien, que el culto, que la 
Iglesia tenian lo bastante con lo que en aquellas leyes estaba 
ordenado. Ellas continuaron rigiendo, siendo la norma del dere- 
, cbo y de la sociedad. Pasaron un año y otro y otro , y la situa- 
ción legal dcl pais se consolidó mas cada dia. ¿Por qué, pues, 
se ha querido levantar este gran movioiicnlo contra la nueva 
base, cuando ella no hace otra cosa que resumir en una ley po- 
lítica lo que antes resultaba de la ley política entonces existen- 
- le y dcl derecho común establecida y sancionado en el Código? 

La base aprobada dice: oLa nación se obliga á mantener y 
proteger el culto y los niinistros de la Religión católica que pro- 
fesan los españoles. Pero ningún español ni esir.nnjcro podni 
ser perseguido por sus opiniones ó creencias mientras no las 
manifíeste con actos públicos contrarios á la Religión. » 

l'rancamcnle, sencillamente, sin preocupación polilicn de 
• partido acerca de la situación actual de España, ¿que son los 
. dos periodos de la nueva baso sino lo que qucila dicho anle- 
^riormente, el resumen concordado de la antigua Constitución 
con el Código de ISi'J, con su espíritu, con su letra? iiLa nación 
se obliga á mantener y proteger el culto y los ministros de la 
Religión católica que profesan los españoles, » es el arl. 11 de 
la de 1S45, con mas la idea' de protección que allí no se encon- 
traba. Esa palabra, esa ¡dea, combinada con el periodo siguien- 
te, « pero ningún español ni eslranjero podrá ser perseguido 
por sus opiniones ó creencias mientras no las manifieste con 
actos públicos contrarios á la Religión,» es el epilogo dcl titulo 
primero, líb. ii dcl Código penal; epílogo del titulo bien 
deducido, resúmen contra cuya exactitud no parece posible 
elevar reclamaciones. En cuanto al artículo del Concordato, si 
este liabia coexistido sin inconveniente con la antigua Constitu- 
.cion y con el Código penal, ¿cómo ha de pugnar, cómo ha de 
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opoDCMc, cómo ha de ser inconciliable con lo que repite y de 
ningún modo altera aquellos preceptos? 

Demostrado, como cree el infrascrito, que no lia habido ni 
por i'arle del gobierno ni por la de las Cortes españolas ningu- 
na innovación ni propósito de innovación que debiera alarmar á 
la Santa Sede, y diera motivo para justas reclamaciones, termi- 
nará su obra espresando con verdad lo que ha habido y lo que 
hay aun en esta materia, y esponiendo al Emmo. secretario de 
Estado la sincera realidad de una conducta que, como dijo antes, 
juaga prudente y honrada. 

La revolución del verano pasado despertó, como todas, mas 
ó menos legitimas aspiraciones, asi como dio lugar á numerosos 
resenlimienlos. Aparecieron entre aquellas las de libertad reli- 
giosa; estos por su parle se lanzaron también sobre una cuestión, 
con la que se proponían concilar pasiones populares. Si el emi- 
ncolisimo Cardenal ha seguido con algún Ínteres la marcha de 
nuestros sucesos, puede haber visto que ese movimiento contra- 
rio á la csclusiva unidad de culto llegó alguna vez á tomar pro- 
porciones de gran importancia; un partido considerable de den- 
tro, una reclamación poderosa de fuera del Estado, lian puesto 
en peligro mas de una vez esa esclusiva unidad que el gobierno 
defendía, y han traído al mismo gobierno complicaciones des- 
agradables. No ha vencido, no ha llevado adelante su causa sin 
esfuerzo y sin sudores: en cierlo día dependió el triunfo de cua- 
tro votos; tal vez en esle momento, si no le ha acarreado serios 
disgustos con otra nación, lia iniluido para resfriar una buena y 
perfecta inteligencia con quien personaliucnlc jamás tul dejado 
de ser sincero amigo de la española. 

£1 gobierno lo ha arrostrado todo, porque era su deber. Sin 
hacerse de ello un gran mérito, cree que tiene el derecho de pro- 
clamarlo con salisfaccioü, cuando no con orgullo. 

Pero al propio liemixi también lo acaba de decir el que ha- 
bla ; los descontentos y los asustados por la nueva situación po- 
lítica vieron de buena fe unos, y supusieron que veian otros, peli- 
gros que no cxislian en realidad sino en su mente. Olvidaron la 
Conslilncion de lS-15; se descnlendicron del Código penal, y re- 
clamaron no se sabe bien que, en lugar de la base que estaba 
propuesta á las Corles. Buscóse en* ella una segunda intención 
que no habla, y díose tortura ú sus palabras para ponerlas en 
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contradicción con los sentimientos del pueblo. En vez de ilus» 
Irar y tranquilizará este, quísose producir una agitación incon- ■ 
sidcrada y facticia para hostilizar á las Cortes mas bien que 
para consignar ninguna otra idea práctica que la que al cabo 
obtuvo su aprobación. 

£1 infrascrito no acusa, no puede acusar á cuantos disintie* 
ron de esta materia, ni de propósito condenables, ni de miras 
interesadas. Respeta todas las opiniones que son leales, y conoce 
personas muy sinceras que han errado inocentemente en esta 
cuestión. Pero los hechos que después han sobrevenido le aulo~ 
rizan para no colocar en una propia y respetable categoría á to- 
dos los impugnadores de la base religiosa. Si los había que pro- 
cediesen por verdaderos escrúpulos, y no teniendo en cuenta los 
antecedentes que quedan esplicados, indudablemente los había 
también que eran movidos por una causa mundana, y que bus- 
caban un instrumento para sus fines, como después , terminada 
aquella agitación, han seguido buscando otros y otros. 

De cualquiera suerte, el gobierno, que defendía la unidad cató- 
lica contra los libre-cultistas auxiliados de un indujo eslranjcro, 
lia defendido también la base; esto es, el asentado y permanente 
derecho nacional, contra los que, no haciéndose.cargo de esta 
razón, pugnaban por reducirnos á situaciones ya muy pasadas, 
incompatibles con el actual estado de la nación española. 

Apoyado por la mayoría de los Cortes, el gobierno ha obte- 
nido el Qn de sus propósitos. Con la redacción definitiva de la • 
base, que es ya ley, y en la que no cabe variación alguna, la . 
unidad católica existe, como existia ante.s de la revolución de 
1854: el nuevo derecho es el del Código penal y el del Concor- 
dato de 1851, conciliados entre sí, como lo estuvieron desde su 
simultánea coexistencia. Todo lo que ellos aseguraron está se- 
guro, y no hay, y no habrá nada mas que lo que fue asegurado 
por ellos. 

Después de estas esplicaciones, que no alcanzaría el infras- 
crito cómo no fuesen satisfactorias á la Santa Sede, pocas pala- 
bras añadirá sobre algunas críticas de mera redacción de que ha 
sido objeto el testo de la base. No es su ánimo el entrar en 
disputas de perfección literaria para discutir si habria sido mejor 
espresion esta que la otra; conocido el alcance, esplicado y no 
cabiendo duda en el sentido, las demas son cuestiones de gusto 
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ó de capricho, que ni se deben agitar, ni se pueden resolver. Ou® 
se diga ser la Religión católica la de la nación española, ó la de 
los españoles, ¿dejará de ser lodo uno, cuando son los españo- 
les los que integra y esclusivamcnic componen la nación es- 
pañola? 

No se dice que sen la Religión del Estado, como algunos de- 
seaban; mas, á juicio del infrascrito, á juicio de su gobierno, esa 
frase, que tampoco estaba en la anterior Constitución, habría si- 
do, á mas de ello, impropia en el caso presente. Se declara y de- 
be declararse cuál es la Religión del Estado donde los indivi- 
duos de este profesan varias, donde es permitido y celebrado 
mas de un culto, en Francia, en .Austria, en Bélgica, en el Pia- 
inonte. Pero en donde no hay mas que uno solo, y se establece 
y se garantiza asi, ¿cuál ha de ser el del Estado, sino esc único 
que la ley sanciona y reconoce? 

Se quitó asimismo el adverbio civilmente, que la comisión 
de bases había acordado al principio, y esto- tampoco se esplica 
de un modo satisfactorio. El objeto era bueno; el objeto consis- 
tía en hacer entender que las legitimas atribuciones de la po- 
testad espiritual quedaban siempre incólumes ante el segundo 
periodo de la base. 

Mas esto, bajo un punto de vista, no era menester decirlo, 
pues que la antigua legislación, incluso el Concordato, no se 
han alterado ni derogado, ni se trataban de alterar ni derogar 
por la l>ase propia; y bajo otro, de la conservación de la pala- 
bra civilmente calificando al verbo no se perseguirá, resultaba 
el contrasentido de que podría perseguirse de un modo diverso, 
de que podria perseguir la Iglesia, lo cual no es, no debe ser, no 
puede ser, según el mismo Emmo. secretario de Estado reconoce 
ydeclara en su despacho de fi de abril: «Lalglesia no persigue.» 
Para nada, pues, legitimo era necesario el adverbio; y su exis- 
tencia podia inspirar ideas erróneas á los que creyeran admisi- 
ble la persecución por las autoridades espirituales. 

rnicamentc resta al infrascrito hacerse cargo de una frase 
del despacho del Emmo. secretario de Estado de Su Santidad, 
la que se refiere á que la mayoría de las Cortes se ha puesto en 
Oposición con su voto á las opiniones verdaderas del pueblo es- 
pañol. B1 gobierno de S. M. Católica siente que se haya emitido 
una idea tal, y protesta del modo mas enérgico por su parte con- 
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tra scmejonle pensamiento. De hecho y en realidad las Cortes 
han sido nombradas bien libremente por el país; de derecho, 
ellas lo representan, y su voluntad se presume se.a la voluntad 
de este. Son un poder legitimo; son un poder verdadero; son un 
poder constituyente, y como tal soberano. No debe ser otro po-’ 
dereonslituido quien ponga en duda sin ningún dato, sin nin- 
gún criterio para 'hacerlo, la conformidad de sus votos con las 
sinceras opiniones de la nación. 

No cree tener que decir mas el que habla en contestación á 
la nota y despacho de 30 y 6 de abril último. Las sinceras y lea- 
les es|)ticaciones que ha dado deben ser suficientes para tranqui- 
lizar el ánimo del digno sucesor de San Pedro. Ellas le deben con- 
vencer de que no se ha decretado en España ninguna novedad 
perniciosa; de que solamente se ha recopilado en pocas lineas 
lo que como hecho y como derecho existía en las costumbres y 
en las leyes. Otra cosa no hubiera sido ni prudente ni justa: aun 
para conseguir esa misma ha sido indispensable no poco empeño, 
•o poca constancia, y los que se hubiesen propuesto mas , apar- 
te del acierto ó no acierto con que procedieran, solo habrían 
conseguido comprometer lo mismo que deseaban, y dar la vic- 
toria á adversarios que han llegado á tal poder y á tal número. 

El infrascrito tiene la honra de repetir al Emmo. Cardenal An- 
lonelli las seguridades de su mas alta consideración. 

'NttM. 18 . 

Al ministro plenipotenciario de S. M. en Roma. — Madrid 3 
de julio de 1855. — ExemoSr. — He dado cuenta á N. M. de los 
despachos de V. E., números 79 y 80, de fecha 16 de junio. 
En su vista la Reina (Q. D. G.) se ha dignado aprobar,' califi- 
cándola de razonada y oportuna, la nota que V. E. piensa pa- 
sar á la Santa Sede, contestando á sus observaciones' sobre la 
base religiosa. ' ” . .. . .. u 

S. M. se ha dignado aprobar al mismo tiempo las reclama- 
ciones dirigidas ])or V. E. á la Santa Sede con motivo del calum- 
nioso artículo qué, no sin consentimiento tácito de aquel gobier- 
no, publicó há pocos dias el periódico titulado La Civiltá Catto- 
¡ioa. No es, sin embargo, el propósito de S. M. que V. E. insista 
mucho en reclamaciones de este género. ■" •' 


Si las relaciones de la Santa Sede con el grobierno de España 
estuviesen en un estado normal, V. E. debería protestar enérgi- 
camente contra un hecho que manifiesta el escaso interes con 
que mira la Santa Sede el decoro de la Reina y de su gobierno. 
Pero no es posible, Exemo. Sr., dejar de considerar el estada 
de relaciones en que ambas potestades se encuentran. La verdad 
es que el gobierno de S. M. no ha podido impedir en los pri- 
meros momentos de la revolución que el nombre de la Santa 
Sede sea tratado en España con menos respeto que exigen 
nuestras leyes mismas y que puede tolerar una buena corres- 
pondencia. La verdad es que la Santa Sede ha juzgado conve- 
niente adoptar una conducta esn respecto á la ley de desamor- 
tización decretada y sancionada en España, que la coloca oon 
respecto á nosotros en una situación, ya que no hostil, indife- 
rente. En la esperanza de cambiar este estado de cosas, resta— 
hleciendo las amistosas relaciones que antes existían entre am- 
bas potestades, el gobierno de S. M. ha acreditado á V, E. cer- 
ca de la Santa Sede, y hoy espera todavía de la justicia de su 
causa, de la alta discreción de Su Santidad y del notorio celo y 
probada habilidad de V. E., que llegarán á ser realidad su» 
propósitos. En el Interin es imposible prescindir, como ya que- 
da dicho, del estado actual de las cosas. 

Este es tal, que exige la mas es trema da prudencia. El go- 
bierno de S. M., que está dispuesto á arrostrar todas las conse- 
cuencias de un rompimiento . coa la 'Santa Sede, si esta hoy ó 
mañana lo lleva acabo; que no piensa proponer á las Corles 
ninguna modificaeion eu la desamortización decretada, como 
acaso ha llegado á esperar la Santa Sede ; qne llevará aquella 
ley á ejecución oon todo rigor y en breve plazo , ni quiere ser 
él quien dé la señal de un rompimiento definitivo que ha da 
ocasionar muchos males á la Iglesia y al Estado, ni quiere tam- 
poco confundir oon la cuestión esencial que trac divididas á 
ambas potestades , cuestiones accidentales y secundarias. En 
todo lo que no sea modificar ia ley de desamortización, el go- 
bierno puede ceder; V. E. puede dar esperanzas de qne cederá 
en todo lo que sea de forrea ó secundario ^ V. E. puede y deba 
ceder siempre. Tales son los principios del gobierno de S. M., 
consignados ya en las insinicciones escrilas que á su partida 
recibió V. £. 


Si dentro de eelAs oondioionee puede resiabiecerse la buena 
armonía entre ambas potestades, nada mas que eso desea el go- 
bierno de S. M. : si, por et oontrario, sobreviene dentro de ellas 
un rompimiento por parte de la Santa Sede, no podrá menos de 
deplorarlo con peotunda sinceridad el gobierno, pero sabrá ha- 
cer respetar, asi de la Santa Sede como de lodos sus enemigos, 
el poder y La razón que en su concepto le asiste. 

El gobierno de S. M. ,cree que estas esplicaciones bastan 
pata que V. E. comprenda sus propósitos y la b'nea de conduc- 
ta que se propone seguir en todo evento. Con tanto mas motivo 
es conveniente que se penetre V. £. del pensamiento del go- 
bierno, cuanto que insiste, á pesar de la fundada observación 
de V, E., en que todas las principales reclamaciones sean dis- 
cutidas entre V. E. y la Santa Sede. 

S. M. cree que, lenieado acreditado á V. E. como ministro 
plenipolGociuio cerca de Su Santidad, y tratándose de asuntos 
tan graves, es tanto mas conforme á las buenas prácticas, que no 
lo que pretende la Santa Sede, teniendo solo un encargado de 
negocios en bladrid. 

Todo lo cual cemunico á V, E. de real orden para su conoci- 
miento y efectos consiguientes. Dios guarde á V, E, mochos 
años.— Firmado. — Juan de ¿avala. , 

I' ' 

NVM. 1». 

! 

Legación de España en Roma 16 de julio de 1855.— Copia. 
— Elinfraacrilo, enviado eskanrdinario y ministro plenipotencia- 
rio do S. M. Católica, tiene recibida de su gobierno copia de la 
nota que le pasó en Cecba 18 de abril el eneargado de negocios 
de la Sania Sede lespceto á las medidas que se habían tomado 
con el Rdo. Obispo de Osma, y órden al mismo tiempo de es- 
poner al secretario de Estado, Enuno. Cardenal Anloneili, el 
verdadero sarócler de este desagradable asunto. -- 

- . Es de suponer qim S. Eimtta. tenga conocimiento de la espo- 
sícion dirigida por aquel Prelado á las Cortas con motivo do la 
ley de desamorlúacioo que discutían ; mas por si no fuese asi, 
el infrascrito tiene la honra de acompañar un gjeniplar impreso, 
cual en los periódicos que se apellidan rdigiosos so ha publica- 
do. Y con solo presentar su teslo íntegro i los ojos del ilustrado 
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ministro de Su Santidad, está separo que la rectitud de este no 
podrá menos de reconocer la justicia con que ha obrado el 
biemo, no permitiendo que un súbdito suyo, por elevado y res- 
petable que sea, le menosprecie y le ultraje. 

£1 Rdo. Obispo de Usma pudo representar en términos de- 
corosos y comedidos sobre lo que no era conforme á sus convic- 
ciones; otros Obispos lo han hecho, y el g;obiemo de S. M. Ca- 
tólica no los ha incomodado ni les ha puesto embarazo alguno. 
Lo que aquel no debia hacer ni este podia permitir , era traspa- 
sar las formas regulares de toda representación que se dirige á 
un poder soberano, invocar como existentes en España dispo- 
siciones no admitidas por sus Reyes, y sustituir al carácter de 
una súplica modesta el de una conminación tan escandalosa 
como poco meditada. 

El gobierno español, deplorando este liecho, no queriendo ser 
severo, ni aun con plena jasticia, contra un Prelado de la Iglesia, 
prestó al Obispo de Osma cuantas facilidades eran .'ipetecibles 
para que esplicase sus palabras, y le eximiese de la triste nece> 
sidad en que le ponía. Todo fue inútil. La segunda esposicion 
que con fecha 4 de abril elevó al mismo gobierno, y de la cual 
el infrascrito acompaña una copia, fue en lo posible una agrava- 
ción, porque fue una conlirmacion mas reflexiva del primer paso. 

En tales circnnslancias, claros eran los deberes del gobier- 
no, y los lia cumplido. No lolia Kécho por espíritu de persecu- 
ción, sino por espíritu de dignidad y decoro. Lo ha llevado i 
cabo con senlimienlo, y desea ainoeramenle verse en disposi- 
ción de revocar sus providencias. Tan luego como el Obispo de 
Osma reconozca su falta, falta cometida, no en esponer las ideas ' 
que tuviese, sino en hacerlo oon las formas y los accidentes con 
que lo ha verifleado, el gobierno de S. M. Católica le permiti- 
rá volver á su diócesi, como no ha impedido que continúen resi-- 
diendo en las suyas otros Pralados que representaron también, 
contra la ley de desamorlitacion, mas que lo hicieron en térmi- 
nos eonvenientee y respetuosos, cuales un súbdito los puede em- 
plear, enales un gobicrnn los puede oir. . " 

El infrascrito aprovecha esta ocaskm para reiterar al emi-< 
nenlísimo señor secretario de Estado, Cardenal Antondli, las 
seguridades de su nM8alta>oonsidaracion.— Eirmado. — Joaquín 
Franoiaco Pacheco.— Eatá conforme. 


.. 
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Legación de España en Roma. — Copia. — Al eminentísimo . 
y Rmo. Cardenal Antonelli, secretario de Estado de Su SanlH 
dad. — Roma 17 de julio de 1S55. — £1 infrascrito, enviado es- 
traordinarie y ministro plenipotenciario de $. M. Católica, tiene 
encargo de su gobierno para contestar al Cmmo. secretario de 
Estado de Su Santidad, Cardenal Antonelli, respectivamente á 
la reclamación hecha en 3 do abril por el encargado de ' negó- . 
cios de esta corte en la de España, acerca deja prohibición de 
sagradas órdenes decretada en 1.** del mismo mes. 

Para hacerlo con la sinceridad que le caracteriza y con la es- 
peranza que hay en su ánimo de satislacer al Sumo Jefe de la 
Iglesia católica, observará ante todo el infrascrito que ni la es> 
presada prohibición es mas que una suspensión tempocal, tuasta 
llevar á efecto lo mismo que .está prescrito en .el Concordato, y > 
que ya deberia haberse realizado plenamente, ni - tampoco es 
mas que una suspensión parcial, aplicable á las ordenaciones á 
título de patrimonio, y de ninguna suerte á las que se fundan en • 
beneficios eclesiásticos. , . . 

Las causas que indujeron al gobierno para tomar esta medi- } 
dason tan notorias como concluyentes. Ni podía olvidar el go- 
bierno propio la existencia del novísimo Concordato , ni dejaba $ 

de comprender y de sentir la necesidad de que se observase en 
una nacimt católica la disciplina de la Iglesia establecida en el 
C<H)ci|io de Treoto, consagrada en ■ Concordatos anteriores, con ' 
especialidad en el de 1737, y sancionada hasta por las leyes ci- 
viles. Mas el mismo gobierno tenia un conocimiento exacto de 
las continuas infracciones que en muchas diócesis se oometian á 
esa disciplina canónica, confiriendo las órdenes sagradas á per- 
sonas que ni tenían la necearía instruedoo, ni reunían ademas > 
decorosos medios de subsistencia. Cometiéndose evidentes. frau- , 
des en la erección de los patrimonios, por haber desgraciadamen-' . 
te en este punto una deplorable facilidad, .encontrábanse después,* 
obligados los ya sacerdotes á buscar esa subsistencia por medios 
que desdoraban su condición, lo cual es mas grave y. pernicioso . 
en España que en muchos otros países, á la vei que eran inúti- 
les para el desempeño de ios- encargos «y curas parroquiales. « 
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Tao evidentemente ha sido esto asi, que se han visto precitados 
con frecuencia los RR. Obispos á encargar feligresías vacantes 
A párrocos de otras inmediatas, por no inspirarles confianza los 
sacerdotes ordenados á tal titulo de patrimonio. De manera que, 
por una parte, gran número de estos no podían subsistir, siendo 
figuradas las congruas con que se ordenaron, y por otra no po- 
dían ser empleados en la cura de almas, por su incapacidad ó fal- 
ta de estudios. 

Hubiera faltado á uno de sus mas altos deberes el gobierno 
si no hnbiese puesto los ojos en lo que todo el mundo veia, en 
lo que universalmente se deploraba, en lo que la Santa Sede de- 
berá conocer, porque es imposible que hayan dejado de decír- 
selo, tanto sus encarg<'>tl°^> cuanto algunos, al menos, de los 
propios Obispos españoles. 

Para remediar estos males, el gobierno creyó oportuna, no 
una prohibición, aino ana suspensión temporal de las órdenes; 
DO tampoco una suspenaion absoluta, sino parcial y limilada. 
Su mayor deseo ea que los RR. Obispos lleven á cabo cnanto 
antes el arreglo definitivo de las parroquias de sus diócesis^ que 
el Gmoordato preceptúa; que celebren concursos para su adjudi- 
cación y desempeño por los mas instruidos y mas dignos, y qne 
proroneven, por lanío, á las órdenes sagradas á cuanlos crean 
necesarios para la administración del pasto espiritual á los fieles. 
Niel gobierno se ha opuesto ni se opone á que confieran, en to- 
do caso, los beneficios vacantes, aunque sea á los no ordenados, 
ordenándolos después á tílulo de los qne les hubieren conferido. 
Lo que ha querido evitar por su decreto es que, con menospre- 
cio del Concilio de Trento, dcl art. 5.° del Concordato de 1787, 
de loa Breves dados pata au ejeeneion, y de las leyes españolas 
que están en obserrencia, se abuse del Ululo de patrimonio, y 
seaoebe de llenar noestra Iglesia de olórigos vagos é inútiles, 
cuya ignorancia, necesaria oeiosuiadj’y aun pobreza, son siem- 
pre pMjodicialesá la misma Iglesia y al Estado. Esto ni puede 
set oonltario á los ariiculos 4.“, 43 y 45 del útlimo Concordato, 
que se han de entender ea tórminos naturales y posibles, ni se 
eocueplra en opoeicioa con lo establecido en el decreto de 90 de 
abril de 1852, espedido de acuerdo de ambas autoridades. 

El infrascrito espera que la Santa Sede lo comprenda asi, en 
vista de lai leales etpUeaciones que -le acaba da dan y apreve- 
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cha este momento para reiterar á ra Emmo. secretario de hitado 
las seguridades de su roas alta consideración. — Firmado. — J.F. 
Pacheco. — Está conforme. 


IIVM. 11. 

Nunciatura apostdliea.— Madrid 15 de julio de 1855.— La 
serie de hechos que han sobrevenido en España con ofensa de la 
Religión y de la Iglesia, y con manifiesta infracción del solemne 
tratado celebrado entre el gobierno de S. M. Catdlica y la Santa 
Sede en el año de 1851, así como el ningvn resultado que han 
tenido las repetid.ss reclamaciones y protestas hechas en nombre 
de la Iglesia, han puesloal Santo Padre en la dolorosa necesidad 
de hacer que cese su representación en este reino. En su conse- 
cuencia, el infrascrito, encargado de negocios de la Santa Sede, 
ha recibido la drden de salirde la península y regresar á Roma, 
por lo que se ve en la precisión de molestar á V. E., á fin de 
que se sirva espedirle y remitirle los correspondientes pasa- 
portes. 

Con este motivo tan desagradable, el infrascrito tiene la hon- 
ra de reiterar á V. E. las seguridades de su roas distinguida 
consideración y aprecio. — De V. E. atento seguro servidor. — 
Firmado. — Alejandro Franchi, encargado de negocios de la 
Santa Sede. — Señor ministro de Estado. 

i 

HÚM. 22. 

Al encargado de negocios de la Santa Sede. — San Lorenzo 
16 de julio de 1855.— El infrascrito, primer secretario dé Estado 
de S. M. Caustica, no puede menos de manifestar á V. S. la 
sorpresa con que el gobierno de S. M. ha visto el contenido de 
su nota de ayer, y la grave determinación que en ella se anuncia. 
No es hora ya de ofrecer al eximen de V. S. y á la considera- 
ción de la Santa Sede las importantes razones legales y políticas 
que esplican y abonan á un tiempo la conducta seguida por el 
gobierno de S. M. en sus relaciones con la Iglesia. Si ellas hubie- 
ran sido con imparcialidad meditadas, no habría llegado segu- 
ramente el deplorable caso de que V. S.', de orden de sugobter- 
no, pidiese sus pasaportes al gobierne de 8. M. 


’ Pero al otorgárselos y dar por rota* las relaciones entre V. S. 
y él gobierno de la Reina, bien pnede este protestar de una cosa, 
y es, de haber hecho cuanto era posible, cuanto estaba en su 
mano iiacer, para conciliar los intereses de la Iglesia, siempre 
respetable, con los del Estado, cuya defensa Ic estaba espe- 
cialmente encomendada. 

También puede protestar, y protestará, si es necesario, á la 
farde la Europa, de su sincera adhesión á la autoridad espiritual 
■ del Santo Padre, y de sus sentimientos altamente católicos y 
' dignos en un todo de la católica nación español*. •' 

' El infrascrito, al remitir á V. S. los pasaportes que solicita, 
tiene la honra de reiterarte las seguridades de su mas alta y dis- 
tinguida consideración. — B. L. M-. de V. S. su atento seguro 
servidor. — Firmado. — Juan de Zavala. 

IfVM. 23. 

Al ministro plenipotenciario de S. iVI. en Roma. — San Loren- 
zo 22 de julio de 1S55. — Exemo. Sr — Cuando el tiempo trasem- 
rido desde que la ley de desamortización fue promulgada, y 
las sinceras y amistosas esplieaciones dadas sobre este y otros 
puntos controvertidos á la Santa Sede ofrccian mayores espe- 
ranzas de conciliación, dejando creer que no llegaría el caso de 
un rompimiento, ha solicitado re|>entinamentc sus pasaportes el 
encargado de negocios de Su Santidad en esta corle, fundando 
tan grave determinación, segim dice en su nota, fecha 15 del 
corriente, en ofensas de laReligion y de la Iglesia, y en infrac- 
ciones de derecho que con notoria inexactitud é injusticia supo- 
ne cometidas en la nación española. 

Enterada la Reina (<J. I). G. ) de este deplorable suceso, y 
de los términos poco meditados sin duda con que el encargado 
de negocios de Su Santidad ha llevado á efecto la resolución de 
su gobierno, dispuso que inmediatamente le fuesen entregados 
sus pasaportes, según solicilaba, protestando al mismo tiempo 
Bolemnemenlo la adhesión del gobierno español a la autoridad 
espiritual del Santo Padre y de sus sentimientos rigorosamente 
católicos, no puestos en duda hasta ahora, no desmentidos por 
ningún hecho, merecedores de otra consideración sin duda por 
parte del gobierno de la Santa Sede. 
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- > Pero con aeeeder á la solicitad del representante de Su San- 
tidad, y con protestar aUamente contra loa términos de su nota 
'úlUnM, no queda á salvo el decoro de la Reina y de su gobier- 
no, y por lo mismo S. M. me manda decir á V. £., como en su 
real nombre lo ejecuto, que, dando por terminada su misión, se 
apresure á pedir sus pasaportes, asi como los de todos los indi- 
viduos que componen esa legación de S, M., menos los d^i agre- 
gado D. Carlos Moreno de Vlllalva, el cual quedará interina- 
mente encargado de la correspondencia, rogando ai embajador 
de S. M. el Emperador de los franceses, en cuyo conocimiento 
se pone este deseo de S. M., que se encargue de lo protección de 
las personas y de los intereses encomendados ahora á V. E. 
como representante de S. M. No ya para demostrar la razón 
que nos asiste, el gravo error con que procede el gobierno 
de Su Santidad, que hasta el intento seria en esta parle inopor- 
tuno, sino para dejar solamente consignados los principios ú 
que ha ajustado su conducta el gobierno de S. AI. y los princi- 
pios que le ha opuesto en la suya la Santa Sede, lo que ha 
hecho España y lo que la Santa Sede ha dejado de hacer, 
lo que nosotros liemos solicitado respetuosamente y lo que 
nos ha negado con iqüexiblc rigor el Santo Padre, la Rei- 
na (Q- !>• G> ) irte ordena decir á V. E. que al pedir íus pasa- 
portes al Cardenal secretario de Estado le cnviccopia autorizada 
de la adjunta nota que con esta fecha dirige el infrascrito á lodos 
los gobiernos católicos. 

De real orden lo digo á V. E. para su conocimiento y fines 
. consiguientes. Dios guarde á V. E. muchos años. — Firmado. — 
Juan de Zavala. 

nÚM. 24 (1). 

' oinEccioü poLÍncA. 

Exemo. Sr.: El encargado de negocios de Su Saulidad en 
esta corle lia solicitado y obtenido sus pasaportes dcl gobierno 
de la Reina, retirándose apresuradamente de la pcniiisula. Tan 
grave determinación, que el gobierno de la Reina estaba moy 

I • , 
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lejos de esperar, habiendo ofrecido á la Santa Sede cuantos tes- 
timonios de adhesión y amistad son compatibles con ios altos itt> 
tercscs políticos que le están condados, no ha podido menos de 
ocasionarle honda sorpresa. Pero lo que mas ha lastimado al 
bicmo de S. M., y lo que le pone en la obligación de someter 
su conducta al juicio de las demas potencias católicas, es el con* 
testo 4,e la última nota que, con ocasión de pedir sus pasaportes, 
le ha dirigido * el representante en Madrid de la Santa Sede. 
Afírmase en este documento que el Santo Padre se ve forzado á 
retirar de España su representante «por la serie de hechos que 
en ella han sobrevenido con ofensa dé la Religión y de la Iglesia, 
y con manifiesta infracción del solemne tratado celebrado entre el 
gobierno de S. M. C. y la Santa Sede.» Y aunque no sea esta la 
primera vez que la Santa Sede haya convertido, sin pensarlo, 
sus controversias económicas y administrativas en cuestiones 
puramente religiosas, alarmando, sin querer, las conciencias de 
los súbditos, y cohibiendo poderosamente á los gobiernos; y 
aunque sea claro y patente á todo el mundo que el gobierno de 
la Reina que se honra con el titulo de católica, no ha dejado de 
ser por un solo momento católico, ni ha inferido la menor ofensa 
á los dogmas de la Religión y á las sagradas doctrinas de la 
Iglesia, todavía tan graves suposiciones, como las que contiene 
la nota del representante de la Santa Sede, merecen ser clara y 
solemnemente refutadas y desvanecidas. De este modo aparecerá 
mas y mas censurable á los ojos del mundo la conducta de la 
Santa Sede, si, lo que no es de esperar en su pnidoicia, con ha* 
cer públicas semejantes suposiciones ofreciese autorizados pro- 
testos á los enemigos del orden para alterarlo en la península, 
creando una complicación mas al Occidente, que hoy, en tan re- 
cia cqmo legítima lucha, tiene distraidas su atención y sus fuer- 
zas. De este modo será menos escusable ante la historia la faci- 
lidad con que hoy se lanza la Santa Sede á agravar y ó hacer 
mas peligrosa y difícil la suerte de una nación sumisa siempre á 
sus espirituales preceptos, que la ha ayudado generosamente en 
dias de desventura, que tenía derecho á esperar, por esto al me- 
nos, cuando no benevolencia, recta y desapasionada justicia. 
Pero aun cuando con demostrar que no ha inferido la menor 
ofensa á la Religión ni á la Iglesia pudiera cumplir su propósito 
el gobierno de la Reina, no por eso dejará de hacer patente, en 
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breves pelabras, que tampoco ha infrínerído {gratuitamente el 
Concordato de 1851, poniendo en contradicción abierta su con- 
ducta con la legalidad existente. Así se comprenderá del todo 
cuán profunda ha debido ser la sorpresa del gobierno de S. M. 
al ver la grave determinación de Su Santidad y los duros térmi- 
nos con que le ha sido anunciada. 

La mas importante de las discusiones entabladas por Su 
Santidad con el gobierno de la Reina, y la que mas carácter tie- 
ne de disensión religiosa, es la que se refiere á la base 2.“ 
de la hitara Constitueion del Estado, votada por las Cortea 
Constituyentes, que dice de esta manera: «La nación se obliga á 
mantener y proteger el culto de la Religión católica que profe- 
san los españoles. Pero ningún español ni estranjero podrá ser 
perseguido por sus opiniones ó creencias mientras no tas mani- 
fieste con actos páblicos contrarios á la Religión.» Y bien puede 
decirse sin reparo que no hay en la Constitución de ningún pue- 
blo católico, en las leyes civiles de ningún pueblo cristiano, 
un testimonio nsas vivo de religiosidad y de fe: se obliga la 
nación á mantener el culto, seobliga á protegerlo; declara 
que el católico es el que profesan sus hijos, todos sus hijos. 
Esto, menos que esto, decía la Constitución anterior: obligá- 
base en ella la nación á mantener el culto, declarábase que el 
católico era el de los españoles; pero no se obligaba la nación á 
protegerlo, como se obliga por la presente. En ella queda termi- 
nantemente prohibido todo acto público contrario á la Religión; 
y no se autorizan por eso los secretos, no, sino que se consideran 
fuera de la acción de las leyes. La unidad católica queda intac- 
ta. ¿Qué es, pues, lo que ha dado causa á las reclamaciones d e 
Roma? ¿Cuáles son, pues, las palabras con que se ofende en la 
base constitucional á la Religión y á la Iglesia? Por estraño que 
parezca, por sensible que sea proclamarlo, fuerza es decir que 
lo que encuentra injusto la Santa Sede es que no se persiga, se- 
gún la base, á ningún español ni estranjero, por sus opiniones ó 
creencias, mientras no las manifieste por actos públicos contra- 
rios á la Religión. Bien pudiera el gobierno de la Reina presetw 
tar sin comentarios este hecho á la consideración del mundo ca- 
tólico. Cuando la unidad religiosa no quedase intacta; cuando el 
Estado, manteniendo y protegiendo el cullo católico, no persi- 
guiese, sin embargó, á ningún ciudadano por actos contrarios á 
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la Rítiglon, todavía no podría tacharae al gobierno eapañol de 
mal católico; que eso y maa toleran, que eso y mas hacen y de- 
jan hacer la mayor parte de los gobiernos católicos, aquellos á 
quienes mas debe la Santa Sede. ¡Qué habrá de decirse cuando 
lo único que se garantúa al hombre de contraria creencia es que 
no se escudriñará su conciencia, que no se violará el secreto de 
su hogar, que no se enqilearán nunca en contra suya los anti- 
guos procedimientos del famoeo Tribunal de la Fe! Pero aun apa- 
re oe mas injusta con el gobierno de S. M. la Santa Sede, si se 
considera que lo que consigna la Constitución del Estado rige 
de hecho en nuestra nación há muchos años; ha sido de hecho 
tolerado por la Constitución de 1837 y por la de 1845, y existe 
de derecho desde 1848, en que se promulgó el Código penal, 
donde una, dos, tres veces, en diversos artículos, y bajo ^ver- 
sas formas, quedó terminantemente establecido que la publici- 
dad fuera la condición esencial del delito religioso, que no lo 
hubiese sin ella; que no se impusiera pena alguna á ningún acto 
secreto, por contrario que fuese al coito católico. En vano se 
alega el testo del articulo primero del Concordato de 1851, don- 
de se consigna que «la Religión católica .apostólica roniana 
continúa siendo la única de la nación española,» porque este es 
solo un hecho que la base constituoional declara de la misma 
manera; y en cuanto á la segunda parle de aquel articulo, solo 
so dice en ella que «el culto católico conservará |ó se eonsertx»- 
róy siempre en los dominios de S. M. Católica todos (ó con to- 
dos) los derechos y prerogalivas de que debe gozar, según la 
ley de Dios y los sagrados C.ánones.» Vagopreoeplo, que puede 
ajustarse lo mismo con la unidad católica que con la tolerancia 
de cultos. Es, pues, evidente, es cosá fuera de discusión, que ni 
hay ofensa á la Religión, ni hay siquiern infracción del Concor- 
dato en la base controvertida. Ha ¡>odido dudarse en España si 
era ó no conveniente, bajo el punto de vista político, consignar- 
la en la ley fundamental del Estado: ha podido haber opiniones 
sinceras que disientan en esto ponto; pero nadie imparcialmente 
puede decir que se establezca nada nuevo ó desconocido, que se 
ofenda de ningún modo á la Religión católica. 

La prohibición de que entren monjas en loe conventos mien- 
tras no justiflqne cada uno de estos que tiene las condksiunes le- 
gales en el Concordato exigidas, y la suspensioa de conferir ór- 
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deiMs mientras el arregrlo del clero parroquial no se lleve á cabo, 
son medidas contra las cuales ha protestado enérg:ieamente la 
Santa Slíde, y son acaso ofensivas, en su concepto, á la Relig^ion 
y á la Igrlesia. Si para poner en su punto de verdad la sifmifica- 
cíon de la base religiosa basta con examinar imparcialinente su 
contesto para dar á conocer la razón y la prudencia con que el 
gobierno de S. M. ha procedido en las dos cuestiones de que 
ahora tratamos, no es menester mas que leer loa artículos del 
Concordato, de ese Concordato mismo que tanto invoca la Santa 
Sede, y tener algún conocimiento de lo que está aconteciendo en 
España. El art. 30 del Concordato no habla mas que de muje- 
res llamadas y consagradas, al mismo tiempo que á la vida 
contemplativa, «á la activa de la asistencia de los enfermos, 
enseñanza de niñas y otras obras y ocupaciones piadosas y 
útiles;» de casas de religiosas que á Ib vida contemplativa re- 
únan ala educación y enseñanza de las niñas ú otras obras de 
caridad;» de conventos en que solo se permite la profesión de 
novicias, «proponiendo los Ordinarios los ejercicios de enseñan- 
za ó de caridad á que deben dedicarse, u Es decir, que las casas 
de religiosas dedicadas únicamente á la vida contemplativa no 
tienen existencia legal, segunet Coroordato; las que había, ó de- 
bieron cambiar de forma, ú ser cerradas desde su promulga- 
ción. Nada de esto se ha hedió, sin embargo, y durante algunos 
años el gobierno español ha tolerado la admisión de novicias, 
sin que en los conventos en que entraban se hiciese mudanza 
alguna. Público es esto , y fuera de duda; notorio debe ser 
también que el gobierno no ha hecho mas que exigir la ejecu- 
ción del Concordato al evitar el aumento indebido do monjas, 
uúilerin, dice la circular, no conste en el ministerio de Gracia 
y Justicia si las respectivas comunidades cumplen, y en qué 
manera, las condiciones de su existencia legal.» Y aun es ma- 
yor si cabe la razón que le asistía para disponer que «no se con- 
fieran órdenes sagradas, por ahora, y mientras no se verifique 
d arreglo general del clero parroquial,» á menos que «los or- 
denandos no obtengan ya, ó en adelante obtengan, prebendas 
y beneficios eclesiásticos,» ó á menos que no hayan ya «ascen- 
dido al aubdiaconado, ó sean de loe religiosos eaclaustrados 
que no hayan recibido órdenes sagradas y deseen hacerlo, a 
todo con el fin de no perjudicar derechos adquiridos. Sabidoa 
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6on los perjaicios que ha ocasionado en todos tiempos la abun« 
dancia de clérigos sin beneficio, ni ocupación, ni medios de sus- 
tentación, que, lejos de servir al hiende la Iglesia y del Estado, 
* son para aquella y para este perenne manantial y semillero de 
disgustos. Las leyes eelesiistieas y civiles condenan de con- 
suno este abuso, que solo ha logrado desenvolverse y pros- 
perar en tiempos de corrupción en la disciplina eclesiástica 
y de decadencia en el Estado. Al hacerse el Concordato de 
1851 se reconoció, es verdad, como no podia menos, en 
los Obispos el derecho de conferir órdenes sagradas: tampoco 
ahora lo desconoce , ni podría desconocerlo sin cometer 
una impiedad notoria, el gobierno de la Reina. Pero estas 
facultades de los Ordinarios tienen un límite que no es me- 
nester consignar en ningún Concordato, que no es menes- 
ter declarar en ninguna ley, porque hay muchas ya que dara- 
mente lo fijan, y aun, á falta de ellas, lo fijarla el buen sentido. 
Los Obispos pueden hacer cuantos clérigos sean necesarios para 
el culto, cuantos del culto puedan mantenerse; pero no pueden 
hacer clérigos ociosos, inútiles, miserables; no pueden prodigar 
las órdenes sagradas mas allá de la necesidad y de la conve- 
niencia pública. Es, pues, indispensable conocer y fijar, para que 
luego quede libre la facultad de los Obispos, el número de orde- 
nados que debe haber en una nación, próximamente al menos, 
como estas cosas pueden conocerse y fijarse. Por eso el Concor- 
dato determinó, en su art. 24, «que se procediese á formar un 
nuevo arreglo y demarcación parroquial en las diócesis del rei- 
no, teniendo en cuenta la estension y naturaleza del territorio y 
de la población, » y las demás circunstancias locales que era 
necesario para esto tener presente. Por eso el gobierno espa- 
ñol ha hecho, desde el Concordato acá, cuanto ha estado de su 
parte para que el arreglo parroquial se lleve á efecto en breve 
plazo. Pero no ha podido conseguirlo hasta el presente , ni ha 
hallado, por cierto, en la Santa Sede acerca de cale punto la 
solicita premuraqueha puesto en que otros puntosdel Concordato 
se cumplan; y,enelinlerin, sehanmultiplicadolasordenacionas, 
tal vez con necesidad, pero sin estar esta necesidad probada; 
tal vez sin daño público, pero no demostrándose que no le ha- 
bía. Preciso era poner un término á esto, y preparar, con la sua- 
pension de las órdenes, la ejecución dei art. 24 del Concordato; 
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preciso era, y mas cuando de esta manera no se infringía el 
Concordato, sino que se cumplía; no se infería ninguna ofensa á 
la Religión y al Estado , sino que notoriamente se procuraba 
que su esplendor no fuese, en un punto importante, oscurecido. 

Habrase notado ya que las dos últimas disposiciones de que 
hemos tratado han sido provocadas por el descuido inconcebi- 
bie con que ha mirado la Santa Sode la ejecución de algunos de 
los artículos esenciales del Concordato de 1851. Falta demostrar 
este mismo descuido en una materia, que es, si no la mas im- 
portante , la que con mas fe , con mas insistencia ha discutido 
siempre la Santa Sede , la que da verdaderamente causa al rom- 
pimiento que hoy deploramos. £1 art. 55 del Concordato, ai 
devolver á las comunidades religiosas los bienes de su antigua 
pert^iencia que estaban en poder del gobierno todavía , deter- 
minó que, «en consideración al estado actual de estos bienes y 
otras particulares circunstancias, á fin de que con su producto 
pudiera atenderse con mas igualdad á los gastos del culto y 
otros generales, los Prelados, en nombre de las comunidades 
religiosas propietarias , procediesen inmediatamente y sin de- 
mora á la verita de los espresados bienes , convirtiéndose su 
producto en inscripciones intrasferibles de la Deuda del Estado.» 
Y el 38 dispuso lo mismo con respecto, segnn la interpretación 
de la Santa Sede, á ios bienes que restaban de las comunidades 
religiosas de varones,' y conforme á la interpretación del gobierno 
de la Reina con respecto á todos los bienes raíces, censos y fo- 
ros devueltos al clero, sin distinción alguna. Aceptando por un 
momento la interpretación de la Santa Sede, el hecho es que 
debían venderse inmediatamente y sin demora todos los bienes 
que hablan pertenecido á las comunidades religiosas , asi los de 
las existentes como los de las suprimidas ; y, sin embargo , es 
notorio toda España que durante el trascurso de cuatro 
años apenas, para cubrir las apariencias, se ha vendido una 
finca sola ; y notorio es también que en todo este üsmpo nin- 
guna gestión ha hecho la Santa Sede para que tan esencial con- 
dición se cumpliese, ningún esfuerzo ha hecho que en esta, co- 
mo en otras materias , demostrara su celo por la pronta ejecu- 
ción del Concordato. Conviene fijar la atención sobre este punto 
antes de entrar en el exámen de la desamortización, tal como 
se ha proclamado en principio, tal como se ha llevado á cabo en 
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la práctica. Porque no ea el principio tolo lo que ha ausci- 
lado laR reclamaciones de la Santa Sede , gino maa particular- 
mente todavía la manera con que está decretada la ejecución. 
Y es preciso no olvidar los precedentes de los sucesos, para 
comprender los sucesos mismos ; es preciso tener presente 
que la Iglesia no habla hecho nada en cuatro añus pora 
cumplir aquello que tenia per evidente; que no le ofrecía, en 
su propia opinión, escusa alguna, si se quiere saber por qué la 
opinión pública lia reclanudo , por qué el gobierno se ha 
visto obligado á emplear cierta rapidez en realizar todo lo 
que, en su propio concepto, era debido. Aparte el mas ó el 
menos, que es lo que diinde en la apreciación de este punto á 
ambas potestades, sosteniendo España que la desamortización 
se estiende ó debe eslenderae, según el Concordato, á todos los 
bienes eclesiásticos, opinando la Santa Sede que solo puede rea- 
lizarse en los bienes |>crtenecieales á las comunidades religio- 
sas, el caso es que n¡ el gobierno de S. M. ni la Santa Sede 
pueden negar legalmente dos cosas: primera, que desde la pro- 
mulgación del Concordato basta el presente la Iglesia ha mos- 
trado en la enajenación de sus bienes una lentitud y un dcseui- 
do evidentemente contrario á lo pactado; segunda, que en la 
enajenación, ahora dispuesta, de esos bienes ha prescindido «t 
gobierno de S. M. de ciertas formalidades en el Concordato pac- 
tadas. Pero no es la Santa Sede, que nada ha hecho por cum- 
plir por su parle, quien debe censurar la conducta del gobierno 
español, determinada por el funesto ejemplo que se habia dado, 
por las exigencias de la opinión, justamente disgustada, por 
otras consideraciones que, ya que de esto se trata, conviene 
esponer. £1 gobierno de S. M., una vez presentado á las Corles 
el proyecto de ley de desamortización; una vez votado, sancio- 
nado y promulgado, halló que á su ejecucioa se oponián, con 
el estimulo que les daban las reclamaciones de la Santa Sede, 
no pocos Prelados de la Iglesia de España. Al paso que algunos 
de estos, con loable ejemplo de mansedumbre, se mostraban obe- 
dientes á los preceptos del gobierno, ó representaban respetuo- 
samente lo que mas útil creían ¿ la Iglesia y al Estado; los ha ha- 
bido, por desgracia, que, con mengua de su patriotismo y de sus 
evangélicas obligaciooes, se han colocado en uoa situación, no 
solo hostil, sim> rebelde y punible. De esta suerte han obligado 
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•1 gobierno de S. M. á evtUr, con ciertas medidas de prevismn, 
mayores males, separando de sus diócesi^ algunos Obispos mien* 
tras la ejecución de la ley pueda ser contrariada. De esta suerte 
también le han impedido darle al clero en la enajenación de los 
bienes eclesiásticos la participación que el Concordato le ofrecía, 
y que era absurdo darle, cuando tan contrarío se mostraba i su 
ejecución. El gobierno de S. M., deplorando profundamente es> 
toe hechos, y confesando lealmente en qué y porqué ha tenido 
que apartarse de algunas de las prescripciones del Concordato, 
cree, sin embargo, no haber faltado en nada esencial, en nada 
verdaderamente esencial, de cuanto se consigna en sus artículos. 

Para probarlo, conviene fijar y discutir lo que había de esen- 
cial en este punto. El derecho de adquirir la Iglesia , consigna- 
do enelart. 41 del Concordato, no ha sido conculcado, no ha 
sido desconocido por un solo momento en Ifts leyes y decretos 
emanados del gobierno de la Reina. Enel art. 22 de la ley de 
desamortización se dice que «á medida que se enajenen losbie- 
nes del clero se emitirán ó su favor inscripciones intrasferíbles 
de la Deuda consolidada del 3 por 100, por un capital equivalente 
al producto de las ventas;» y los artículos 26 y 27 de la misma 
ley declaran «que los bienes donados y legados, ó que se donen 
y leguen en lo sucesivo á manos muertas,» entre las cuales se 
comprende á la Iglesia, serán|pueiitos en venta ó redención, para 
ser tandiien convertido* en títulos de la Deuda pábUta.» Clara- 
mente se deduce de aquí qoe este derecho esencial de adquiric 
queda ioodlumo en la Iglesia. Podrá adquirir cuanto se la legue 
ó se la done en rentas públicas: podrá también convertir en rea- 
ta» públicas cuanto se la legue ó se la done en bienes raioes. Lo 
qoe la ley prohíbe á la Iglesia es poseer esta úlUaia clase de 
bieocs, y eso no porque sea la Iglesia quien los posea, sino por- 
que la Iglesia es mano muerta, y se establece y se promulga ei 
ptineipio absoluto de que ninguna mano muerta puede poseer 
bienes reices en ei territorio español. Pudiera reclamar la Santa 
Sede si solo á la Iglesia se impusiera esta limitación en la ma- 
nera de poseer su propiedad; pero no debe ser, no puede que- 
jarse de que se incluya á la Iglesia en una regla general, que no 
tiene esce{>cion alguna. ¿Y quién puede negar á la nación espa- 
ñola y al gobierno que la representa, quién puede negar al port 
der temporal el derecho de establecer semejante r^la y seme- 
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jante principio? ¿Por venían no ha ejercitado siempre el poder 
temponlel derecho de £jar limites, condicionea, formas, á la pro* 
pie(ted, con tal de no herir sa esencia y su naturaleza? ¿No se ha 
ejercitado siempre este derecho, aun con respecto á la propiedad 
particular, mas respetable siempre que la propiedad corporativa, 
como que la primera nace del derecho natural y la segunda na- 
ce de la ley, que es la que da vida á las mismas corporaciones? 
El poder temporal, el poder civil legislativo, que ha po- 
dido poner tantos límites i la propiedad en materia de 
últimas voluntades; que ha podido prohibir los mayorazgos y 
vinculaciones, por ser manos muertas sus poeeedores; que puede 
hacer, y hoy hace con efecto en España que las corporacionea 
municipales , bendficas y administntivas cambien la forma de 
su propiedad, puede hacer también que cambien de forma en 
la suya las corporaciones eclesiásticas. Y esto es de derecho- 
humano, y esto puede liaoerse oon entera independencia de la 
Santa Sede. Lo que esta ha podido pactar, en nombre de la 
Iglesia, es que se la conserve el derecho de adquirir, que se la 
asegure la posesión de sus capitales adquiridos; pero no de mo- 
do alguno que se mantenga, en obsequio suyo , una forma de 
poseer perjudicial al Estado, y que el Estado no quiere consen- 
tir en su seno. Tales principios pudiera ser que hubiesen impul- 
sado al gobierno de S. M. á llevar á cabo la desamorliaacion en 
todos sus estreñios, aun cuando se opusiese á ella, por un error 
gravísimo de redacción, el Concordato. Pero afortunadamente 
nada se dice, nada hay en este documento que contradiga la 
desamortización; ni uno solo de sus artículos indica que la Igle- 
sia haya de poseer precisamente bienes raíces ; que los bienes 
raicea de la Iglesia hayan de ser, en su forma, inviolables. El 
principio esencial del Concordato en esta materia quedará, pues, 
á salvo, siempre que se entreguen á la Iglesia, como se laeotre* 
garán, á cambio de sus bienes micos, litólos de la Deuda, y de 
la Deuda privilegiada del Estado. Si alguna prueba mas se ne- 
cesitara para traer al ánimo el oonvencimiento de esta verdad, 
podría obtenerse recorriendo uno por uno tos artículos del Con- 
cordato que hablan de propiedad y de bimies. AI mismo Üempo. 
qne se declara inviohéh en uno de elloa la propiedad de In 
l^esia, se ordena en otros enajenar sus bienes raioes y coiiver- 
tir su producto en rentas públicas: luego, árjaido de la Santsr 
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Sede, la inviolabilidad de la propiedad de la I^leaia no desapa- 
rece eon la enajenación de sus bienes raíces: lueg-o, á juicio 
también de la Sania Sede, queda incólume la propiedad de 
la Iglesia , aun cuando se convierta y se cifre en papel 
de la Deuda del Estado. No hay que entrar , porque no se 
neoesita para esto , como no se ha necesitado para obtener 
otras consecuencias , antes de ahora deducidas, cn la cuestión 
de si prescribia el Concordato la enajenación de todos loe 
bienes ralees eclesiásticos, ó solo la de una parte de tales 
bienes. De uno ú otro modo, la Santa Sede ha reconocido 
que puede quedar inviolabk la propiedad de la Iglesia, enaje- 
nándose bienes ralees de su propiedad. Pero si fuera cierto, se- 
gún cree sinceramente el gobierno de la Reina, que el arl. 38 
del Concordato de ISbl» asi quiso comprender en la enajenación 
los bienes restantes de las comunidades religiosas de varones, 
como los demas bienes eclesiásticos devuellos al clero en la ley 
de 18A5, no hay duda que sería palpable la sinrazón con que 
hoy protesta la Santa Sede contra la ejecución de lo que enton- 
ces quedó pactado. Eso se lisonjeó un tiempo el gobierno 
de 8. M. de haoer eonfesar y reconocer al gobierno de la Santa 
Sede; eso juzga todavía que, con mas imparcial examen, pu- 
diera ser confesado y reconocido. No insistirá en ello, sin embar- 
go. La cuestión es de sentido, de recta inteligencia de un artícu- 
lo, mal redactado desde luego, pero cuya redacción harto mas 
se inclina á la interpretación que le da el gobierno español que 
no 4 la que ofrece en cambio la Santa Sede. En el punto en que 
están las cosas ; á la altura en que hoy debe ya tratarse ia 
cueelion, poco pueden alterarte sus Wrmmoe porque se entien- 
da de este ó del otro modo el articulo referido. El gobierno 
de 8. M. tiene la convieeion de que eon lo espuesto ha dicho 
hallante para que las naciones católicas reconozcan la razón 
que le asiste, asi en este punto como en otros que aparecen co- 
mo causa del presente lompimienlo. No concluirá, sin embargo, 
este punto sin manifestar el pfofundo sentimiento con que su áni- 
mo sineeramente católico ve empeñada á la Santa Sede en una 
lucha donde, aun concediéndole cuanto pretende, solo se (rala 
de intereses materísies y mundanos. Y esto es tanto mas injusto, 
cuanto <^e lucha con una nación sobrado generosa quizás, que 
paga á su clero 179.915,173 rs. anuales; mas, mucho mas pro- 
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porcionalmcnte que ninguna nación católica dei mundo; de una na- 
ción que tolerad eacándalo de que en muchai de aua provincial no 
baste el producto integro de loa impuestos para cubrir las aten- 
ciones de la Iglesia, 7 eso sin contar sus propios emolumentos 7 
derechos parroquiales, que son 7a una contribución no despre- 
ciable. En cambio la Santa Sede formula graves cargos al go- 
bierno de la Reina porque en el presupuesto del año presente, 
en medio de los trastornos 7 de las públicas calamidades que han 
afligido á la nación, descuenta el mismo tanto por ciento en las asig- 
naciones del clero, queámodo de pasajero tributo viene descon- 
tando, de algún tiempo acá, en los sueldos de los funcionarios pú- 
blicos, délas viudas, de los buérúMios de los defensores de la patria. 

No teme, pues, el gobierno de la Reina que se compare su 
conducta con la conducta de la Santa Sede: no duda eo someter, 
como ho7 somete, sus disidencias con la Santa Sede al fallo im- 
parciat de las naciones católicas. Ha dicho 7a que considera la 
ruptura de relaciones entre ambas potestades como un deplora- 
ble acontecimiento. Por evitarlo ha hecho antes cuanto su posi» 
cion 7 sus deberes le han permitido: por hacerlo cesar se te ha- 
llará dispuesto 'siempre á ceder eo lodo k> que sea justo 7 pn»« 
denle. Pero tranquilo en tanto en su conefenoia; seguro da no 
haber inferido la menor ofensa á ta Reügion ni á la Igleaia; ae» 
guro también de no haber infringido esencialmente el último Con-< 
cordato, no solo aguarda que el muodo católiot^ le haga Justicia 
desde ho7, sino que se atreve á esperar que antes de mucho, coa 
mejor acuerdo, se la hará cumplida la Santa Sede. Firmemente 
adherido á sus principios, que son ios de la católica nación espa- 
ñola, ia Religión, la Iglesia 7 el pontiñeado mismo tendrán 
siempre en di un súbdito espiritual, un proteetor 7 un defensor, 
si fuere necesario. Y sí por desgracia persistiese la Santa Sede 
en su conducta; ti de resultas de su hostilidad, mas ó menos pa- 
tente, surgieran graves cmflictos, al reprimir, al castigar, al 
usar del derecho da propia defensa, procuraría aunar, con la 
mas inflexible energía, el respeto debido siempre, cualesquiera 
que sean sus actos, al Padre común de la Iglesia. Solo deploraría 
en este caso la funesta ceguedad que pondría al digno sucesor 
de San Pedro en el número de los enemigos de una nackm cris- 
tiana 7 católica, que en serio cifra 7 ha cifrado siampre la nw7or 
de sus glorias. .. 
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De este despacho dejará V. E. copia á ese señor ministro de 
Negocios estrsnjeros. 

Dios guarde á V. B. muchos años. — San Lorenzo 24 de juiio 
de 1855. — Joan de Zavala. 

NVM. as. 

Legación de España en Roma. — El infrascrito, enviado es- 
traordinarío y ministroplenipotenciario de S. M. Católica, ha re- 
cibido órdenes de su gobierno para que dó por terminada su mi- 
sión y se retire de esta corte, haciéndolo igualmente todos los indi- 
viduos que componen la legación española, á escepcion del 
agregado, D. Cárlos Moreno de Villalva, quien queda para cui- 
dar de la correspondencia de preces, como agente de la misma, 
y de los establecimientos españoles anejos á la propia legación. 

Tiene, pues, el infrascrito el sentimiento de pedir al eminen- 
tisimo secretario de Estado de Su Santidad los siguientes pasa- 
portes: uno para si, su esposa y familia; otro para el primer se- 
cretario D. Miguel de los Santos Bañuelos, su esposa, hijas y fa- 
milia; otro para el segundo secretario D. Emilio de Muruaga; 
otro para el agregado D. Antonio Urzaiz, y otro, en fin, para el 
agregado D. Mariano Carpegna. 

Al verificar esta petición tiene también órden de su gobier- 
no para remitir-ai Emmo. secretario de Estado de Su Santidad 
copia del despacho que ha recibido con fecha22 de julio, la cual 
es adjunta. 

Y debe poner, por último, en noticia del mismo Emmo. Carde- 
nal, que la embajada de Francia, potencia tan amiga déla Santa 
Sede como de la España, nos hace el obsequio de encargarse en 
el cuidado y protección especial de los intereses y súbditos espa- 
ñoles, aunque el infrascrito está seguro de que la rectitud y jus- 
ticia del gobierno pontificio serán por si solas una garantía y 
una protección bastantes para tales súbditos y tales intereses. 

Como este triste rompimiento no altera en nada el profundo 
sentimiento de respeto y veneración que la nación española, su 
Reina, sus ministros y el infkascrito profesan respecto á la dig- 
nidad y á la persona del Sumo Pontiflce, mirarla este como un 
favor especial , y se atreve á pedirlo al Emmo. secretario de 
Ratado, que obtuviese de Su Santidad una audiencia de despe- 
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did«, ui para él propio como para loa eapreaados individuos 
de la legación española. 

Y aprovecha, finalmente, esta ocasión , por mas que sea 
desagradable , para reiterar al Emmo. Cardenal Antonelli las 
* seguridades de su mas alta y distinguida consideración. 



OBSERVACIONES 


de le Sente Sede el deepeoho del gobierno espenol robre lee een- 
ees de le intermpeion de lee relecicmee redprooee, dirigido á 
loe repTeeententee de le Reine en le* eortec eetrenjere* oon fis 
ebe32de julio de ISU. 


El señor general Zavala, ministro de Estado de S. M. Cató* 
lica, dirigió con fecha 22 de julio último al ministro plenipoten- 
ciario de la misma majestad cerca de la Sania Sede un largo 
despacho, con órden de dejar copia de ¿I al Cardenal secretario 
de Estado de Su Santidad. 

Este despacho, espedido al mismo tiempo á todos los repre- 
sentantes de España en el estranjero, á fin de que cada uno de 
ellos lo comunicase á la potencia cerca de la cual estuviese acre- 
ditado, vió la luz pública en la Gaceta oficial del reino corres- 
pondiente al dia 11 del subsiguiente agosto. En el proemio del 
citado despacho se anuncia que lo que motivaba y provocaba 
su publicación era el haberse retirado de la península el en- 
cargado pontiñeio. Añade el gobierno español que, al redactar 
y publicar el mismo documento, su intención y propósito es 
refutar y desvanecer solemnemente las razones que el encarga- 
do pontificio, en su última nota para pedir los pasaportes, ma- 
nifestó haber puesto al Santo Padre en la dora necesidad de 
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mandarle retirarse. La salida de España del representante de 

Santidad, no solo es considerada, y por cierto muy justa- 
mente, como gravísima, en las primeras líneas del despacho, 
sino que también se la califica de ano merecida en manera al- 
guna, y de c<mipletaménto inesperada por el gobierno español.» 

Encomiase, Tpor tanto, con los mas vivos lamentos la triste 
impresión y honda sorpresa que le ha ocasionado ; impresión y 
sorpresa, añade, que ha debido serle tanto mas triste y profunda, 
cuanto mas cierto se halla en su conciencia de haber « ofrecido 
á la Santa Sede cuantos testimonios de adhesión y amistad son 
compatibles con los altos intereses políticos que le están con- 
fiados.» Al enunciar los motivos de la espresada determinación, 
que el encargado pontificio manifestaba en su nota, se los tacha 
de infundados é insubsistentes, o, por mejor decir, se los repre- 
senta como gratuitas é injustas suposiciones, esponiéndose, 
juntamente con calurosísimas palabras, la enorme ofensa y cstre- 
ma amargura que habían causado al gobierno. 

Con este prólogo trata el señor ministro de Estado de S. M. 
de justificar la conducta del gobierno español para con la Santa 
Sede, no vacilando en apelar al fallo imparcial de las naciones 
católicas. 

Por mas que la Santa Sede sepa que el documento de que se 
trata ha sido ya debidamente apreciado por lodos cuantos saben 
imparcial é ilustradamente estimar lo justo y verdadero ; por 
mas que no ignore la sensación que ha producido entre los bue- 
nos y sinceros católicos, sensación que por si sola justificaría ya 
el silencio; con todo, por respeto á su dignidad, que no puede 
menos de mirar con sumo celo ; por respeto á su decoro , y por 
su lealtad jamáis desmentida , se cree en el deber y en la nece- 
sidad de rcsiwader , á fin de poner un correctivo á los viciosos 
razonamientos en que abunda, de esclarecer y rectificar los he- 
chos que se encuentran en él singularmente desfigurados , aña- 
diendo y dando á pública luz algunos otros que aparecen onti- 
tidos con sobrada indiferencia. 

Ni al principio, ni en otro lugar de su respuesta, presentara 
la Santa Sede observaciones ni cargos de naturaleza tan incon- 
veniente como los de que se ha hecho uso en este despacho, con 
que el gobierno español se presenta ante el mundo y ante las 
potencias católicas, para defender su conducta y combatir la de 


^ 255 — 


la Sania Sede. Sin embargo , no ha podido esla menos de ver, 

7 así lo revela claramente el simple sentido común , cuán en 
oposición se encuentra semejante lenguaje con la solemne pro- 
testa que al principio de aquel despacho se hace, de que «el go- 
bierno de la Reina que se honra con el titulo de Católica , no 
ha dejado de ser por un momento católico , ni ha inferido la me- 
nor ofensa á los dogmas de la Religión y á las sagradas doctri- 
nas de la Iglesia.» Ciertamente que las palabras, el tono, el es- 
tilo del despacho á la Santa Sede , no se avienen bien* con los 
sentimientos de quien, fiel « á los dogmas do la Religión y á las 
sagradas doctrinas de la Iglesia,» cree, y reconoce en la augusta 
persona del romano Ponlífíce al Vicario de Jesucristo, al suce- 
sor de San Pedro, al cabeza y Jefe de la Iglesia universal , al 
Padre, al Pastor, al Maestro común de todos los fíeles. 

Continuando en el examen de cuanto se manifíesta en el pre- 
liminar del mismo despaclio, investigaremos, con la mayor bre- 
vedad posible, si puede creerse razonable esa doloroso impre- 
sión y honda sorpresa que el gobierno español dice haber espe- 
rimenlado con la grave determinación de la retirada del reino 
del encargado pontificio, y si aparece verdadero, ó en alguna 
manera concebible, que aquella determinación le cogiese entera- , 
mente de nuevas, y que el gobierno mismo estuviese muy lejos 
de esperarla. , 

Si desde el principio de las actuales vicisitudes lamentables 
de España, al sucederse una en pos de otra, en forma mas ó me- 
nos pública y' solemne, las disposiciones perjudiciales, injurio- 
sas á la Iglesia y contrarias á lo estipulado en el novísimo Con- 
cordato de 1S51, ..la Santa Sede y su representante en .Madrid 
hubieran disimulado y callado, y no hubiesen opuesto, sin tre- 
gua ni descanso, protestas, quejas y reclamaciones; ó si el en- 
cargado pontificio, en su nota al señor ministro de Estado de la 
Reina Católica notificándole la orden en que se le mandaba reti- 
rarse, y pidiéndole los pasaportes, hubiera dado muestra do 
consentir en las anteriores disposiciones, y hubiese, por cual- 
quier motivo, pasado en silencio las observaciones y reclama- 
ciones que sucesivamente habia hecho respecto de ellas, enton- 
ces habría podido parecer creible algo de esa siniestra impre- 
sión y de esa sorpresa del gobierno español; pues aunque muy 
difícil, no era del todo imposible que el mismo gobierno se hi- 
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t!iera ilusionei acerca del modo de ver de la Santa Sede respecto 
á los actos antes indicados. Pero esto no es posible cuando están 
vivas y patentes las protestas y reclamaciones hechas contra 
cada uno de los netos, cuando espresamente los invocó y recor- 
dó el encargado pontificio en su citada nota , manifestando en 
ella que, «habiendo sido infructuosas hasta entonces , habian 
forzado la conciencia del Santo Padre á cumplir el triste deber 
de mandar á su representante que se retirase. » Ahora 
bien; el despacho , al enumerar las razones tocadas de paso 
en la nota con que el encarg-ado pontificio espliraba la de- 
terminación que se le había comunicado, no menciona para na- 
da la referencia que en aquella nota se hace á las protestas y 
reclamaciones anteriores de la Santa Sede, y solo después de 
trascribir y subrayar las palabras del primer miembro del perio- 
do relativo á «la serie de hechos acaecidos en España en daño 
de la Religión y de la Iglesia, y con manifiesta infracción del 
tratado solemne celebrado entre el gobierno de S. M. C. y la 
Santa Sede,» pasa enteramente en silencio (1) estas otras que se 
leen inmediatamente después; «y el ningún resultado de las pro* 
testas y reclamaciones una y otra vez dirigidas al gobierno en 
nombre de la Iglesia.» No se necesita calificar tamaña omisión 
en un documento diplomático, dado al público con tanta segu- 
ridad. 

Verdad esque para sostener y justificar esa sorpresa, deque 
el gobierno español se dice acometido, se alegan las reiterada$ 
pruebas de adhesión y amistad ofrecidas á la Santa Sede, en 
cuanto han sido compatibles con los altos itttercses políticos qtM 
le están confiados; pero por poco que se considere el fondo de 
esta proposición, fácil es penetrar su sentido y su fuerza : no se 
pretende con ella elevarse .'<1 natural origen y buscar la verda- 
dera c.ausa de lo* altos intereses políticos a que se alude, y que 
han formado el limite y la imperiosa regla de los testimonios de 
adhesión y amistad que se dice haber ofrecido el gobierno de 

(1) E-sta omWion apftr^ en el doenmento original poblícado un mes 
dertfues por el gobierno espai’iol, junto con otros relativos i es'os asuntos, 
publicación provocada por cautas que no hay por qué mencionar aquí, y 
en que no se (tensó ciertamente al publicar el dcapacho circular que da « 

Ocasión & esta respuesta de la Santa Sede, 
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España ñ la Santa Seda, sino que únicamente se ha querido, no 
en lu^ar oporlnao ctertamente, llamar de paso Ja atención hacia 
aquellos pasajes del despacho, y especialinenle de otro docu- 
mento que,- revestido del mas elevado carácter , se ha publica- 
do recientemente en la Gaceta oñoial de Madrid, en los cuales 
iniostísimamente se atribuye á la Santa Sede misma el sistema 
constante de valerse de la Religión y de sus santas máximas pa- 
ra subordinar la una y hacer servir las otras á las miras, intere- 
ses y cuestiones de In política. Pero dejando á un lado estas y 
otras reflexiones semejantes, aun cuando nunca serian inopor- 
tunas, ¿cuáles son, al fin y al cabo, esas reiteradas pruebas de 
adhesión y amistad qire el gobierno español, lia dado á la Santa 
Sede desde las primeras conmociones de julio de 1954, en que 
fue constituido? ;En quú mejor ocasión podría lamentarse la 
Santa Sede del silencio y de la inacción de aquel gobierno , á 
vista del lenguaje irreligioso tan oomunmenle usado en el seno 
do la Asahibloa nacional y en algunas |»ro<hicciones de escrito- 
res públicos? ¿No son también altamente lamentables la mutli- 
lud de circulares é innumerables disposiciones emanadas desde 
cu]ueUa época, en diversa forma, del ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, con las cuales, invadiéndose sin reparo el terreno de la 
Iglesia, amenazándose por todas partes su anloridad suprema, 
se lian conculcado los venerandos dercdios del episcopado y de 
la Santa Sede apostólica? ¿No es, en fin, deplorable el niuguji 
caso que se ha hecho, y el menospreoio con que se han oido las 
insinuaciones, las súplicas, las quejas , las reclamaciones he- 
chas por la Santa Sede, ya directamente, ya por conduelo de 
sn representante en Madrid? 

Por el contrario, ¿cómo so ha conducido la Santa Sede desde 
el infausto julio de 1854, y cuál ha sido su conducta para con el 
gobierno establecido desdo entonces? Los hechos hablan, y públi- 
cos son los documentos. La dulzura, la persuasión, la longani- 
midad, la prudencia, han sido la linea de conducía do Su Santi- 
dad; y ai bien apremiada, rigurosamente hablando, por sus io- 
declinables deberes no ha podido menos de dolerse, de protes- 
tar y reclamar oficialmente, jamáa ha traspasado el límite de 
una justa consideración; ni una sola vez ha fallado á los míra- 
mienkos debidos de gobierao á. gobierno en documentos diplo- 
mátioos; el estilo inseparable de los actos deteclamacion y pio- 
■ 17 
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testa jamás ha degenerado con formas desatentas é impropias, 
pues la palabra j la ploma han sido constantemente regidas p<x- 
la moderación y el mas esquisito miramiento. En una palabra; 
al respetar al gobierno español, ha sabido respetarse á sí misnu», 
consiguiendo manifestarle, no unasola vez, ni solo de palabra, la 
doloroso necesidad en que se hallarla de publicar sus reclama- 
ciones si no eran debidamente atendidas, advirtiéndole igual- 
mente de las consecuencias que esta publicación pudiera ocasio- 
nar en perjuicio del gobierno y de la nación española. Ni tam- 
poco debe pasarse en silencio el grado estrejno de la condescen- 
dencia de la Santa Sede, que claramente demuestra el espíritu 
de que estaba animada, y su sincera disposición á toda clase de 
conciliaciones que no repugnasen á la conciencia y al mas es- 
tricto deber. Por este tiempo habian ya precedido en su mayor 
parle las disposiciones poco antes lamentadas, habíanse también 
sometido á la Asamblea las bases de la nueva Constitución del 
reino, contrarias y hostiles en varios artículos á la Religión, á la 
Iglesia y á lo espresamente pactado en el último solemne Con- 
cordato. Entre tanto, el gobierno mismo habia dispuesto enviar 
á Roma un nuevo representante de S. M. Católica, con el ele- 
vado carácter de ministro plenipotenciario y enviado estraordi- 
nario. No ignoraba la Santa Sede los rumores que respecto á 
esto habian corrido dentro y fuera de España , y aun en la 
misma Asamblea nacional , ni tampoco le era desconocida la 
triste impresión que habia producido en la parte mas sana de los 
fieles españoles. 

Con todo, no se negó á recibirlo en la forma acostumbrada, 
reconociéndole con el enunciado carácter,y tributándole todos 
los honores y consideraciones que le eran debidos ; y esto lo 
hizo asi únicamente para agotar los términos de tolerancia, de 
- longanimidad, de prudencia, y también por el resto que aun 
conservaba de esperanza de que pudieran bastar las recípro- 
cas consideraciones confidenciales y amistosos acuerdos con 
el representante español, para evitar el rompimiento de las rela- 
ciones oficiales entre la Santa Sede y España. 

Entrando ahora en el fondo del despacho circular, no estará 
de mas, antes de comenzar su análisis, y de responderle punto 
por punto, examinarlo rápidamente bajo un solo* aspecto;. es 
-decir, el espíritu que lo vivifica, el principio de queprocede.toda 


el tejido de sus lazonunientos. Para oonooer su espirita basta 
fijar un poco la atención en las varias y gravísimas acusacÚMies 
que en él se lanzan contra la Santa Sede. Léase si no aquel trozo 
del proemio mismo, donde no se ha vacilado en asegurar ante el 
mundo y ante las potencias católicas sque no es esta la primera 
vez que la Santa Sede ha convertido, sin pensarlo, sus contro- 
versias económicas y administrativas en cuestiones puramente 
religiosas, alarmando sin querer las conciencias de los súbditos, 
y cohibiendo poderosamente á los gobiernos. » ¡Léase á mitad 
del despacho otro pasaje, en que se añade «liaberse empeñado 
la Santa Sede en ima lucha en que solo se trata de intereses ma- 
teriales y mundanos I » Por estas citas se vendrá en conocimien- 
to de si un gobierno que siendo católico, y que jactándose de 
haberlo sido siempre debe reconocer en la Sede Apostólica una 
superior asistencia en todo lo concerniente á los negocios reli- 
giosos y á la dirección espiritual de los fieles, puedo decir que 
la Santa Sede acostumbra á trasformar, sin pmsario, sus con- 
troversias económicas y administrativas en cuestiona puramen- 
te religiosas, alarmando así, sin quererlo, las conciencias de lo.s 
súbditos. • 

Pasemos también por alto la poca ó ninguna conformidad 
enirc estos pasajes citados y el que próximamente le sigue, en 
el cual claramente se dice que en ningún modo era de eeperar 
de la prudencia de la Santa Sede la publicación de las causas, 
ó, como dice el despacho, de las falsas suposiciones alegadas 
por el encargado pontificio al comunicar la órden que había 
recibido de retirarse del reino. Pero no puede menos de notarse 
que el gobierno español, al inculpar á la Santa Sede de la ma- 
nera espresada, trata de hacer creer que las protestas y recla- 
maciones verbales y escritas, oficiosas y oficiales, de la misma, 
y su determinación de romper relaciones con España, han sido 
esclusivamente provocadas por cuestiones admirústrativas y 
económicas, por intereses materiales y mundanos. Pero ¿ en 
qué se funda ó podria fundarse inculpación tan injuriosa? Cier- 
tamente que todos los actos y disposicioaes contrarios á la Igle- 
sia y á los sagrados derechos de los Obispos, á que poco antes 
se ha hecho alusión, y otros muchos nada leves que mas ade- 
lante mencionaremos, dicen relación á cosas y puntos de índole 
y naturaleza pura y absolutamente religiosa. ^ 
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Y aun ia cuesliga misma de la venia de bienes eclesiásticos, 
» que |)rinci[)ali«enle se refieren los citados jiasajos, no puede, 
en verdad, según la sostiene la Santa Sede, ser considerada 
únicamente como económica y administrativa; pues que, según 
la enseñanza de las docUinas católicas y las venerables tradi- 
eiones de la mas remóla antigüedad, aquella cuestión tiene que 
ver con Ui integridad, y lleva en si la probsion de un principio 
ó articulo relativo á la disciplina mas general de la Iglesia, iiilie- 
rente al dogma: piiocipío que por lo mismo es sagrado para la 
Iglesia, á la par que los otros, por do)SMider y estar ostrecba- 
menle unido á la naturaleza, forma y constitución que quiso 
darla su divino Autor. 

Corresponde y se refiere á un dccccho esencial , ¡mpreserip- 
tible, innegable, consagrado por el asenlimiento general de los 
pueblos católicas , prolegido y cousulidndu por los deondos y 
sanciones penales de los Concilios, y especialmente do' célebre 
deTrenlo, recibido en España como ley del reino; derecho que 
la Isanla i>ede no puede abandonar sin fallar á sus sagrados 
deberes: por el contrario, tiene á lodo trance que defenderlo, 
sostenerlo y protegerlo gsneralmenlc. Salvos, pues, el princi- 
pio y el derecho , como lo han estado cu lodos tiempos y en to- 
das circunslaneius, y principalmente con res;iecIo á España, la 
constante benevolencia y liberal indulgencia de la Santa Sede 
en todas las cuestiones económicas y administrativas ó de inte- 
reses malertaies , no es esta ocaskin de liaecr mérito de ellas , y 
á fin de evitar rcpuUclones, se reserva para otro lugar. 

Continuando el documenta español cu el mismo lema , de- 
nuucia auu á la historia la facilidad con que la « Santa Sede 
procura agravar y liacer mas peligroso y difícil el estado de la 
nación española,» y no Icmc declararla, desde luego, responsa- 
ble de los desastres que pudiesen alligir al reino, si las publica- 
ciones que se « llegaran á cfccluar ofreciesen autorizados pre- 
(estos á los enemigos del orden pora alterarlo cu la península, 
creando una complicación mas al Occidente, que hoy en tan re- 
cia como legitioaa lucha llene distraídas su atención y sus fuer- 
zas.» ¿Uuiéu se atrevería á culpar á la Santa Sede de lo que, 
dado caso , seria mas bien el cumplimiento de un riguroso de- 
ber, y el efecto sQbsiguienle de las intolerables disposiciones del 
gobierno español? ¿Quién no ve en lodo el designio de hacer 
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apari’cí'r 1.1 cotiducli y lis actos áe la Santa Sfi<íc como \in arma 
<Ic partido, para atribuirla tal intención y cnip.arla de tal abuko? 

La Sania Sede deplora alta y sinceramente las convulsiones 
políticas que de Vez en cuando conmueven la nación, y, á tenor 
de las circunstancias, ha estado y eslarA siempre dispuesta a 
intcrponi'r sus oficios y prodig-ar sus consejos, á elevar su voz 
paternal y ejercer sii ministerio de paz y concordia, en medio 
de las disensiones de los reinos y de los pueblos. Pero no por 
eso pndr.i nunca faltar antro deber todavía mas sagrado é invio- 
lable , y csclusivaniente propio de su misión, cual es el de pr-j- 
leger los dercclios de la Tglesia, é inslruir oportunamente á loa 
fieles, en el caso de que este derecho fuese violado. No se de- 
tiene aquí el documento español , sino qne int»nta aun atacar 
abiertamente & la Santa Sede, aens.indota, nb solo de poca rec- 
titud, imíKircialidad y justicia, sino, lo que es mas, de ingrati- 
tud can España; en cuyo punto, para dar mas fuerza á esta do- 
ble é injuriosa inculpación, también saca á plaza las lamen- 
tables quejas de aqncll.a probada nación, qne, habiendo genero- 
samente auxiliado .i la Santa Sede en los dias de pHigro, te- 
nia por esto derecho á esperar de ella, si ho benevolencia , al 
menos recta é imparcial justicia. El Sumo Pontitiee recuerda con 
intima satisfacción el generoso esfuerzo de filial .adhesión qsie hi- 
dalgamente hizo la católica España, uniendo sus fuerzas á las de 
otra nación para restituirle ol usnqiado ejercicio de su poder tem- 
poral en los Estados de la Santa Sede; y, como no dejó de hacerlo 
en aquel tiempo, tampoco dejar, ó en ningún otrode manifestar de 
palabra y obra su inmenso reconocimiento por aquella acción. 
Pero este reconocimiento tiene sus leyes y sus Íímiles, y perderia 
su mérito, y su natural índole degenerarla en una falta, si á él se 
sacrificas,! el cumplimiento de tan sagrados deberes. Y, peis» 
mtlase decirlo, si la intervención armada en aiiyilio del Ponlili- 
ce. Principe de„slerrado de sus dominios, hubiera sido ofrecida 
entonces por el gobierno español con alguna condición en la que 
se hubiera podido columbrar el mas leve daño ó perjuicio en lo 
presente ó venidero contra los intereses de la Iglesia, So Santi- 
dad, lejos de. .admitirla, la hubiese desechado con horror. La 
verdad sea dicha, no fue tal la intención de aquella ínclita na- 
ción, ni de su magnánima Reina, ni de sns fieles ministros y 
consejeros en aquel tiempo. Y pues que la ocasión se presen- 
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ta, justo et reproducir y hacer honrosa mención del tranco y leal 
leng^unje de aquel que, á la sola enunciación de semejante acu- 
sación, oída en el discurso de los debates parlamentarios, no va- 
ciló un momento en alzar su voz en vindicación del ultraje que 
pudiera haber resultado contra los nobles sentimientos españo- 
les, y lo^ró manifestar públicamente que el gobierno de S- M. C. 
no habia creído propio de so delicadeza y del decoro de la na- i 

Clon dar principio á las negociaciones del Concordato mientras 
que España tuviese un solo centinela en los dominios de la San- 
ta Sede. 

I>arga tarea seria examinar circunstanciadamente todos los 
puntos del mencionado despacho, semejantes á los anteriores. 

Harto fácil es inferir, de los queya hemos juzgado, la natura- 
leza de los demas. Se intenta únicamente ilustrar la opinión ge- 
neral acerca de una imputación aun menos llevadera, que se ha- 
lla reproducida en diferentes pasajes del mismo documento, con 
dura.s é injuriosas espresiones: esta imputación es la que tacha 
á la Santa Sede de inacción, de inercia, de falta de impulso, y 
casi de oposición y resistencia á la ejecución del último Concor- 
dato. En los hechos y en las observaciones que se aducirán al 
contestar á cada uno délos puntos contenidos en el despacho, 
resaltarán hasta la última evidencia la índole y el carácter 
de semejante acriminación. Desde el momento mismo en que el 
Concordato fue solemnemente ratificado y promulgado , no ha 
cesado la Santa Sede de hacer sin descanso, ya directamente, 
ya por conducto de su representante en Madrid , cnanto estaba 
á su alcance para que las disposiciones de aquei solemne conve- 
nio fueran cumplidas sin tardanza alguna. Con respecto á los 
varios puntos cuya ejecución le competía esclusivamente , no 
se han hecho aguardar, por cierto, ni un solo instante las provi- 
dencias y actos que la ley requería, y caminaronde consuno con 
la Bula de aprobación y sanción del Concordato mismo. Lleva- 
do ademas el Santo Padre del sincero afan de darle cumplimien- 
to sin demora, en cuanto dable fuese, y persuadido de la parte 
eficaz que en el asunto podían tomar los Prelados del reino, si 
bien abrigaba profundaeonviccion de los inmejorables propósitos 
de que estos se hallaban animados, les dirigió poco después de 
la solemne promulgación del tratado, espontáneamente y sin la 
menor sugestión de parte del gobierno, una carta encíclica, esci- 
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taodo su celo con apreraiaotes palabras, é indocidndolea á co- 
operar con activa solicitud á la ejecución de las estipulaciones 
ajustadas. La Santa Sede podría, por el contrario, alegar fúnda- 
te motivos para quejarse de haber sido constantemente infruc- 
tuosas las incesantes instancias de sus representantes y de los 
Obispos para el cumplimiento, que solo al gobierno incumbía, 
de varios de los pontos mas trascendentales del Concordato. Tal 
es el articulo que le impone la verificación y equitativo deslinde 
del valor de los bienes restituidos al clero en 1845, y estima- 
dos entonces con su grave quebranto en valor harto superior á 
sus obligadones. Tal es aquel en que tomó sobre si las cargas y 
legados piadosos anejos á los bienes eclesiásticos, ilegitimamen-» 
te enajenados «a las anteriores vicisitudes lamentable^ de Espa- 
fia. Tal es el que protege y asegura á la Iglesia la libre é inde 
pendiente administración de sus bienes. Tal el restablecimiento 
de algunas congregaciones religiosas, que en muchas partes del 
reino ha quedado en promesa. Tal es, en fin, otros artículos del 
Concordato, anulado de su cuenta y riesgo en forma solemne, y 
desatendidos, á despecho de la perseverante oposición de la 
Iglesia, por el mismo gobierno, que acusa ó la Santa Sede de 
buscar la norma de sus acciones en intereses temporales y mun- 
danos. 

¿Puede estar nw á la vista el espirita que ha inspirado el 
documento del gobierno español? No es menos patente la base 
de toda su argumentación, que estriba en el principio absurdo y 
reprobado que hace á la Iglesia dependiente del Estado. No es 
este lugar oportuno para desarrollar y esplicar ampliamente los 
testimonios irrefragables y los incontestables argumentos del 
divino origen de la constitución de las prerogativas y de loa de- 
rechos de la Iglesia. 

Forzoso es, sin embargo, llamar la atención sobre esta idea, 
porque de su enlace con cuanto se afirma en el citado despacho 
(lo cual se halla en completa armonía con los hechos sobreve- 
nidos en España desde el mes de julio de 1351) se infiere , sin 
sombra do duda, cuáles, en verdad , el fundamento del despa- 
cho, y cuál ha sido hasta ahora la norma de la conducta, de 
las disposiciones y de las leyes sobre materias de la competen- 
cia eclesiástica. 

La Iglesia, según las lecciones de la bondad y de la Sabidu- 
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ria divina, de la cual emana inmediatamente, ‘ e» rna sociedad 
visible, estable, perfecta, difundida por él orbe entero. No pu- 
dicndo existir ni durar indefinidamente una sociedad pcrfecUi 
sin el víncnlo de la subordtnaeion' á tina potestad suprema que 
la rija y gobierne, indÍB¡)crtsable era, y existe por tanto en la 
Iglesia, por voluntad terminante de su Fundador, una autoridad 
corrcspoiiiíienie al objelode su institución', unaautorídad, no solo 
de enseñanza respecto á la doctrina evangélica y á las verdades 
reveladas, no solo deminisleriopara el oso délos Sacramentos y 
del sacrificio, sino también una jurlstiiccion y de gobierno en 
lodo aquello que conviene á la disciplina y dirección estertor de 
fa sociedad cristiana. Y emanando directamente de Dios esU au- 
toridad, y constituyendo la esencia de la Iglesia del fin de su 
institución y de su naturaleza suprema, claro oí que m^pnede 
pertenecer ni quedar sujeta a quien en lal orden de cosas no ha. 
recibido misión dit’ina. La jmlestod eclesiéstioa es, por tanto, 
necesariamente distinta déla potestad temporal.' 

Pero una potestad suprema, independiente, emanada inme- 
diatamente do Dios, no puede dejar de encerrar en si lodos los 
derechos tndts¡wrrsables at objeto de su Uistitaoion. Repugna á. 
la Sabiduria divina abrigar un designio, y comunicare instituir 
un medio insuficiente para su realización. No es dable, ¡lor la 
misma razón, perderni ertajenar derechos inherentes ¡i una au- 
toridad suprema independiente, y que trae su origen del mismo 
Idos. No han de ser, pues, eliminados de la potestad de la Igle- 
sia, y son igualmente independientes, inadmisibles é inaliena- 
bles, lodos aquellos derechas relativos á la enseñanza, al minis- 
terio ó á La disciplina y gobierno cslarior, que son necesarios 
al logro del-fm para el cual fue inslituida. CualquieTB-auloridatl 
que, sin tener misión divina en el urden de cosas do que se ha- 
bla, i>one trabas al éjcrcicid'Üe tales derechos, atenta á la po- 
testad originaria de la Iglesia. A pesar de lodos los estorbos,, 
permanece en pleno Vigor el derecho, porque reside inlrínseoa- 
menlcen unaautorídad suprema, instituida por Dios, inalienable, 
imprescriptible. 

Por oirá parte, la Iglesia, según las inlencioncs de su divino 
Fundador, csinfaliblemenleumi.' una en la fe, por la enseñanza y 
la creencia de las mismas verdades; una en el ministerio, por el 
«ISO y la participación de los mismos Saertunentos; una en el go- 
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Werno y en la diícipUna e5t(H-¡or, por la subordinación á ¡a 
misma auloridad. Para sustentar esta unidad, principal carácter 
distintivo de la verdadera’ Iglesia; para consmtirla liasla la 
consumación de los siglos en una sociedad que abraza todas las 
nao¡oncs, á?n medio de tantos ministros y pi-opagadores de los 
sagrados misterios, y de tantos Obispos depositarios de la potes- 
tad de magisterio y de' jurisdicción, indispensable era un centro 
íomun de unidad, una cabeza universal, capaz de gobernar con 
plena anloridad la ley cristiana. 6sta cabeza universal, este cen- 
tro común de‘ unidad, es el romano Pontiñcií, á quien Jesucristo, 
en la persona de San Pedro, ba cótifiado l.as llaves del cielo; ha 
mandado fortalecer enlá'fd'ásus Iiermanos, y de guiar junta- 
mcnle á los corderos y á las ovqas; esto es, á los fieles y á los 
pastores mismos; ha conferido primacía, asi de honor y de d¡- 
reeiion, como de autoridad y jurisdicción, sobre la Iglesia ente- 
ra. No hay parle algnna déla cristiandad donde no alcance la 
potestad dcl roniano Pontífice. Los derechos, esencialmente uni- 
dos « la primacía de antoridad 'j jurisdicción, se eslienden á 
todo el orbe catdlico; son motivos independientemente inadmisi- 
bles. El romano Pontífice está r'igurosamente obligado á velar 
sOlicHamente por su integridad, y á defendcrlós de toda viola- 
ción 6 meno.scabo. Rabiendo sido concedidos estos derechos en 
beneficio de lalglesia, son al mismo ti?mpo otros tantos deberes, 
de cuyo fiel cumplimiento! es responsable á Dios el mismo roma- 
no Ponliflee. El ejercicio de laics dcrcciios, el cumplimiento de 
tales deberes, no pueden tener mas reglas ni mas limites que lo» 
que establecieron la ley natural y el divino Instituidor de la su- 
prema potestad eclesiástica. 

El romano Pontífice, como cabeza visible de la Iglesia uni- 
versal , Vicario de Jesucristo en la tierra, y centro de la unidad 
calúlica, se esforzaría en balde para vigilar sobre la conserva- 
ción de la sana doctrina, para instruir, mandar, corregir y forta- 
lecer' á los hermanos, y guiar á los pastores y á los fiLdcs, si 
eiilre él y ellos no hubiese abierta y libre comunicación y cor- 
respondencia. Esta eoinunicacion y esta correspondencia, tx:ee- 
sarias ,al ejercicio de los derechos y al cnmplimiento de los de- 
beres inherentes á una primacía de institución divina, son asi- 
mismo de derecho divino. No es licito A potestad humana algu- 
na estorbarla ni interceptarla. 
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Ningún católico puede apartarte de esta doctrina tin (áltar 
maa ó menot abiertamente á la fe de tut padres. Tal es la idea 
genuioa y el sencillo cuadro del orig^en, constitución, prero^a- 
tivas y derechos de la Iglesia. 

A la verdad , ¿qué otro objeto ba podido tener, y de qué 
otro principio ha podido partir el mismo documento, cuando, en- 
comiando la nación española á tos prteeptoi de la suprema ca- 
besa de la Iglesia, restringe espresamente aquella tolo á los pre> 
ceptos espirituales, y cuando, repitiendo en nombre del gobier- 
no la confianza de no haber ofendido de ningún modo á la Reli- 
gión y ó la Iglesia, prometiéndose por ello en mgjor oeasion la 
debida juslieia de la misma Santa Sede, y cuando volviendo á 
protestar de la firme adhesión á las máximas que profesa la 
nación católica, declara que la Religión, el pontificado, ¡a Igle- 
sia, tendrán siempre en el gobierno mismo un siUidito espiri- 
tual! No es, sin duda, otro que el principio tan afecto á los fal- 
sos publicistas y políticas, que limitan la acción y la potestad de 
la Iglesia á los recintos del alma, al fuero de la conciencia, y la 
sujetan á la dependencia y autoridad del poder temporal, en to- 
do aquello que en el orden religioso corresponde á la disciplina 
y á las obligacioaes esternas de los fieles. ¿Carecerá, por ven- 
tura, de razón y de sentido el caracterizar de espirituales los 
preceptos de la Santa Sede-, y aquellas palabras con que el go- 
bierno español limita la espresion de su sumbion á la Iglesia y 
al Pontífice, llamándose súMito espiritual de la una y del otro? 
¿Qué otra interpretación puede atribuírseles en un documento en 
el que dicho gobierno se propone justificar ante el mundo su 
conducta contra las quejas y las reclamaciones de la Santa Sede, 
que, apelando á hechos públicos y notorios, á las dbposiciones y 
leyes de él mbmo emanadas, le. acusa de haber invadido el ter- 
reno de la Iglesia, de haber violado los derechos de la Santa Se- 
de, y las estipulaciones clarísimas de un tratado solemne? 

Pero ¿qué se dirá de aquella parte del despacho en la que 
no se tiene reparo de anunobr al público alas gravísimas razo- 
nes que asbten al gobierno para dUponer que no se confieran 
por ahora las órdenes sagrad?» Aquí el poder temporal, eri- 
giéndose en juez de las cualidades de los que deben consagrarse 
^ al altar, de los títulos para ser promovidos al sacerdocio, y del 

número correspondiente á las necesidades de la Iglesia, invoca 
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á su capricho las leyes eclesiásticas, lo mismo que las civiles ; y 
todo aquello que no conduce á su intento lo presenta como un 
aabuso que solo puede eslenderse y prosperar en tiempo de cor- 
rupción en la disciplina eclesiástica y decadencia en el Estado.» 
En esta parte se lleg-a hasta á pronunciar antorilativamenle que 
la facultad de los Obispos sobre la ordenación de cléri^ tiene 
«un límite... que no pueden prodigar las órdenes sagradas mas 
allá de la necesidad y de la conveniencia pública, y que para 
dejar libre á los Obispos mismos aquella facultad es indispen- 
sable conocer y fijar, próximamente al menos, el número de or- 
denados que necesita la nación.» ¿Está, por ventara, conforme 
todo esto con las máximas inconcusas ya espuestas acerca de la 
supremacía ó independencia de la Iglesia en el ejercicio de su po- 
testad y desús derechos esciusivos en materia da órden religioso? 

Y no es esto todo: es preciso reproducir aquí el párrafo 
del documento español, en donde, aludiáidose á la ley de des- 
amortisaeüm, y revelándose la resistencia que, aestimulados 
por las amonestaciones de la Santa Sede, optuieron á su ejecu- 
ción no pocos Prelados de la Iglesia española, se supone que 
mientras algunos daban un laudable ejemplo de mansedumbre, 
y se mostraban obedientes á los preceptos del gobierno, y re- 
presentaban respetuosamente aquellos que cieian mas útil á la < 
Iglesia y al Estado, no han faltado otros que, con descrédito de 
su patriotismo, y desconociendo sus obligaciones evangélicas, 
se colocaron en una situación, no solamente hostil, sino rebelde 
y punible; de manera que obligaron al gobierno de S. M. á 
prevenir con algunas medidas de precaución nuryores males, 
separando de sus diócesis algunos Obispos, para que no encon- 
trase obstáculo la ejecución de la ley.» Déjese, por ahora, la 
vindicación del honor injustamente mancillado de algunos 
miembros del episcopado español, que sin embargo el despa- 
cho se guarda bien de nombrar, y resérvese esa tarea para la 
parte de esta respuesta destinada á corregir las inexactitudes, 
á esclarecer las circunstancias y á rectificar los hechos. Entre 
tanto, examínese y mídase el valor de las mas significativas 
palabras del referido párrafo. El precepto supone necesariamen- 
te el derecho y la competente autoridad en quien lo impone; y 
la obediencia al mismo precepto supone por su naturaleza el 
deber y la obligación, en quien lo recibe, de respetarlo y oom- 
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ptirlo. IMucho mas puedo considerarse obligado ó su observan- 
cia el que, en caso conlrario, se le declara hostil, rebelde y pu- 
nible; y pl 'castigo, para sor legítimo, requiere en quien lo im- 
pone el correspondiente poder. .Mas, ¿cuál era, en el caso en 
cuestión, el objeto que la llamada ley de desamortización ata- 
caba principalmente? Un artículo, como ya se h.a dicho, una 
máxima, un derecho, que es sagrado ¡lara la iglesia, jx)rque 
proviene de su divina constitución, que olla no puede abando- 
nar de. modo alguno, y que antes está en el deber de sostener 
y defender contra toda usurpación y violene.ia. Según el sentido- 
estricto del mencionado despacho, hasta en las cosas de tal na- 
turaleza el gobierno español se cree con el derecho de dar pre- 
ceptos, de exigir la obcdíencui de ellos, de mirar como hostiles, 
rebeldes y punibles, y de castigar efectivamenle (aun prescin- 
diendo en este punto de la inmunidad personal de los Principes 
de la Iglesia, de los ungidos del Señor), á los Obispos que sé 
opongan á obedecer. ' 

Por donde se ve que el gobierno de la nación católica, y el 
documento con que ha entendido justificar públicamente su con- 
ducta para con la Sania Sede, .se funda y apoya todos sus razo- 
namientos sobre el reprobado principioqueaccrca de la mdej>en- 
dencia esencial de la Iglesia, en el orden de cosas á ella sola- 
confiadas, subordina su poder, sus prerogalivasy siis derechos 
á la acción y á la voluntad de los gobiernos tcmiwrales. Y este j 
principio mismo es el que se desprende del sentido lógico de 
otros pasajes del precitado despacho. *Pc ahí el queso atribu- 
ya al gobierno el derecho de disponer libremente de la propie- 
dad de la Iglesia, sin necesidad de permiso, anuencia ó acuerdo 
con la Santa Sede.» De ahí el que .se establezca en favor del go- 
bierno también el poder de «prohibirle que posea bienes raíces, 
y el de limitar el modo, establecer las condiciones y determinar 
la forma» en que puede adquirir y conservar lo adquirido. De 
ahí c! que á la Iglesia se la «equipare enteramente á las demas 
sociedades y corporaciones dependientes del Estado,» haciendo 
nacer de la ley civil, no ya el derecho de propiedad, sino la vida 
también de las corporaciones eclesiásticas. Y de ahí, eñ fin, para 
no citar mas, el que se mire al clero, sin consideración alguna hácia 
su divino ministerio, como un ramo cualquiera dependiente del 
Estado. 
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N'o concluye aun aquí. Resta todavía que confrontar los 
mencionados y otros párrafos del documento español, con los 
infinitos hechos hostiles á la Religión y á la Iglesia que en el se 
omiten, á pesar de que á su tiempo han dado lugar á vivas re- 
clamaciones de los Ubispos y del representante déla Santa Sede 
en Madrid. Y no se quiere do.scender al molesto análisis de las 
indicadas circulares del ministerio de Gracia y Justicia, con los 
cuales se han inferido las mas graves ofensas á la autoridad de 
la Iglesia, se despojó á sus Prelados de diversas atribuciones iO' 
lierentes c insoparablesal sagrado ministeric^de que son respon- 
sables ante Dios, y -se llegó hasta proliibirles publicar las cen- 
suras y crudenauion do los libros y escritos tocante á la Reli- 
gión sin el previo conscntimienlo del gobierno. Se oniUirá 
igualmente el riguroso c.xámcn de las disposiciones tomadas 
respecto á los Seminarios eclesiásticos diocesanos, y de la inde- 
finida y porjuílicialisiina medida de proliibir á los Obispos la 
provisión, en la forma canónica acostumbrada, de las parro- 
quias vacaqtcs. Pasará también desapercibido el decreto de 11 
de setiembre de 1S51 suprimiendo la comunidad de religiosos 
geróiiimos, restablecida poco antes en el célebre monasterio del 
Escorial, en virtud del arl. 27 del Concordato; el decreto de 5 
dti febrero de 1SÓ5, restableciendo la odiosa é injusta ley de 18 
de agosto de 1S5I respecto á las capellanías colativas de pa- 
tronato familiar, cu oposición manifiesta á lo pactado espresa- 
niente en el mismo tratado, en el cual se estipuló que acerca de 
bis antiguas y nuevas fundaciones eclesiásticas no pudic.se ha- 
cerse cambio ni supresión alguna sin inlerveiieion de la autori- 
dad pontificia; y, finalmente, el otro, de 28 de abril del mismo 
año, |K)r el cual se suspende la presentación y toma de posesión 
para ciialqnier beneficio con cura de almas ó sin ella, ya 
fuese de dcreclio, patronato particular, eclesiástico, secular ó 
misto. Todo esto, sin embargo, si bien en ai mismo muy grave, 
lo parece menos en comparación de un hecho que no puede 
creerse ni aun oírse sin la mayor sorpresa; á saber: que el go- 
bierno de la nación calólicahaya llevado la profesión práctica 
del falso principio de que la Iglesia depende del Estado, basta 
el punto de aplicarlo á su augusta cabeza, al Vicario de Jesu- 
cristo, cuando ejercita su supremo magisterio, y , en uso de laa 
sublimes prerogalivas de su divino primado,, declara las docüi- 
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ñas de la Iglesia y pronuncia su oráeulo infalible en materias 
de fe. 

¡Y sin embargo es asi! Cuando el Sumo Pontífice Pió IX, en 
medio del religioso júbilo de los fieles , realizando las esperan- 
zas y los votos de muchos siglos , declaró dogma de fe la Inma- 
culada Concepción de la Madre de Dios María Santísima, la na- 
ción eminentemente católica , la devota nación española , tardó 
muchos meses en ver publicada en la península la Bula Ineffabi- 
lit Deut, ó sea el gran documento de la solemne definición, 
porque el gobierno quiso sujetarlo á todas las formalidades del 
Exequátur, violando con esto las leyes mismas del reino, las 
cuales, si por antiguo abuso del poder . contradicho siempre y 
jamás reconocido por la Santa Sede , le exigen en algunos de 
sus actos , han declarado espresamente exentos de tal formali- 
dad, entre otros , las Bulas dogmáticas. Pero aun hay mas. Es 
también un hecho innegable , es un hecho de funestísimo re- 
cuerdo, que en la circular dirigida en 9 de mayo de este año á' 
los Prelados se llegó también á declarar que la concesión del 
Exequátur, por nadie pedida, y, por el contrario, rechazada 
abiertamente en varias notas del encargado pontificio, debia en- 
tenderse sin perjujeio de las leyes, reglamentos y disposicioi^es 
que al presente rigen ó puedan en adelante regir acerca de la 
libertad de la prensa y la enseñanza pública y privada. Cuya 
declaración equivale á decir que en España (donde hasta existe 
una antigua ley en virtud de la cual nadie puede obtener gra- 
dos académicos sin previo juramento de profesar y defender la 
Concepción Inmaculada de la Virgen), ahora, no obstante la 
solemne definición proclamada sobre tal misterio desde lo alto 
del Vaticano, no pueda prohibirse el sostener y enseñar priva- 
da ó públicamente el error contrario. 

Pero es ya tiempo de entrar en el examen de los varios pun- 
tos que trata mas particularmente el citado despacho, y de c.ada 
una de las declaraciones con que el gobierno español pretende 
disculpar su conducta hácia la Religión, la Iglesia y la Santa 
Sede. La mas importante de las discusiones, según el citado 
despacho , «promovidas por Su Santidad con el gobierno de la 
Reina , y que mas que otra alguna tiene el carácter de religio- 
sa, es la que se refiere á la base 2.* de la futura Constitución del 
Est.ado , votada por la Asamblea constituyente;» á saber, la ba- 
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ae relativa a la Religión que profesa la nación española. Y des- 
pués de haber copiado el testo literal de la misma , y haber lle- 
gado á decir, fin reparo, «que no hay en la Constitución de nin- 
gtm pueblo católico, en las leyes civiles de ningún pueblo cris- 
liano, un testimonio mas vivo de religiosidad y de fe;» después 
de haber proclamado, «si bien á su pesar, que lo que encuentra 
injusto la Santa Sede es que no se persiga, según la base en 
cuestión, á ningún español ni estranjero por sus opiniones ó 
creencias mientras no las manifieste por actos públicos contra- 
rios á la Religión;» después de haber añadido «que si el Esta- 
do, manteniendo y protegiendo el culto católico, no persiguie- 
se, sin embargo, á ningún ciudadano por actos contrarios á la 
Religión, todavía no podria tratarse al gobierno español de mah 
católico; que eso y mas toleran, que eso y mas dejan hacerla 
mayor parte de los gobiernos católicos, aquellos á quienes mas 
debe la Santa Sede;» después de haber sostenido que «lo único 
que se garantiza al hombre de contraria creencia es que no se 
escudriñará su conciencia , que no se violará el secreto de su 
bogar, que no se emplearán nunca en contra suya los antiguos 
procedimientos del antiguo tribunal de la fe;» después de haber 
observado «que aparece aun mas injusta con España la Santa 
Sede si se considera que lo que hoy consigna la Constitución 
del Estado rige de hecho en el reino há muchos años, ha sido 
de hecho tolerado por la Constitución de 1S37 y por la de 1845, 
y existe de derecho desde 1848 , en que se promulgó el Código 
penal, donde una, dos, tres veces, en diversos artículos, y ba- 
jo diversas formas , quedó terminantemente establecido que la 
publicidad fuera la condición esencial del delito religioso;» des- 
pués, en fin , de confrontar el artículo primero del rccientísimo 
solemne Concordato , con la base discutida de la futura Consti- 
tución , concluye manifestando «el mas íntimo convencimiento 
ser evidente, ser cosa fuera de discusión , que ni hay ofensa á la 
Religión , ni se ataca de modo alguno á la unidad católica, ni 
hay siquiera infracción del Concordato en la base controver- 
tida.» 

Si tal convencimiento del gobierno español es fundado ó er- 
róneo; si su indicada apreciación acerca de la base 2.‘ de su fu- 
tura Constitución es verdadera y legitima, ó, por el contrario, 
falsa y destituida enteramente de razón, es lo que ahora va á 
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cxaniinarsff, para norma y guia dcl juicio que aquel gobierno 
espera del mundo y de las potencias católicas. Por lo que res. 
pecla á la Religión y á la unidad católica, á la que. se pretende 
no lialier inferido ningún perjuicio ni ofensa con la base 2.’, es 
un principio por todos admitido que la opinión pública y el sen- 
tido común son y lian sido siempre considerados un argumento, 
una regla, un criterio seguro de verdad. Supuesto que la opinión 
general y el sentido común de la nación es|>añola ha visto en la 
base 2." de la fiilnra Constitución el peligro para la Religión, la 
ofensa para la unidad católica, que no vió el gobierno, qá quióu 
ha de creársele engañado? ¿\ quién el de vista clara? ¿Do qué 
parle ha de creerse el engaño y el error? ¿De cuál la verdad y la 
.razón? ¿Cmil fue realmente la opinión y el senlido universal de 
la nación católica al presentarse la lusc á su discusión, á sus al- 
leraalivas, á su aprobación, y aun después de ajirobado y vola- 
do por la .Asamblea constituyente cl proyecto, de la base de que 
»e habla? Viéguese, si c.s posible, que loda España se alzó como 
un solo hombro á pe<Iir, suplicar y qn.jarse, con la energía ins- 
pirada por el intimo amor á la Religión y unidad católica, con- 
tra el ataque que sufría con la aprobación de la lose. Por fortuna 
salió á la Inz en l.a capital del reino un libro, en el cual, junla- 
inenle con los .actos concernientes ¡i esta malhadada cuestión, 
estaban reunidas la mayor parle que fue posible reunirá sus 
actores de las solicitudes, reclamaciones y protestas dirigidas 
con este objeto de todas las partes de la península, de loda clase 
de condición de personas. En él se leen las reclamaciones de 
todos los .Arzobispos, Obispos y Prelados del reino, de los cus- 
todios y tutores del sagrado depósito de la (e y unidad católica. 
£n el seleen lassúplicas de los Vicarios capitulares ó goberna- 
dores eclesiásticos de las diócesis vacantes, de los cabildos 
de las iglesias metropolitanas, catedrales y colegiatas. Las 
reclamaciones de los párrocos y pastores de almas , sea el 
que quiera su tílulo , y de otros muchos pertenecientes al 
clero es[)añnl. .Allí se ven también las víntis esposiciones 
de los ayuntamientos y de las poblaciones grandes y pequeñas, 
ricas y pobres, iluslres y oscuras de España, que todas á una 
voz, previendo el peligro que .amagaba á la Religión, lamentando 
la ofensa inferida á la unidad católica por la propuesta 2.* base 
de la futura Constitución, piden, demandan, protestan para 
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que no se altere, ni en un solo ápice, el estado de ta Religión de 
sus abuelos, para que no se toque ni baga el menor daño á la 
unidad católica, joya preciosa de la corona de España, glorioso 
resúmen de tantas victorias y triunfos de la nación, única y po_ 
ra corriente de prosperidad en tiempos de grata é indeleble me- 
moria. Abranse y recórranse ligeramente las páginas del citado 
libro; échese una ojeada sobre las innumerables representacio- 
nes que allí hay copiladas; obsérvense los muchos y muchos 
cientos y millares de firmas que traen, según el síUo de donde 
proceden; nótense los nombres de los primeros propietarios, co- 
merciantes, literatos, artistas y patricios de las mas notable» y 
florecientes ciudades del reino, de personas de todos los parti- 
dos, sin distinción de color político, y después decídase si no es 
realmente la nación aquella que habla y se duele en masa; si 
aquellas súplicas, aquellas peticiones, aquellas vivísimas pro- 
testas son ó no la genuina espresion del voto unánime de la 
Opinión universal, del sentido coman de los fieles de España. 

Mas ¿á qué alargarse en estos datos y otros parecidoe raso- 
namienlos, cuando lo hecho por las Cortes y el gobierno 
ofrece las mas luminosas é irrefragables pruebas sobre este pro- 
pósito? Es inútil decir que 1a agitación, la inquietud, el disgusto 
de la una y del otro, por el número, siempre creciente, de las 
reclamaciones que llegaban de lodos los puntos de la península^ 
fueron la causa imperiosa para que, á pesar de los contrarios de 
la base 2.*, se interrumpiera de un golpe la discusión, para apro- 
barla y volarla en las altas horas de la noche del 28 de febrero 
al 1. de ma'rao. Es, pues, inútil referir lo que pasó dentro del 
edificio de las Corles aquella misma noche y en las sigoientesi 
con el fin de poner termino á las quejas y rectamaeioaes de loe 
que no desistían de quejarse de tas diferentes poblaciones de Es- 
paña, á pesar de estar ya aprobada y votada dicha base. No es 
menos inútil añadir que en medio de acaloradas discusiones so- 
bre el valor de la resolución tomada por las Cortes hasta no hr»- 
ber obtenido la sanción soberana y que fuese promulgada, á po- 
sar de la eficacia con que alguno reclamó la observancia de las 
reglas constitucionales, y la fuerza de los argumentos con qm 
sostuvo la libertad, el derecho de petición que gozaran Im espo- 
ftoles en todos fiempos, y especialmente por las Constitaok»^ 
nes anteriores, la misma Asamblea, con la misma intenoion da 
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contener el número, siempre creciente, de esposiciones y protes- 
tas, declaró el 3 de marzo, cque no admitiría ninguna petición 
contraria á las bases constitucionales tan luego como estas fue* 
sen aprobadas.» 

Conviene, sin embargo, manifestar que, convencido el gobier- 
no del poco ó ningún efecto de la resolución adoptada por jas 
Cortes, y que aun cuando aquellas no admitieran ninguna con- 
tinuarían firmándose y publicándose, por lo cual tuvo que re- 
currir al estremo de mandar, por conducto del ministro de la 
Gobernación, en orden de 8 del mismo mes, que de allí en ade- 
lante «no se hicieran esposiciones contra las bases aprobadas y 
que estuvieran á punto do aprobarse, advirtiendo cspresamenle 
que entregaría ú los tribunales á lodos aquellos que con tal 
motivo cometieran acciones penadas por la ley.» 

Oe estos hechos, que son públicos, notorios, y constan ade- 
mas en el Diario de las Sesiones, y de otros documentos oficia- 
les, se desprenden espontáneamente consecuencias díamelral- 
mente opuestas á lo sostenido en el despacho español, y estas 
consecuencias no pueden ser mas legitimas ni claras. O el voto 
unánime, la opinión general y el sentir común de una gran na- 
ción no es un argumento, una regla, un criterio de verdad, ó 
lejos de ser «evidente y fuera de discusión que la base 2.'* no 
eacieira peligro alguno para la Religión, ni la mas ligera ofen- 
sa» á la unidad católica, es, al contrario, cierto, indudable, evi- 
dentísimo, que amenaza gravemente aquella y compromete esta. 

En efecto; ¿por qué en circunstancias semejantes y momentos 
tan importantes y solemnes, cuando se discutieron tos artículos 
pertenecientes á la Religión en las Constituciones de 1837 y 
1845, los fíeles de España permanecieron tranquilos, y no se 
esparció por toda la nación la assiedad, las dudas y los temores 
suscitados universalmente al discutirse y votarse la 2.*^ base? 
¿Por qué entoncea no tuvieron lugar las reclamaciones hechas 
en todas formas, por toda clase de personas y de lodos los pun- 
tos de la península, á las cuales solo privando á los españoles 
del derecho de petición se pudo poner límite? Y, sin embargo, 
estaba la nación, lo mismo que ahora, animada del mas puro y 
ardiente celo por la Religión de sus mayores; celosa igualmente 
que quedase ileso, iutaclo, el principio de unidad católica. No es 
necesario indagar y estudiar la causa, siendo esta tan obvia y 
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manifieíta: la católica nación española no vió en los artículos de 
la Constitución de 1S37 y 1S45 el peligro por la Religión y el 
daño á la unidad católica que vió universalinenle en la 2.‘‘tKise 
de la Constitución del Estado. 

Con esto se maniñesta el fruto con que so hace relación en «1 
despacho á las dos indicadas constituciones. Aparece aun mas 
claramente la oportunidad de la orden de S do marzo, con la 
que se prohibió toda ulterior demostración y petición contra las 
bases de la futura Constitución ya aprobadas, ó que estaban 
para aprobarse, y se permitieron las siguientes significativas 
palabras ; «Aquellos que abusan de la credulidad de las perso- 
nas simples, agitan los ánimos haciendo esiKKiciones y reco- 
giendo firmas, con las que se intenta falsificar la verdadera 
Opinión del país, y cubren con la máscara de sentimientos re-_ 
ligiosos sus conatos de perturbación, no solo atenían contra la 
autoridad de la Asamblea, sino que. turban la tranquilidad pú- 
blica, esparciendo la alarma.» Parece increíble que en la capi- 
tal del reino eminentemente católico, que en una orden dada en 
irombre de la Reina Católica, se baya llegado á proclamar que 
unas esposiciones dirigidas á oblcner una reforma enia baseS.", 
en sentido menos peligroso para la Religión y para la uni- 
dad católica, se trate de falsificar ¡a rerdadero opinión del 
pait, no pudiendo sostenerse esto lógicamente, sin probar al 
mismo tiempo que el sentimiento religioso, esclusivamcnlc cat»»- 
lico, el sentimiento conservador de la unidad, es el sontimiealo 
sincero de la nación española. 

> Prescindiendo de esto , repugna á la razón natural que el 
movimiento universal de los fieles de España fuera producto de 
ocultos manejos de unos pocos conspiradores, nqpe in tentaban 
alterar la tranquilidad pública bajo la sombra y prctesto de aen- 
limienlos religiosos.» ¿Acaso la España en 1S37 y 1315 , cuan- 
do se discutían los artículos de la Constitución , no ardía en 
ella el mismo fuego revolucionario que al discutirse la base 2.% 
y no estaba dividida en partidos , y no encerraba en su se- 
no la clase de malcontentos, dispuestos siempre á turbar 
la *tranquilidad pública? ¿Cómo entonces no abusaron del 
sentimiento 'religioso para conspirar en daño de la situación 
entonces existente? ¿Y cómo, por el conlrario, ¡en 1855 to- 
dhs las persotvas, sin distinción de clases ni opinión po- 
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litica’, oorrieron presurosas á firmar las ctposiciones contra 
dicha base? 

Pasemos ahora á examinar fríamente la base en si misma; 
pésense sus palabras, madúrese su sentido, y calcúlense sus 
naturales consecuencias. Estos son los términos en quoestá con- 
cebida : « La nación so obliga á mantener y proteger el culto y 
los ministros de la Religión católica que profesan los españoles; 
pero ningún español ni eslranjero podrá ser perseguido por sus 
opiniones ó creencias mientras que no las manifieste con actos 
públicos contrarios á la Religión.» Estas palabras las pretende 
esplicar el gobierno español en su despaclio, diciendo que mieO' 
tras «queda terminantemente prohibido cualquier acto públiooi 
contrarío á la Religión , no se autorizan por esto los secretor, 
mas solo se consideran y dejan fuera de la acción d<' la ley.» 

Con esto cree haber demostrado que la base no perjudica en 
nada al estado de la Religión del reuio; que no ofende ni ame- 
naza por ningún lado á la unidad católica; que la ley fundamen- 
tal de España de 1855 , en cuanto á Religión, no se desvia en 
iwda, ni hace innovación en lo vigente , antes de las deplora- 
bles vicisitudes de 1854; que, por el contrario, puede decirse 
con seguridad que no existe en la Constitución, ni en las leyes 
civiles de ningún pueblo católico , un testimonio mas vivo de fe 
y religiosidad como la que presenta y encierra la base 2.* 
de la futura Constitución del Estado, votada por la Asamblea : 
constituyente. 

Dejemos ú un lado la primera parte, y vamos á ocupamos 
de la segunda, que dispone que ningún español ni cstraiqcfo 
pueda ser perseguido por sus opiniones y creencias religiosas 
hasta que sean manifestadas por actos públicos contrarios á la 
Religión. Si estos solamente son castigados por la ley, ó, como 
dice el despaclm, terminantemente prohibidos, ¿cuáles son aque- 
llos por los cuales ningún español ni estrnnjero puede ser perse- 
guido, y que, según el mismo despacho, no son autorizados, pe- 
ro sí puestos fuera de la acción de la misma ley? ¿Son quizás las. 
opiniones y creencias puramente interiores, ó sea los pensa- 
mienlos del ánimo y los aféelos del corazón? ¿Quién no sabeqfie 
las opiniones y creencias puramente interiores están fuera de la. 
acción de toda ley humana, civil ó eclesiástica? ¿Quién no ve 
que una ley tal carecería de objeto, y seria pasajera y ridicula?. 
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La base, pues, no tiene ni puede tener otra mira que sobre los 
actos contrarios á la Religión cometidos en casas privadas, y 
no en lugares públicos y á la vista del pueblo; pero por esto no 
dejan de ser estemos, y [jor razón del lugar donde se ejecutan, 
de las personas que intervienen en ellos, y de todas las circuns- 
tancias que les preceden, acompañan y siguen, no pueden esca- 
par de la noticia y oidos del público. 

¿Que' se entiende, ó ha podido entenderse , en el repelido 
despabilo, al decirse que tales actos no son autorizados, y solo 
considerados fuera de la acción de la ley? Lejos toda ambigüe- 
dad, que no puedo convenir á la gravedad del negocio que se 
(rata, á su Índole y á la solemnidad de los documentos de este 
género. Si la ley limita esplicitaraenle su prohibición, y com- 
prende solemnemente los actos contrarios á la Religión que son 
y se dicen públicos, en el sentido indicado, entonces no coni- 
peende, y si cscluye, aquellos que en el sentido indicado son 
considerados como secretos ó privados, y, por consiguiente, no 
siendo prohibidos por la ley, vienen por ella misma, al menos 
implícitamente, autorizados. 

Y esto en una nación que hasta ahora no ha reconocido ni 
admitido otro culto que el católico; en una nación que se puede 
decir que tiene identificada la Religión católica en su historia, 
en sus costumbres y<fcn toda,s sus glorias; que por confesión he- 
cha solemnemente en la Asamblea nacional por los mismos que 
propusieron, sostuvieron y volaron dicha base, «no se ha le- 
vantado una voz, ni se ha hecho una manifestación que pueda 
debilitar la importancia de la unidad religiosa, nada absoluta- 
mente que incline á la libertad de cultos, nada que requiera á 
la tolerancia, sea para los nacionales, sea para los estranjeros;» 
en una nación en que se declaró en la misma Asamblea, por 
persona autorizada, «que entre los infinitos programas electora- 
les que se presentaron no hubo sino imo solo que hablase de 
tolerancia de cultos; programa que , no habiendo obtenido 
siquiera un voto, fue retirado al dia siguiente.» 

Que el espíritu de la base sea admitir el ejercicio privado de 
un culto no católico, é introducir la tolerancia religiosa, ¿de 
dónde puede inferirse mejor que del curso de la misma discu- 
sión y de las manifestaciones de hcclio y palabra ocurridas en 
la misma Asamblea nacional? Y entre los copiosos argumentos 
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que á osle objeto ofrece el Diario de las Sesiones parlamenla- 
ria«K no es dudoso saber el fin de la segunda parte de la base 
misma. El fin y la ¡dea fue, no el establecer de un golpe la to- 
lerancia religiosa, y mucho menos la entera libertad de cultos, 
pero sí el facilitar la manera de abrirle camino. Esto, en electo, 
sedióá entender necesariamente, cuando, lamentándose los par- 
tidaiios y sostenedores de tal libertad porque ni un solo paso se 
había dado en este sentido desde el año 1 789, se les replicó en 
estos términos: «Para sabersi con la proyectada base se ha progre- 
sado ó no, y si la comisión concede alguna cosa, es menester ape- 
lar á los Prelados españoles, y preguntarles si creen que la co- 
misión conceda alguna cosa ; y si no concede nada, renuncien á 
su oposición cuantos piensen de esta manera; pero no renun- 
ciando, debo inferir que aprecian en algo lo que la comisión 
propone.» <)tro tanto se dio á entender cuando, renovado el la- 
mento porque con el proyecto de la Constitución nada se habia 
adelantado desde 1837, se les contestó así: «Yo diré que en 
aquel año la Asamblea progresista rechazó la adición que la 
comisión propone hoy como base , y esto prueba que hayamos 
adelantado algo. Si la comisión no va mas allá, os porque no 
cre4 que hayamos hasta ahora progresado lo suficiente para es- 
to.» Otro tanto se di<í t.imbion á entender, especialmente cuan- 
do á otras instancias se contrapuso la esplltila y particular se- 
guridad que la base es un paso de gujante en el camino de la li- 
bertad religiosa, y lodo aquello que podía hacerse por entonces 
en España para preparar el terreno, atendido ePestado y el es- 
píritu de la opinión púlilica; en fin, que la libertad misma «seria 
establecida tan pronto como lo permitiese la civilización de Es- 
paña.» 

De la misma discusión resulta que todas las enmiendas, mas 
ó menos direclamenlo, eran favorables á la tolerancia religiosa y 
ú la libertad de cultos, y solamente una llevaba esculpido é im- 
preso el sentimiento católico, tendiendo principalmente á salvar 
la unidad, á cerrar todas las vias que podian conducir á lodo 
ejercicio privado de culto no católico, y se espresaba como sigue: 
«La nación se obliga á proteger y mantener con decoro y pun- 
tualidad el culto y los ministros de la Religión católica apostóli- 
ca romana, que es la del Estado, y la única que profesan los es- 
pañoles.» ' 
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Déjense sin comnntarioa li crudeia y la inconveniencia con 
que fueron conibatidas y tratadas varias palabras, asaz graves 
é importantes de esta enmienda, y fijemos nuestra atención en el 
éxito que obtuvo; es decir, en la votación. ¿Quién la aprobó y 
admitió':' ¿Quién la reprobó y escluyó? Entre los primeros se en- 
cuentran solamente loe nombres de 46diputadus, ya bien conoci- 
dos por su franca decisión y energía en sostener la unidad cató- 
lica contra toda innovación y tolerancia que pudiese, aun remota- 
mente, perjudicarla. Entre los segundos se ven los pronunciados 
abiertamente en favor de la entera libertad de cultos, ó al menos 
de la tolerancia religiosa; y vense también unidos los autores y 
sostenedores de la base, con todos sus secuaces y adherentes. Si 
estos, al concebirla, proponerla y defenderla, no hubiesen esta- 
do realmente dominados de la idea de proporcionar el modo de 
preparar la tolerancia y admitir la práctica privada de un culto 
no católico, ¿se habrían mostrado consecuentes consigo mismos 
desaprobando la enmienda enunciada? 

Resulta también que la segunda parte de la base fue al prin- 
cipio presentada con el adverbio civilmente , después de las pa- 
labras ningún español m' estranjero podrá ser perseguido, con 
lo cual la acción de la potestad civil se limitaba al caso en que 
«las opiniones ó creencias religiosas fuesen manifestadas con ac- 
tos públicos contnu-ios á la Religión.» Quedaba, sin embargo, 
en su pleno vigor el ejercicio de la jurisdicción y autoridad de 
la Iglesia respecto á todos los actos estemos contrarios á la Re- 
ligión misma, aunque fuesen secretos ó privados. De esta mane- 
ra se respetaban, como se debe , los derechos innegables de la 
potestad ec1esi.ástica, y se hacia menos fácil la práct'rca privada 
y secreta de un culto no católico, especialmente tratándose de 
una nación enteramente católica , sumisa por lo mismo, y reve- 
rente, por convicción y por fe , á las prescripciones y ,á la auto- 
ridad coercitiva de la Iglesia. Bien conocian esto los defensores 
y promovedores de la libertad de cultos y de la absoluta tol^ 
rancia religiosa , y que , en atención á la contraria disposick» 
de los ánimos de todos los españoles y de la mayoría de la 
Asamblea, no podrían conseguir su objeto; por lo tanto, diri- 
gieron sus esfuerzos para que al menos se sacase de la base la 
palabra civilmente; y con el consentimiento y anuencia de loa 
que la hablan concebido, propuesto y sostenido, el adverbio fue 
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*ac«do, 7 fue con conocimieDlo , y despoes de haber manifesta- 
do que en el sentido de la base reformada «ningún español ni 
estranjfro podría ser desde entonoes perseguido , ni civilmente 
ni de ninguna otra manera; es decir, ni por la potestad civil ni 
por la eclesiástica, (lor sus opiniones d creencias religiosas, si 
no las manircslaba con actos públicos contrarios á la Religión. o 
Esto fue declarado claramente en la misma Asamblea. Y por es- 
to mismo fue que en el seno de la comisión no faltó quien, ha- 
biendo valerosamente oombatido en favor de la unidad católica, 
estando intimamente persuadido del peligro en que caia por ha- 
ber sacado á la base dicho adverbio, rehusó en seguida apro- 
barla con su voto , si bien la liabia al principio propuesto y de- 
fendido en unión con sus compañeros. Por lo tanto, es claro has- 
ta la evidencia que los autores y defensores de la base no hu- 
bieran cedido á esa exigencia, si su primer objeto al idearla, 
proponerla y defenderla no hubiera sido abrir la puerta y dcs- 
embaraxar el camino, si no á la libertad, al menos á la toleran- 
oia de cultos. 

'No es, pues, licito dudar que la segunda parle de la base 
admite el ejercicio privado de un culto no católico, y tiende, 
por consiguíenle, á introducir y favorecer la loleranciu religio- 
sa. ¿Podrá decirse con sombra de razón, por consiguiente, que 
el estado do la Krligion en la península no ha sido |>erjudicado, 
y la unidad católica no sufre ningún daño ni la mas pequeña 
ofensa? 

Esto es verd.aderamenle lo que encuentra y ha encontrado 
faijosto la Santa Sede; esto es lo que ha amargado y afligido á 
todos los buenos católicos y fieles españoles, y no ha podido 
menos de amargar y afligir á su Padre común. Y tanto mas 
justamente le amarga y aflige, cuanto mas ha radicado en Es- 
paña la eseliisiva profesión de la fe y del culto católico; cuanto 
mas enórgieanicnte la nación ha resistido siempre, y no deja de 
resistir, á toda peligrosa innovación; cuanto mas gravemente la 
.práctica esterna de un culto no católico, aunque sea privado y 
secreto, en aquel reino, ofende y compromete el gran principio 
-vivificador y conservador de la unidad católica. 

No ha encontrado, ni encuentra inju$to la Santa Sede, co- 
mo se dice en el despacho español, que, «según la base, no se 
persiga á ningún español ni «stranjero por sus opiniones ó 
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creencias, mientras no se manifíeslo con actos públicos contra- 
rias á la Religión.» Lejos, ante todo, de nna Religión de paz, 
de una Religión fundada esencialmente en la caridad; Isjps la 
idsa de la perseoucion en el sentido que parece darle á esta pa- 
labra el mismo despacho. La Religión de Jesucristo, y la Santa 
Sede, suprema maestra .y sustentadora do sus doctrinas y de 
sus máximas, separa, impugna, descubre el error y cumple es- 
trechamente el sagrado deber de enseñar, amonestar, exhortar 
y poner todos los medias que su Divino Fundador ha puesto en 
sus manos, á fin de preservar á sus hijos y de alejar el contagio 
de aquellas regiones y paises que están afortunadamente exen- 
tos; mas no persigue ni jamás ha perseguido á ninguno. Y 
aquel famoso tribunal de la fe, de que se hace mención en el 
despacho, no es en su índole, ni en su objeto, ni en sus proce- 
dimientos, mas que un tribunal de penitencia, cuyos piadosos 
cuidados solo son dirigidos al mayor bien y á la salvación eter- 
na de los estraviados, y no se esliende á mas que ú su correc- 
ción por las vias de la enseñanza, de la persuasión y de las po- 
nas medicinales, sin escudriñar, según el despacho, las con- 
ciencias, y violar el secreto de la habitación doméstica. Los 
abusos que tuviera ó hubiera podido tener, son enteramente es- 
traños á su institución, y aun con menor justicia se puede cul- 
par á la Santa Sede. El empeño cou que se reproducen estas 
acusaciones, tantas veces desmentidas, no puede nunca tener el 
carácter que se trata de darle, si no se confunde la institución 
con el abuso, y no se atribuyen efectos á causas que no son 
realmente las suyas. 

La Sonta Sede ha encontrado injusta y fácil de comprender 
la razony oportunidad conque el documento español haya creido 
justificar al gobierno con el ejemplo de lo que «tolera, hace ó 
deja hacer á la mayor parle de los gobiernos católicos,» á aque- 
llos precisamente á quienes mas debe la Sania Sede. Dejemos 
aparte esta alusión: ya se ha diclio que la misma Santa Sedo 
conserva siempre en la memoria , y es siempre reconocida á 
cualquiera beneficio, de cualquier parte que venga ; pero no 
por eso faltará jamás á los mas altos y apremiantes deberes de 
su ministerio. Sean, pues, grandísimos los títulos que reclaman 
y exigen su gratitud, ella no falta ni faltará jamás á cuanto en 
otro género y orden de cosas le dicta la conciencia y le impone 
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la oficio. Es verdad (¿y quién podrá negarlo?) ; algunos go- 
biernos católicos toleran y dejan hacer, en punto do Religión, 
bastante mas de aquello que introduce en España la base dicha. 
Pero toleran y dejan hacer aquello que la imperiosa ley de la 
pública necesidad les prohíbe impedir , no sin nivelar y garan- 
tir al mismo tiempo la observancia de las debidas reglas , para 
que, á pesar de lo tolerancia , el error no se difunda y comuni- 
que. El caso, pues, de estos gobiernos nada tiene de común, ó, 
mejor dicho , es diametralmente opuesto al de España. Están 
establecidas hace siglos , en los territorios de estos gobiernos, 
las comuniones y sociedades no católicas. Y est,á admitida por 
irresistible razón de alta prudencia, y aun convenida y estipu- 
lada entre estas potencias , la libertad ó tolerancia de cultos. Al 
contrario , la naf ion española , de un estremo á otro de sus re- 
gios dominios, profesa esclusivamcnte la Religión católica, y 
está inseparablemente afecta á la unidad católica. Bien le- 
jos de haber deseado y pedido la mas ligera innovación, toda 
en cuerpo se ha levantado á protestar y reclamar, al primer sín- 
toma, de la ofensa que se le inferia por la segunda parte de la 
base; ¿qué mas? Tampoco de los estranjeros han partido instan- 
cias y demandas para que se introdujese en España la liber- 
tad ó tolerancia religiosa , ó al menos se le preparase el ca- 
mino. Si quiere tenerse una prueba de esto, en la misma Asam- 
blea se dijo varias veces, por personas respetables, y se declaró 
en el curso de su ruidosa discusión, «que no hubo ninguna re- 
presentación de estranjeros, sino la de un judío de Alemania, 
que pidiese la libertad de cultos.» 

No mas á propósito ni con mayor fruto el despacho espa- 
ñol invoca el hecho de las dos Constituciones de 1837 y 1845, 
y se detiene especialmente en manifestar que cuanto admite y 
dispone la repelida parte de la base nexisle de derecho desde 
el 1848, época de la promulgación del Código penal, en el cual 
una, dos y tres veces, en diversos artículos y bajo distintas for- 
mas, fue establecido terminantemente que la publicidad fuese la 
condición esencial del delito religioso, y que á cuanto se hicie- 
se sin ella no se le impusiese pena .alguna á ningún acto secre- 
to, por contrario que fuese al culto católico.» 

No es necesario volver á tratar de los respectivos artículos 
de las dos citadas constituciones, habiéndose indicado en otro 



lugar que por ellos no se autorizaba ni admitia en España el 
ejercicio esterior, aunque fuese secreto ó privado, de un culto no 
católico, y mucho menos abria camino á la tolerancia religiosa; 
en la misma Asamblea, al discutirse la base 2.', se confesó pú- 
blicamente que en 1837 «la Asamblea progresista no admitió co- 
mo enmienda la base que hoy presenta la comisión.» Es cierto 
que el despacho mismo no invoca las mencionadas constitucio- 
nes sino bajo el supuesto «que estaba tolerado de hecho aquella 
que últimamente dispuso la Constitución del Estado.» Pero ¿có- 
mo se prueba y puede razonablemente suponerse, contra la cien- 
cia y el conocimiento general de la nación, que antes de aquel 
tiempo existiese y fuese admitida en el reino la práctica cstcmai 
aunque fiie.se secreta y privada, de un culto no católico? 

Por lo que concierne al Código penal, es necesario contar la 
gran diferencia de entidad é importancia que hay entre la ley 
fundamental del Estado, la cual forma y constituye el ser y la 
suprema ley de la nación, y el Código penal, que, en el órden 
de la legislación, comparado especialmente á la ley fundamen- 
tal, es secundario, y que, calificados los delitos y las trasgresio- 
nes, según su diversa índole y gravedad, se limita á fijar y 
proporcionar las penas á las circunstancias, para norma y guia 
del que está destinado á aplicarlas. Por consiguiente, aunque 
las disposiciones del Código, de las que se trata, tuviesen real- 
mente la intención y la fuerza que se les ha dado en el despacho 
español, todavía sería indudable que se ha perjudicado la uni- 
dad católica y ofendido la Religión del reino, desde que se trajo 
á ser parte de la Constitución del Estado aquello que antes solo 
era una disposición del Código penal. 

Pero en verdad que de las palabras del Código penal, en la 
parle relativa á los delitos contra la Religión, mal se infiere que 
«este en el mismo terminantemente establecido que la publici- 
dad sea la condición esencial del delito religioso, y que se pro- 
híba completamente el imponer pena alguna á cualquier acto 
secreto, por contrario que sea á la Religión.» No son en realidad 
loa delitos religiososlos únicos que la letra de la ley penal, aho- 
ra vigente en España, castiga mas ó menos esplicitamente como 
públicos. Sin embargo , nadie dirá que por esta razón se hallan 
por la misma ley exentos de toda pena, por graves que sean, si, 
cometidos en secreto, llegan después á noticia de la autoridad 
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pública. De la misma manera, por consiguiente, no puede enten- 
l^rse que el art. 129 del susodicho Código, en el cual se casti- 
ga «al que celebra actos públicos de un cuito que no sea el de la 
Religión católica apostólica romana, con la pena de destierro tem- 
poral,» atribuya el castigo de semejante delito religioso á la 
publicidad, hasta tal punió do exigir esta como condición esen- 
cial para que pueda aplicarse la pena, y no considere ya aquel 
como delito, cuando la celebración de los actos de un culto no 
católico se hayan verificado en secreto, aunque por las circuns- 
tancias del lugar, del tiempo y de las personas no quede oculto, 
y que la autoridad pública llegue á saberlo. Si así fuese, las 
disposiciones del Código penal español de 1848 estarian en con- 
tradicción con la ley fundamental del reino, sancionada y pu- 
blicada en 1845, en la cual, á no dudarlo, no se permitía ni au- 
torizaba de ningún modo el ejercicio esterno de un culto -no ca- 
tólico, aunque fuese privado y secreto. 

Y que este y no otro es el sentido de los artículos en cues- 
tión, y que existe una diferencia sustancial entre las disjwsicio- 
nes del Código penal y la base 2.“ de la futura Constitución, 
resulta también del hecho de que los Prelados del reino, que se 
callaron en aquel tiempo, y, comoafirmóen la Asamblea un res- 
petable individuo, no hicieron reclamación ni observación al- 
guna sobre los artículos 128 y siguientes, que establecen las 
penas para los delitos contrarios á la Religión,- han levantado la 
^voz y unánimemente reclamado contra la susodicha base. A to- 
do esto se agrega que las disposiciones del Código penal solo se 
referian, y no podían referirse á otra cosa, mas que á la acción 
. del poder civil sobre los delitos contrarios á la Religión, mien- 
tras que la base, particularmente después de haber suprimido 
el adverbio civilmente, impide y escluye igualmente, como ya 
se ha observado, la acción de la Iglesia. No puede, por consi- 
guiente, de ningún modo decirse realmente, como aparece del 
documento español, que la Constitución del Estado , según 
la base misma , dispone hoy lo que existe de derecho en 
España de^de 1818 , en cuyo año se promulgó el Código 
penal. 

Pero por improbable y falta de fundamento que sea la hip<^ 
tesi, supongamos, sin embargo, por un momento que de las dis- 
posiciones de dicho Código pueda sacarse legítimamente una 


conjetura, una prueba, una razón cualquiera, en favor de lo que 
se pretende sostener en el mismo despacho. ¿Cómo y con qué 
confianza pueden invocarse al efecto las indicadas disposiciones, 
después del hecho sobrevenido de la solemne convención con-* 
cloida en tSñl entre la Santa Sede y S. M. Católica? Cierta- 
mente no habrá quien reconozca ó deje de reconocer lo que se 
verá mejor en breve; á saber: que la letra y el espíritu del Con- 
cordato están especialmente dirigidos á robustecer cada vez mas 
en España la unidad católica, y á escluir por todos lados cuanto 
se le oponga ó pueda causarle ofensa ó peligro. Léase ahora el 
art. 45 del referido tratado, en los términos precisos en que se 
halla concebido, que son los siguientes: «En virtud de esta so- 
lemne convencían, se tendrán por abolidas, en cuanto se opon- 
gan á ella, todas las leyes, disposiciones y decretos, de cual- 
quier modo y forma que hayan sido dados hasta el día en los 
dominios de España; y la misma convención estará en vigor 
desde ahora en adelante on los mismos dominios como ley del 
Estado.» Dado, pues, y no concediendo que los varios artículos 
del Código eslableciescn en derecho, como se dice en el despa- 
cito, lo que recientemente ha dispuesto la Constitución del reino 
en la segunda parle de la mencionada base, ó sea que admitie- 
sen el ejcrciciu privado ó secreto, pero estemo, de un culto no 
católico, ello es daro que debieron tenerse por abolidos y sin 
efecto, porque están en oposición con el Concordato, que en su 
letra, en su espíritu, fue encaminado, por el común consenti- 
raienio de las dos parles contratantes, i robustecer cada vez mase 
en España la unidad católica, á preservarla de loda ofensa y 
peligro, á rechazar todo aquello que coalribuya á entrar en el 
camino de la tolerancia y libertad de cultos. Y tanto mas se de- 
biera suponer que los susodichos artículos del Código penal fue- 
ron comprendidos en el art. 45 del mismo Coocordahx, y debie- 
ran considerarse como formalmente abolidos, cuanto que la 
abolición convenida, no solo se estiende á todas las leyes, dispo- 
siciones y decretos emanados en cualquier modo y forma hasta 
el dia en los dominios españoles, sino que ademas el mismo Có- 
digo, aprobado y promulgado por vía psoviaotia y como ensa- 
yo, no había sido aun aprobado ni sancionado definitivamente; 
cuando la solemne convención fue cerrada y estipulada. Si la 
definitiva aprobación y sanción fuese acaecida posleriormenla. 
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¿qad otra cosa resultaría en la indicada hipótesi sino una infrac- 
ción manifiesta dcl mismo tratado? 

Sin embargo, el documento español pretende sostener que 
en el sentido de la controvertida base, lejos de encerrar alguna 
ofensa y daño á la Religión y á la unidad católica , no contiene 
siquiera la mas ligera infracción dcl Concordato. Y aquí viene 
bien, aunque sea ligeramente, el hablar de la primera parle de 
la misma base. 

Todo lo que en prueba dcl asunta se cs^ne en el menciona- 
do despacho, está reducido al raciocinio siguiente, que copia- 
mos integro y traducido al pie de la letra, y que dice: > 

(lEn vano se alega el testo del art. l.° dcl Concordato 
de 1S51, donde se consigna qut la Religión católica apostólica 
romana continúa siendo la única de la nación española, por- 
que este es solo un hecho que la base const ¡tucion.il declara de 
la misma manera ; y en cuanto á la segunda parte de aquel ar- 
ticulo, solo se dice en ella que el culto católico conservará (ó se 
conservará) siempre en los dominios de S. JIf. C. todos (ó con 
todos) los derechos y prerogativas de que debe gocar según la 
ley de Dios y los sagrados Cánones.» Vago precepto, que puede 
ajustarse lo mismo con la unidad católica que con la tolerancia 
de cultos. : 

Para sondear lo que vale el tal raciocinio, y para poder de- 
cidir si legítimamente representa, y con fidelidad, la idea de lo 
dispuesto en el Concordato, conviene tener á la vista el testo ori- 
q^inal de dicho articulo, que dice así : « La Religión católica 
apostólica romana, que con esclusionde lodo otro cuito continúa 
siendo la única de la nación española, se conservará siempre en 
todos los dominios de S. M. C.', con lodos los derechos y prero- 
gatÍMis de que debe gozar según las leyes de Dios y de las dis- 
posiciones canónicas.» 

Cualquiera que no se resiste al sentido común, debe infalible- 
mente reconocer, con solo la lectura de este articulo, que si este 
contiene dos miembros ói parles, una incidental y otra principal, 
están tan estrechamente ligadas, que es uno é indivisible el sen- 
tido que de ellas resulta. El sentido, pues, del tal articulo es, y no. 
puede ser Otro, sino el siguiente: que la Religión, que de' hecho, 
esta Religión de la nación española, será conservada en Espa.. 
ña. De hecho la Religión católica es la liníca de esta nación, con 
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esclusion de todo otro culto, y como tal se espresó en la parle 
incidental. De modo que conviniendo en la parte principal, que 
la Religión misma se conservaria, se dispuso y convino el modo 
de conservarla; esto es, con esclusion de cualquiera otro culto; 
pues como esta esclusion estuvo en la idea y en la mente de los 
altos contratantes, entró igualmente en las obligaciones recípro- 
cas espresadas en el artículo. De otro modo, la parte principal de 
él no correspondería con la incidental; y la Religión, cuyo esta- 
ble mantenimiento se conviene espresamente en aquella, no se- 
ria la misma que se indica en esta, donde se determina y carac- 
teriza como la única y esclusiva de la nación española. Y en- 
tonces la parte incidental del articulo hubiera sido completa- 
mente inútil, superflua é insensata, lo que repugnarla á la índo- 
le de tan solemne estipulaeion, á la importancia de la cosa csli- 
pulada, y á la prudencia y sabiduría de los estipuladorcs. De 
modo que si la esclusion de lodo culto no católico no hubiese en- 
trado en la idea de los conlralautes, y por consiguiente en las 
obligaciones que contrajeron, se hubiera omitido el inciso del 
articulo en cuestión, como se omite en los Concordatos conveni- 
dos entre la Santa Sede y otras potencias católicas, donde exis- 
tiendo de hecho en sus dominios la libertad y tolerancia de cul- 
tos, no se ha podido convenir ni espresar la esclusion de todo el 
que no fuese católico. 

..De estas consideraciones se deducen de suyo legítimamente 
doe consecuencias: Primera , que en el documento español no so 
ha prq^tado el art. l.° del Concordato en su genuino y 
verdadero aspecto , pues que separando las dos partes , princi- 
pal y accesoria, de que se compone, solo ha quitado la unidad 
de pensamiento , resultando un sentido que no es el suyo verda- 
dero. Porque se ha alterado , no soto lo material de las palabras, 
sino también la idea del pacto esplicilo y aceptado reciproca- 
mente por los contratantes , pues en el citado articulo no se dice 
«que la Religión católica conservará siempre los derechos y 
prerogativas de que debe gozar según la ley de Dios y las dis- 
posiciones canónicas , sino que la Religión misma , que continúa 
siendo la única y esclusiva de la nación española , será siempre 
cemservada con todos los derechos y las prerogativas arriba di- 
cbas.u Segundo, y es mas importante, que la base constitucio- 
nal, tocante á la Religión , no está en armonía coa el Concor- 
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dalo; antea bien es una violación y una inrraccion patentes de su 
primer articulo. En este está claramente espreso y establecido, 
como se ha visto , el dereclio de la unidad reli^osa , reconocién- 
dose al misino tiempo no menos claramente que solo la Religión 
católica apostólica romana es la Religión del Estado. Y en la 
base se anuncia solo y secundariamente el hecho presente ; no 
se espresa de un modo terminante que la Religión católica es la 
Religión del Estado; y al decir, como de paso, nque los espa- 
ñoles profesan la Religión católica,» sin añadir nada mas , pue- 
de colegirse con fundamento que solo se entiendo que esta Re- 
ligión es , sí , la de la nación española , pero no el que deba 
serlo. Cuando, y esto es importantísimo, en el Concordato, no 
solo se establece «que la Religión católica es la sola y única» 
que profesa la nación española , sino que también (como dejamos 
manifestado) se dispone, en términos inequívocos, la esclusion 
de cualquier otro culto. 

Por el contrarío, en la base constitucional ni se declara que la 
Religión católica es la sola y única de la nación española, ni 
mucho menos se consigna en ella la esclusion de cualquier otro 
culto. En lugar de esto, al poner coto espresaniente en lasegun- 
da parte á la acción de la autoridad civil y eclesiástica con res- 
pecto á los actos contrarios á la Religión, en tanto que no se 
practiquen en forma pública, ha venido á quedar, al menoe 
implícitamente, autorizado, y positivamente consentido, el ejer- 
cicio eslemo, si bien privado y secreto , de cultos anticató- 
licos; abriéndose de este modo la puerta á la tolerancia re- 
ligiosa, contra el testo terminante dclart. l.° del Concordato, 
el cual establécela esclusion de todo culto, á cscepcíon del 
católico. 

La misma consecuencia , esto es , el mismo contraste entre' 
la 2.* base de la Constitución del Estado y el mencionado 
artículo del solemne tratado concluido en 1851, se deduce igual- 
mente, si por caprichoso concepto, nada lógico y legítimo, se 
prescinde del sentido natural del articulo, aislando y separando 
entre sí las dos partes, principal é incidental, que le constituyen. 
El despacho español da á entender que lo que concierne á la Re* 
ligion profesada por la nación está presentado, así en el Concor- 
dato como en la base constitucional, bajo el aspecto y con el ea- 
rácterde hecho. Pero es de advertir al propio tiempo que en d 
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tmo y en lá otra, el tal hecho está insinuado y contenido én la 
parte incidental, y no enfa parle principal. 

La verdad es que si en el articulo del convenio se dice: «Será 
siempre conservada la Religión católica apostólica romana, que, 
con esclusion de cualquierolro culto, continúa siendo la única de 
la n.scion española,» se lee en la base 2.* de la nueva Coas* 
titucion: «La nación se obliga á mantener y proteger el culto y 
los ministros de la Religión católica, que profesan los españolea.* 
Ahora bien; sea permitido preguntar aquí: la indicación conten 
nida en la parte incidental de la base acerca del hecho de la Re- 
ligión que profesan los españoles, ¿encierra ó no valor y signi- 
Acacion con respecto á la existencia y al derecho y modo de 
existir de la Religión en España? Si no los tiene, podría añrmar- 
ae que en la ley fundamental del Estado, y de un Estado cató» 
neo, no se ha tenido en la debida cuenta el primer fundamento 
de toda sociedad, ni se ha establecido cuál y cómo sea la Reli- 
gión que profesa y debe de profesar la nación; y esto no puede 
ser admitido, ni aunsiquiera imaginado. Si encierra, empero, la 
signiflcacion y el valor conveniente, habrá de encerrarlos igual- 
mente la indicación del hecho mismo contenido en la parte, aun- 
que incidental, del Concordato; y los encerrará conforme á la 
naturaleza de un contrato bilateral, celebrado cabalmente para 
arreglar los negocios eclesiásticos del reino, tras larga serie de 
vicisitudes deplorables, sobre el elemento esencial de la Religión 
de los españoles. Pero al referirse á este hecho en el arlicnlo dd 
Concordato, se reconoce que la Religión católica es la única de la 
nación, con esclusion de cualquier otro culto, mientras que la base 
presenta el hecho en tal forma, que, lejos de reconocer la Religión 
católica como única de la nación, escluyendo los demas cultos, 
admite lisa y llanamente la práctica esterna, aunque privada, de 
culto» anticatólicos. La base está, pues, en pugna con el primer 
artículo del Concordato, é implica su infracción manifiesta. 

No es fuera de propósito advertir que no dice el articulo que 
la Religión e$ la única de la nación, con esclusion de todos los 
demas cultos, sino que continúa siendo. Esta espresion carece- 
ría de razón y sentido, si no estuviese encaminada á manifes- 
tar la Obligación, contraída por ambas partes, de sostener en todo 
fiempo la Religión como única dellíslado, con esclusion absohi- 
U de cualquier otro culto. 
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Na<la, en fin, alcanza Unto á poner de manifiesto la pugpia 
que existe entre la fiase y el primer articulo del Concordato, 
como un incidente ocurrido en las Corles mismas la noche 
en que aquella fue aprobada y votada. Prescindiendo de al- 
gunas ideas que se emitieron, y del rumbo que lomaron, una 
persona empeñada en sostener la base intento que se prestase 
crédito á un hecho, que habria sido muy trascendental; á saber: 
«que habian convenido particularmente los negociadores del 
Concordato en que no se mantuviese el primer artículo como 
parle de aquel, sino únicamento como una declaración que no 
formaba parle de tan solemne documento . » Con este objeto se 
apeló á la numirralacion an.iloga hecha, según se dijo, cuatro 
años antes en la Asamblea por uno de los negociadores mismos, 
advirliendo que no se recordaban las palabras, pero no había 
duda en cuanto al sentido. Sea lo que quiera de esta maniresUt- 
cion, cuya exaclilud, éi>oca, forma c intento no se pretende ave- 
riguar aqui, la S.nnla Sede, afmyada en su convicción, y poco 
dudosa sobre las intenciones del respetable sugelo a quien se 
alude, se encuentra en la necesidad de declarar sin rebozo que 
el supuesb) acuerdo particular no existe, y que la manifestación 
liccha en la Asamblea nacional en la noche dcl 28 de febrero 
al 1.® de marzo es lan absolulamenle gratuita como absurda. 

yuces graluifia, se itilierc basta la evidencia de los términos 
mismos dcl arl. 1.® del Concordato, los cuales encierran, singu- 
larmente en la parle directa y principal, no ya una simple de- 
claración, sino una estipulación rigurosamente ajustada y acep- 
tada reciprocamente ¡wr las parles contratantes. Fuera de esto, 
nadie podría persuadirse de que dicho acuerdo particular per- 
maneciese en los limites de una avenencia verbal, al paso que' 
otros puntos harto menos importantes dieron materia ádiferen-. 
tes notas diplomáticas, que están adjuntas á la eslipulai^on y 
forman parte integrante de ella. La manifestación es, ademas, de 
todo punto irracional y absurda. ¿Cómo puede, en efecto, con- 
cebirse y justificarse un acuerdo particular enire los negociado- 
res, para que se considere i cslraño al Concordato su primer ar- 
ticulo? Este artículo es, por cierlp, el mas esencial, no solo qn si 
mismo, por la importancia y gravedad de las materias á que se. 
refiere, sino también por la conexión que tiene con muchos 
otros que están con él en estrecho enlace, y con el fundan su ra- 
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zaa, su valor y hasta su sentido. I>« esto se pnede deducir, eoii 
sobrado motivo, que c! haberse acudido en la Asamblea a aquel 
supuesto acuerdo no tiene mas esplicaeion que el convencimien^ 
to queabrif^aba quien de di se valió de la oposición abierta er^ 
que están la base constitucional y el primer articulo del Con^ 
cordato. ; 

No es este artículo el único que queda lastimado y violado 
en la base constitucional. Eii el 2.“, que se presenta como con- 
secuencia del l.“, y que en este mero hecho esplica y corro> 
hora el pensamiento que hasta aquí se va sosteniendo, se di)»^ 
puso y estipuló espresamente que ola instrucción en las universis 
dados, colegios, Seminarios y escuelas públicas ó privadas, de 
cualquiera clase, será en iodo conforme á la doctrina de la mis-) 
ma Religioh católica ,» á cuyo fin se convino también en que na 
Se pondrá impedimento alguno á los Obispos y demas d’rcladot» 
diocesanos, encargados por su i||itústerío de velar sobre la puré) 
aa do la doctrina de la le y de las costumbres, y ^sobre la «dn-J 
eacion religiosa de l,a juventud en el ejercicio de este cargo, aun 
en las escuelas públicas. ■' • •* 

Y en el 3.* se aseguró en estos términos plena libertad' 
á los Prelados en el ejercicio de sus facultades: «Tampoco se pon-' 
drá impedimento alguno á dichos Prelados ni á los demas sa-' 
grados ministros en el ejercicio de sus funciones, ni los molesta- * 
rá nadie, bajo ningún pretesto , en cuanto se refiere al cumpli- 
miento de los deberes do su cargo ; .antes bien cuidarán todas 
las autoridades del ruino de guardarles y de que ae les guarde 
el respeto y consideración debidos, según los divinos preceptos; 
y de que no se haga cosa alguna que pueda causarles desdoro 
ó menosprecio. S. M. y su real gobierno dispensarán asimismo 
su poderoso patrocinio y a|K>yo á los Obispos en los casos que 
le pidan , principatmenle cuando hayan de oponerse á la malig- 
rúdad-de los hombres que intenten pervertir los ánimos de los 
fieles y corromper Sus costumbres , ó cuando hubiere de impe- • 
d'uae la publ'u»cion , introducción ó circulación de libros malos 
y nocivos.» , , ■ ■ 

Pues biqn; hallándose autorizados implicitamenle, conforme 
á la segunda parle de la base consliluoional, ó< quedando al 
menos', según el despacho español ^ fuera de la acción de La ley 
* de las autoridades civiles y eclesiásticas loe actos contrarios á 
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U Religión mientras no se practiqaen ante el público , resulta, 
como imprescindible consecuencia , que la enseñaiua privada 
de las doctrinas anticatólicas está fuera de la ley , y no podré 
ser estorbada y reprimida por la potestad civil ni por la ecle- 
siástica, ó, lo que es lo mismo, queda implicitamente autorizada 
y consentida. 

¿Y esto es mas, por ventura , que una infracción llagrante 
del art. 2.° del Concordato , en el cual se estipula, con las mas 
(ominantes palabras , que la enseñanza «pública y privada en 
todas las escuelas, cualesquieraque sean su índole y su nalurale- 
sa, habrá de ser enteramente conforme á la doctrina de la Reli- 
gión católica?» Y si en virtud de la base constitueioiial queda 
consentida y luera de la acción civil y eclesiástica la enseñanza 
privada y secreta de doctrinas anticatólicas, ¿cómo ha de per- 
manecer en plena integridad y amplitud el libre ejercicio del 
derecho y del deber reciproco, ograntido formalmente á ios Obis* 
pos por el art.' 1 del Concordato , de velar sobre la pure- 
za de la fe y de las costumbres, y sobre la educación religiosa^ 
de la juventud? ¿Cómo puede concederse, y con qué fruto han 
de invocar los Obispos el apoyo y protección dcl poder civil 
contra las ocultas tramas y los tenebrosos designios de las per- 
sonas interesadas en depravar ei entendimiento y corromper las 
s costumbres de ios incautos , y contra la impresión secreta y la < 
insidiosa introducción y circulación de perniciosos libros? Los 
abusos y desórdenes que lian debido deplorarse y deploran sin 
tregua los buenos españoles, consecuencia de la aprobación y 
publicación de la base constitucional , hablan altamente, y son 
de suyo sobradamente elocuentes , sin que sea necesario pro- 
longar mas la enojosa tarea de esponer y demostrar su induda- 
ble antagonismo con respecto á ios citados artículos dcl Con- 
cordato. k 

De la base de la nueva Constitución del reino, ooncerfliente 
• á la Religión que profesa la nación, pasa el documento español 
id decreto ú orden circular que prohíbe la admisioa de novicias 
en los conventos de monjas. El gobierno, para justificar y hacer 
patente la razonyprttdeneiaeon queprocidió en aquella cues- 
túm, apela á ese mismo Concordato que tanto invoca la Santa 
■Sede, y en las cuales apoya especialmente sos tncrgieae 
frotetlae, Cilanda después en resúmen el art. 30, no titubea en ' 


Digitized-by-4:^OgIe 



— 299 — 


4éducir de él que «las casas de religiosas dedicadas línicamenle 
á la vida contemplativa, no tienen existencia legal en España,» 
y que las que había, ó debieron crrtnbiar de forma, 6 ser eeent- 
das. Y despneade haber llamado la atención sóbrela indulgen- 
cia del gobierno «en haber tolerado durante algunos años la 
admisión de novicias, sin que en los conventos en que entraban 
se hiciese mudanza alguna,» concluye aflrmando que la circular 
«no hizo mas que exigir la ejecución del Concordato al evitar 
el aumento de monjas, ínterin no constase si las respectivas co- 
munidades habían cumplido, yen qué manera,» tos eondieio- 
nesde su existencia legal. < 

A fin de que pueda juzgarse con el necesnrio conocimiento 
de cansa si estos raciocinios estriban en sñlidas bases , y si la* 
inducciones son justas y legitimas, conviene acudir al testo ori- 
ginal del articulo mismo en que se apoya el documento espa-- 
üol,sibien acomodando á su manera el sentido, sin trascribir 
completamente las palabras. El articulo está redactado en esto* 
términos: 

Para que haya también casas religiosas de mujeres j en las 
cuales puedan seguir su vocación las que sean llamarlas á la vida 
conlemplaliva y i la activa de la asistencia de los enferi’Ros, en- 
señanza de niñas y otras obras y ocupaciones tan piadosas como 
útiles A los pueblos, se conservará el instituto de las Hijas de la 
Caridad , bajo la dirección de los clérigos de San Vicenta 
Paul , procurando el gobierno su fomento. 

«También se conservarán las casas de religiosas queá la vida 
conlemplaliva reúnen la educación y enseñanza de las niñas íi ^ 

otras obras de caridad. 

nRespccto á las demas órdenes, los Prelados Ordinarios, aten- ' 
didas todas las circunstancias de sus respectivas diócesis, pro- 
pondf^ las casas de religiosas en que convenga la admisión y 
profesión de novicias, y los ejercidos de enseñanza ó de caridad 
que sea conveniente establecer en ellas. ' 

»No se procederá á la profesión de ninguna religiosa sin 
que se asegure antes su subsisletieia en debida forma.» 

Tan obvio y tan claro es el senlido literal del articulo, que 
no puedo ofrecer la menor duda ninguno de sus párrafos. Tres 
son las clases de comunidades y casas de religiosas que en él «e 
mencionan : unas dedicadas, por la índole particular de su insCh- 
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tuto, á la vida activa; otras á la vida mista, y las últimas á la 
vida puramente contemplativa. En el primer párrafo, después de 
enunciarse de un modo general la intención de las partes contra- 
tantes de garantir la existencia de las comunidades y casas de 
religiosas dedicadas á la vida activad á la contemplativa, se ha- 
bla con especialidad de las dedicadas con preferencia á la vida 
activa, como son las Hija.s de la Caridad ; en el segundo de las 
de vida mista, y en el tercero de las de vida puramente contem- 
plativa. Si asi no fuese, el segundo párrafo se confundiría con 
el primero, ó seria mas bien una repetición viciosa de este. El 
tercero, por su parle, carecería de objeto y do designio. 
Aeliríéndosc los dos que anteceden á las cas-as y comunidades 
de vida activa y mista, ¿cuáltrs serian, puej^ los otros institu- 
tos de monjas á que alude el párrafo? No es exacto, por consi- 
guiente, com<f supone el despacho, que el arl. 30 del Concordato 
hable única y vagamente xde mujeres llamadas y consagradas, 
al mismo tiempo que á la vida contemplativa, á la activa de la 
asistencia de los enfermos, enseñanza de niñas, y otras obras y 
ocupaciones piadosas y útiles; de casas religiosas que á la vida 
contemplativa reúnen la cdncacion y enseñanza de las niñas; de 
convenios en que solo se permile la profesión do novácias, pro- 
poniendo los Ordinarios los ejercicios de enseñanza ó de caridad 
á que del>cn dedicarse.» Antes bien, según las [lalabras raisnnas 
del dcspaclio, ias comunidades y cas-as de monjas dependen, i 
perlas condiciones legales de su existencia, de lo dispuesto en 
el ConcorcLílo, y el art. 30 comprende, no solo á las de vida 
activa y vida mista, sino también á las de vida puramente con- 
teniplaliva. Afírmase, pues, sin r.azon ni fundamciilo, que estas 
#últimas cusas de religiosas carecen, según el Concordato, «de 
existencia legal, y que las que habia debieron ser cerradas ó 
cambiar de forma.» Bien al contrario: el arlioulo del Concorda- 
to, en Vez de disponer que fuesen disueltas las comunidades de 
vida contemplativa, y cerradas sus casas, ó que se sujetasen á 
un cambio sustancial de forma, está encaminado á garantir la 
coaserv.acion en la Península de las casa.s y comunidades de 
monjas dedicadas á la vida contemplativa. 

Cierto es que en el párrafo que las conciérnese espresóque 
los Ordinarios propondrían las casas donde fui«<’, en su sentir, 
conveniente la admisión y profesión de las novicias , como asi- 
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mismo los ejercicios de caridad y de enseñanza á que hubieren 
de consagrarse tas religiosas, mientras que se estableció la exis- 
tencia de las de vida activa y vida mista, sin ñnponer ni exigir 
mas requisitos que los que prescribe y reclama la naturaleza é 
índole de sus respectivos institutos. Pero tani|)oco debe creerse 
que, en cuanto á las religiosas de vida puramente contemplati- 
va, el cumplimiento de ciertas obras de caridad y de enseñanza, 
á propuesta de ios Ordinarios, fuese impuesto como una condi- 
ción indispensable para Inadmisión ó profesión de las novicias, 
y mucho menos que se quisiese introducir y sancionar un cam- 
bio tal de forma, que viniese á alterar la naturaleza y esencia 
de la misma vida contemplativa, trasformándola, por decirlo así, 
en activa. Para convencerse de ello basta reparar con atención 
el testo literal del articulo, de cuyo sentido y regla uotabílisima 
de derecho no puede apartarse sin dar lugar á inconvenientes y 
al absurdo. Ciertamente las palabrtis del párrafo por las cuales 
se dispone que las obras de caridad y de instrucción, que debe- 
rán cumplir las religiosas de vida contemplativa, ftiesen, nsegún 
el parecer de los Obispos, adecuadas á las mismas,» están muy 
distantes de espresar el pensamiento do alterar la esencia y la 
índole de la institución, y de convertir en activa la vida contem- 
plativa, sino que espresan una idea y un sentido diametralmen- 
tecontrario, que tiende ó conservar integra ó ilesa laindole y la 
esencia de la misma vida,á pesar de la adición deias obras 
arriba indicadas; las que, por otra parte, adoptadas en losnaodos 
debidos, pueden perfectamente conciliarse con ella, sin qne ro- 
sultc ninguna trasformacion ó alteración sustancial. Que en su 
contesto el párrafo de que so trata no impone como condición 
indispensable el cumplimiento de las obras susodichas, apareoA 
claramente del cotejo del párrafo mismo t;on el cuarto, que le si- 
gue inmediatamente, el cual, porque se quiso realmente estable- 
cer una condición necesaria á la profesión de las novicias, fue 
concebido de esta manera: cNinguna será admitida á profesar 
sin que antes se haya proveído, en la debida forma, á su ma- 
nutención.» 

Ademas, la convicción que resulta del exámen imiiarcial del 
sentido literal del articulo viene confirmada y robustecida por 
las circunstancias y los hechos anteriores y (tosleriores á so es- 
tipulación, de donde aparece el cspicilu y la intención que lo 
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dictó. No es necesario añadir fue la intención del plenipotencia- 
rio pontificio no fue ni pudo ser el consentir una condición por 
la que las comunidades y casas de religiosas consagradas á la 
vida contemplativa dcbian cerrarse ó someterse á una alteración 
ó trasCormacion sustancial de la vida misma. Esto, que en ninguna 
parte del orbe cristiano seria conveniente con las máximas y mi- 
ras de la Santa Sede, mucho menos podia estarlo tratándose 
de la España católica, feliz cuna y fecundísimo apostolado de la 
vida contemplativa y de sus tan ilustres secuaces que la culti- 
varon, la promovieron, la aumentaron, poblando el reino demo- 
aaslerios de un estremo al otro. 

Pero debe decirse también que no fue diferente el espíritu y 
la intención de las dos respetables personas que negociaron el 
Concordato en nombre de la augusta Reina de España. Y ya que 
la ocasión se presenta favorable, es necesario, para gloria y ho- 
nor de la verjjad, consignar un hecho, tal vez no conocido del 
público; á saber: que entonces, como ahora, existía en España 
concorde y unánime, en todas las personas leales y honradas, 
cualesquiera que fucr.an los principios y sistema político á que 
pertenecieran, el sentimiento de justicia y de compasión hácia 
las desgraciadas monjas, que despojadas de sus bienes, producto 
del patrimonio ¡larticular de familia, y reducidas á la mas an- 
gustiosa situación, ofrecieron al mundo el espectáculo edificante, 
digno, y propio únicamente de la Iglesia católica, de condenar- 
se, con la mayor abnegación, á toda clase de estrechez y de 
privaciones, antes que faltar á la fe jurada á Dios aprovechán- 
dose de la ley que les abría el santuario del claustro. Como de 
osle común sentimiento participaban completamente el gobierno 
de aquel tiempo, y mucho mas los negociadores del Concordato, 
no hubo duda ui dificultad alguna acerca de la conservación de 
las oomimid.'ides y casas de religiosas de vida puramente con- 
templativa. 

Y tanto menos existió ó podia haberla, después que el mis- 
mo gobierno, aun antes de las negociaciones para el Concorda- 
to, había cuidado de dejar libre, en los monasterios de que se 
trata, la investidura y la profesión de un cierto número de novi- 
cias. Pero porque la prudencia reclamaba que se tuviese alguna 
consideración á la evenlualidad de las circunstancias , y porque 
00 podia dejarse de tener presente que la índole de la vida con- 
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lemplativa no se alteraria susiancialmeiite p«rU adición, ó mas 
bien por mayor estensioa y mas directa apticacioD, con beoe0- 
cio del pueblo, de cierlas obras de candad y de instrucción, que, 
á lo menos en parte , estaban ya en uso y práctica en semejan- 
tes comunidades dedicadas á la m»ma vida, se convino fácil- 
mente en la modificación y adición indicada. A fin de conseguir, 
por otra parte, que al condescender , en cuanto fuese lícito , y 
por el bienestar futuro de los mismas monaaterios, á las exigen- 
cias de los hombres que demuesiran apreciar mucho mas las 
ventajas temporales del pueblo que lo que en un orden inmen- 
samente mas elevado é importante puede producir á Jas nacio- 
nes y á los reinos de la vida contemplativa de las religiosas, no 
quedase perjudicado el fin y objeto principal , se convino igual- 
mente , ni con menor facilidad, eu queso dejase al prudente^ 
juicio y discernimiento de los Obispos el sxáraea y la propuesta 
de las obras de caridad y de enseñansa que fuesen mas conve- 
nientes á la naturaleza é índole de los referidos monasterios , y 
que la manera de ejecutarlo no alterase sustencialmente la vida 
eonteroplativa, trasformándola casi en activa , ni fuese en reali- 
dad una condición indispensable para la investidura y profe- 
sión de las novicias. Aquí está, por consiguiente , el verdadero 
y genuino sentido , según Iss citcunslancias y hechos anterio- 
res, de donde resulta el espíritu y la intención que ajuslú los 
terminos. 

Agr^uensa las cireunstancias y los hechos posteriores, que 
están completamente conformes. Fue, en efecto, en el mismo 
sentido que, con el objeto de ordenar la pronta y fiel ejecución 
del mencionado articulo, apenas tuvo lugar la solemne ratifica- 
ción del Concórdate, se dirigieron, de común acuerdo, á lodos los 
Prelados diocesanos del reino dos cartas circulares, una del mi- 
nislro,en aquella época, de Gracia y Justicia, y iaotra del iNuucio 
apostólico. Fue igualmente en el mismo sentido y con el mismo 
objeto que el dia 14 de diciembre de 1851 se publicó un real de- 
creto, en el que se dispuso que desde luego fuesen presentadas 
á la aprobación de S. M. Católica, y publicadas eu la Gaceta 
oficial de Madrid, las propuestas que se hubieran heclio hasta 
entonces, y que se hicieren en adelante por ios respectivos Or- 
dinarios, de los monasterios de vida contemplativa que debían 
conservarse en cada diócesi , con la indicación do las obras de 
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caridad é inslruccioa que los mismos Ordinarios, según la di-* 
versidad de las circunstancias, hubiesen urcido ó creyesen con- 
veniente á cada uno de ellos. 

Fue, por último, en el mismo sentido y objeto, conforme al 
citado real decreto, que se vió sucesivamente a|)arocer en la 
mencionada Gaceta lodos los índices de las' comunidades y ca- 
sas de monjas de la antedicha clase, los que, según la propuesta 
de los Obispos, se conservarían establemente en España, conforme 
á los términos dcl Concordato, con el espreso anuncio dcl reco- 
nocimiento y aprobación real. En vista de estos beohos, que son 
notorios, que se bailan confirmados por docuiiietilos públicos, 
no es posible dudar ni un momento acerca del verdadero y ge- 
nuino sentido dei art. 30 de la misma solemne convención, en la 
parte relativa á las monjas de vida puramente contemplativa. 
¿Cómo puede asegurarse, por consiguiade, en el despacito es- 
pañol, que «las comunidades y casas de semejantes religiosas 
no tienen, según el Concordato, existencia legal en el reirw; que 
debían cerrarse ó cambiar de forma en el momento en que aquel 
fue promulgado; que nada de cuanto disponía el mismo Concor- 
dato se había cumplido; que el gobierno ha tolerado por espa- 
cio de cuatro años la admisión de las novicias, sin que se hubiera 
efectuado ningún cambio en los monasterios donde entraron,» 
y que, por último, el mismo gobierno, por su urden circular de 
que se ha quejado la Santa Sede, «no lia hecho otra cosa mas 
que exigir la ejecución dei Concordato, evitando el indebido au- 
mento de monjas?» 

Si bien, por lo que viene indicado en el despacho, el go- 
bierno de España no ha pretendido proliíbir alisolutamente la 
entrada de las novicias en los monasterios de vida coiitcmplali- 
va, pero únicamente suspenderla «hasta lanío que no ic conste 
si las respectivas comunidades cumplen, y de que manera, á las 
condiciones de su existencia legal,» y este parece ser el modo 
con el cual quiere csplicar y justificar su conducta en este caso. 
Cuáles, según el Concordato, que tanto invoca sobre este punto 
el mismo desjiacho, son las condiciones déla existencia legal de 
los monasterios de vida contemplativa, y hasta dónde so cstien- 
den, se halla masque demostrado en cuanto se ha dicho hasta 
ahora. Esto supuesto, no liay ninguna dificultad en asegurar 
que no existe un solo raonastorio do dicha clase en España que 
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no goce de (ilulo legitimo, y que no observe las verdaderas 
condiciones de su existencia legal. Pero aunque por casualidad' 
existiese alguno que, ó por la estrechez del edificio, ó por el pe- 
queño mitnero de religiosas,' 6 por la Índole especial del instituto, 
ó |)or alguna justa causa, no hubiese podido cumplir las obras 
de caridad y de instrucción propuestas por el propio Prelado, no 
por eso estaría el gobierno en derecho de prohibirles, aunque 
temporalmente, la admisión de novicias. * e 

Y aun supuesto el derecho, es evidente que bajo el aspecto, 
y por el único motivo, por no decir protesto, do asegurarse del 
cumplimiento de las requeridas condioiones, no le era permitido 
atentar de repente á la \ida de la corporación, privándola, ó por 
lo menos retardándoles los medios de aumentar, de prosperar, 
dejwnersc en disposición de cumplir las mismas obras designa- 
das por el Ordinario. Y mucho menos pódia aplicar la odiosa me- 
dida de la suspensión, no solo á aquellos monaalcrios de vida 
oonleniplaliva que á noticia y ciencia de todos observan las su- 
puestas condiciones, sino tambiená los otros de vida activa 6 
mista , cuya existencia legal no depende, según los términos del 
Concórdalo,' y por confesión del despacho, de ninguna con- 
dición. ' ’ ' ' 

Pero lo que se propusiese, y donde se dirigiese realmente ed 
gobierno español con la lamentable órden circular, no ha lar-, 
dado en verse, y da de ello públicamente tristísimo testimonio la 
otra orden de la misma especie que se publicó el 31 de jultoi 
próximo pasado; es decir, después de la salida de España del: 
encargado pontíricio. 

Aquí (ise declaran suprimidos ahora y en adelante todos: 
aquellos convenios en que el número de religiosas sea inferior 
á doce;» dis|Kmicndosc ademas la reunión y concentración’ de 
laa monjas procedentes «de conventos suprimidos en otros de la 
misma regla, ó mas próximos y capaces.» La órden liabla por 
si misma, y no necesita comentarios. Pero esto nuevo agravio á 
la autoridad y á los derechos de la Iglesia, esta infracción ulte- 
rior de pactos solemnemente estipulados, es aun mas grave y 
reparable, si se atiende á que el gobierno de S. M. C. se obliga, 
estrictamente, en una nota diplomática que forma parte integral 
del Concordato, á hacer cuanto estuviese á su alcance para que 
las religiosas de diferentes órdenes y reglas, reunidas confusa-- 
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nieale en los anteriores trastornos de la península, fuesen sepa- 
radas y trasladadas á distintos locales. 

El plenipotenciario pontificio manirestó al propio tiempo, en 
otra nota de igusd forma y autoridad, el propósito que abrigaba 
la Santa St^de de cooperar á la' reunión de las comunidades que 
existiesen separadas en una misma población , de orden, regla 
y oonsütuciones iguales. Si bien concebido este segundo acuer- 
do en términos mucho menos rigurosos que el primero, la pro- 
mesa pontificia se llevó inmediatamente á cabo. En el mes mis- 
mo en que fue promulgado el Concordato como ley del Estado, 
esto es , en octubre de 1851 , el mencionado plenipotenciario di- 
rigió al efecto una circular á lodos los Ordinarios del reino, los 
cuales no dejaron ni han dejado de cooperar al propio fin. Fuer- 
za es decir que , por el contrario , han sido rarísimas las ocasio- 
nes en que el gobierno español ha conlribuido, como podía y de- 
bía hacerlo , á disponer los edificios necesarios para segregar 
y distribuir á las religianas de diversos institutos , y que en 
cambio no han dejado de ofrecer frecuentes ejemplos de trabas 
y dificultades, encaminadas á entorpecer las demandas, así de 
les Ubispos como del Nuncio apostólico , encargado de la ejecu- 
ción del Concordato por parte de Su Santidad. Y al disponerse 
ahora nuevamente la concentración de las monjas pertenecientes 
á las comunidades que han de suprimirte á consecuencia de la 
órden , si bien te hace mención de la identidad de instituto, to- 
davía se añade , sin miramiento á esta circunstancia, que la 
reunión deseada se efectúe, cuando menos, entre los conventos 
mas inmediatos ó mas espaciosos y adecuados, como se efectua- 
rá sin duda á causa de las exigencias mismas de las condicio- 
nes locales. 

y aun <s mayor, continúa el despacho español adelantándo- 
se á combatir las protestas de la Santa Sede referentes al decre- 
to en qne se prohibió á los Obispos conferir las órdenes sagra- 
das; «Y aun es mayor, ti cabe, la razón que asistía al gobierno 
para disponer que no se confieran órdenes sagradas, á menos 
que los ordenandos hayan ya obtenido, ú obtengan en adelante, 
prebendas ó beneficios eclesiásticos, ó á menos que ik> hayan ya. 
ascendido al subdiaoonado, ó sean de los religiosos csclauslra- 
dos que no hayan recibido órdenes sagradas y deseen hacerlo; 
todo con el fin de no perjudicar derechos adquiridos.» Descritos 


dmpms I6s grav» ineonveiiMBtes que «en (odoe tiempo* ha. 
ocasionado i la iglesia y al Estado la abundancia de clérigos 
sin beneficio ni ocupación, ni medios de subsistencia, > y alegan- 
do las leyes eclesiástica* á par que las civiles, añade que en el 
Concordato de 1851 «se reconoció, es verdad, como no podia 
menos, en los Obispos el derecha d« conferir órdenes sagradas: 
t»npoco ahora lo desconoce, ni podria desconocerlo, sin cometer 
una impiedad notoria, el gobierno de la Reina. Pero estas facul- 
tades de los Ordinarios tienen un límite, que no es menester con- 
signar en ningún Concordato, que no es menester declarar en 
ningnna ley, porque hay muchas ya que claramente lo fijan, y 
aun á falta de ellas lo fijaría el buen sentido: que Jos Obispos no 
pueden prodigar las órdenes sagradas mas allá de la necesidad 
y de la conveniencia pública; y, por último, que es indispensa- 
ble conocer y fijar, para que luego quede libre la facultad de los 
Obispos, el número de ordenados que debe haber en una 
nación.» 

Numerosas y graves considwaciones sugieren los raciocinios 
del documento español. Se h% manifestado en otro lugar, en tér- 
minos generales, que algunos de ellos no pueden encontrar mas 
apoyo ni fundamento que el reprobado principio de la depen- 
dencia de la Iglesia del Estado , y el pretendido derecho de ins- 
pección que intenta arrogarse el poder secular sobre lodo cnan- 
to concierne al régimen y administración esterior de las cosa* 
eclesiásticas. Ahora van á ser presentadas aquellas observacio- 
nes que se deducen mas inmediatamente de dichos raciocinios, 
y pueden ayudar también, en la esfera de los hechos, á apre- 
ciar su verdadero valor é importancia. Es menester señslar, 
ante todo, una equi%’ocacion significativa en que incurre el des- 
pacho, al invocar el Concordato en la materia de que trata, 
prescindiendo de las palabras y del sentido del articulo, cuyas 
disposiciones han sido lastimadas por el decreto que prohibió á 
los Obispos conferir las órdenes sagradas. Dice el propio des- 
pacho que «en el Concordato de 1851 se reconoció, como no 
podia dejar de ser, en los Obispos el derecho de conferir las ór- 
denes, y que el gobierno español no desconoce, ni podria des- 
omoceT , este derecho, sin cometer una impiedad notoria.» 

Pero el consiguiente articulo, que es el 4.* de la oonven- 
cion , dice así espresamente; «Con todo lo demas concerniente 
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al derecho y al «jurcicio de la auloridod eclesiástica y al oünis- 
terio de la sacra ordeaacioo, los Obispos y su clero fizarán de la 
plena libertad que establecenlcesagradosCánones.» Noes, pues, 
el derecho propio de conferir órdenes el que reconoce el Con- 
cordato; porque siendo este dereclio inherentes la del orden 
episcopal , qoe lo recibe de Dios por medio de la consag^racion, 
nú es propiamente, ni puede serlo, nunca, materia de Coucof> 
dato. Lo que en di, supuesto el derecho, se establece, recono- 
ce y fotmalmcnte se estipula, es el Ubre ejercicio de aquel dere- 
cho. Esto es, se establece, se reconoce y estipula que los Obisjios 
ejercerán, con la plena libertad que disponen los sagrados Cáno- 
nes, el poder y el derecho de ordenar, que recibieron de Hios. 
Y asi como ú esta libertad se opone directamente el menciona- 
do decreto, porque prohibiendo á loe Obispos mismos el confe- 
rir órdenes sagradas, la limita esta facultad y la impide, a.si tam- 
bién, sea cual fuere ei motivo de haberlo espedido, es incoutro- 
vertible que el tal decreto, ademas de inferir grave ofensa á la 
potestad de la Iglesia en materia de su compelencia y csclusivo 
derecho, ha manifuslado, y sustar^ialmente infringido, uno de 
los mas importantes artículos del Concórdalo. V para que la 
gravedad de tal ofensa y de lal infraccioa dcl aludido articulo 
de la solemne convencioiij ai)arezca mas de bulto por particu- 
lares circunstancias que le conciernen, no será fuera de propósi- 
to recordar un hecho, hqrtocoaocido sin duda dcl gobierno espa- 
ñol; ái/saber: qoe el articulo meiwionado, ,«n que se reconoce y 
asegura á los Obispos la plena libertad prevenida por las dispo- 
siciones canónicas en el ejercicio de la potestad de órden, ó sea 
en ei ministerio de la sacra orderueion, fue justamente, con al- 
gunos otros, primero discutido, y admitido luego, y, ofrecido en 
los mismos tármiims por el gobierno mismo a principios del año 
1847. Esto es, cuatro años antes de la conclusión. dcl Concorda- 
to, como condición y base del envió á Madrid de un delegado 
apostólico, y de la consiguiente renovación de las relaciones .ofi- 
ciales entre la Santa Sede y la España. Todo io cual resulta de 
las comunicaciones hechas entonces por el plciupotc-uciario de 
S. M. C. en Roma, siguiendo has, instrucciones que le fueron 
dadas en nombre de la Reina por el mismo Sr. Pacheco, minis-. 
tro de Estado entonces, y presidente dcl Consejo. 

Las examinaremos de paso las observaciones y Jos motivos 








con que el despacho es|>añol inlenta justi&car el lamentado de- 
creto. Reconociéndose en él el derecho de loa Obispos á conferir 
órdenes, se añade que tal derecho «tiene sus limites üjados por 
la necesidad y itonveníencia pública.» Y que, por lo tanto, no 
puede «quedar libre el ejercicio del tal derecho, sin conocer an- 
tes y determinar, á lo menos próximamente, el número de loa 
ordenados que debe haber en una n.icion.» ¿Conque todo el fun- 
damento y la justificación del decreto estriban en atribuir á la 
potestad secular el derecho de arreglar y dirigir en los Obispos 
el ministerio de la sacra ordenación, y el de juzgar, no solo las 
necesidades espirituales de los pueblos, sino también la oportu- 
nidad, conveniencia y modo de darles remedio? 

Sabido es que la Iglesia, teniendo, en cuanto la está confia- 
do, una potestad suma é independiente, tiene, ademas del dere- 
cho esencialmente propio de tan completa potestad, el de elegir- 
se sus ministros y cooperadores, y el de habilitarlos para, el uso 
de sus funciones; y que este derecho no puede ser limitado ni 
impedido por ninguna otra potestad, aunque sea suprema en 
distinto género, sin invertir y trastornar el urden establecido 
por Dios. Sabido es, ademas, que los ministros de la Iglesia son 
escogidos de en medio del pueblo, y promovidos á las órdenes 
sagradas para socorrer y subvenir á los necesidades espirituales 
de los fieles; que los Obispos, instituidos por el Kspiritu-Santo 
para regir la Iglesia, son, cada cual en su diócesi, tos solos jueces, 
naturales de las tales necesidades, y que, por consecuencia, son 
responsables únicamente á Dios, y ni que lo representa en la 
tierra, dq la elección que hagan de los ministros sagrados,, 
y del uso que hagan de .la potestad <que recíbeii del mismo 
Dios. Y también es sabido que la Iglesia tiene un cuerpo de 
leyes, algunas de los cuales remonlan á sus primeros tiempos, 
y que andando estos ■ han sido aumentadas, modificadas é 
ihtérpéetadas, según las necesidades y las circunstancias, y en, 
las que están prescritas las cualidades y dotes que deben dis- 
tinguir á los ordenandos, y la debida atención que debe tenerse 
á las necesidades espirituales de los pueblos, arreglando perfec- 
tamente el ejercicio de la potestad de ordenar,* ó sea el múriste- 
rio de la sagrada ordenación, que pertenecciesclusivamenteá loa 
- Obispos , todo dispuesto con suma prudencia , sabiduría y previ-, 
sion.'Por lo que aun cuando alguno de ellos; hipotéticamente 


hablando, ae olvidara y apartara de aus deberea, y ae atreviera á 
dar laa aagradas órdenea ain obiervar lat reglaa eslableeidaa, ni 
exig-ír á loa ordenandoa las calidades y requisitos que eapresan 
las disposiciones canónicas , el gobierno laical no tendría dere- 
cho para limitarle ó impedirle el ejercicio de la potestad y del 
ministerio, y solo podría tener en ello un motivo de dirigirse ad 
Jefe de la Iglesia , para que, amndo de su suprema autoridad 
sobre las personas y cosas eclesiásticas, proveyese al desdiden 
y reprimiese el abuso. Por lo contrarío, el despacho español lle- 
va la exigencia al punto de que , prescindiendo también de la 
indicada hipótesi, y quejándote solamente de la freooencia de 
las ordenaciones en España desde la promulgación del Concor- 
dato , admite, á lómenos dubitativamente, la necesidad y el 
ningún perjuicio de la misma; pero atribuye á colpa de loa Obis- 
pos y de la Santa Sede que ni aquel ni esta estuviesen positiva- 
mente probados. «Se han multiplicado, dice el despacho, las or- 
denaciones, quizás con necesidad, pero sm qne eatu viese pro- 
bada esta necesidad ; quizás sin daño público , pero sin se 
haya demostrado que este no existía.» 

De modo que , según el sentido del despacho , es preciso de- 
ducir que el gobierno español , no solo cree poder limitar la li- 
bertad de los Obispos en el uso del derecho de ordenar, tan 
ampliamente garantido en el art. 4.° del Concordato; no solo 
cree qne el ministerio de la sagrada ordenación deba sujetarse á 
las consideraciones de la necesidad y conveniencia pública, 
sino que cree ademas que no les es permitido á los Obispos el 
ejercerlo, si antes no se prueba legalmente el concursqde estas 
causas, y no baya el misino gobierno pronunciado su juicio so- 
bre el particalar. , 

Tampoco debemos omitir aquí, ni dejar á un lado sin algunas 
reflexiones, otra idea qne las indicadas palabras del documento 
español tienden á insinuar sobro el origen, naturaleza y fin del 
estado eclesiástico, al exigirse que el número de los ordenados 
se determine en proporción de la conveniencia y necesirlad pú- 
blica, se altera y desvirtúa el verdadero significado dd estado 
eclesiástico, y los hombres consagrados á la Iglesia vienen á 
ser considerados y tratados como meros funcionarios del estado 
seglar. Esta idea es del lodo falsa y sumamente peligrosa. Sien- • 
do mucho mas noble y elevado el principio que ccmdnce por el 


«amino del stnlnario, y teniendo nn fin tan superior y diatinlo, 
repuja que el número de loe eclesiásticos tenga'que arref^lane 
á la huella y base de lanecesidad y conveniencia pública en d' 
drden civil. Los que se dedican al estado eclesiástico loa II». 
ma Dios á di, y los llama también el santo Ande servirá sO' 
coito y cooperar á la salvación de las almas; por lo que todo 
limite con que se quiera disminuir so número es un obstáculo 
que se opone á los efectos de la vocación divina, al ejercicio det 
culto, al bien espiritual de los fieles. La misma Ig^lesia, tan ce- 
losa y vigilante por la vida, saber, costombres y otras coalida-' 
des de los ordenados, y que con tanto cuidado ha recomendado 
y mandado á los sagrados Pastores el mas eacmpaloso exámen* 
antes de la ordenación, no ha dirigido nanea prescripción alguna 
para limitar el número de aquellos; antea bien, dispueata por un 
lado á dejar cada dia mas libre la vocación, y desdosa por otro 
•de proveer á la dignidad y al decoro de los ministros del Señor, 
permitió el santo Concilio de Trento que, ademas de los benefi- 
cios eclesiásticos, se pudiesen ofiecer y aceptar, á título de orde- 
nación, los bienes patrimoniales y las rentas de familia. Asi' 
qoedó asegurada la decente manutención de los ordenados, y se 
evitó al mismo tiempo que la eseases ó penuria retardase ó de- 
jase ineficaz ó infi-uctuosa la vocación divina. 

T fue cabalmente para adherir y conformarse del lodo á es- 
te espíritu de previsión y cordura con que se guia hi Iglesia,- 
que al darse ejecución al arl. 4.° del Concordato se publicó de 
pleno acuerdo, entre el gobierno de España y el Nuncio apostó- 
lico, con fecha 20 de abril de 1862; un real decreto, en que 
se declaró que quedaban loa Ordinarios diocesanos en plena li-' 
berlad de promover á las órdenes sagradas, eop tiialo de patri- 
monio, á los clórigos menores que probasen á su favor la re- 
unión de los requisitos prescritos por las leyes canónicas. Diex 
solos dias después se publicó otro decreto, redactado con el mis- 
mo acuerdo, y cuy» objeto era el de anunciar que desde el día 
de la solemne promulgación del Concordato quedaba abolida y 
abrogada la infausta ley de 19 de agosto de 1841, que habi* 
secularizada todas las capellanías de patronato lego, y autori- 
zado á los patronos á pedir y exigir de los tribunales del Estad» 
la declaración de líbre propiedad sobre los bienes pertenecientes 
á aquellas. Pero no solamente ha quedado sin efecto el primer» 
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de eetoe decretos, en fuerza del último de que se trata, y que 
ha prohibido á los Obispos el oconferir órdenes sagradas, á roe- 
nos que los que quieran ordenarse no liayan obtenido ú obten- 
gan después alguna prebenda ó beneficio eclesiástico;» pero ya 
habla cesado, y hallábase sin vigor el segundo, á consecuencia 
de otro decreto de 6 de febrero de este año, en reactivo y re- 
pristino, como en otro lugar se ha dicho, la citada odiosísima 

ley de 1841. En tal modo, ademas de las violaciones continuas, 
graves y manifiesUs de loa artículos relativos á este punto del 
Concordato, á pesar de su ya consumada ejecución, se han qui- 
tado á lo» clérigos los medios mas fáciles y comunes en España 
para ascender á la» órdenes sagradas, y se ha agravado roas y 
roas aquel estado de envilecimiento y miseria que el gobierno 
español aparenta esquivar y deplorar, y que, según el despa- 
cho, no ha influido poco en la publicación del espresado decre- 
to, ¡imitando y prohibiendo á los Obispos el ministerio de la sa- 
grada Ordenación. 

Asi el testo y el objeto de este mismo decreto, con» las pa- 
labras referidas del documento español, y otras en las cuales se 
intenta justificarlo, tienden por su naturaleza á despertar una 
idea, ó mas bien á acreditar un hecho, que parece oportuno aclarar 
y rectificar. A juzgar por la» indicaciones del decrclo y del do- 
cumento, debiera creerse que el clero sobreabunda en la peiun- 

sula, y que el número de eclesiásticos es exorbitante en pro- 
porción de las necesidades. Cuán inexacto sea esto, lo demues- 
tran sobradamente el total abandono en que se hallan no poca» 

parroquias de casi todas las estensas diócesis del reino; los con- 
tinuo» y vivos clamores de numerosas y considerables pobla- 
ciones, que solo lipnen uno ó dos eclesiásticos que no pueden 

asistirla» como conviene, por diligentes y activos que sean; la 

necesidad indeclinable en que muchos Prelados se encuentran 
consUntemente de autorizar en varios puntos dcl territorio dio- 
cesano á los párrocos y á sus coadjutores á ¿ecir dos Misas en 
los dias festivo»; los lamentos cada día mas amargos y repeli- 
dos de los Prelados mismos con motivo de la escasez de sacer- 
dotes que advierten á menudo, y que les impide salUfacer las 
mas graves y urgentes necesidades de las iglesias confiadas á 
su cuidado; lo prueban, en fin, sin sombra de duda, otras mu- 
chas lamentables circunstancias, tan notorias en España, que no 
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haiy para qué recordarlas ahora. Cierto que si se admitiese e|. 
principio establecido en el preámbulo del real decreto citado, 
esto es, que debe señalarse y fijarse en el plan general de orga- 
nüadon eclcsiáalica el empleo que corresponde ácada individuo i 
del clero, y si esta organización, según igualmente se indica, 
hubiese de limitarse al clero catedral , colegial y parroquial, 
podría ser, en efecto, que el número de eclesiásticos que existe 
actualmente en España escediese bastante al número material 
de beneficios y oficios anejos que pudieran ser conferidos. Pero, 
¿seria dable satisfacer de este modo las innumerables y diversas 
necesidades de los catorce millones de fieles que encierra la Pe- 
nínsula, á la instrucción de lajuventud, al ministerio de la pre- 
dicación, al ejercicio dcl culto divino, á la dirección de las al- 
mas, á la administración de los Sacramentos , á la celebración 
del sacríficio, á la asistencia de los enfermos, al alivio délos po- 
bres, y á otras atribuciones semejantes , esclusiva ó peculiar- 
mente adecuadas á aquellos que proceden del seno del pueblo, y 
desempeñan una misión constituida en provecho del mismo en 
todo cuanto se refiere á Dios y á la Religión? 

Apoyado en el falso principio antes indicado, ha pretendido 
el gobierno español hacer depender el acto de conferir las órde- 
nes sagradas de un arreglo y sistema futuro de todas las parro- 
quias de la península ó islas adyacentes. É invocando con este 
fin en el despacho las disposiciones del Concordato, se afirma 
que «para conocer y fijar, próximamente al menos, el número 
de ordenados que debe haber en la nación, se determinó en el ar- 
tículo 24 de aquella solemne estipulación que se procediese á for- 
mar un nuevo arreglo y demarcación parroquial en las diócesis del 
reino , teniendo en cuenta la eslension y naturaleza del territorio 
y de la población, y las demas circunstancias locales que era 
necesario para esto tener presente.» Ai'iade enseguida «que el 
gobierno español ha hecho, desde el Concordato acá, cuanto ha 
estado de su parte para que el arreglo parroquial se lleve n efec- 
to en breve plazo. Pero que no ha podido conseguirlo, ni ha ha- 
llado, por cierto, en la Santa Sede la solícita premura que ha 
puesto en que se cumplan otros puntos del Concordato.» Después 
de esto, concluye el despacho «que, habiéndose multiplicado en 
el ínterin las ordenaciones, preciso era ponerlas un término, y 
preparar, con la suspensión de las órdenes, la ejecución del 


art. *4 del Concórdalo, y mas cuando de. esla manera no se in- 
fringía el Concordato, siró que se cumiilia; no se infería ningu- 
na ofensa á la Religión y al EaUido, sino que notoriamente se 
procuraba que su esplendor no fuese en un punto importante 

oscurecido.» ■ ■ . j 

Al proceder al exámen y á la impugnadion consiguiente de 

eaUs ulteriores deducciones del despacho español sobre el mis- 
mo argumento del mencionado decreto, ocurre, en iwimer lu- 
gar. la rectificación de un yerro gravtaimo que se ha cometrfo 
con respecto al sentido genuino y á la verdadera mlenoion del 
art. 24 del Concordato. Supone el despacho que es objeto es- 
pecial de este articulo determinar y fijar el número de ordena- 
dos que debe haber en España. Pero no es en verdad asi; y que 
el error es esponláneo, aparece en la poca ó ninguna conformi- 
dad y aun lal vez patente contradicción que rosulUiria entre lo 
que ’se dispone y estipula en el art. 4.” ya citado, y el arlic^o de 
que ahora se habla. En el 1 .®, como se ha visto, yes induda- 
ble, esta prometida y formalmenle garantida á los Obispos la h- 
berlad completa del ministerio de la sagrada ordenación, sin li- 
mite ni restricción alguna, conforme á laa prescrijicioncs canóni- 
cas, mientras que en el 2.», esto es, en el 24, íe habría al menos 
implícitamente establecido y ajustado que nadie pudiera ser 
promovido á las órdenes sagradas, si no fuera dable aplicar al 
clero parroquial la norma de la espresada organización eclesiás- 
tica de que se habla en lacsposicion que precede al decreto en 

cuestión. . 

Prescindiendo, sin embargo, de esta consideración, el ob- 
jeto y verdadero sentido del articulo está aclarado y ^deter- 
minado por los hechos anteriores, que el gobierno español no 
ignora ni puede ignorar. Largo tiempo habia ya que se hacia 
sentir en España la necesidad de una nueva y mas acertada de- 
marcación de las parroquias y de sus dependencias en las dife- 
rentes diócesis, y hasta el año 1837 so pensó en llevarla á cabo, 
y se dieran al efecto algunos pasos, que, por adversas circuifc- 
tancias y deplorables vicisitudes, permanecieron sin resultado. 
Traía su origen la necesidad de la irregularidad con que, al 
formarse en distintas épocas y ocasiones^se trazaron los Icm- 
torios, de tas mudanzas y modificaciones sobrevenidas con el 
trascurso de los liempos, y de la informe é incorrecta dislribu- 
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cion de las parroquias mismas, efectuada sin tener en cuenta la 
distancia que mediaba entre ellas, las condiciones de ios pne^* 
blos y las dificultades locales. De donde provino que, singular* 
mente las pequeñas poblaciones situadas en los campos, en lo» 
montes,^ en parajes de acceso siempre molesto, y á veces casi 
imposible en ciertas estaciones, careciesen, como todavía care- 
cen, de los medios necesarios para dar culto á Dios en la maje^ 
tad del templo, de los consuelos que solo pueden obtenerse de 
la Religión y de sus ministros, y de los auxilios espirituales in- 
dispensables. La necesidad se acrecentó sin medida después de 
la funesta é ilegítima supresión de las regulares, que, con espe- 
eialidad en los pequeños conventos, eran en momentos de apuro 
el sosten de los párrocos, el amparo de los Obispos y el último 
alivio de los fielea. 

Por tanto, al entablar tratos para el Concordato, con el fin de 
arreglar los asuntos eclesiásticos del reino, tan malparados á 
consecuencia de las perturbaciones públicas, fue uno de los 
primeros pensamientos de ios negociadores poner remedio á la 
necesidad indicada. Este, y no otro, fue el objeto del articulo 
del convenio; esta la intención que dictó su testo y determina su 
sentido; esto, en fin, lo único que se infiere de sus propios tér- 
minos, que son los siguientes: 

* (lA fin de que en todos los pueblos del reino se atienda con el 
esmero debido al culto religioso y á todas las necesidades del 
pasto espiritual, los MM. RR. Arzobispos y RR. Obispos pro- 
cederán desde luego á formar un nuevo arreglo y demarcación 
parroquial de sus respectivas dióiccsis, teniendo en cuenta la es- 
lension y naturalosa del territorio y de la población, y las de- 
mas circiinstanvúas locales, oyendo á los cabildos cateilrales, á 
los respectivos arciprestes y ú los fiscales de los tribunales 
eclesiásticos, y tomando por su parte todas las dis|x>sick)nes ne- 
cesarias á fin de que pueda darse por concluido y ponerse en 
ejecución el precitado arreglo, previo el acuerdo del gobierno 
dcS. M., en el menor término posible.» 

Como se ve, lo que movió á disponer, por mutuo acuerdo, un 
nuevo arreglo y sistema de parroquias, fue el deseo de (catender 
plenamente y con el esmero debido, en lodo el reino, al culto 
divino y á las necesidades espirituales de los fieles,» y de reno- 
var los notorios inconvenientes que á aquel y á estos acarreaba 
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U demarcación existente. Con el mismo designio se resolvió 
ademas que los Prelados, al formar y proponer los proyectas de 
la demarcación futura, tuviesen en cuenta, «así la cstension y 
naturaleza del territorio y del pueblo, como las demás circuns- 
tancias locales.» Y para que se procediese con la mayor cautela 
y se evitase el riesgo de incurrir en los mismos defectos de la 
demarcación actual, se dispuso también que fuesen consultadas 
todas aquellas personas que por su posición y esperiencia estu- 
viesen en el caso de suministrar noticias y consejos. Nada de es- 
to encierra, por cierto, la idea de hacer dejKíndcr las órdenes sa- 
gradas de la ejecución del nuevo arreglo de las parroquias , ó 
de encaminar este arreglo al supuesto fin de conocer y determi- 
nar el número de ordenados que delic haber en la nación. Te- 
niendo presentes el carácter verdadero de los hechos que ante- 
ceden y el sentido literal del artículo, se echa de ver desde lue- 
go que no entró ni por asomo aquella ¡dea en el pensamiento de 
los negociadores , y mocho menos en el de las altas parles con- 
tratantes que aprobaron y sancionaron el Concordato. 

No obstante, el despacho español, al asegurar que «el go- 
bierno ha hecho cuanto ha estado de su parte para que el 
arreglo parroquial so lleve á efecto en breve plazo,» ' añade que 
nó ha podido hasta ahora lograrlo, y que «no ha hallado cierta- 
mente en la Santa Sede, acerca de este punto, la solícita premu- 
ra que ha puesto en otros puntos del Concordato.» Según el ci- 
tado art. 24, que no sin razón hemos trasladado mas arriba 
palabra por palabra, la formación de los proyectos, y cuanto ha- 
ce relación con la susodicha nueva circunscrijicion de las parro- 
quias , está enteramente conflada, como no podia menos de 
estarlo, prescribiéndolo así las disposiciones canónicas, especial- 
mente las del .Santo Concilio de Trento, al celo, |iericia y pru- 
dencia de los Obispos y Prelados diocesanos, á quienes al mis- 
mo tiempo se insinúa que antes de su cumplimiento se pongan 
de acuerdo con el gobierno para lodo lo que sea de su incum- 
bencia. 

Por lo que no puede csplicarse cómo se quiere ahora atribuir 
á culpa de la Santa Sede el atraso que se supone ha sufrido in- 
justamente la espresada operación. Y lo infundado de la acu sa- 
eion resalla mas si se reflexiona que si, por hipótesi, los Obis- 
po lodos, ó algunos de ellos, se hubiesen manifestado mal dis- 
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pu«stos, y lentos en e) cumplimiento de la importante comisión 
que les confia el art. 21 del Concordato, el ^biemo español, 
que, conformándose á ál, debía intervenir en este asunto, tenia 
«I derecho y libertad de acudir á la Santa Sede, quien, con los 
medios que hubiese juzgado convenientes, se hubiera apresura- 
do á escitar el celo, y sacudir la supuesta lentitud é inercia de 
los Prelados del reino. Ahora bien; podemos afirmar con toda 
franqueza , y nadie mejor que el gobierno está en estado 
de saberlo, que ni antes, ni después , ni en época inme- 
diata á la publicación del Concordato , ni recientemente, 
se ha promovido ninguna reclamaoion ni petición sobre el par- 
ticular. ' 

Ni, en verdad, habla lugar para promoverla; y los hechos 
ocurridos al tratarse este negocio, que para rechazar la espresa- 
da molesta acusación vamos á esponer breve y adecuadamente, 
ofrecen una prueba irrefragable de este aserto. .Aprobado so- 
lemnemente el Concordato en Bula apostólica de 5 de setiem- 
bre de 1851, y publicado ademas como ley del reino con real 
decreto do 17 de octubre siguiente, no tardaron el niuiistro en- 
tonces de Gracia y Justicia y el Nuncio apostólico en ponerse de 
acuerdo pora activar con toda eficacia la ejecución de sus mu- 
chos artículos, y particularmente de los que eran mas urgentes, 
ó podian efectuarse mas pronto que los demas. El vigésimo- 
cuarto no fue ¡>or cierto el último que reclamó su solicitud. Par 
reció al principio, y con razón, que la reforma de la demarca- 
ción parroquial debia ser precedida por la nueva división de las 
diócesis, estipulada también en el art. 5.° del Concordato; pero 
como á esta, según los pactos convenidos, debia ser contempo- 
ránea la reunión de alguna de las diócesis existentes , y la 
creación de otnis en sitios mas convenientes, y especialmente en 
la capital del reino, que siempre ha carecido de iglesia cate- 
dral; como para disponer con prontitud todo lo necesario al efec- 
to se necesitaba mucho tiempo, y obstaban varias dificultades 
enteramente independientes de la Santa Sede; como en la citada 
Bula se había dispuesto espresamente que la reunión, erección y 
nueva circunscripción de las diócesis debia efectuarse después de 
cumplidos los demas artículos del Concordato; y, por fin, como 
de ambas partes era sincerisima la intención de apresurar lo mas 
pronto posible la nueva circunscripción y demarcación parro-^ 


quial, se decidió que sin levantar mano se llevaria esta á etectn, 
haciéndola preceder á la de las diócesis. 

Con el fin, ademas, de procurar en lo posible la mayor uni- 
Jiomiidad en los planos que cada Prelado debía formar del ter- 
ritorio sujeto » sn iglesia , de precaver las dificultades que, ai 
presentar estos planos sin previo conocimiento del gobierno, 
podían temerse por parte de este , y de facilitar y apresurar de 
«ste modo la ardua y complicada operación, pareció sumamente 
útil y conveniente que, con pleno acuerdo de las dos supremas 
autoridades , se comunicasen á loa respetables Prelados , para 
regla y norma de sus proyectos , algunas bases generales; sal- 
vo, sin embargue, y reservada espresamcnle ó los mismos, la 
laoullad de aplicarlas según las circunstancias locales, y de 
proponer al mismo tiempo las modificacionea y esccpciones que 
exigiesen las necesidades de las respectivas diócesis. 

Existiendo en el ministerio de Gracia y Justicia muchos ma- 
teriales , unos necesarios y otros útiles al caso, y teniendo el 
digno caballero que entonces lo presidia , y había antes servido 
en él por muchos años en otra categoría, contplelo oonocimiento 
de aquellos , quiso encargarse él mismo de tan importaule tra- 
bajo, que, á pesar de su estraordioaria laboriosidad, tuvo indis- 
pensablemente que sufrir algún atraso; tanto mas, que debía 
comprender diferentes cuestiones y puntos subalternos que era 
preciso arreglar coa las demas, como eran, por ejemplo, los 
patronatos particulares sobro las parroquias y los beneficios 
con obligación de coadyuvar al párroco, la pertenencia desús 
bienes y rentas, y otras de esta especie. Concluido apenas, y 
comunicado al Nuncio apostólico, principiaron las conferencias 
y discusiones , las que , no obstante la |>erfecta armonía con 
que de uoa parte y de otra se trataba la ejecución del Concor- 
dato, tuvieron que durar varios meses, á causa do las mejoras 
y variaciones que el Nuncio, á su modo de ver, creía que se 
debían adoptar para alcanzar mejor el objeto que servia de ñor* 
le al ponerse de acuerdo sobre una nueva circunscripción de to- 
das las parroquias del reino. 

No fue dificíl convenirse y concertarse acerca de algunas 
de las auledicbas mudanzas y mejoras. Lo que mas se discu- 
tió, y en loque hubo divergencia, fue sobre el número de-pár~ 
Hocos , coadjutores y auxiliares , en razón á la diferencia do pct-. 



blacion y de logare*, como «amblen (obre las parroquias que 
deberían existir respectivanaente en cada dideasi , segtin la* di> 
ferentes categorías que se reconocen en España; á saber; de 
ewtrada, de ascenso y de lármino, y algún otro punto de la 
misma y parecida especie. Yaque el Nuncio, proponiéndose 
principalmente la asistencia espiritual de los fieles y el mayor 
deeorode loe eclesiásUcae dedicadas á la am de las almas , opi- 
naba y pedia el aumento proporcionado de pisones y de eale> 
gorras mas altas y mejor provistas, y el ininisiro, aunque per- 
fectamente dispuesto y animado acerca de uno y otro punto del 
deseo del bien , se hallaba , y no podía menos de hallarse , al- 
gún tanto retraído por la oonsídmaeion del no pequeño aomen» 
to que debía resultar en la cuota de la contribución territorial, que, 
según el art. 38 del Concordata, debía separarse de las rentas 
del Estado, y adjudicarse libremente oomo parte de la dotación 
del clero. Gracias á la buena fe y al esprritu de oonciliaeion 
que dirigían las negociaciones , lodo fue al fin arreglado á salis- 
feoóon de ambas partes , y retaba ya para publicarse y dirigir- 
se á ios PreUdos diocesanos la eorrespondiente real cédula, 
cuando de improviso vino á cesar el minislerio presidido por el 
8r. Bravo Murillo. 

inaugurado el nuevo ministerio, bajo la presidencia del señor 
general Roncali, conde de Alcoy, el Nuncio apostólico, suma- 
mente disgustado porque semejaitte contratiempo hubiese impe- 
dido la publicación de un acto tan deseado c importante , y pre- 
vieixlo al mismo tiempo ullerior atraso , se apresuró á evitarlo, 
no economizando al efecto las instancias , los pasos y premura 
eerca del nuevo ministro de Gracia y Justicia. Pero este, ni creyó 
deber (W curso á rete mismo negocio sin examinarlo y conocer 
sn importancia , ni pudo , por la multitud de negocios con que se 
vió agobiado al principio de su ministerio, oenparse de él con 
la deseada prontitud. Y solo deapare de tres meses fue cuando, 
asistido de dos oficíales de su mimsterío, bien informados de 
cuanto se habla tratado con el ministerio anterior , se prestó á 
una conferencia, que, aunque larguísima, no produjo resolocion 
alguna al efecto , habléndoae querido inaiatir sobre la modifica- 
ción y reforma de la mayor parte de los puntos ya acordado» 
anteriormente deapure de madura diacasion , lo que el Nuncio 
no ae halló dispuesto á consentir. Traseurrídoa muy poeoa dias. 
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el relerido ministerio tuvo también que retirarse del gobierno de 
laa cosas públicas , sucediendo el presidido por el seúor general 
Lersundi. , 

A la natural consecuencia del atraso de los negocios que 
resultan del cambio repentino y silmulláneo de todas las perso- 
nas que los dirigen , se agregó bajo este tercer ministerio la 
circunstancia de que el nuevo secieUrio de Gracia y Justicia 
permaneció coostantemente en San Ildefonso , residencia duran- 
te el verano de la real corte, distante cerca de quince leguas de 
Madrid. Sin embargo, el Nuncio, que tenia empeño, como el 
que mas, en la pronta publicación del referido acto, no dejó de 
agitarlo con la insislencia mas viva, ya de palabra cuando le 
fue dado el verle , ya mucho mas frecuenlemenle por escrito. 
Pero sus diligencias cerca de este no tuvieron mejor éxito que 
las que habla practicado ya con su antecesor. En los primeros 
dias de setiembre, estando próxima la vuelta de la corte á la 
capital , y habiendo tenido el mismo Nuncio varias conferencias 
al efecto con una persona del ministerio que se habla quedado 
en Madrid , lu vo alguna esperanza de que el negocio fuese, á lo 
menos, revisto y tratado. Pero al indicado regreso tuvo lugar 
inmediatamente la calda del ministerio Lersundi , entrando un 
cuarto , que fue llamado á presidir el Sr. Sartorius , conde de 
San Luis. 

Entre tanto el Nuncio, elevado, por otra parte , hacia 
seis meses á la púrpura , habla dispuesta su regreso á Roma, 
después de haberlo diferido hasta entonces por el único , ó á lo 
menos principal motivo de cooperar personalmente ^ la con- 
clusión del referido negocio. Sin embargo , antes de salir da 
Madrid , lo que verificó el dia G de octubre de i 853 , liabiéndose 
abocado al efecto con el nuevo ministro de Gracia y Justicia, 
Sr. Castro y Orozco, mturques de Gerona, tuvo el gusto de hallar 
en él la ñus franca disposición á publicar cuanto antes el desea- 
do acto, como después de tanto exánien y discusión se habla por 
fin acordado con el que fue el primero á tratar de él con la 
mejor intención, el ministro Sr. González Romero. A pesar d* 
todo, á los primeros pasos que dió al efecto el encargado inte- 
rino de la Santa Sede, siguiendo las instrucciones que le habla 
dado el Cardenal pro-.Nuncio antes de marchar , so suscitó du- 
da acerca del sentido que sobre alguno de los puntos hubiese 
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realmente convenido el mismo Cardenal. El señor ministro, con 
la honradez que tanto le distingue , quiso que el Cardenal fuese 
consultado por una carta, y que se aguardase su respuesta. Lle- 
gada esta , no hubo ya motivo para dilaciones , y la real 
cddula se publicó en la Gaceta oficial del reino el 3 de enero 
de 1854. Hasta aquel momento los venerables Prelados de España 
nada habian podido hacer acerca de la nueva demarcación par- 
roquial, convenida en el art. 24 del Concordato , no ignoran- 
do que debian esperar la comunicación de las bases generales, 
que debian fijarse con pleno acuerdo de las dos altas partes 
contratantes. 

No bien la hubieron recibido, se dedicaron ásus tareas con 
un celo , una diligencia y una perseverancia que en cstremo los 
honra. Si todos no habian remitido al gobierno sus respectivos 
planos del nuevo arreglo y demarcación cuando se publicaba 
y dirigía á las potencias católicas el despacho español, debe 
esto achacarse á las gravisimns dificultades que , singularmen- 
te en algunas diócesis , impiden que se formen dichos planos 
con el esmero y exactitud que requieren. ' 

En vista de los hechos escrupulosamente referidos, cuyos 
testimonios existen en la nunciatura apostólica, y con mas es- 
tension en la secretaria de Gracia y Justicia de Madrid, puede 
juzgarse si los Prelados del reino se han manifestado lentos, 
inertes y mal dispuestos á llevar el negocio á feliz término, y 
si hay razón para atribuir á la Santa Sede las dilaciones que ha 
esperímentado. Y con mayor certidumbre podrá calcularse coa 
qué fundamento se ha decidido el gobiej'no español, no solo á 
asegurar en el despacho que «habiendo hecho cuanto estaba de 
su parte,» ha tenido que ceder á la desgracia «de no encontrar 
en la Santa Sede, acerca de este punto, la solícita premura que 
ha desplegado para la realización de otros puntos del Concorda- 
to,» sino á calificar de inconcebible descuido el modo de proce- 
der de ella con res[)coto al cumplimiento del art. ^4 del solemne 
tratado. >< • 

Pero el despacho español, sin poner todavía coto á sus vue- 
los, no titubea en imputar á la Santa Sede «el mismo descui- « 

do en una materia que es,»en sujuicio, «sinola mas importante, 
la que con mas fe, con mas insistencia, ha discutido siempre la 
Santa Sede, la que da verdaderamente causa al rompimiento 
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que hoy se deplora.» Fácil es conjeturar por estas palabras que 
se alude á la cuestión de la venta de los bienes eclesiásticos, á 
la llamada ley de desamortización. La Santa Sede, cuando hay 
que sustentar los principios y defender los derechos delalglesia, 
no oye míw voces ni sigue mas impulsos que los de la concien- 
cia, ni se deja llevar mas que del sentimiento de sus deberes, 
fuente única de su actividad y de su energía. En él se hallan el 
origen y la razón justísima de las reclamaciones y protestas de 
la misma Santa Sede, relativamente á la cuestión de la cual se 
ocupa el despacho con mas estension que de los demás puntos que 
han dado materia hasta ahora ála presente impugnación. Y si la 
discusión relativa á esta materia hubiese sido algo mas vigoro- 
sa por parte de la Santa Sede, esto nacería y debiera atribuirse 
eselusivamcnte al interes y al empeño que el gobierno español 
ha tenido en provocarla, á las desagradables circunstancias en 
que tuvo lugar, y á la necesidad apremiante de poner á 
cxibierto la integridad de los principios y la verdad do los 
^chos. 

Por lo demas, públicos son los actos y las reclamaciones de 
la Santa Sede, y lo son afortunadamente por obra del gobierno 
mismo. Su simple lectura pondrá en el caso de decidir á todo 
hombre de sano é iinparcial criterio si son ó no ciertos el ar- 
dor y apasionado ahinco con que, según afirma el despacho, ha 
debatido siempre la Santa Sede la cuestión de la venta de los 
bienes eclesiásticos , con relación á la llamada ley de desamor- 
tización. Que tal cuestión no ha sido, fuera de esto, la verdade- 
ra y única ocasión del rompimiento de relaciones oficiales entre 
la Santa Sede y España , lo demuestran las observaciones ante- 
riores y los hechos ya alegados en este escrito. ¿Y quien po- 
dría hallarse convencido de ello mejor que el gobierno mismo, 
si, guiado un instante por su buen sentido, fijase sosegadamen- 
te la atención en los documentos que él mismo ha publicado, y 
especialmente ^ la nota en la cual pidió sus pasaportes el re- 
presentante pontificio? Pero es sobrado cierto, y la Santa Sede 
no puede dejar de lamentarlo profundamente, que la cuestión 
ha sido empleada para concitar la opinión pública, y para in- 
fundir la siniestra creencia de que el Sumo Pontífice habia reti- 
rado á su representante , y rolo las relaciones diplomáticas con 
España, sin mas móvil que un interes puramente temporal, 


interpretando al propio tieeapo en favor auyo un punto delicado 
del Concordato. Es aquí de suma traacendencia esclareoer esta 
materia, y presentarla en so aspecto genuino y verdadero, no 
dejando sin el correctivo conveniente una sola de las observa- 
ciones que sobre tal asunto se desenvuelven ampliamente en el 
documento español. 

Ante todo preciso es fijar de una vez para siempre, y de 
manera que cierre todo camino y escluya todo pretesto á la 
mas leve duda , el recto sentido y la indeclinable interpretación 
del art. 38 del Concordato, singularmente en aquella parle en 
qua-el Santo Padre '^rmilió y dispuso que algunos bienes, des- 
pués de restituidos á la Iglesia, fuesen vendidos en nombre 
de ella por los Prelados respectivos, empleándose el prorWcto 
de la venia en la adquisición de las rentas fundadas sobre la 
Deuda del Estado , y conocidas con el nombre da /fwerijpciones 
intrasferibUt del 3 por 100. 

El gobierno español, con varios de sus actos, seha empe- 
ñado en sostener que el permiso y la disposición de la Santa 
Sede , espresos en el citado articulo, en vez de circunscribirse á 
cierta determinada propiedad de la Iglesia, abraza indis tinta- 
mente todoa los bienes de su pertenencia adquiridos de cual- 
quier modo , ó que pueda poseer en adelante. Y esto fue lo 
que trató particularmente de demostrar el último ministro pleni- 
potenciario de S. M. C. cerca de la Santa Sedo, en la contes- 
tación que , de órden de su gobierno , dio el 16 de abril de este 
año á la nota oficial , con la cual el Cardenal secretario de 
Estado protestó y reclamó en nombre del Padre Santo, el 
dia 28 de febrero anterior , cuando se presentó á la discuaion y 
aprobación de la Asamblea constituyente el proyecto de ley de 
desamortización general , civil y eclesiástica. Y si el despacho . 
circular , á que directamente estamos respondiendo , no se em- 
peña en comentar y en dar vueltas al testo literal del menciona- 
do artículo de la convención , como lo hizo el citado señor mi- 
nislro antes por el contrario, manifiesta no querer separarse 
de él. 

No queda disculpado. Pues que si acaso el modo de entender 
de su gobierno «no fuese el lestuai de la letra del Concordato , lo, 
es, sin embargo,» análogo á su espíritu, d insiste todavía en la 
supraindicada interpretación, repitiendo varias veces «que es sin- 
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cera opinión del gobierno de la Pleina que el art. 33 del Con- 
cordato de 1851, al comprender la enajenación de los bienes 
restantes de las comunidades religiosas de varones , comprenda 
también las de los demas bienes eclesiásticos restituidos al cle- 
ro por la ley de 1845. D Y añade poco después «que la cues- 
tión es de apreciación y de recta inteligencia de un articulo, mal 
redactado ciertamente,» pero cuya redacción se presta mas á la 
interpretación del gobierno español que á la que le da. la Santa 
Sede. 

Principio es notorio d inconcuso, y ya invocado de paso otra 
vez en esta respuesta, que en la interpretaciofi de cualquier do- 
cumento, y mucho mas de tratados públicos y solemnes, no se 
puede ni se debe recurrirá! espíritu, cuando la letra, ó sea el 
sentido literal del testo, no presenta dificultad alguna en la de- 
bida inteligencia, ni contiene ó supone ningún inconveniente. 

Es igualmente un principio incontrovertible, fundado en el 
derecho de gentes, y umversalmente admitido, el que si acaso > 
la letra del testo ofreciese alguna dificultad ó presentase algún 
inconveniente , por lo que fuera preciso consultar el espíritu del 
documento , no pertenece á una sola de las partes contratantes 
el declararlo, sino que se requiere el concurso de ambas. Y aun 
haciendo abstracción de estos principios , generalmente reco- 
nocidos y admitidos , debe sin duda recordar el gobierno de 
S. M. C., por lo que concierne al Concordato de 1851, que 
en el art. 45, después de haber las dos partes contratantes pro- 
metido solemnemente, «por si y por sus sucesores, fiel y reli- 
giosa observancia de todas y de cada una de las cosos conveni- 
das,» se añade espresamente que «si en lo sucesivo ocurriese al- 
guna dificultad , el Padre Santo y la Reina Católica se pondrán 
de acuerdo para resolverla amistosamente.» 

Sentado esto, si, hipote'ticamente hablando , el art. 38 fuera 
oscuro por vicio de redacción, como asegura el despacho, y 
dudosa su inteligencia , aun prestándose mas á la interpretación 
del gobierno, ofreciendo así la menor duda, es incuestionable 
que el gobierno mismo, por la fidelidad debida á los pactos es- , 
tipulados, tendría la obligación de acudir á la Santa Sede, y de 
concertarse con ella antes de haber propuesto á la Asamblea la 
ley de la tal desamortización , ó la de venta , que vale lo mismo 
en el caso presente , de los bienes eclesiásticos. 
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Por lo Unto , siempre lendrá la SanU Sede el mas claro y 
fondado derecho de querellarse de la opuesta conducU del go- 
bierno español. Y cierlamcate no se presta ni se inclina de niodo 
alguno á la interpretación dada y sostenida por este. Y esto re- 
sulU con entera evidencia de la letra del articulo , del espirito 
con que fue dicUdo , de su contesto , considerado en relación con 
otros artículos del Concordato , y, finalmente, de hechos pos- 
teriores dal gobierno mismo. Conviene, pues, para demostrar 
estos asertos por su órden, epilogar, con la usada y escrupulosa 
precisión, unida á la posible brevedad, la historia de la serie' 
de circuflsUncias , de hechos que se ligan con la redacción del 
misnio Concordato. 

I En el año de 1844, habiendo empezado á mejorar la causa 
pública en España, y conociendo su gobierno de entonces la ur-> 
gente necesidad de entenderse con la Santa Sede y de solicitar 
de ella el posible remedio de las profundas llagas abiertas por 
la revolución en el seno de una nación tan ilustre, después de 
haber enviado á Roma uim persona respetable, con suficiente po- 
der ¿ instrucciones, se diú un real decreto, suspendiendo la vcn- 
U, que continuaba, de los bienes pertenecientes á la Iglesia; de 
los cuales solamente continuaron vendidndose, hasta la promul- 
gación del Concordato, los que procedían de comunidades reli- 
giosas de varones, por el falso principio, jamás consentido por 
la Hanta Sede, de estar estas suprimidas y estinguidas. 

En el subsiguiente año del845, en ley de 5 de abril, discuti- 
da y votada en las Cámaras del reino, y sancionada por la Reina, 
se restituyeron al clero secular loe iÑenes de su propiedad que 
quedaban todavía por vender, y eran precisamente los que perte- 
necían á las mensas episcopales, abadías, capítulos de las Iglesias 
catedrales y colegiatas, á las parroqu'uu, y á otros beneficios 
eclesiást’icos. Con respecto á los otros bienes, es decir, á los de 
peatertencía de los conventos y comunidades de monjas, los de 
las encomiendas y maestranzas de las cuatro órdenes religioso- 
militares, celebradisimasen España, losde tas cofradías, santua- 
rios, eremitorios y otros semejantes, quedó suspensa siempre su 
venta, según el supradicho real decreto de 1844, fuera de algu- 
na vicisitud intermedia, que no tuvo consecuencias; pero por la 
le ley de 1845 no se dispuso su restitución, ni á los respectivos 
legítimos propietarios , ni á la Iglesia en general , quedando, 
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por consi fi^u ¡ente , dichos bkmes en podar y bajo , la admintstta- 
cion.dei Estado , hasta el repetido solemne tratado de 1651. 

Mientras todo esto pasaba en Madrid , el plenipotenciaria de > 

S. M. C. trataba en Roma, y firmaba después, el 27 del- 
mismo mes y año , juntamente con el plenipotenciario pontificio, 
Emmo. Cardenal Lambruschini (de clara memoria) , entonces 
secretario de Estado , una convención, compuesta de catorce ar»> < 
ticulos, dhigida á regular, cuanto era posible «i aquellos mo* 
roentos, las cosas eclesiásticas de España, al menos en los pu»« 
tos mas esenciales y de mayor urgencia e importancia. En el 
art . 9.** de dicha convención se establecía que «para reparar 
del mejor modo posible las grandes pérdidas que las iglesias de - 
España habian sufrido en sus derechos temporales, por causa 
de las últimas calamidades del reino , S. M. C. asignaria 
nuevas rentas y productos , que se destinarian en propiedad per- 
petua , ya para el mantenimiento del culto divino , de los Obis» 
pos, capítulos, párrocos, seminarios, y de lodo el clero, ya 
para usos eclesiásticos y píos.» Añadíase después espresa-* 
mente que los « ministros sagrados no - se equipararían con los 
magistrados y empleados que gozan de sueldos públicos, sino - 
que á la Iglesia de España se le asignaria, para los usos indica- 
dos antes, una suma tal , que, á juicio de la Santa Sede, fuese ■ 
reconocida y aprobada como segura, á par que decorosa con- ' 
grúa , y plenamente libre é independiente. » En el surt. 11 
pron>etió el Sumo Pontífice , Gregorio XVI ( de santa < me- 
moria) , que, «asignada que fuese al clero español la mreva> 
-dotación supraenunoiada, dedararia , en especial decreto, inmu- 
nes de toda mi)lestia futura, por si y por los romanos Pontt* 
fices sus sucesores, á todos aquellos que en el curso do > los; 
últimos trastornos dc| reino católico bebiesen comprado, con 
arreglo á las leyes civiles entonces existentes , bienes eclesiásti- 
cos , y hubiesen tomado posesión de ellos antes de finar el año 
de 1844. » Esta convención no fue aprobada por el gobierno es- 
pañol de aquel tiempo , ni fue , por consiguiente , ratificada por 
la Reina. Por tanto , se suspendió el envió ó Madrid de un dele* 
gado apostólico , revestido de los poderes necesarios para arre- 
glar á una, con la ejecucion-de sus diferentes artículos, muchos ^ 
otros puntos no comprendidos en -ella !' esta - legación; se> había 
también prometido y dispuesto en la misma emivencton. 
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No fue una sola la razón que movió ni gobierno español 
en 1845 á no mostrarse satisfecho dcl acto conciuiclo y firmado por 
so plenipotenciario, puesto que casi todos sus artículos se suje- 
tan por él á graves escepciones. Pero la verdad es que la princi- 
pal, ó al menos la mas eficaz, en el momento de deliliemr si la 
dicha convención debia ó no ratificarse , provino del art. 11^ 
en el cual se hacia depender el snneamienln de la venta ' 
de los bienes eclesiisticos de la nueva dotación que debia fijarse 
y asignarse al clero. La Santa Sede, al contrario, en respuesta 
á las relativas comunicaciones, que no tardó en recibir, creyó 
de su deber declarar firmemente que no podia de manera alguna 
condescender con la una si la otra no fuese al mismo tiempo pie' 
namente establecida y asegurada en el sentido y con las condicio- 
nes espresadas en el art. 9.“ Entonces fue que , tanto el 
mencionado gobierno, mientras estuvo al frente del Estado, 
eomo los demas qim le sucedieron, comenzaron a ocuparse 
seriamente, y trataron ' de propósito con la Santa Sede, por 
medio del plenipotenciario residente en Roma, sobre la re- 
forma y modificación de la mayor parte d<- 'os artículos de 
la dicha convención , y cspecialmen'e sobre el modo de 
proveer á la dotación segura, decorosa é independiente del 
clero. Varios fueron los proyectos que repelidamcnle se 
presentaron, según el progresivo cambio délos ministerios; y 
todos , en sustancia , tendían á dotar , lo mas am|iliamentc que 
permitían las circunstancias, en bienes esmbles, la Iglesia y el 
clero. De aquí que lodos, sin esclusion de ninguno, compren- 
dían en aquel cálculo los bienes ya restituidos en ISI5, los de 
propiedad de las encomiendas y maesirazcos de las (irdenes 
militares, y otros de diversas procedencias. Pero, ya porque al- 
gunos de los fundos que se ofrecían, por razones que no es 
,del caso indicar , no podían admitirse , ya |K>rqiie ios productos 
■de todos los bienes estables propuestos no llegaban tal >'ez á la 
cuarta parte de la renta anual indispensable al manlenimiarnto 
trabajoso y apenas suficiente del culto y clero, ya, rn fin , por- 
que los medios imaginados para constituir la dotación eclesiás- 
.tica, en su necesaria integridad, variaron :on el cambio de los 
gobiernos, y á reserva de uno solo, y este mismo inmaturo y 
•ujeto á otras escepciones , no presentaban genemimenle la se- 
guridad é independencia exigidas por- la Santa Sede , pasó al- 
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gun tiempo sin que se llegase por ambas parles á una decisión 
y final determinación sobre tal objeto. 

En este estado las cosas , fue ensalzado á la Ciitedra de San 
Pedro el Sumo Pontífice reinante , el cual , á pesar de los in- 
mensos cuidados que lo abrumaron en los primeros dias de su 
. pontificado, nodejrt de lomar en especial consideración y de 
dirigir una mirada de paternal beneroleneia hacia la indita na- 
ción española. Uníase ¡í esto que S. M. la Reina Católica, ani- 
mada ella también del mas puro y religioso deseo de apresurar 
el conveniente reparo á la misera condición de las cosas ecle- 
siásticas dcl reino , renovó férvidamente las instancias ya he- 
chas en los dias anteriores, para que el Santo Padre se dignase 
enviar á Madrid un representante suyo , manifestando lo con- 
veniente que seria su presencia para allanar muchas dificultades 
que no pueden apreciarse dAidamenle, ni menos vencerse 
á gran distancia; y poco después, con ‘fecha 1.” de enero 
de IS-tT, el idenipotenciario español dirigió al difunto Carde- 
nal Gizzi, por aquel entonces secretario de Estado de Su Santi- 
dad, una nota oficial, en la cual, de Arden de sn escolsa sotiera- 
na y de su gobierno, y repitiendo de nuevo con la mas viva ins- 
tancia la supradicha demanda, aseguraba que con las leyes y no 
suslancinlrs modificaciones á que Su Santidad se habia dignado 
acceder, la corona de España consideraba como eslablneidas, y 
habia lieclio desde entonces invinlablemenle observar, las dis- 
posiciones espresas en cinco de los artículos ^e la convención 
de cuyo testo repetía. Añadía despoes lo siguiente: «.Ade- 
mas de las cosas conlcnidas en - los dichos artículos, que hacen 
relación particularmente á la parle espiritual de la convención, el 
infrascrito está también autorizado á asegurar nuevamente ,á la 
Santa Sede que, mediante la promulgación de una ley adopta- 
da al caso, la Iglesia de España volverá prontamente á entrar 
en [>ose.sion de aquellos bienes eclesiásticos no comprendidos en 
In restitución ya decretada en lS-15, y que aun no han sido ven- 
didos; que se darán ademas á la misma Iglesia, en plena ó irre- 
vocable propiedad, nuevas rentas que basten ,á proveer con el 
debido decoro á los gastos del cutio divino, al sostenimienlo de 
los Prelados, capítulos, párrocos, seminarios y de lodo el clero, 
y los demas usos eclesiásticos y píos: á cuyo propósilo el infras- 
crito tiene el honor de repetir aquí que los ministro* del altar no 
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serán consid'’rados de igual condición que los magistrados em- 
pleados que gozan sueldo del Estado, sino que la Iglesia de Es- 
paña tendrá para los usos anlcdieliosuna dotación congrua, “no 
menos que segura, libre é independiente. Ademas le será garan- 
tido á la Iglesia española el derecho de hacer nuevas adquisi- 
ciones, del cual ha gozado desde laiitos siglos, y las nuevas 
fundaciones gozarán de los mismos derechos que las aniiguas, 
sin que pueda hacerse sobre ellas ninguna supresión, unión ú 
otra cosa sin la intervención do la autoridad de la Santa Sede, 
salvas solamente las facultades dadas á los Obispos por el santo 
Concilio dcTrenlo.» 

A tan francas y leales dccl.'iracioncs, la caridad , el celo y Ja 
«morosa propensión del Santo Padre hacia la católica España 
no pudieron contenerse por mas tiempo, y el representaute de 
la Santa Sede, honrado con ql rflulo de delegado apostólico, re- 
veslido de las facultades y poderes necesarios al cumplimiento 
de su misión, y provisto ademas do las credenciales de Nuncio 
ordinario, para préscnlarlns á su debido ticmi>o, salió de Roma 
para Madrid en abril del mismo año de tS47. 

Todo el primer año de la eslancia en Es|iaña del delegado 
aposliilico, si bien .«e arreglaron y reordenaron bástanles cosa-s 
de suma urgencia y grande utilidad para la Religión y la Igle- 
sia, de modo que, dejando la legación apostólica, pudotonrar su 
carácter de Nuncio en julio de IS JO, sin embargo, y por la con- 
níoclon casi general de Europa, estando absorbida por tantos y 
hm graves objetos la atención de! ministerio, presidido cutóoces 
por el señor general Narvaez, duque de Valencia, no tuvo ni 
tiempo, ni espacio, ni oportunidad de dirigirla á la dotación del 
clero, ó á las iniciativas del Concordato que se pensaba ajustar. 
Empero al principio de 1819 el gobierno por sí mismo, y me- 
diando solo algunas conferencias con el Nuncio apostólico, some- 
tió á las Cámaras un proyecto de dotación, el cual, discutido y 
votado por gran mayoría en el Congreso de diputados y en el 
Senado, y sancionado por la Reina en 3 do abril del mismo aTm, 
tuvo fuerza de ley. El proyecto, que, en sustancia, y Itecba al- 
guna modificación conveniente á la raenle ya manifeslada por la 
SanLi Sede, era el mismo á que aquella había mostrado incli- 
narse desde el principio, porque ofrecía mas seguridad c inde- 
pendencia que los Otros, tuvo precisamente el fin de subsanar en 
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algún modo á la Iglesia de las enormes perdidas que habia su- 
frido en sus lem¡K)ralidades, y de dolarla, en cuanto lo permilian 
las circunstancias, en bienes fundos, conforme al art. 9.® de la 
convención no ratificada en 1845, y según las promesas poste- 
riores hechas oficialmente por el plenipotenciario español en su 
cilada nota de 1.® de enero de 1847. 

Al cabo de poco tiempo, por otra ley de«8 de mayo de dicho 
año de 1819, discutida y volada igualmente por las Corles, y 
sancionada por S. M., quedó autorizado el gobierno para tratar 
con la Santa Sede sobre el modo de arreglar y sistematizar per- 
manentemente, de común acuerdo entre las dos supremas potes- 
Jades, los asuntos eclesiásticos del reino, y desde entonces se en- 
tablaron las negociaciones sobre el Concordato entre el plenipo- 
tenciario déla Reina, señor marques de Pidal, ministro entonces 
de Estado, y el Nuncio apostólico, nombrado poco antes pleni- 
potenciario pontificio. Las negociaciones, aunque al principio 
procedieron con alguna ¡enlitud, por circunstancias incyilables é 
independientes de la voluntad de los negociadores, se continua- 
ron con recíproca satisfacción, y ya en el mes de diciembre 
de 1850 estaban píira concluirse, cuando, á mediados d^ enero 
de 1851, el ministerio que presidia el ilustre señor duque de Va- 
lencia se decidió á dejar el poder. Por lo que, constituido apenas 
cí gabinete bajo Id presidencia del Sr. Bravo Murillo, S. M. se 
dignó nombrar otro plenipotenciario en la persona del nuevo 
ministro de Estado, Sr. Bertrán de Lis, con quien se continuaron, 
ó, por mejor decir, se concluyeron las negociaciones , y el Con- 
cordato se firmó por los dos plenipotenciarios en 16 de marzo . 
.del mismo año. 

, Entre los muchos puntos de que hubo que hacerse cargo en 
Mte solemne tratado, uno de los principales fue el de la perma- 
nente dotación del culto y clero. En lo que se refiere á los fondos 
,de que debia formarse esta dotación, no se hizo sino* insertar 
¿asi literalmente y confirmar la ley votada por las Cortes y \ 
sMcionada por la Reina en 3 de abril de 1849; tanto, que, á de- 
cir verdad, en cuanto á esto el Concordato se limitó á aprobar la 
misma ley, la que, por consiguiente, y por la anuencia y apro- 
bación de la suprema autoridad de la Iglesia, adquirió la forma, 
el carácter y la fuerza de una disposición eclesiástica, mientras 
que antes no tenia sino la de una disposición civil. í}uedaba, sin 
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embargo, por determinar dcfmilivamenle un punto, de que eii ‘ 
dicha ley no se hacia mención, por impedirlo otros puntos con ' 
que estaba aquel enlazado; quedaba, á saber, por disponerse’de 
los bienes no comprendidos cu la restitución del ano de 1845/’ 
que por no haberse aun vendido permanecian en poder y bajo la 
administración del flbtado. Estos, desde que la citada ley había ’ 
destinado para parte de la dotación del clero los pertenecientes 
á las encomiendas y maestrazgos de las cuatro órdenes militares, ‘ 
se reducian á los bienes de los monasterios y comunidades reli- 
giosas de mujeres, y á los de las cofradías, santuarios, ermitas y 
otros de esta especie, cuya venta estaba suspendida desde el año 
de 1844, como también ó los pocos que habían quedado de las 
corporacionei religiosas de hombres, cuya venta se contínualta 
aun. Todos estos bienes, no solo por razón de estricta justicia, 
sino también por csplícita y oficial promesa de real orden por el 


plenipotenciario residente en Eoma en la cKada nota de l.®de 
enero de 1847, debían de ser restituidos á la Iglesia. Y la mis- 
ma razón de justicia exigía que al efectuarse la restitución no se 
los distrajese del uso especial á que estaban destinados primili-^^ 
vamente por las respectivas fundaciones, ni se reuniesen al fon- 
do general de dotación del culto y clero, tanto mas, que la es- 
presada ley de 3 de abril de 18-10 no los habla comprendido en" 
é\, cabalmente por saber el gobierno que la propuso cuál era 
sobre este particular el pensamiento de la Santa Sede. 

En el curso de estas negociaciones se tuvieron, sin embargo, 
que tomar en madura consideración la poca importancia, la 
mala calidad y el estado de abandono y deterioro en que se 
hallaban generalmente aquellos bienes, como también el gran- 
dísimo perjuicio que hubiera acarreado, tanto á las comuijida- 
des de mujeres el recibirlos en frutos ó en renta, y el cambftit 
por estos las pensiones que se les pagaba por el Estado, aten- . 
didos los notables gastos de administración y reparación, cuan- 
to á las congregaciones religiosas de hombres, que, en confor- 
midad con el arl. 29 del Concordato, debían restablecerse, y á 
las que había que devolver lo restante de tos bienes de las cor- 
poraciones de regulares suprimidas de hecho, según lo. conveni- 
do precedentemente. A insinuación, pues, y á petición del mis-, 
mq gobierno, pareció á los dos negociadores que era de la naa- ^ 
yor oportunidad el suplicar al Santo Padre que permitiese y 
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dispusifiso, como en efec'o permitió y dispuso, que los bienes 
no, vendidos aun, y pertcnecicnlcs á las casas y comunidades 
de monjas, y ios pocos que quedaban en igual condición de los ^ 
regulares, en cuanto se hubiesen restituido á la Iglesia se ven- 
diesen por los respectivos Prelados en nombre de las comunida- 
des propietarias, y el precio ó importe de la |^nta se emplease ‘ 
y convirtiese en inscripciones ó títulos intrasferibles de la renta . 
consolidada del 3 por 100. 

En conformidad con todas estas consideraciones y negocia- 
ciones, el articulo del proyecto de! Concordato concerniente al 
modo de proveer a la manutención de las comunidades religio- 
sas de mujeres, como igualmente á la restitución y venta de sus 
bienes, se redactó en la forma y b'rminos que en sustancia se 
leen ahora en el cuarto y último párrafo del art. 35 del tratado, . 
que luego se concluyó y estipuló. , 

El artículo que trata de la dotación del- culto y clero, en el 
párrafo concerniente á la restitución <á la Iglesia de los bienes no 
vendidos aun, comprendidos los pocos que quedaban de los frai- 
les^^ y á la venta do estos, según la disposición y el permiso del 
Padre Santo, se formuló igualmente, con acuerdo del señor mar- 
ques, en las siguientes idénticas espresiones: «Ademas se resti- 
tuirán á la Iglesia todos los bienes eclesiásticos no comprendidos 
en la citada ley de 1845, y que no se hayan^ enajenado aun, 
comprendido el importe, de los bienes que quedan de las comu- 
' iiidades religiosas de hombres, convertidos en inscripeiones in- 
trasferiblcs de la Deuda del Estado del 3 por 100.» 

De esta fórmula se desprende claramente que, según lo eon- 
venido entre los dos negociadores, en completa armonía con la 
indicada promesa oficial del 1.” de enero de 1847, los bienes de 
las cofradías, santuarios, ermitas y otros semejantes, qiie deja- 
dos á un lado, por lo que se ha dicho de los de las monjas y de 
las corporaciones de regulares suprimidas de hecho, eran los 
únicos no comprendidos en la ley de 1845, debían restituirse á 
la iglesia en su ser y cualidad de bienes raíces, ni á ellos se es- 
tendia de ningún modo, por los términos del artículo, la venta y"' 
la conversión del precio en inscripciones del 3 por 100. 

La dimisión del gabinete presidido por el señor duque de 
■ Valencia, y la entrada del nuevo bajo la presidencia del señor 
Bravo Morillo, que dió h’gar al cambio del plenipotenciario es- 
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paüol encargado de las negociaciones y conclusión del Concor- 
, dalo, fue causa de que se introdujesen algunas modificaciones en 
el proyecto del mismo, sometido ya por el Nuncio á la Santa 
Sede, y que, aceptadas por el señor marques de Pidal algunas 
alteraciones propuestas por esta, estaba ya al punto de ser lirma- 
• da. Dejando á un l$do las modificaciones relativas á otros ar- 
tículos, conviene aludir aquí á la que se refiere al párrafo 
del 34, de que acabamos de hablar. El nuevo plenipoten- 
ciario de S. M. C., Sr. Bertrán de Lis, que poco antes 
había sido ministro de Hacienda, no tardó en notar que las razo- 
nes por las cuales se había ideado, y luego permitido por el 
Santo Padre, la venta y conversión en renta del 3 por 100 el 
precio de los bienes de las monjas y de las corporaciones reli- 
giosas de hombres, se verificaban con la misma, y en general 
con mayor exactitud, respectó á los otros de las cofradías, san- 
tuarios, ermitas, etc., lo que podía el asegurar por esperiencia; 
y que la Iglesia, recibiéndolos en su ser, los hubiera recibido 
casi con pérdida, y poco ó ningún provecho hubiera podido sa- 
car de ellos para los usos piadosos de su primitiva fundación. 

A su instancia, pues, y de sus colegas, el Nuncio, que ya tls- 
taba convencido de la poquísima importancia de estos bienes, se 
apresuró á suplicar al Padre Santo que tuviese la suma benig- 
nidad de estender á los mismos el permiso de venderlos, y em- 
plear su importe del modo antes indicado. Y. Su Santidad, aun- 
que no sin repugnancia, se dignó acceder á la petición, con al- 
gunas eondiciqpes, que no estaría aqui en su lugar el mencionar. 
A consecuencia de lo cual el párrafo 3.” del art. 3S, correspon- 
diente en el proyecto al 37, se cambió y so redactó asi: «Ade- 
mas se restituirán sin mas tardar á la Iglesia todos los bienes 
eclesiásticos no comprendidos en la indicada ley de 1S43, y que 
no se hayan enajenado aun, inclusos los que quedan todavía do 
las comunidades religiosas de hombres. Atendidas, sin embar- 
go, las circunstancias actuales de unos y otros bienes, y la evi- 
dente utilidad que debe resultar para la Iglesia, Su Santidad 
permite y disixinc que su valor capital se convierta inmediata- 
mente en rentas fundadas sobre la Deuda del Estado, que se lla- 
man inscripciones inlrasferibles del 3 por 100, observando abso- 
lutamente la ibruia y las reglas que se han fijado para la venta 
délos bienes pertenecientes á las comunidades religiosas de mu- 


- 328 


« 


jerea en el art. 35.» Reformado y modiBcado de este modo el 
espresado deepacho, se eslendió el permiso y la órden de venta 
y conversión en inscripciones del 3 por 100 délos bienes de las 
cofradías, santuarios, ermitas, etc., que eran también eclesiásti- 
cos, que estaban también por vender, y que no se hallaban oooi- 
prendidos en la ley de restitución promulgada en 1845. 

La historia y serie de los hechos hasta aquí escrupulosamen- 
te relatados consta auténticamente en los documentos existen- 
tes en el archivo de la primera secretaria de Estado de Madrid, 
y en el de la de Gracia y Juslicia, y, por consiguiente, no puede 
menos el gobierno de S. M. C. de tener el mas completo 
conocimiento de aquella. Ademas de esto, los apreciabilisimos 
sugetos que intervinieron en este asunto no dejarían de confir- 
marla y certificarla en toda eventualidad, y ya uno de ellos, ce- 
diendo al sentimionlu y á la voz de áu honor conipromelido, y 
rindiendo el debido homenaje á la verdad, no ha podido abste- 
nerse de manircslarla en uno de los papeles públicos de dicha 
capital , en la parte que se refiere al tercer párrafo del 
art. 38. 

Pero el cambio que subió la redacción del mismo vino á 
ser, cuatro ó mas años después, de razón pública, por un inci- 
^enle estraordinariamente singular. Se hallaba ya ajustadayfir- 
madaen Madrid por los dos plenipotenciarios la solemne con- 
vencían, y hallábase precisamente en Roma, llevada por un oft- ' 
cial primero del ministerio de Estado, á fin de traerse la ratifi*>> 
cacion del Padre Santo. En aquel intermedio, sin (|ue pudiera 
llegar á saberse ni dónde ni cómo lo 'hubiesen proenrado^ se 
vió de repente publicado en uno de los periódicos de la misma 
capilal el proyecto de Concordato, tal como se había convenido 
COIS el señor marques dePidifi, y remitido por el Nuncio para 
su exámen á la Sania Sede, antes de concluirlo y firmarlo; y si 
bien el gobierno fue solicito para recogerlo, y que por esta ra- 
zón no llegó tal vez el cato de difundirse por las provincias, no 
pudo, sin embargo, remediarse la circulación por Madrid de un 
buen número de ejemplares, uno de los cuales existe en la secre- - 
tarla de Estado de Su Santidad, remitido en aquella épooa por ‘ 
el Nuncio apostólico. Este hecho, con otros,- fue muy notable, y ‘ 
aunque fallasen las pruebas arriba indicadas, sería ahora indis- 
putable el hecho de lu referida doble redacción del controvertido 
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párrafo del art. 3S del Concordato, y de las causas que la mo- 
tivaron. 

Al-lado, por fin, de la historia exactísima de los hechos que 
seseaban de presentar, nos podrá sostener con buena fe la in- 
terpretación que se ha querido dar al referido párrafo; á saber, 
que el permiso y la disposición que en él se espresa acerca de 
la venta y sucesiva conversión en títulos del 3 por 100 del pre- ' 
cío de algunos bienes determinados, se estiende y abrasa indis- 
tintamente á todos los bienes raíces, censos, cánones, acciones y i. 
derechos de cualquier modo restituidos á la Iglesia y poseídos 
por el clero. El sentido literal del párrafo mismo, el contesto, el 
espíritu del Concordato entaro, y los hechos posteriores del mis- 
mo gobierno , eacluyen irremisiblemente semejante interpre- 
taeion. 

Y volviendo, desde luego, á lo primero, es indudable que, 
según la letra del párrafo en cuestión, el permiso y autorización 
para la venta en él enunciada se refiere única y precisamente á 
los bienes eclesiásticos que iban á restituirse en virtud del Con- 
cordato. «Ademas, se dice primero, se restituirán á la Iglesia... 
todos los bienes eclesiásticos no comprendidos en la ley de 184&, 
y que no hayan sido todavía enajenados, inclusos los que restan 
de las comunidadra religiosas de varones.» Después, uniendo el 
diáourso, se prosigue; «Pero atendidas las circunstancias actua- 
les de unos y otros bienes..., el Sanio Padre dispone y permite 
que su capital se convierta en títulos del 3 por 100.» Por consi- 
guiente,' los bienes que iban á restituirse, con arreglo al Coneor-' 
dato, como aparece de los hechos poco antes indicados, eran 
únicamente los de cofradías, santuarios, ermitas ú otros semejan- 
tes, y los restos de las comunidades religiosas de varones. De 
manera que, según las palabras del párrafo, á esos únicamente 
se refiere y limita la autorización y disposición para la venta; -y ■ 
al menos de no separarse, contra toda regla de derecho, del sen- 
tido literal, que por sí mismo no olTece duda alguna, el permiso 
y disposición no pueden estenderse, sin la menor duda, ni á los 
bienes ya devueltos por lakydk 1845, ni á los de las encomien- 
das y maestranza.» de las cuatro órdenes militares que hab'um 
sido destinados por la ley de 1849 como parte de la dotación 
del clero, ni, por último, á algunos otros, que loa hay, que no 
se devolvieron en virtud del Concordato. 
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Eilo es Un cierto, que el despacho español, el empeño 
de adaptar las palabras dql párrafo al sentido deseado por el go- 
bierno, ha debido atribuir á la Santa Sede un concepto que no es 
suyo; es decir, suponer á la Santa Sede la idea de que la au- 
torización |)ara la venta se concreta y limita a lo restante de los 
bienes pertenecientes á los regulares. «El art. 3S, así se lee y se 
repite varias veces en aquel documento, dispuso la venta, se- 
grm la interpretación dada por la SanU Sede respecto á los bie- 
nes que quedaban dé las comunidades religiosas de varones, y 
según la interpretación del gobierno de S. M. respecto á todos 
los bienes raiccs, censos y cánones restituidos al clero, sin dis- 
tinción alguna.» , 

Al contrarío, la interpretación de la Santa Sede, como apa- 
rece igualmente de las noticias y circunstancias ya indicadas, 
estiende también la autorización de venta á los bienes de las co- 
fradías, santuarios, ermitas y otros pareeidos, á Qn de poner 
aun masen evidencia el error de la interpreUcion del gobierna; 
debe observarse también que la letra del párrafo no dispuso 
particulannente la restitución de estos bienes al clero, sino en 
general á la Iglesia ; y esto no se juzgó influyese sin alguna 
razón en la mente y espíritu de los negociadores del Con- 
cordato. Los bienes que en virtud de este iban á restituirse, no < 
pertenecian al clero secular, á quien la ley de 1815 habia ya 
devuelto los suyos; eran de la Iglesia en general, porque, 

6 se hallaban destinados á usos piadosos y eclesiásticos, co- 
mo los de las cofradías, santuarios, ennitas y otros seme- 
jantes , los cuales, á consecuencia de las circunstancias arriba 
indicadas , debían devolverse , no solo por justicia, sino por 
la promesa oficial de 1.° de enero de 1S47, ó bien pertenecian 
á corporaciones de regulares, respecto de las que , por haber 
sido suprimidas de hecho, no se podía mandar la restitución, y 
en su lugar debía hacerse á la Iglesia, de cuya autoridad de- 
penden esencialmente, y dependen al mismo tiempo -todos sus 
derechos y modo de existir. Y siguiendo siempre, como se de- 
be, la senda de los hechos resumidla, resulta, hasta la eviden- 
cia,' cuál sea el sentido literal del párrafo con respecto á las pa- 
labras tos unos y los otros que se leen en aquel periodo, en el 
que se dispone precisamente la venta de los bienes que han de 
devolverse en virtud del Concordato, designando al propio 
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tiempo claraineatc ouáles son y cuáles no son. El despacho es- 
pañol, no habiendo querido detenerse en el comentario de la 
letra del párrafo mismo, á ñn de deducir la legitimidad de la 
ioterprclaeion del gobierno, que prefiere suponer y dar como 
probada, no se ha detenido ni ha hecho sobre i las citadas pala- 
bras lof unos y los otros, y solo, al contrario, ha crcido podia 
concluir que el susodicho párrafo está mal redactado. Pero con 
el mismo propósito de deducir su mala y oscura redacción, y 
de sostener, por consiguiente, la interpretación del gobierno, se 
detuvo y puso con gran empeño en ello el último ministro pleni- 
potenciario de S. M. C. cerca de la Santa Sede, en su re- 
ferida nota de 16 de abril de este año. «Pero, este es su racio- 
cinio, ¿cuáles eran los unos y los otros de que se hablaba aqui?« 
¿Cuáles eran «estos atraque hona, cuyas circunstancias induje- 
ron á esta medida?» (es decir, al permiso para vender). «No po- 
dian ser de un solo género, de una sola categoría; esto se halla- 
ba escluido por la espresion utrorumque.» «Por otra parte, en 
la necesaria referencia á esta palabra á series y clases .diferen- 
tes, ¿se habia querido aludir á todos los bienes, raíces que se 
hacia mención» (es decir, á todos aquellos que el articulo mismo 
asignaba como parte de dotación del culto y clero), «ó solo á 
los de su última parle, á aquellos no devueltos en el año 
de 1S45, aunque fuesen del clero secular,» y á los restantes 
de las comunidades «religiosas de varones, que se unían á los 
anteriormente dichos,» iís... minime exclusis? Primeramente no 
debe pasar inadvertidp que el señor ministro suponía que los 
bienes que debían devolverse en virtud del Concordato hubieran 
podido pertenecer al elfcro secular. Después de los hechos arriba 
referidos, esto es un error; podían pertenecer á la Iglesia, y, 
como poco antes se ha dicho, debían serle devueltos, porque es- 
taban destinados á fundaciones y usos eclesiásticos y piadosos; 
pero no podían pertenecer al clero secular , puesto que la devo- 
lución de los bienes de su propiedad particular habia sido de- 
cretada por la ley de 1S4.Ó. Dejando á un lado esta reflexión, 
ello es evidente que todo el raciocinio del señor ministro no ten- 
dría motivo , si el párrafo de que se trata hubiese quedado como 
al principio habia sido formulado con el marques de Pidal. En- 
‘ tonces no se hubiera podido dudar que el permiso de vender se 
referia y limitaba á los pocos bienes restantes de las corpora- 
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cienes de regulares, y que todos los demás que iban á devol- 
verse en virtud del Concordato debían quedar para la Iglesia, 
en su naturaleza y calidad de bienes raíces. Entonces no lio- ' 
biera habido ocasión ni pretcsto para aplicar y cstender la letra 
del párrafo á otros bienes que no volvían a lí^Iglesia, en virtud 
y por las' disposiciones del Concordato. 

Entonces el párrafo hubiera estado claro y neto, como el 
mhimo señor ministro condesa , que ninguna duda cabe acerca . 
del art, 35,* relativo á la devolución y sucesiva venta de los 
bienes de las monjas. Pero en verdad que el sentido literal del 
mismo párrafo no deja de ser menos claro'y neto, aun después 
de las pálabras los unos y los otros , con solo que se examine á 
la'luz de los hechos referidos que la motivaron , y que el señor 
ministro ha podido no tener presentes cuándo escribió su nota, 
pero que debía tener por ciertos , habiendo sido hasta entonces 
ministro de Negocios esiranjeros', y poseedor, por consiguiente, ' 
de los documentos que lo atestiguan de una manera indudable. 

En realidad, ¿á quéhienes se refirió y limitó el ministerio presi- 
dido por el Sr. Bravo Murillo cuando pidió una ampliación del 
periniso para vender, ya convenido con el señor marques de Pi- 
daj? Ciertamente , seguri la historia de los hechos y el testimo- 
nio de los documentos , se refirió y concretó á los bienes de que 
se hablaba en el mismo párrafo, en el que se estipulaba la indi- 
cada venta. Esto sentado ,' el discurso no puede ser mas lógico 
y natural, ni admite replica. Los bienes mencionados én el pár- 
rafo eran únicamente los bienes no comprendidos en la ley 
de 1845, que no habían sido todavía vendidos, y de los que, 
por el mismo Concordato , se establecía la restitución á la Iglé- 
^ sia.’Pero estos eran solamente los bienes restantes de los regu- 
lares y de las otras cofradías, santuarios, ermitas, y otros pareci- 
dos. Por consiguiente, aun cuando concedida por la Santa Sede 
la pretensión del ya referido gohiemo, se modificó la redacción 
del párrafo, y se añadieron las palabras los unos y tos otros, no 
puede aludirse ni estendersé ía autorización para la venta sino 
á estos últimos bienes. Y como' justamente se trataba de bienes 
pertenecientes á dos diferentes clases y categorías, siendo bien 
distintos ios de los regulares , cuya venta se' habia convenido ’ 
ya, de los otros de las cofradías, santuarios, ermilas y otros pa- 
recidos , para los cuales se debía espresar el permiso obtenido, 
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por esto convino añadir, y con toda intención se añadieron , las 
palabras los unos y los otros. De este modo la letra del párrafo 
presenta la mayor claridad; y para hallar la otra clase de bienes 
á que se refería la susodicha aulorúcacion de venta, no hay ne- 
cesidad, al separarte de la última parle del articulo, de los bie- 
nes que se hallan indicados en el antedicho párrafo; y sin ra- 
zón , ó , por mejor decir, contra el sentido natural del testo y 
el testimonio de los hechos que lo esplican , se recurre á todos 
los fundos de que se hace nsencion en los párrafos anteriores del 
mismo articulo. 

Conque mas bien queda sostenida y válida, por el contesto 
y por la referencia del mismo párrafo con lodo el artículo y con 
otros del Concordato , la interpretación de la Santa Sede, y es- 
cluida y desechada cada vez mas la del gobierno español., Y 
merece atención privilegiada el contesto de aquella parte del 
párrafo en que se marcan las causas por las cuales el Padre 
Santo se convino en permitir y disponer la venta de los bienes 
en cuestión. Causas fundadas generalmente en la poca impor- 
tancia, mala calidad y estado de decadencia de las fincas, co- 
mo igualmenloole la evidente utilidad que resultaba á la Iglesia 
de la conversión del capital que representaban en títulos intras- 
feribles al 3 por 100. Ahora bien; las indicadas causas, esto 
es , las concernientes á la importancia , calidad y condición de 
las fincas , no eran adaptables , á lo menos en toda la osten- 
sión y grao generalidad de los bienes restituidos al clero por el. 
decreto de lb4.5. Y no tenian nada que ver con los otros que ha- 
bían pertenecido á las encomiendas y maestrazgos vacantes ó que 
vacaren de las cuatro religiosas órdenes militares. Conque, ate- 
niéndose al contesto, no puede el permiso de venta eslendcrse i 
la de aquellos bienes, pues que está fund.'ulo en la existencia y 
concurso de aquellas causas. Ademas, en el primer párrafo del * 
mismo art. 38 se asignan, como parte de la dotación del culto y 
clero, los bienes que se restituyeron, en 1S45, y los de las órde- 
nes precitadas, y se asignan, en calidad de bienes raíces, para 
que á su venta resultara la dotación, y se asignan, finalmente, 
del mismo modo que se asignaron en la ley de 3 de abril 
de 1S49, en cuya discusión y votación no se trató nada de la 
restitución á la Iglesia de los bienes no comprendidos en la aq- 
tecedente ley de 1845 , que aun no estaban vendidos, por lo que 
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do modo algruno pudo pensarse ni tener en cuenta su venta y 
conversión de sus valores en pape! del F.stado del 3 por 100. 

Es, pnes, 'absurdo pretender qne el permiso de venta deque 
habla el úllimo párrafo abrace los bienes mencionados en el pri- 
mero, porque, si asi fuese, ambos párrafos cstarian en perfecta 
contradicción, conviniendo en el uno qne las lincas asignadas 
queden como tales siendo propiedad del clero, para formar una 
parte, sea cual fuere, de su dotación anual con sus naturales 
rentas, y disponiéndose en el otro que las mismas fincas se 
vendan, para que en su lugar reciba el clero la renta de inscrip- 
ciones inlrasmisibies del 3 por 100. Hay mas; al fin dd párrafo 
úllimo de que tratamos, aludiendo á todos los bienes menciona- 
dos en el articulo, se establece que «deben estimarse en su 
justo valor, deducido el importe de todas las cargas que tuvie- 
sen.» Lo cual supone que los bienes asignados como parte de la 
dotación del clero debían ¡lermanecer en su ¡lodor, en su estado 
natural de bienes raiees. Realmente el pensamiento de los nego- 
ciadores fue que se procediese á la liquidación del jiislo valpr 
de aquellos bienes, en atención á los antiguos y comunes lamen- 
tos del clero de que los restituidos en 1315 habían sido porloco- 
mnn calculados en mucho mas de lo que válian, contándose 
como efectivo dote personal lo que debía deducirse de la R'nta, 
para cubrir las diferentes cargas que sobre cllos pesaban. Si los 
tales bienes, según el sentido que quiere darse al párrafo, hubie- 
ran debido venderse indisliiilamcntc, inútil hubiera sido conve- 
nir sobre la liquidación dcl valor y rendimicnlo reales de las lin- 
cas; la subasta lo habría determin.ado. Aun hay mas; en el ar- 
ticulo 40 se declara formalmente qne «lodos los bienes sub- 
vencionados (esto es, en los dos artieulos anteriores) pctlenc- 
^ cerán por derecho de propiedad á la Iglesia, y que en nombro 
de esta los retendrá in usufructus, y los administrará el clero.» 
¿Puede tal declaración concilianw con la supuesta venta?... En 
este caso no tendrá ya la Iglesia la propiedad de bienes raí- 
ces, sino la de los líliilos del 3 por 100. Y no disfnilaria el cle- 
ro el fruto natural de los bienes, sino el Ínteres de los litulos, y 
seria complelamcnle ilusoria la administración que se le conce- 
dió faltando la cosa administrada, y no piidiendo aquella veri- 
ficarse ni concebirse tratándose solo de intereses de títulos in- 
trusferiblcs de papel dei Estado. 
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Finalmente: en el siguiente art. *11 se asegura aá la Iglesia 
el derecho de adquirir nuevos bienes (Eccleaia instiper jus ha- 
bebit... novas acquirendi posscfsioncs), y tarnbicn se le asegura 
que su propiedad , tanto de lo que ahora posee cuanto do 16 que 
adquiera en lo sucesivo , será solemnemente inviolable.» Y si 
en el último párrafo del articulo se dispusiese, como cree el go- 
bierno español , la venta de todos y cada uno de los bienes de 
la Iglesia, sin escepcion, ¿cuáles serian los que, según el articulo, 
posee actualmente y pueda poseer en lo sucesivo, y cuya in- 
violabilidad tan solemnemente so- asegura?... ¿Y cómo queda- 
rla en pie el derecho de adquirir nuevas posesiones, ósea bienes 
ralees?... 

¿Y qué deberá decirse del espíritu del Concordato sobre esta 
maleria , y al que los mismos documentos españoles han aiwla- 
do para sostener la pretendida oscuridad y duda sohrc el sen- 
tido literal del párrafo , y la errónea intcriiretacion del gobier- 
no?... El espíritu del Concordato es, y no puede ser otro, que el 
que animó y dirigió á las dos alias parles contratantes cuando 
lo trataron , lo discutieron , lo concluyeron y solemnemente lo 
estipularon. 

Y su espíritu y su intento en esta maleria fueron losde dolar, 
lo mejor que las circunslaiicias lo permitieran, á la Iglesia con 
bienes, ora para indemnizarla y reponerla en algún modo de las 
considerables pérdidas que, habia padecido en su propiedad du- 
rante el largo curso de las pasadas tristísimas vicisitudes, ora 
para instituirle una dotación lo mas segura é independiente po- 
sible. Que fueron indudablemente tales el propósito yol espíri- 
tu de la Santa Sede, como dejamos ya dicho en otra ocasión, no 
necesita prueba. Pero tornando á la serie, de hechos que hace 
poco epilogamos, es indudable que fueron idénticos d propósito 
y el espíritu del gobierno de S. M. C. Pues evidentemente 
resulta del mismo relativo artículo inserto en la convencioa 
de27 de abril de 18*15. Pues que no debe de ningún modo imagi- 
narse que el no haberlo ratifleado España proviniese, respecto 
á aquel artículo , de prometerse en él que en cualquiera repa- 
ración de los daños inmensos que habían hundido los derechos 
temporales de la Iglesia, se le .asignarían, en cuanto posible 
fuese, nuevos bienes raíces y nuevas rentas: que los ministros 
dcl altar no quedarían en la condición de los que gozan y se 


susteoUn del Tesoro público, y, Bnalipente , que la dotación 
que se estableciera habia de ser, á juicio de la Santa Sede mis- 
ma, segura, conveniente ó independiente- 

La razón por qué se negó aquella ratificación fue principal- 
menie, como lo confiesa con noble franqueza el plenipotenciario 
español en su ya citada nota de 1.® de enero de 1S47, el no 
haberse estipulado en dicha convención la sanción de las ventas 
ya efectuadas de bienes eclesiásticos. Lo mismo resulta igual- 
mente de los varios proyectos de dotación que algunos minis- 
tros españoles hicieron llegar á la Santa Sede, y se les comuni- 
caron cuando se trataba de modificar y de reformar varios ar- 
tículos de aquella convención misma. Lo mismo resulta mas 
estensamente del tenor testual de la citada nota del plenipoten- 
ciario de S. M. C., residente en (toma antes de que se en- 
viara á Madrid el delegado apostólico, en la cual se renuevan y 
repiten literalmente, por encargo espreso de la Reina y de su 
gobierno, las promesas ya hechas en el art. 9.® del convenio, 
no ratificado, de 1815. Y no es necesario decir que, asi como 
las promesas oficiales, entonces renovadas, indujeron al Papa al 
envió de su representante, asimismo debieron necesariamente 
ser el espíritu y fórmulas el pensamiento del gobierno español y 
de los ilustres personajes que en nombre de la augusta sobera- 
na negociaron el Concordato. Lo mismo, finalmente, resulta de 
la ley de dotación de culto y clero, propuesta espontáneamente 
por el gobierno á las Corles, discutida y volada en ellas |>orgran 
mayoría, y sancionada porS. M. el día 3 de abril de lS49,enla 
que se ven sustancialmente cumplidas las anteriores promesas, y á 
todo el fondo y fundamento de aquella ley representando el pen- 
samiento, el fin, el espíritu de indemnizar, en todo lo mas que 
posible fuese, á la Iglesia, de la perdida de sus biemis ralees, 
que ampliamente poseia, y de asegurarle una nueva delación, 
lal cual lo permitiesen las circunstancias , convenible, segura, 
independiente. Habiendo llegado este negocio hasta lal punto, 
¿se podrá presumir, ni con sombra de razón, que habiendo sido 
constantemente tal ene.sta materia el intento y el espíritu del go- 
bierno español , los cambiara y variara completamente al nego- 
ciar y concluir el Concordato, cuando en él no sc hacia mas que 
insertar y confirmar, con la suprema autoridad de la., Iglesia, la 
mencionada ley de 1849, y cuando el plenipotenciario de la 


K«ina estaba reunido con el pontificio, de cuyo modo de ver el 
negocio no podia separarse, si habia de llegar el tratado al tér- 
mino que efectivamente tuvo el común acuerdo?... Porque si el 
pensamiento y el espíritu de las dos altas partes contraíanles fkie- 
ron sola y únicamente los hasta ahora indicados, no se com- 
prende de modo alguno en qué punto y con '¡iié fundamento se 
puede sostener que el espíritu del Concordato dé margen á la 
oscuridad y dudas que se suponen en el úKimo párrafo del ar-' 
liculo 38, favoreciendo la interpretación dada por el gobierno, 
por la cual eslíende el permiso y la disposición de \ ender toáos- 
los bienes de que habla el citado articulo, re>tituidos de un mo- 
do ó de otro, y poseídos de una ó de otra manera por la Iglesia- 
para el mantenimiento del culto y clero. 

Est<á ya en tan alto punto de evidencia la falsedad de esta 
interpretación, que parece, no solo inútil, sino hasta inconve- 
niente, detenerse en presentar nuevos argumentos. Pero entre la 
infinidad de pruebas que aun podríamos esponcr, no dejaría de 
ser oportuna la de recordar las palabras de la Bula de confir- 
mación solemne y de aprobación del Concordato, publicada el 
mismo dia y en unión con la real cédula que lo declaró ley det 
Estndo; palabras con las cuales el Padi-e Santo restringió y li- 
mitó claramente el permiso dado para la venta solamente á al- 
guno de los bienes todavía no enajenados {atiqua ex bonis non- 
dam divenditis), manifestando al mismo tiempo las rezones que 
le hablan inducido á concederlo. 

Con no menor fuerza y oportunidad podrían invocar los ac- 
tos posteriores del mismo gobiernu. Y partiendo de aquel, bajo 
cuyo mando fue concluido y firmadocl Coucurdaln, y que por sir 
parteactivó con presteza y buena fe sumas su ejecución, podría 
decirse que en muchas órdenes y decretos emanados de .él, en 
completo acuerdo con el Nuncio apostólico, antes para disponer 
la restitución á la Iglesia y después para arreglar la venta de 
los bienes eclesiásticos en la forma que esUblcee el repelido pár- 
rafo del arl. 38, no se aludió jamás, ni aun de lejos, á los bienesi 
de que trata el párrafo primero del mismo artículo, y que se 
asignan allí como parte de dotación para el culto y clero. Podrin 
también recordarse que, habiendo una porción eonsidetable de 
la masa de los Uenes restituidos al clero secular en 18^ 
que necesitaba de grandes reparaciones, por lo cual servia 
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ouMde perjuicio que de utilidad á sus dueños, el ^obierao, y en 
particular los ministros de Estado y Gracia y Justicia, iostaroa 
vivamente al Nuncio para que suplicase al Santo Padre que aa 
dignase autorizar á los respectivos Prelados diocesanos para la 
enajenación de los señalados fundos, ya concediéndoles en en— 
fiteusis, ya celebrando otros contratos que, dejando á salvo et 
derecho do propiedad , se juzgasen ventajosos ai clero, ó tam- 
bién oqtpleaodo su precio en la adquisición de rentas consolida- 
das. Por las multiplicadas atenciones que reelamaba la ejecución 
del Concordato, y mucho mas por la caída de aquel ministerio, 
que á poco sobrevino, no tuvo resultado aquella demanda; pero 
no por esto deja de ser urna prueba evidente de su firme persua- 
sión solirc que la venta de los bienes restituidos al clero secular 
por la ley de 1845 no está permitida ni dispuesta en el último 
párrafo dcl arl. 38 del Concordato. Aun pudiera añadirse que, 
habiéndose puesto en venta, por una equivocación de la curia 
arzobispal de Toledo, los bienes pertenecieoles á una encomien- 
da y alguna capellanía, y habiendo las dos direcciones de con- 
tribuciones directas y de Ib conlencioso, interpeladas por el go- 
liernador civil de aquella ciudad, opinado en favor de la venia, 
el Cardenal pro-Nuncio apostólico creyó deber reclamar, y re- 
clamó, sobre aquel punto al gobierno real, en nota olicbl de 20i 
dp agosto de 1S53; y la venta, cuya intimación habla sido ya 
revocada meses atras por el Exemo. Arzobispo, se suspendió in: 
mediatamente, y no se sabe que luviese efecto después. 

, Pero aun prescindiendo de loe hechos que se refieren al go- 
bierao que concluyó y firmó el Concordato, y de los otros suce- 
sivos , no parecerá eslraño que se apele con preferencia á los del 
mismo gobierno actual. ¿No seria, en efecto, niuclio mas mani- 
fiesta y patente la falsedad de la interprelacion que ahora se da 
al último párrafo dcl aii. 33 de la susodicha solemne conven- 
cioiv si pudiese probarse qued mismo gobierno la lia rechazado 
y eacluido en otro tiempo? Pues realmente es asi. Habiendo sido 
pronnociadas en la Asamblea constituyente, con poca premedi- 
tación, por un minisiro de la corona, acerca de la llamada desr 
amorlizacion eclesiástica, algunas palabras que esiiarcieron la 
alarssa y escitaron el disgusto de todos loe buenos caUilicoe, por 
1 a violación que anunciaban del Concordato y el gravísimo ul- 
traje que inferian á la autoridad de la iglesia , el que estaba 
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entoncM al frente del miniateho de Estado creyó deber tran- 
quilizar verbalmente al encargado pontificio, rogándole que 
hiciese saber á la Santa Sede que el gobierno no daba otro sen- 
tido á las palabras del ministro de Hacienda que únioaneiite 
el de la venta de los bienes que la Iglesia debia enajenar con el 
permiso que le concedia la Santa Sede en el Concordato; que no 
se procoderia jamás á la venta de otros bienes fuera de los com- 
prendidos allí , sin el espreso consentimiento y beneplácito apos- 
tólico, y que el gobierno, no solo estaba en el firme propósito 
de conformarse á las disposiciones del Concordato acerca de la 
forma en e'l prescrita para la realización de las ventas, sino que 
se proponia ademas rectificar ; del mejor modo que fuese pasi- 
ble , la equivocación envuelta en las palabras del citado mmts- 
tro de Hacienda , como en efecto lo hizo el mismo señor minis- 
Iro de Estado en la inmediata sesión de la Asamblea. 

Pero aun hay mas, y es un documenlooficial, al cual se aso- 
cia la coincidencia mas singular, y que merece la mayor osnsi- 
deracion, coadyuvando admirablemenle á presentar, en su vei^ 
dadero punto de vista, la conducta del gobierno español con la 
Santa Sede. .4Iúdesc aqui á la nota que el encargado de nego- 
cios de S. .M. C. en Roma dirigió al Cardenal tecreisrio de 
Estado, con fecha 4 de febrero del presente año. El motivo y 
objeto de dicha nota, según sus espresiones, que van á iiaseti- 
birse fictmcnle, era «hacer presente á la Santa Sede la resolu- 
ción lomada por el mismo gobierno de llevar á debido efecto 
cuanto dispone el Concórdalo vtgenle respecto á la eonversioa 
de los bienes restituidos á la Iglesia en inscripciones inirasieri- 
bles de la Deuda del Estado al 3 por 100.» A cuyo propósito, y 
apelando al art. 38 del mismo Concórdalo, se recordaba cómo 
en ól, «al determinar que se resliluyesen á la Iglesia todos los 
bienes eclesiásticos aun no vendidos, se habla también, eneensi- 
deracion á las actuales circunstancias de los dichos bienes, dio- 
puesto la venta y conversión preindicadas. o Advertía después 
que «en tal disposición estaban comprendidos, según el artie»- 
lo citado, los que hablan pertenecido á las comunidades religio- 
sas de hombres, como en el arl. 35 se había hecho con los de las 
monjas pensionadas, prescribiéndose en este último las regtam i 
que debia estar sujeta la conversión en lllulos de ,1a Deuda pú- 
blica de todos los bienes indicados.» Lamentando luego «que la 
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misma disposición, á pesar de los urgentes términos en que ha- 
bía sido dictada, careciese aun, pasados ya cuatro años, del de- 
bido cumplimiento,» anadia que «el gobierno de S. M. C., 
que deseaba hacer cada dia mas y mas sólidas sus relaciones 
con la Santa Sede, y remover cualesquiera obstáculos que pu- 
dieran suscitar á una y otra parte sus propios intereses 6 las 
exigencias de la pública opinión, no habia [xidido menos de Tijar 
su atención sobre esta materia.» Al repetir, sin embargo, «el 
propósito del gobierno de llevar á cabo en breve tiempo la des- 
amortización y conversión en títulos de la Deuda pública de que 
se trata en ios citados artículos 35 y 3S del Concordato vigente,» 
aseguraba en su nombre que «se esforzaría en conformarse ente- 
ramente ó cuanto había en el de esencial, relativo alas reglas 
que se fijaban para la venta de los bienes,» y que «si en alguna • 
pequeña particularidad tenia que desviarse de ellas, seria siem- 
pre teniendo á la vista la mayor ventaja de la Iglesia y del Es- 
tado.» Sentado lo cual, concluía interesando al Cardenal secreta- 
rio de Estado «para que obtuviese la aquiescencia de Su Santi- 
dad á la supraenunciada resolución de ejecutar sin tardanza lo 
que fue establecido en el Concordato, inclinando su paternal áni- 
mo á considerar este paso del gobierno español como una nue- 
va prueba de la respetuosa deferencia con que deseaba siempre 
tratar á la Santa Sede, por evidente que apareciese su derecho, 
y ademas como un testimonio de su veneración y afecto á la sa- 
grada persona del Santo Padre. 

De todo el testo de esta nota no puede ser mas claro , ni 
deducirse con mayor certidumbre, que el gobierno español es- 
cluia y rechazaba en aquel tiempo la interpretación que ahora 
sostiene, y por la cual se estiende el permiso de venta que se 
menciona en el último párrafo del art. 3S del Concordato, á los 
bienes ya restituidos desde el año de 1S45, y á otros asignados 
en parte de dotación al culto y clero. Y aquí debe advertirse 
que el encargado de negocios de S. M. C. en Roma se atuvo 
estríclamente, ó, mejor dicho, no hizo mas que recoger y 
espresar, en forma de nota, las instrucciones que le habían si- 
do comunicadas pur su gobierno, en 26 del próximo pasado 
enero, como resulta á primera vista de los documentos que el 
mismo gobierno ha publicado. Se admite y reconoce literal- 
mente en la nota que el párrafo del precitado articulo se refie- 
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re y limita á los bienes eclesiásticos aun por vender, y que por 
tanto iban á ser restituidos á la Iglesia. Se admite y reconoce 
juntamente que cl permiso y disposición de venta y conversión 
en títulos del 3 |H>r 100 de que se habla en cl mismo párrafo, se 
refiere y limila á los dichos bienes , y se funda en sus actuales 
circunstancias. Luego se admite y reconoce, por necesaria conse- 
cuencia, que tal permiso y disposición no se estienden á los bie- 
nes restituidos cu 1345 , ni á otros de que también se había ya 
dispuesto, y que, por tanto, aunque no vendidos, no se resti- 
tuían entonces; es decir, en fuerza del respectivo artículo y pár- 
rafo del Concordato, puesto que, como so ha visto poco hace, 
la nota admite y reconoce que el párrafo mismo delart. 38 trata, 
no de los bienes no vendidos solamente , sino de los de esta clase 
que debían restituirse á la Iglesia. Cualquiera otra conclusión 
que no fuese esta , y en este preciso concepto , no podría, de nin- 
gún modo , proceder, sinque se supusiese en las instrucciones á 
que se atuvo estrictamente el encargado español en su nota, ó 
una contradicción estraña , 6 una doble intención ; y la Santa 
Sede está muy lejos de atribuir ni la una ni la otra al gobierno 
do S. M. C. Ademas , en la misma nota se reconoce y es- 
tablece que entre los bienes no vendidos, y que debían restituir- 
se á la Iglesia , estaban comprendidos los pocos restantes de 
las comunidades religios.as de hombres. Y este es el caso de se- 
ñalar de nuevo la equivocación en que , por no tener presentes 
los hechos, ha caído el gobierno español, restringiendo el per- 
miso y disposición de venta al resto de los bienes de los regu- 
lares, suprimidos de hecho , cuando Su Santidad lo entiende es- 
tendido también á las cofradías , santuarios , eremitorios, y otros 
sianejantes. Pero esto , lejos de enfermar ydesvanecer el racio- 
cinio hecho , y la conclusión deducida del testo de la nota, y de 
los instrucciones á ella relativas , lo esfuerza y avalora consid^ 
rablenaente ; porque si el gobierno español no comprendía ni 
aun estos últimos bienes en el permiso y disposición de venta 
espresados en el párrafo %e que se trata, mucho menos podia, 
con una incoherencia verdaderanaente inconcebible, eslender 
este permiso y disposición á todos los bienes menciona- 
dos en el párrafo primero del mismo art. 38, si bien no se 
restituyesen entonces á la Iglesia, ya porque hubiesen sido 
restituidos por la ley de 1845 , ó porque se hubiese dispuesto 
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de ellos por la oirá de 1SI9 , como parle de dotación del culto y 
clero. 

No obsta esto que en dicha nota se haya hablado de de«^ 
amortización eclesiástica, y de sus supuestas ventajas, como ai 
80 quisiese indicar y hacer prever la errdnea interpretación sos- 
tenida ahora por el gobierna espahol. La idea de lo que llaman 
deaamortizacion, como Tavorecida por el Concordato, en atención 
á la venta que en él permite la Santa Sede de algunos determi- 
nados bienes de la Iglesia, hubo de n<cliHcarse, como en efecto 
so rectificó, en la respuesta oficial del Cardenal secretario de Es- 
tado; pues que el Padre Santo, al conceder aquel penniso, estu- 
vo guiado, como se manifestó claramente en el mismo párrafo, 
por causas inherentes á la importancia, calidad y condición es- 
trechamente enlazadas con la utilidad de la Iglesia, y en- 
teramente ajenas, antes bien contrarias, al supuesto favor por la 
desamortización. Y en esto estuvo dcl todo conforme la opinión 
de los apreciables sujetos que en nombre de S. M. C. tra- 
taron y concluyeron el Concórdalo, y pidieron el espresado per- 
miso, como se ha puesto de manifiesto en las noticias y hechas 
relativos en otro logar. Pero, en verdad, no se debe disimular 
que, sin indagar si la ¡dea de la desamorlizacion era ó no con- 
veniente y oporlun.n para el caso de que se trataba, el uso que se 
ha hecho de ella en la nota y en las instrucciones no es tal que 
de él se pueda inferir la intención de hacer suponer desde en- 
tonces que el gobierno español se inclinaba á aquella interpreta- 
ción del párrafo controvertido, que después se ha empeñado en 
sostener, pues no se alude cu él sino á la desamorlizacion y 
eonversion en títulos de la Deuda pública, de que tratan los ar- 
tículos 35 y 38 del Concordato vigente. Hay ademas que añadir 
una circunstancia, que corlael hilo a toda duda y dificultad. Las 
instrucciones arriba citadas fueron remitidas al encargado de 
negocios de España, cerca de la Santa Sede, con fecha 2fi de 
enero último, que fue cabalmente el mismo dia en que el señor 
rainistro de Estado que las firmó, cundiendo la palabra dada al 
encargado pontificio en Madrid, rectificaba en plena Asamblea, 
de! mejor modo que le fue posible, las impremeditadas pabibras 
del ministro de Hacienda sobre la desamortización general ede- 
süstica. No hay, pues, que dudar deque aquellas instrucciones 
fueron dictadas por el mismo espíritu, y concebidas en el mismo 
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sentido en que el citado señor ministro se habia esplicado con el 
mismo encardado, incitándole á que asi lo asegurase á la Santa 
Sede. El espíritu y sentido de esta esplicacion no necesitamos 
iadicarloe, pues los hemos manifestado poco antes. 

Está, pues , fuera de discusión, es una evidencia, que el mis- 
mo gobierno actual en nn principio, y hasta que se enviaron las 
mencionadas instmociones al encargado de negocios en Roma, y 
que este dirigió la espresada nota al Cardenal secrektrio de Esta- 
do , rechazaba y escluia del todo la interpretación errónea del 
último párrafo del art. 3d del Concordato. >i tema ó manifesta- 
ba la nota otro objeto que el de desviarle, á lo menos en parte, 
de las reglas establecidas en el art. 35 , y repelidas en ei citado 
párrafo del 38 , acerca del modo de proceder en lu venta de los 
bienes eclesiásticos espresados en ambos artículos. Y el metiv» 
que para esto se había tenido , ó que se alegalm , era la voluntad 
y esperanza de facitilar y llevar á Icnnino U misma venta, que, 
según se aseguraba en la nota , habia quedado hasta entonces 
sin efecto, por lo que se rocurria á la Sania Sede , cuya anueno' 
cía y permiso pedia y esperaba alcanzar el gobierno español. 

Pero supongamos por un moménto que el gobierno espaftoi 
hubiese adoptado en un principio la referida falsa interprelacioa; 
que eti las instruceienes se alude indislúitamente á todos los bie- 
nes eclesiásticos poseídos por la Iglesia y restituidosele en 
cualquier tiempo y de cualquier modo , y que , por lo tanto, la 
demanda de apartarse en la venta de las reglas prescritas en el 
Concordato se refiriese y estendiese igualmente á lodes loa 
btenes susodichos. Hay un hecho irrecusable , y es la existencia 
de esta demanda , dirigida á vbttner sobre esto la anuencia de 
la Santa Sede. Hubiera sido , pues , muy natural y razonable 
que el gobierno se hubiese abstenido , antes de estar seguro de 
haber logrado esta anuencia , de pfesentar á la Asamblea Coas- 
titayenle el proyecto de ley sobre la desamorliaacion general 
eclesiástica , en que se desviaba de las reglas establecidas em el 
Cencordalo , y espooialinenle de la que dispone que la venta 
debe dirigirse y efectuarse por la Iglesia misma. Pues bien ( y 
M aqui la singular coincidencia que , como hemos dicho, mere- 
ce la mayor atención) ; el día 4 de febrero último dirigió el 
cargado de negocios de S. M. C. la citada nota al Carden 
nal saoielatio de Estado, y al día siguiente el gobierno españot 
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presentó á la Asamblea el cspresado proyecto. Y nótete que 
debía haberte calculado que las instniccionet remitidas desde 
Madrid en 26 de enero pudieran n« haber llegado á Ruma el b del 
siguiente febrero, sobre todo estando en la estación de invierno. 

No deja por esto el gobierno de S. M. C. de manifestar 
Itastanlemente, aun al presente, la poca fe é importancia que 
pone realmente en la interpretación misma. Asi es que el docu- 
mento á que respondemos, tomando otro camino, sigue de este 
modo: «Aun aceptando la interpretación de la Santa Sede, el 
hechoes que debían venderse inmediatamente, y sin lardar, todos 
los bienes que habían pertenecido á las comunidades religiosas, 
tanto los de las existentes como los de las suprimidas; y, no obs- 
tante esto, es notorio en toda España que, en el espacio de cua- 
tro años, y para cubrir las apariencias, apenas se ha vendido 
una sola finca. Es notorio también que en todo este tiempo nin- 
gún paso ha dado la Santa Sede para que se cumpliese una con- 
dición tan -esencial, ni ha hecho esfuerzo alguno que manifieste, 
como en otras materias, su celo por la pronta ejecución del Con- 
cordato.» Y deteniéndose á examinar la medida de la desamor- 
tización, en principio y en práctica, después de haber cspresado 
«que no es solo el principio el que ha susciUido las reclamacio- 
oes de la Santa Sede, sino también, y mas particularmente, la 
manera en que se ha decretado la ejecución,» añade «que se 
debe tener presente que la Iglesia nada había hecho en cuatro 
años para llevar á efecto lo que ella misma consideraba como 
evidente, lo que en su propia Opinión no le ofrccia ninguna es- 
cusa.» Insistiendo luego sobre el mismo punto, y confesando 
lealmente en esta ocasión una falta por parte dél gobierno, de 
que nos ocuparemos mas adelante, concluye afirmando que 
«desde la promulgación del Concordato, hasta el presente, la 
Iglesia ha mostrado, en la enajenación de sus bienes, una len- 
titud y un descuido contrarios evidentemente á los pactos con- 
venidos. n 

Antes de entrar en el fondo de este tidzo del documento es- 
pañol , diremos de paso algunas palabras sobre varias frases 
que merecen ser aclaradas y reclíficadas. Primeramente dícese 
alU que los bienesde que se trata se debían vender «inmediata- 
mente y sin tardar.» El aserto es Innegable, y lo confirma la le- 
tra misma del Concordato en el respectivo articulo y párrafo. 
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Pero hay también on hecho, que consta igoalnente, y con prefe- 
rencia, en el mi$mo párrafo y articulo del Concordato, y es que 
todos los bienes, antes de venderse, debían restituirse inmedia- 
tamente y sin ütrdar á la Iglesia. No podía, pues, censurarse eon 
imparcialidad y justicia la supuesta incuria en la venta, sin ha- 
cerse cargo de la restitución que la debía preceder, y sin ver, có- 
mese verá dentro de poco, cómo y cuándo tuvo esta lugar. 

Dicese también que estos bienes habían ptríeneeido á las co- 
munidades religiosas. Semejante espresion encierra un concepto 
inexacto y erróneo. Dichos bienes, no solamente habían per- 
tenecida, sino que continuaban perteneciendo á las mismas co- 
munidades; las que de hecho pudieron ser despojadas de ellos 
durante el dominio de la revolución, mas no pudieron jamás 
perder su derecho sobre los mismos. Por lo tanto, aquellos bie- 
nes debieron, en estricta y rigurosa justicia, ser devueltos á las 
mismos comunidades religiosas, y, en su representación , á la 
Iglesia. Asi lo entendió en otra época el gobierno de la Reina 
Católica, quien, apenas apaciguados los trastornos políticos, 
consideró como un deber el restituir al clero secular todos los 
bienes de su propiedad que no se habían aun vendido. Asi lo 
entendieron también los gobiernos que negociaron y concluye- 
ron el Concordato, quienes ofrecieron, primero espontát^mente, 
y estipularon luego sin reserva, la inmediata restitución á la 
Iglesia de todos los bienes que quedaban aun de su pertenencia. 
Aludiendo en seguida el despacho español á las comunidades 
religiosas de bombr^, las declara suprimidas. ^ 

También «la palal^ra está sujeta á un error do principio y 
de máxima. Las corporaciones reglares, por efecto y motivo io- 
trinseco de su índole y naturaleza , reciben la existencia, y el 
derecho y modo de existir, de la autoridad de la Iglesia. Al 
principe seglar, por amor á la buena armonía entre la Iglesia y 
el Estado, útil siempre á ambos, y que es siempre de desear, se 
podrá solicitar, si se quiere, su permiso cuando se desee introdu- 
cir y establecer en sus dominios una nueva corporación religio- 
sa; peco una vez concedido este permiso, y establecida «la cor- 
poración, no está en su derecho el aboliría ó suprimirla sin la 
intervención y consentimiento de la Igl«ia. Por la gran regla, 
noiversalmente reconocida, que el fin de todas las cosas debe 
de la misma cansa á que debieron su principio, todo 
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proocder de la autoridad seglar contrario á esta regla no es mas 
que un acto ineoropetento é ilegítimo, un csceso .y abuso de po- 
der; y las corporaciones religiosas, tratadas de este modo, po- 
drá muy bien deciisc que están tuprimidas de hecho, mas no 
suprimidas absolutamente, para deducir é inculcar la idea de 
que lo están también de derecho. 

£1 despacho español, con el propósito, ademas, de «exami- 
nar la desamortización, tal cual se luí proclamado en principio, 
tal cual se ha llevado á erecto en la práctica,» supone «que no 
es solo el principio el que ha suscitado tas reclamaciones de la 
Sania Sede, pero también, y mas particularmente, la manera 
como se luí decretado su práctica.» Difícil seria, en verdad, el 
entender claramente lo que en el caso concreto de que hablamos 
se haya querido significar, distinguiendo en el exámen de la 
llam-sda desamortización el modo como se ha proclamado en 
principio, del modo como se ha llevado á efecto en práctica. Sea 
como fuere, hay una cosa que es de mas importancia determi- 
nar, ó mas bien comentar muy claramente aquí, y es que si la 
Santa Sede ha reclamado contra la manera con que se ha decre- 
tado la ra-ilizaeJon de la desamortización eclesiástica, lo hizo 
movida por un principio que tiene el deber de tutelar, por un 
solo principio, que es siempre el mismo en semejante materia; á 
saber, el ^e la integridad á inviolabilidad del derecho de la Igle- 
sia sobre sus bienes. 

Ya que la ejecución déla susodicha desamortización ha sido 
decretada únicamente por la potestad civil, y de tal manera que 
esta deba esclusivamente llevarla d cabo, es un principio que 
los bienes eclesiásticos, por su Indole especial y por su origen 
y destino, no pueden ser vendidos ni distraídos sin el permiso 
y consentimiento do la suprema autoridad de la Iglesia , sin d 
beneplácito de quien por institución divina , y por razón inhe- 
rente á su misma constitución, es el único, líbre é independiente 
administrador de los mismos bienes. Por último, el documento 
español se queja amargamente de la Santa Sede, imputándole 
que «en cuatro años no ha dado el menor paso para el cumpli- 
miento de una condición tan esencial, ni ha hecho el menor ea- 
lucrzo que demuestre en esta, como eo otras materias, su celo 
por la pronta ejecución del Concordato. » A este propósito se 
tiene qne reproducir necesariarneulc d razonamiento ya usado 


Digitizee 


sobre o(ro punto algo parecido. £1 art. .35 y el último párrafo 
del 3S de la solemne convención confian directamente á los Pre- 
lados diocesanos del reino la ejecución de las ventas, prescri- 
biendo, con sumo cuidado, las reglas que debian observarse, 
entre otras, la presencia á cada acto de subasta de una persona 
delegada del gobierno. No habia, por consiguiente, ningún paso 
que dar, ni esfuerzo que cumplir por parte de la Santa Sede. Si 
por parte de los mismos Prelados hubiese habido alguna lenti- 
tud, poca eficacia y escasa voluntad, el gobierno de S. M. C., 
que no podia dejar de saberlo por las personas mismas destina- 
das para asistir en su nombre á las ventas, hubiera debido diri- 
girse á la Santa Sede, y reclamar las disposiciones necesarias ó 
útiles al efecto. Ahora bien; ni al principio por conduelo del 
Nuncio apostólico, ni después por el del encargado pontificio, 
ni jamás directamente por la legación española en Roma, se ha 
hecho, ni de palabra ni por escrito, no se puede decir una re- 
clamación ó una representación, pero ni siquiera una queja ó in- 
sinuación cualquiera. 

Y este hecho, que la Santa Sede no duda asegurar plenamen- 
te, no necesita otra prueba mas que apelar francamente á la leal- 
tad y buena fe del gobierno de S. M. C. ¿Pero habia razón y 
motivo para tas quejas y los recursos? ¿Es cierto realmente que 
los Prelados diocesanos del reino, con respecto á la venta de los 
bienes eclesiásticos, dispuesta por el Concordato, «hayan mos- 
trado una lentitud y un descuido evidentemente contrarios á los 
pactos convenidos; que la Iglesia nada haya hecho durante cua- 
tro años para cumplir lo que ella misma consideraba como evi- 
dente, lo que en su misma opinión no ofrecia duda alguna?» 

Y entrando ahora á examinar, aunque brevemente, el fondo 
y el objeto principal de los referidos pasos indicados en el des- 
pacho español, es necesario mencionar y volver sobre los he*- 
chos que tienen relación con ellos. El Concordato, si bien fue 
concluido y firmado por los plenipotenciarios el 16 de marzo 
de 1851, y el cambio délas ratificaeionesse verificó el 6 de mayo, 
no fue anunciado en el consistorio, y la Bula de solemne apro- 
bación y confirmación no fue espedida hasta el 5 de setiembre. 
La real cédula, por consiguiente, que la declaró ley del Estado 
no se publicó hasta el 17 de octubre del mismo año. Hasta en- 
tónete, como el Concordato mismo no est.iba en via de ejecuciont 
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loa Prelados diocesanos y su curia no podían dar un paso á fm 
de evilar la venta de que se hallaban encargados, en virtud de 
los artículos 35 y 38 de aquel acto. Pero ya se ha dichoque todo 
paso referente ó relativo ií la venta debía ser precedido de la 
devolución efectiva de los bienes; y esta dependía esclusivamen- 
te del gobierno en cuyo poder se hallaban los bienes mismos. 
Ahora bien; el decreto por el cual se mandó á quien era conve- 
niente ola entrega á la Iglesia de los bienes eclesiásticos, á que 
se refieren los párrafos 4.® del art. 35, y 3.® del 38del Concorda- 
to celebradocon la Santa Sede,» no fue firmado por la real mano 
hasta el 8 de diciembre , ni publicado hasta varios dias después 
en la Gaceta oficial de Madrid. Se debió á la enérgica é infatiga- 
ble laboriosidad de los dos ministros de Hacienda y de Gracia y 
Justicia de aquel tiempo que la orden fuese dada en tan breve 
termino desde la solemne promulgación del Concordato como 
ley del reino , puesto que las cosas qne debían arreglarse y dis- 
ponerse no eran ni tan pocas ni tan indiferentes. Ni mas tarde 
, del día siguiente , es decir , el 9 de diciembre ya dicho , fue 
firmado por la Reina , y publicado algún día después en 
la citada Gaceta, e¡ otro decreto, en que, haciéndose referencia 
de los acuerdos convenidos sobre este punto con el .Nuncio apos- 
tólico , y teniendo fielmente presentes las reglas prescritas en 
los respectivos artículos del Concordato , se dictaron aquellas 
mas particulares que se juzgaron convenientes para la exacta é 
inmediata ejecución de la venta de los bienes , de los que el dia 
antes se había mandado hacer la devolución y entrega á la Igle- 
sia. Pero de que esta orden tuvo lugar y se publicó formalmente 
hacia la mitad de diciembre de 1851, debe creerse que efecti- 
vamente, desde aquel mismo momento, los mencionados bienes 
fneron restituidos y entregados á la Iglesia, hallándose esta por 
tal razón en disposición desde entonces de empezar los actos de 
venta. 

Y como en el referido decreto se mandó, como era justo, á 
todas nías oficinas de administración de contribuciones directas, 
estadística y bienes del Estado, la formación en cada una de las 
diócesis de inventarios duplicados de los bienes raíces, censos, 
cánones, derechos y acciones» que se debían devolver á la 
Iglesia, y como por una real órden posterior, de 15 del mismo 
mea, se prescribieron al efecto otras prácticas y formalidades 


sumamente útiles y oportunas para la mayor regularidad de la 
entrega, debió esta necesariamente suTrir algún atraso. Cuando 
fue terminada, un nuevo obstáculo impidió á los Prelados dio- 
cesanos el apresurar lo que era conveniente para dar inmediata- 
mente principio á las ventas. Las indicadas administraciones no 
Ies babian remitido, á lo menos en lo general, los títulos ó do- 
cumentos de propiedad de los bienes restituidos. Por lo que, á 
consecuencia de las instancias reiteradas de los mismos Prela- 
dos, que ciertamente no dieron en esta ocasión pruebas de des- 
cuido, ni.de lentitud, ni de aversión al cumplimiento del encar- 
go que se les habla cometido, fue indispensable otra real órden, 
dirigida el 2 de julio de 1852 por el ministerio de Hacienda al 
director general de las referidas administraciones, y por la que 
se mandó «disponer cuanto conviniese á Hn de que los emplea- 
dos de las mismas se ocupasen, aunque fuese en horas estraor- 
dinarias, en los trabajos necesarios para facilitar á los reveren- ' 
dos Obispos lodos los docunsenlos comprobantes de la posesión 
en el dominio de los bienes devueltos al clero, á fin de que pu- 
diesen proceder a su enajenación.» Es, por lo tanto, cierto que, 
aun sobre este punto, la dilación interpnesla á la ejecución de 
las ventas no puede atribuirse, sin gran injusticia, á la Iglesia 
y á los Obispos. Pero no es menos cierto que desde el momento 
en que los respetables Prelados que los necesitaban tuvieron 
en su poder los títulos y documentos pedidos al efecto, no de- 
jaron de ocuparse en ellas cuanto es posible de activarlas, de 
facilitarlas, de continuarlas sin descanso, y de hacer cuanto es- 
taba de so parle para llevarlas á cabo. Este es un hecho que no 
necesita ser comprobado mas que por la notoriedad y la fe pú- 
blica. Las pruebas están á la disposición y vista de todos. Tal 
como ahora se afirma, viene confirmado y probado por los ac- 
tos públicos det gobierno, de aquel gobierno en cuyo nombre 
se dice en el despacho que «en cuatro años la Iglesia nada ha 
hecho, nrastrando en la venta de sus bienes un descuido y una 
lentitud evidentemente contrarios á los pactos convenidos.» En 
el'art. 4.° del real decreto, fecha 9 de diciembre de 1S51, diri- 
gido á fijar las mas minuciosas formalidades que'debian obser- 
varse para la ejecución de las ventas, se prescribe lo siguiente: 
«Fijado el precio y el diade la subasta, el Prelado diocesano' 
espedirá los edictos correspondientes , que se fijarán en los si- 
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tíos de costumbre, y ademas se insertarán en la Gacela y Zltario 
de avisos de Madrid , en el Boielin oficial de la provincia á que 
corresponda la eapKal de la diócesi , y en el de aquella en la 
que se hallan situados los bienes, á lo menos con un mes deán* 
ticipacion.D Todo esto, con otras in&nitas disposiciones y me~ 
dios, fue dispuesto, como es evidente, de acuerdo con el Nuncio 
apostólico, pare dar mayor impulso á las ventas y proporcio» 
narse mayores ventajas , merced á la emulación y concurso de 
los postores. Córranse , pues, y recórranse los boletines oGcia- 
les de las provincias, el Diario de avisos de la capital, y prin- 
cipalmente la Gacela , y después de leer y de ver con sus pro- 
pios ojos que en alonas diócesis, donde acaso no faltaban los 
títulos de los bienes que debían venderse , las subastas princi- 
piaron d fines do mayo de 1852, es decir , antes que la orden 
relativa al envió á los Prelados diocesanos de los mismos títulos 
tuviese curso ; que desde entonces acá se activaron con toda 
premura en las varias diócesis del reino ; que en todas aquellas 
donde existían bienes destinados por el Concordato á la venta, 
se continuaron sin interrupción de mes d mes , de año en año; 
que no habiendo tenido resultado las primeras por falla de com- 
pradores , ú otra cosa semejante , se renovaron los edictos y 
pruebas de subasta por segunda , tercera , y aun en alguna par- 
te por cuarta vez, y que no se dejaron ni se suspendieron sino á 
principios de febrero del presente año, cuando se presentó á la 
Asamblea constituyente el proyecto de ley para la desamorti- 
zación general eclesiástica, que se decida si hay razón para 
asentar en el despacho español «que la Iglesia nada ha hecho 
en cuatro anos, y que en la venta de sus bienes ha demostrado 
una lentitud y descuido evidentemente contrarios á los pactos 
estipulados.» 

Pero el mismo despaého treta precisamente de demostrar 
que es notorio en España que en el curso de cuatro años ni si- 
quiera para cubrir las apariencias se ha vendido una sola here- 
dad. No se quiere en este momento estimar la. importancia real 
y el justo valor de una proposición semejante. No se quiere de- 
cir que se haya asentado tal vez la notoriedad de toda España 
acerca de la venta siquiera de una sola heredad, con el mismo 
fundamenlo con que se ha asegurado que la Iglesia, en cuatro 
años, nada ha hecho pare la venta de sus bienes; mientras de la 
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fe pública y de los documentos oficiales es realmente notorio 
para la España entera lo que la Iglesia ha hecho y la solicitud 
que los Prelados diocesanos han empleado al intento. Sin temor 
ni duda de engañarse, podría asegurarse que no ha sido una 
sola la heredad vendida. Pero como en este momento no se tienen 
sobre esta materia las noticias exactas, y como tampoco debe 
haber en esta esposicion una sola palabra en lo relativo á los 
hechos que no se halle y corresponda, con lodo rigor de esprc- 
sion, á la verdad, se prescinde de buen grado de toda discusión 
sobre la cantidad y número de ios bienes efectivamente ven- 
didos. 

Pero no es esta la cuestion-de que se trata, y el despacho es- 
pañol, en su referida proposición, la desvirtúa y la lleva ente- 
ramente fuera de su terreno: ¿acaso la Iglesia y los Prelados 
diocesanos, al asumir el encargo de efectuar las ventas, se ha- 
bían obligado á hacer de modo que dejasen de existir las cau- 
sas, cualesquiera que fuesen, por las cuales las ventas no habian 
podido realizarse? ¿Acaso fue ó podía ser esta la intención de 
las dos altas parles contratantes, cuando convinieron en confiar 
ú aquellos este encargo? Si á pesar de las diligencias, de las in- 
citaciones y del exadto cumplimiento de las reglas, no solo pres- 
critas en los respectivos artículos del Concordato, sino añadidas 
también por el gobierno mismo, de acuerdo con el Nuncio apos- 
tólico, con el único y recíproco fin de conseguir el concurso do 
los compradores y el efecto de las ventas; si, á pesar de todo 
ebto, las repetidas subastas han sido infructuosas, es prueba que 
existían completamente las causas del escaso valor, importancia 
y condición de las fincas, y de la evidente utilidad de la Iglesia, 
que fueron las que inclinaron al Padre Santo, á instancias de los 
gobiernos de aquella época, ó permitir y disponer la venta y 
conversión en títulos de la Deuda del Estado, y que, por consi- 
guiente, no fue ciertamente el espíritu ni el favor por la llamada 
desamortización eclesiástica lo que provocó dicha disposición, 
como so ha querido hacer creer. 

Mas nunca podrá deducirse de aquí, sino en conlradiccioa 
con la notoriedad y la fe pública, y con sumad injustísima ofen- 
sa, que la Iglesia y loe Prelados del reino, fallando á los con- 
venidos pactos, han mostrado lentitud, descuido, aversión, y 
nada han hecho en cuatro años para activar y promover laven- 
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ta de los bienes eclesiásticos, permitida y dispuesta en el Con- 
cordato. Y adviértase que si «el valor de la finca hubiese esce- 
dido de la cantidad de 300 duros, las subastas debían celebrar- 
se en el mismo dia, tanto en la capital de la diócesi cuanto en 
Madrid, y en el uno y el otro caso debia asistir al acto el admi- 
nistrador de las contribuciones directas, y el empleado que acos- 
tumbraba á representarlo.H Todo esto se dispuso en real decre- 
to de 9 de diciembre de 1851. Estaba, pues, tan bien cautelada, 
por parte c ínteres del gobierno, la marcha regular de aquellas 
ventas, que hasta la sospecha, siempre iiijuriosa y gratuita, de 
un supuesto cmiieño en perjuicio de las ventas por parte de las 
curias diocesanas, quedaba enteramente escluida. 

A la acusación contra la Iglesia, la Santa Sede y los Prela- 
dos del reino, de que se ha tratado hasta aquí, se añade en el 
despacho español una confesión á cargo del gobierno. Se confie- 
sa, á saber, «que en la enajenación de los bienes eclesiásticos 
últimamcnle dispuesta el gobierno se ha desviado de ciertas 
formalidades estipuladas en el Concordato.» Para justificar, sin 
embargo, la falta, se recorre sin demora á las graves cansas 
que le han puesto «en la urgente necesidad de acelerar el cum- 
plimiento de loque se debia, según su moift de ver, al funesto 
ejemplo que se habia dado (se entiende, por la Iglesia), y á las 
exigencias de la opinión pública, justamente disgustada.a Se aña- 
den luego otras consideraciones, que, aunque indicadas ya con 
otro objeto, conviene trasladar aquí literalmente, á fin de res- 
ponder aellas mas directamente. «El gobierno de S. M., dice el 
despacho, una vez presentado á las Oirtes el proyecto de des- 
amortización, una vez votado, sancionado y promulgado, halló 
que á su ejecución se oponían... no pocos Prelados de la igleúa 
de España. Mientras algunos de ello.s, con laudable ejemplo de 
mansedumbre, se manifestaban obedientes á los preceptos del 
gobierno, ó esponian lo que creían mas ventajoso para la Iglesia 
y el Estado, ha habido, por desgracia, otros que, en mengua de 
su patriotismo y de sus obligaciones evangélicas, se han coloca- 
do en una situación, no solo hostil, sino rebelde y punible. Asi 
es que han obligado al gobierno de S. M. á precaver con algu- 
nas medidas de precaución mayores malas, separando algunos 
Obispos de sus diócesis, mientras pueda ser contrariada la eje- 
cución de la ley. Asi es que le han impedido ademas el dar al 
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clero, en I» renta de sus bienes la participación que ol Concor- 
dato les ofrecia.» 

La primera caiUa que , según el despacho , obligó al gobáar- 
no español á ejecutar rápidamente la enajenación de los bienes 
eclesiásticos, y á prescindir de reglas establecidas espresamenle- 
en el Concordato , fue «la exigencia de la opinión pública , joa- 
tamente djsgustad:*con el ftincsto ejemplo anterior.» Cuando se 
habla de opinión pública, no so puede menos de aludir al senti- 
do universal ó casi común de la nación. Mas, en verdad, si se 
considera que la opinión en general de la nación, eminentemente 
católica, rehuyó siempre de la idea de venta de los bienes de la 
Iglesia , de los bienes consagrados n Dios , al ejercicio de su 
culto, al socorro de los pobres; si se considera ademas que en la 
gran dilapidación de estos bienes, á que dieron lugar las prece- 
dentes vicisitudes de España, fue escasísimo cl número, guard-ada 
proporción, de los españoles que acudieron á las subastas para 
enriquecerse con ellos, y que toda aquella gran masa de bienes fue 
á concentrarse en manos de unos pocos especuladores, no todos 
nacionales, cuya avidez fue halagada por la vileza del precio, ó 
quilas también por el modo de desembolsarlo ; si se considera, 
porúltimo, que el permiso de que se hace móritoen tus artículos 35 
y 3$ del últ'uno Concordato suscitó algún descontento, csi>ecial- 
mente entre cierta dase de personas, de modo que el Padre San- 
to, persuadido de la existencia é importancia de las causas in- 
trínsecas, no titubeó en concederlo, pero no lo concedió sin re- 
pugnancia, en la previsión de I:i indicada circunstancia intrínse- 
ca, como mas atras se ha dicho, no se puede menos de esperí— 
mentar mucha dificultad en creer á la exigencia de la opinión 
pública, cuya existencia se afirma en el mencionado despacho. 
Y, en efecto, ¿cómo puede concebirse y cotKÍliarsc por un lado 
el disgusto y la exigencia de la Opinión pública, relativamente 
al pronto cumplimieatode la venta de los bienes, con la absolu- 
ta inacción de los españoles por otro lado, y con la ausencia to- 
tal de compradores, á pesar do los edictos y avisos de venta, re- 
pelidos y oonlinnados sin interrupción por espacio casi de cua- 
tro años? En fin, el razonamiento que vamos ahora á proponer, 
no pnede ser mas decisivo y concluyente. El despacho español, 
para justificar al gobierno del disgusto y de la exigencia de la 
opnion pública, no usa de mas argumento que el de atribuir su 
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origen q 1 funesto ejemplo' antecedente ; á saber: A la inercia, 
lentitud y descuido de la Iglesia y de los Prelados diocesanos 
respecto á la ejecución de la venta de los bienes dispuesta y 
permitida por el Concordato. Vahemos probado, y está á la 
vista de toda ELspaña, que no es cierto hayan existido este fu- 
nesto ejemplo, esta lentitud y esta inercia; por consiguiente, no 
podia tampoco subsistir el supuesto disgusto y la afirmada exi- 
gencia de la opinión pública; y una filiación necesaria, el dis- 
gusto y la exigencia de la op'mion pública, no han sido ni podi- 
do ser la causa bajo cuyo imperio ha tenido que apresurar la 
venta de los bienes eclesiásticos, efectuarla bajo su sola autori- 
dad, cstenderla y ensancharla á su arbitrio, y prescindir- ente- 
ramente de las reglas establecidas y pactadas en el Concordato. 

La otra causa que se alega en el despacho español para justifi- 
car todas las indicadas empresas del gobierno, y especialmente la 
de haberse separado de las reglas, y de haber, escluido al clero 
de la participación que le ofrecía el Concordato en la venta de 
los bienes eclesiásticos, es la aotitud hostil y la decidida oposición 
de no pocos Prelados del reino, añadiéndose en el mismo des- 
pacho que «era absurdo dar al clero dicha participación, puesto 
que se manifestaba tan contrario á la ejecución de la venta.» 
En verdad, no era una simple participación la que el clero, se- 
gún los términos del Concordato, debia tener en la venta de los 
citados bienes, habiéndose á su vez dispuesto que esta debia 
efectuarse esclusivamente por la Iglesia, y en su nombre, y de 
los respectivos propietarios, por los Prelados diocesanos, con la 
sola presencia en los actos de subasta de un delegado del gobier- 
no. Tampoco es cierto que lo que llama inexactamente partici- 
pación estuviese meramente ofrecida en el solemne tratadoy 
pues que se quiere y se manda aquella espresamente en él; pero 
sin que nos perdamos en estas consideraciones, es preciso com- 
parar las circunstancias de tiempo para fijar bien los hechos, y 
ver de qué parte está la razón. 

Las reclamaciones y la franca oposición de los Obispos con- 
tra la venta de los bienes de la Iglesia no tuvieron lugar sino 
después de haber presentado el ministro de Hacienda á la Asam- 
blea Constituyente el proyecto de ley sobre la general desamor- 
tización eclesiástica y civil. Los documentos son públicos, y las 
fechas hablan; antes bien este proyecto fue el que provocó laa 
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«posiciones de los Obispos, quienes no pensaron en ellas, ni 
podian haber pensado antes. Continuaron, pues, las curias de 
los Obispos en la intimación de las ventas, como estaba prescri- 
to en el Concordato. Prcscindiéndosc en aquel proyecto de las 
reglas en este prescritas, disponiéndose en él la venta de los 
bienes de la Iglesia por solo arbitrio de la autoridad seglar, y 
estendiéndola ademas á aquellos bienes cuya venta no estaba 
permitida ni mandada en el Concordato; los Obispos, obligados 
por su sagrado deber, reclamaron, protestaron, é hicieron la de- 
bida oposición. Puesta, pues, asi lucra de toda duda laposterio- 
ridad de las reclamaciones y de la oposición de los Obispos á 
aquel proyecto de ley, es cviilentisimo que estas no han podido 
ser la causa que obligo al gobierno español á acelerar, en 
uso de su arbitrio y autoridad, la ejecuciou de la venta de di- 
chos bienes, prescindiendo de io dispuesto en el Concordato, y 
escluycndo al clero de la participación que en el mismo se le 
concedía y atribuía esplicilamente eu la venta misma. 

No queremos repetir á este propósito el punto de derecho 
que hemos tocado suficientemente en otro lugar, para deplorar 
y desaprobar de nuevo las medidas violentas é injustas dispo- 
siciones dcl gobierno español , en gravísimo daño de varios ve- 
nerables é insignes Prelados del reino : nos limitaremos á afir- 
mar y proclamar, en el orden de los hechos, que los Prelados 
á que en particular se alude en el despacho tantas veces citado, 
asi en esta como en muchas otras ocasiones , han dado los tes- 
timonios mas luminosos , no solo de sabiduría y prudencia. Riño 
también de apego y sincero amor á sn ilostre patria ; que fueron 
principalmente inspirados en sus reclamaciones y protestas por 
el impulso de la conciencia y del deber que les incumbe de pro- 
teger y defender los derechos de la Iglesia , y juntamente por el 
deseo de disuadir á los representantes de la nación de adoptar 
una medida , y votar una ley que ellos, conocedores profundos 
y acaso esclusivos de las verdaderas tendencias y miras de la 
gran mayoría del pueblo , preveían que había de ser manantial 
de graves disgustos y de consecuencias deplorables; y, por úl- 
timo , que el gobierno de la Reina , al pagar aquellos actos de 
los Pastores y Principes de la Iglesia con la odiosa calificación 
de rtbeides , y con la acerba pena de apartarles de su grey, y 
de confinarles en puntos lejanos del reino , ha manifestado, fuer- 
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za es dicirlo , que ni comprende ni aprecia como debe la diferen- 
ein que hay entre los deberes que todo cristiano , y particular- 
mente un ministro del Señor, un gobernador de la Iglesia, tie- 
ne para con Dios , y los que tiene para con los hombres; entre 
la Obligación de dar al César lo que es del César, y la harto mas 
sagrada de dar á Dios lo que es de Dios. 

Oportuno es cumplir en este lugar lo que en otra parte se ha 
prometido; á saber: tributar en breves palabras la debida jus- 
ticia al respetabilisiino cuerpo episcopal español, y salir por su 
honra, inconsideradamente ofendida en el mencioiwdo desp.-ftho, 
cuando asegura que algunos de sus miembros «se mostraban, 
con loable ejemplo de mansedinnbre, obedientes á los preceptos 
del gobierno, mientras otros se han colocado en una situación, no 
solo hostil, sino rebelde y punible.» ¿De quil preceptos quiere 
hablar el gobierno español? Si se alude á disposiciones de la au- 
toridad que son de su competencia, y se reñeren á maleries y 
cosas del orden civil, no había motivo para liaccr distinciones 
entre ios Prelados. Es indudable, y el gobierno real debiera en 
80 lealtad reconocerlo, que todos los venerables miembros del 
cuerpo episcopal sin distinción, comprendidos los que en anterio- 
res reclamaciones y protestas desplegaron mayor solicitud y 
entereza, cifraron su deber en adherirse y atender á la» indica- 
das determinaciones del gobierno; esto es, á las concernientes á 
materias y cosas del orden civil. Pero si se alude á medidas y 
órdenes ilegiliinas ú incompetentes, relativas á inalcrias y obje- 
tos del orden eclesiástico, tampoco en tal caso había lugar á ad- 
mitir entre ellos diferencia de linaje alguno. Puede decirse con 
verdad que nuiguno absolutamente de los Prelados del reino ha 
manifestado connivencia ni sumisloa voluntaria con respecto á 
las disposiciones de la autoridad secular, ni en esta oí en otras 
materias de la competencia y derechos de la Iglesia. La Santa 
Sede tiene la salisfaccion de abrigar en esta parle seguridad 
completa. Por ello se complació el S.'uito Padre en tributar, en 
general, los elogios que merece, á la firmeza y al celo del epiv- 
copado español, en la alocución consistorial de 26 de julio 
de este año. Y ya que el tantas veces citado despacho olraoe 
nueva ocasión, no puede menos de repetirse aquí, y de confir- 
mar en su augusto nombre, el testimonio que se le debe do ha- 
nor y de alabanza. 
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El despacho espnriol no se limita <á justificar y detender la 
conduela del gobierno con los motivos y circunstancias basta 
ahora examinados. C.ni el designio, al parecer, de hacerlo con 
mayor fruto, añade que, si apremiado por las causas espuestas, 
tuvo que prescindir y «apartarse de algunas de las prescripcio- 
nes del Concordato, cree, sin embargo, no haber (altado en na- 
da esencial de cuan'. > se consigna en sus artículos.» Y para pro- 
bar sus aserciones, deja el camino derecho ; no se ocupa ya de 
los artículos del Concordato que al caso se refieren ; no trata 
do demostrar que wn la ley general de desamortización eclesiás- 
tica, emanada únicamente de la autoridad seglar, no han sido 
violados aquellos artículos del Concordato en que se prescribea 
reglas para la venta de algunos bienes determinados de la Igle- 
sia; y, ateniéndose á la via indirecta, pasa á declarar que «el 
derecho de adquirir la Iglesia, consignado en el arl. 41 del Con- 
cordato, no ha sido conculcado, no ha sido desconocido por un 
solo momento en las leyes y decretos emanados del gobierno y 
de la Reina.» Trascribe en seguida las palabras del art. 22 de 
la ley de desamortización, en el cual se ordena «la emisión suce- 
siva de inscripciones del 3 por 100, con arreglo al capital pro- 
ducido por la venta de los bienes eclesiásticos,» y asimismo las 
de los artículos 20 y 27, en los cuales se declara que «los bie- 
nes donados y legados, ó que se donen y leguen en lo sucesivo 
á nvano.s muertas, entre has cuales se comprende á la Iglesia, se- 
rán puestos en venta ó redención, para ser también convertidos 
en títulos de la Deuda pública,» y de aquí deduce, en su juicio 
con claridad, que «el derecho esencial de adquirir queda incúlu- 
me en la Iglesia ; que podrá adquirir cuanto se le legue ó se le 
done en rentas públicas,» y que «podrá también convertir en 
rentas públicas cuanto se le done ó se le legue en bienes raíces.» 
Reconoce después que «la ley prohíbe á la Iglesia poseer esta 
última cl.ase de bienes, y eso no porque sea la Iglesia quien los 
posea, sino porque la Iglesia es mano muerta, y se establece y 
se promulga el principio absolulo deque ninguna mano muerta 
puede poseer bienes ralees cu el territorio español.» 

Y este punto, confundiendo enteramente á la Iglesia con eor- 
poraciones y colegios privados, dependientes del Estado, no 
viendo en ellas mas derechos ni prcrogativas que aquellos de 
que son capaces los mismos colegios y corporaciones, desenyoJ- 
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viendo ndemas á su anlojo el derecho <jue «ha ejercitado siem- 
pre el poder temporal de fijar limites, condiciones y formas á la 
propiedad, con tal de no herir su esencia y naturaleza;» soste- 
niendo asimismo (pie tal derecho ese ha ejercitado siempre, aun 
con respecto á la propiedad particylar, mas resi>etable siempre 
que la propiedad corporativa, como que la primera nace del de- 
recho natural y la segunda nace de la ley, que es la que da vi- 
da á la» mismas corporaciones,» concluye que «si en España 
el poder temporal ha podido obligar, y ha obligado efectiva- 
mente, á las corporaciones municipales, benéficas y administra- 
tivas, á cambiar la forma de su propiedad, puede hacer induda- 
blemente lo mismo respecto « las corporaciones eclesiásticas,» y 
que «siendo esto de derecho humano, puede hacerlo con entera 
independencia de la Santa Sede.» De lo cual resulta, según el 
despacho, que el derecho de adquirir ha sido conservado á la 
Iglesia en toda su integridad, y que no le ha inferido ningún 
perjuicio ni quebranto la ley llamada de des.atnorlizacion. Para 
estender la prueba de esta conclusión á las disposiciones respec- 
tivas del Concordato, no titubea el mismo despacho en añadir 
qne «afortunadamente nada se dice, nada hay en este documen- 
to que contradiga la desamortización; ni uno solo de sus articu- 
lo» inilica que la Iglesia haya de poseer precisamente bienes rai- 
cea, y que los bienes raíces de la Iglesia hayan de ser en su forma 
inviolable». El principio esencial del Concordato en esta materi.s 
qnedará, pues, á salvo, siempre que se entreguen á la Iglesia, 
como se le entregarán, á cambio de sus bienes raíces, títulos de 
la Deuda, y de la Deuda privilegiada del Estado.» 

Siguiendo la» teorías del mismo documento español, consde- 
ne hacerse cargo: primero, de lo que acerca de tan gravísima 
materia se enuncia como derecho y doctrina, y después, de lo 
que se afirma como hecho relativamente al art. 41 del Concor- 
dato, comparado con la ley de desamortización. Todos los racio- 
cinios que se emplean para demostrar, cual si fuese posible, que 
aquella infausta ley ha dejado intacto el derecho que compete 
á la Iglesia de adquirir y poseer hienes inmuebles, estriban en 
la dcKtrina de que no se ataca ni perjudica ol derecho de propie- 
dad, en su naturaleza y esencia, obligando al poseedor á cam- 
biar la forma de ella por otra, no solo diversa, sino de tal mane- 
ra determinada, que no puede ser mas que una sola. 
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Así sucede cabalmente en el caso présenle, en el cual la ley 
de desamortización ha establecido que la Iglesia haya de ven- 
der forzosamente todos los bienes ralees , y convertir su valor 
en inscripciones inlrasferibles de la Deuda pública , y que no 
pueda adquirir ó poseer en adcluulc sino rentas procedentes de 
las inscripciones mismas. 

Sea lo que quiera de la aplicación do semejanlc principio á 
las corporaciones sujetas al Estado , y dependientes en su exis- 
tencia y forma de la anuencia y consentimiento de este ; sea 
también lo que quiera del derecho que pueda competir ú la au- 
toridad secular suprema para fijar limites , condiciones y forma 
á la propiedad de aquellas , es lo cierto, lo indudable, lo incun- 
Irov'erlible , que la Iglesia no puede ser colocada al mismo ni- 
vel , ni en la misma categoría y condición, que las corporaciones 
é institutos dcpcndienles del Estado. 

Según los principios y las máximas recordadas oportuna- 
mente en otro lugar, y de las cuales, como entonces se ad- 
virtió, no puede apartarse católico alguno sin renunciar mas ó 
menos csplicitamcnlc á la fe y creencias de sus padres, la igle- 
sia es una sociedad perfecta, instituida por Dios,'y debe subsis- 
tir como tal hasta la consumación delossiglos. Tiene, por tanto, 
derecho para adquirir y poseer bienes temporales c independien- 
temente del consentimiento y de los concesiones de los prínci- 
pes y autoridades seglares. Y no siendo humano este derecho, 
sino divino, y también natural, como intrínseco ú inherente á la 
naturaleza de toda sociedad perfecta, es al propio tiempo libre, 
absoluto, y no está sujeto á ninguna potestad humana. Por 
consiguiente, no solo puede no ser suprimido ni suspenso por la 
autoridad laical, pero ni siquiera restringido ni limitado en su 
aplicación ú tal ó cuál lorma determinada. Eái fuerza de ested^ 
recho, la Iglesia ha poscido constantemente, desde su primi- 
tivo origen, y aun en medió de persecuciones, propiedadesy bie; 
nes inmuebles que todas las naciones respetaron y consideraron 
como sagrados é inviolables. Declarar, pues, que la Iglesia es 
Incapaz de adquirir y poseer tales bienes, y dis(x>ner que sean 
vendidas sus propiedades actuales para convertir esclusivamen— 
te su, valor en rentas del Estado, no es, en sustancia, sino la 
usurpación de un derecho natural y divino, cl despojo de una 
propiedad legítima, sagrada c inviolable. Puesta en clarode cslq 
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modo la falsa aplicación qoe se hace á la Iglesia del principio en 
que se fundan coinplelamenle los mencionados raciocinios del 
despacho español, no luty que apelar á nuevos argumentos para 
combatir cuanto allí se dice en la esfera del derecho, para de- 
mostrar i inferir que la ley, llamada de desamortización, no ha 
lastimado en manera alguna el derecho de adquirir y poseer 
bienes raices, el cual goza la Iglesia. • 

Y sentado todo aquello que ya en otra parte, y después 
de la serie de los hechos , se ha indicado respecto al espíritu 
que guio y dirigió á los dos altos contratantes al convenir en los 
pactos relativos á la materia , y respecto especialmente al sen- 
tido literal do todo el art. 33 del Concordato , podria evitarse 
la molestia de todo ulterior exámen acerca de cuanto se añade 
en el despacho español á fin de probar oque el derecho de 
adquirir , propio de la Iglesia , y reconocido por el art. 41 
del Concordato , no ha sido hollado ni infringido un solo mo- 
mento (tnr las leyes y decretos emanados del gobierno de la Rei- 
na. » Sin embargo, no será del todo inútil hacer algunas bre- 
vísimas indicaciones, aunque sea por no dejar pasar totalmente 
madvertidas semejantes aserciones, lanzadas con tal franqueza, 
que , ó decir verdad, no puede menos de causar el mas estraño 
asombro. Y sin mas , basta y sobra al intento la material con- 
frontación del citado art. 41 dol Conoordato con otro de la ley 
de desamorlizocion. El primero , trascrito ya en otra parle , fue 
redactado de este modo: «Ademas, la Iglesia tendrá el derecho 
de adquirir , por cualquier titulo legitimo , nuevos bienes ( no- 
vas pnssessionrs ) , y su propiedad, eu todo lo que posee actual- 
mente ó adquiriere en adelante , será solemnemente respetada.» 
El segundo está concebido en estos términos: «Las manos muer- 
tas, enumeradas en el art. l.° de la presente ley,» entre las que 
viene comprendida la Iglesia, «no podrán en lo sucesivo poseer 
predios rústicos ni urbanos, censos ni cánones.» En el uñóse 
mantiene, expressis verbis, á la Iglesia el derecho de adquirir 
bienes inmuebles y casi inmuebles, comprendidos entrambos 
bajo la palabra genérica possessiones. En el otro, expresit vtr- 
bis, se privadla Iglesia del mismoderecho, prohibiéndola poseer 
predios rústicos y urbanos, censos y cánones, ó sean bienes in- 
muebles y casi inmuebles. En el uno se declara solemnemente 
inviolable la propiedad que la Iglesia actualmente posee y ad'{uí- 
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riere en lo sucesivo; es decir, la propiedad ya indicada de bienes 
inmuebles y casi inmuebles. En el otro, como aparece del pe- 
ríodo po<ío antes citado de la ley, se obliga á la Iglesia á vender 
y convertir en títulos de la Deuda consolidada el valor de los 
bienes inmuebles y casi inmuebles que posee ahora ó que 
puedan sobrevenirle en lo sucesivo por donación ó legado. Si de 
esta suerte el articulo de la ley de desamortización no conculca 
ni infringe el derecho de adquirir, tal como se halla reconocido y 
ganantido por el art. 41 del Concordato, no podria concebirse de 
qué otra manera mas eficaz y directa hubiera podido infringirlo 
y conculcarlo. 

De esto es fácil deducir con qué fundamento, ó sombra á lo 
menos de verosimilitud, el despacho español se haya aventu- 
rado á asegurar, sin vacilación ni duda alguna, que «en ningún 
articulo do la referida solemne convención se dispone que la 
Iglesia debe poseer bienes ralees, ni que estos deban ser respe- 
tados en su forma.» Después de cuanto ahora, y aun mas cs- 
lensnmente en otras partes, se ha dicho y espuesto, parece ab- 
solutamente increíble un aserio de tal monta. Y mucho mas in- 
creíble parece lo queel mismo despachoañade; A saber: que para 
convencerse de semejante verdad bastaría recorrer uno por uno 
lodos los artículos del Concordato que tratan de la propiedad y 
de los bienes. Pero ¿cuál es el sentido natural, obvio , impres- 
eindiblc, del ya citado art. 41? ¿Qué se entiende, ó ha podido ra- 
cionalmente entenderse, perlas palabras novas posse.sf iones, que 
establecen la materia y el objeto del derecho que se reconoce á 
la Iglesia? Y prescindiendo, sin embargo, de estas palabras, es 
de todo punto innegable que el artículo reconoce y garantiza en 
general á la Iglesia el derecho de ."«Iquirir por cualquiera Ululo 
legitimo ; es decir , de esos títulos que son admitidos y san- 
cionados por derecho universal , y que son , por lo tanto, 
los mismos en todas las naciones , en todos los pueblos. El 
derecho, por consiguiente , de adquirir que el susodicho ar- 
ticulo asegura á la Iglesia , no está limitado á una ú otra 
clase do bienes; pero, según su letra, que no es permitido vio- 
lentar, comprende todos aquellos que pueden adquirirse por 
cualquier titulo legitimo, y, por consiguiente, comprende los 
bienes inmuebles y casi inmuebles. Y como el articulo, aludien- 
do indudablemente á esta clase de bienes, declara solcmnemcn- 
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le inviolable la propiedad que la Iglesia posee aelualmcate , y 
que pueda adquirir en lo sucesivo, de la misma manera escli-ye 
coniplclamenle que cualquier olro poder diverso y eslrafio á la 
Iglesia misma, que es la propietaria de derecho, pueda obligar- 
la á cambiar la forma de su propiciad. Véase, pues, aquí el ar- 
tículo del Concordato en el que se indica, ó, para hablar con 
mas exactitud, se establece y dispone que la Iglesia debe poseer 
bienes estables, que los bienes de la Iglesia deben ser en su 
forma inviolables. 

Yaque el despacho español invita a ello, recórranse al vuelo 
los otros artículos del Concordato que hablen de propiedad y 
de bienes, y la conclusión no po<lr.á menos de estar do acuerdo 
con todo cuanto hasta ahora se ha dicho, como ya se vió al oxa' 
minar otro punto parecido. En realidad, ¿no se habla por casua- 
lidad de los bienes raices que debo poseer la Iglesia, y debe ¡x>- 
seerlos en esta misma especie, cuando en el primer párrafo 
del art. 38, destinándose como parte de la dotación del culto y 
clero los bienes devueltos por la ley de 1815, y los otros de las 
encomiendas y maestraxgos de las cuatro lirdenes religioso-mi- 
litares, se dice literalmente que la indicada parte de dotación 
debe resultar de las rentas anuales y frutos naturales de los mis- 
taos bienes? ¿Y no se da á entender claramente lo mismo cuan- 
do, después de haber asignado los fondos necesarios para la su- 
sodicha dotación, se declara espresamente en el art. 40 que nto- 
dos los espresados bienes pertenecen en propictiad á la Iglesia, 
y que en su nombre se disfrutarán en usufructo y administrarán 
por el clero?» 

Pero dejando á un lado, en obsequio de la brevedad, otras 
reflexiones del último párrafo del art. 38, cuyo sentido, estable- 
cido con tanta evidencia á su tiempo, no admite ya duda, asi co- 
mo del párrafo cuarto del art. 35, nace un razonamiento, que es- 
plica siempre mejor la inteligencia de los artículos del Concor- 
dato en que se trata de propiedad y de bienes, y cscluye al 
mismo tiempo absolutamente el derecho que, según los térmi- 
nos dcl despacho, pretende tener el gobierno español; es decir, 
á cambiar la forma de la propiedad de la Iglesia. 

Y' el argumento puede usarse con toda oportunidad y efica- 
cia, puesto que el mismo despacho sostiene el pretendido dere- 
cho, dando hipotéticamente porbuenalaintcrpretacionde la San- 
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ta Sed« sohre el rcrcrido úllimo párrafo del art. 38 dé la con- 
vención. Por lo lanío, el Padre Sanio, de complelo acuerdo, ó 
mas bien á inslancias espresas del gobierno de S. M. C., 
atendiendo, no solo á las circunstancias actualc.s de los bienes 
de las comunidades religiosas de mujeres, de los restos de lasde 
varones suprimidas de hecho, y de los otros no devueltos por 
la ley de 1845, ni destinados ya á la dotación del clero, sino 
ademas á la evidente utilidad que resultaria á lalglesia, dis- 
puso, en la plenitud de sus poderes , que dichos bienes fuc- 
,«en enajenados i>or la Iglesia misma, y que el valoró pro- 
ducto en capital que resultase de la venta se convirtiese en 
inscripciones intrasfcriblc* de la Deuda pública del Estado. Y 
semejante disposición fue csplicilamenle inserta en los artícu- 
los 35 y .38 del Concordato. Ahora bien; si para cambiar la for- 
ma, en vista de las especiales oircunstancias , unidas con la 
evidente ventaja do la Iglesia, de una parle determinada de su 
propiedad, fue necesario recurrir á la autoridad suprema de la 
Santa Sede, y esta necesidad fue reconocida formalmente en el 
Concordato por la otra parle contratante, es fuerza inferir que, 
en el sentido de aquel solemne documento, lo restante de la pro- 
piedad de la Iglesia debía conservarse en la misma especie de 
bienes ralees, y que el gobierno español no tenia ningún dcrc- 
oho para cambiar su forma por medio de la venta y de la conver- 
sión en rentas del Estado. 

Y si el gobierno de aquella época no podia hacerlo con res- 
pecto á una liarle menos importante de los mencionados bienes, 
no estaba ciertamente en su derecho, ni ha podido hacerlo el 
gobierno presente respecto á todas las propiedades que la Igle- 
sia posee ó adquiera en lo sucesivo en España. Pero ¿quién po- 
drá creer que el gobierno español hubiera querido aprovecharse 
y valerse, para su propósito, de esta misma disposición de la 
Sede apostólica? Asi es, sin embargo, y el despacho, que con 
tanta confianza convida á recorrer los artículos del Concordato 
en que se habla de propiedad y de bienes, para convencerse de 
que el principio esencial en la materia de que se trata queda á 
salvo siempre que en cambio de sus bienes se entreguen á la 
Iglesia los títulos de la Deuda privilegiada del Eslado, con la 
misma confianza, apelando á los mismos artículos , continúa 
discurriendo del modo siguiente : 
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hAI mismo tiempo que en uno de ellos se declara inviolable 
1* propiedad de la Iglesia, en otros se manda enajenar los bienes 
estábil», y convertir su producto en rentas públicas; por consi- 
guiente, á juicio de la Santa Sede, la inviolabilidad de la pro- 
piedad de la Iglesia no desaparece con la enajenación de sus 
bienes raices; por consiguiente, á juicio igualmente de la Santa 
Sede, la propiedad de la Iglesia queda salva «5 intacta aunque 
se convierta en cédulas de la Deuda del Estado.» 

Es muy fácil descubrir el equívoco vicioso, y deshacer el 
nudo de semejante especie de argumentación, con solo que se 
distingan y se establezcan bien dos cosas ; á saber; el principio 
por el cual se declaró en el art. II del Concordato inviolable la 
propiedad presente y futura de la Iglesia, y las causas por qué 
en los 35 y 38 se dispuso la venta y conversión en titulas del 3 
por 100 de una determinada parle de los bienes de la misma 
Iglesia. El principio de la indicada declaración proviene y de- 
riva directamente del origen, índole y destino de los bienes mis- 
mos, los que, perteneciendo, corno se ha dicho en otro lugar, 
por derecho de propierlad á la Iglesia independientemente de 
toda concosion y oonscntimicnto dcl princq>ado civil, y disfru- 
tándose únicamente como en administración y usufructo por las 
corporaciones ó individuos del clero, no pueden ser vendidos, 
cambiados ó convertidos en cualquiera otra renta sin el permi- 
so ó autorización del Supremo Jefe de la Iglesia, ó tamiüen de los 
Obispos, en los limites de las facultades que Ies conceden las 
disposiciones canónicas. Este es el sentido en que en el citado 
art. 41 se ha declarado la inviolabilidad de la presente y fnlura 
propiedad de la Iglesia, y no se ha lenido jamás la intención de 
establecer y declarar que los bienes y las propiedades eclesiás- 
ticas son de tai manera inviolables, que no puedan, ni. siquiera 
con oí i>ermiso y anuencia de la suprema autoridad de la Igle- 
sia, venderse, permutarse y convertirse en otros capitales y en 
otras rentas. 

La aplicación al c-aso en cuestión de las evidentes teorías re- 
lativas á los derechos propios y osclusivos dcl sumo Jerarca ih 
la Iglesia , no puede parecer nueva ni aventurada al gobiertM 
español . que debe, por una parte, admitir y reconocer en dere- 
cho, como católico, la e.xistencia y esencial diferencia en el ur- 
den universal de las cosas de dos potestades supremas , y qua 
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ha aBrmado , por otra , en su despaulio, que ucl podef temporal 
ha ejercitado siempre en España el derecho de fijar limites, 
condiciones y formas á la propiedad, no solo corporativa, sino 
también particular, aunque esta nazca, como allí se advierte, del 
derecho natural.» Ein una palabra: para no detenerse mas en 
materia tan llana, la declaración de inviolabilidad contenida en 
el art. 41 del Concordato, respecto de la propiedad presente y 
futura de la Iglesia, tiene por objeto precaverla de toda viola- 
ción y usurpación de brazo y [loder eslraños al legitimo der&> 
cho que oonipcic á la propiedad misma ; y la obligación que de 
aquí nace recae positivamente sobre una de las altas partes 
contratantes; á sabor: la potestad temporal. 

En ñn; por lo mismo que la plenitud de facultades de que, 
en virtud de su primada de auloridad y jurisdicción sobre |a 
Iglesia entera , goza el Sumo Pontífice respecto de personas y 
cosas eclesiásticas, fue concedida para la edificación y provecho 
déla Iglesia misma, y no para su daño y destrucción; tiene y de- 
be de tener en suaula el Supremo Jefe de ella, en el uso de aque- 
llas facultades, la existencia y gravedad de las causas que re- 
clamen y justifiquen su ejercicio, y ante lodo la utilidad de la 
Iglesia. Por estas causas fue cabalmente inducido el Siuito Pa- 
dre ú permitir y disponer la venta y conservación en títulos de 
la lleuda del Estado de una parte determinada de los bieoes 
cclesiaslicos de flspaña. 

No habría ciertamente consentido ni autorizado tal cosa, á no 
haber estado previa y fundadamente persuadido de la existaocia 
é importancia de (ales causas, y de la utilidad ovideiite que ha- 
bla de traer á la Iglesia la trasforinaciou de dichos bienes. Por 
esta razón quiso que de todo ello se hiciera espresa mención on 
los artículos 35 y 3S del Concordato. Abora se entenderá c¿mo 
y por que, «mientras en ano de sus artículos se declara inviola- 
ble la propiedad de la Iglesia, se ordena en otros enajenar suí 
bienes raíces, y convertir sn ptpduclo en rentas públicas.» Aho- 
ra se comprenderán también claramente la oportunidad y ol 
fruto con que el despacho español intentó prevalerse de aquella 
coincideacia para deducir que, «á juicio déla Santa Sede, la ii»- 
víolabilidad de la propiedad de la Iglesia no desaparece con la 
enajenación de sus bienes mices;» y que, «á juicio también de la 
Sonta Sede, queda incólume la propiedad de la Iglesia, auncuando 
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se convierta y se cifíe en papel de la Deuda del Estado.» Queda 
á salvo la propiedad, y no se viola ni quebranta el derecho» 
cuando las venias, permutas y conversiones toman origen , fuer- 
za y fundamento en el consentimiento y aprobación de la legíti- 
ma autoridad eclesiástica; pero se menoscaba y conculca el de- 
recho, se desnaturaliza, se viola, se usurpa la propiedad de la 
Iglesia, si las medidas de venta ó conversión en otras rentas 
emanan únicamente de mano y autoridad eslrañas al derecho 
inherente á la propiedad misma. 

No lejos de su término vuelve todavía el despacho español 
á acriminar en vehementes términos á la Santa Sede; y á pesar 
de la convicción que tiene, según dice, «el gobierno de S. M. C. 
de haber dicho lo bastante para que las naciones católicas reco- 
nozcan la razón que le asiste,» añade, sin embargo, que «no 
concluirá sin manifestar el profundo sentimiento con que el áni- 
mo sinceramente católico» del mismo gobierno «ve empeñada á 
la Santa Sede en una lucha donde, aun concediéndole cuanto 
pretende, solo se trata de intereses materiales y mundanos. Lo 
cual, según advierte, «es tanto mas injusto, cuanto que la mis- 
ma Santa Sede pugnacon una nación sobrado generosa quizás, 
que paga á su clero 179.915,173 rs. anuales, con una nación 
que tolera el escándalo de que en muchas de sus provincias no 
baste el producto íntegro de los impuestos para cubrir las atencio- 
nes de la Iglesia...)^ «Encambio, continúa el despacho, la Santa 
Sede formula graves cargos al gobierno de la Reina porque en 
el presupuesto del año presente, en medio de los trastornos y de 
las calamidades que han alligido á la nación, descuenta el mis- 
mo tanto por ciento en las asignaciones del clero, que, á modo 
de pasajero tributo, viene descontando de algún tiempo acá en 
los«ueldos de los funcionarios públicos, de las viudas y de los 
huérfanos de los defensores de la patria. » 

No es posible dejar de notar, antes de tomar en considera- 
ción estas últimas reflexiones del despacho, cuán ajeno es de 
la pureza de intenciones de la Santa Sede, y cuánto contrasta 
con su índole y con su carácter, el aspecto de una lucha abierta, 
bajo el cual presenta el despacho á las desagradables disiden- 
cias actuales entre Roma y Madrid... La Santa Sede no se 
empeña, no‘, jamás, en lucha alguna, ni degrada su dig- 
nidad, ni envilece su divina misión, con formas, modos yac- 


los propios de los hostilidades y altercados de esfera bastante 
inferior. 

Obligada á veces á oponerse á los actos ilegítimos de la po- 
testad temporal, atiende solo á cumplir con sus sagrados debe- 
res, condoliéndose profundamente del error de quien á ello le 
da Ocasión, y deplorando al mismo tiempo las causas que le 
imponen la triste necesidad de obrar de aquel modo. Menos 
cierto es aun que la Santa Sede esté en lucha con la generosa 
nación española, pues, antes al contrario, le repugna semejante 
idea, especialmente por intereses materiales y mundanos. La 
nación española puede á la vez vanagloriarse de tener muchos 
títulos á la benevolencia y amorosa consideración de la Sede 
apostólica, y el Padre Santo, que la mira con particular cariño, 
le quiso dar recientemente un testimonio público de su afecto 
con su citada alocución consistorial del 26 de julio de este año. 

Entrando ahora á tratar del argumento de la dotación del 
clero, que es uno, ó quizás el solo interes material y mundano 
por el que se supone haberse empeñado la Santa Sede en una 
lucha con la nación española, diremos que el despacho, tantas 
veces citado, hace ascender el importe de aquella á 179.915,173 
reales vellón (menos de nueve millones de escudos romanos); 
deduciendo de aquí la demasiada generosidad de la nación, y no 
dejando tampoco de advertir «que la dotación del clero en Es- 
paña está en porporcion mayor, mucho mayor, que en ninguna 
otra nación del mundo.» La exactitud de este aserto podria muy 
bien ponerse en duda. Dejando, sin -embargo, á un lado esta 
cuestión, que no seria aquí oportin», es cosa muy notoria que 
la dotación destinada ahora en España á la manutención del cul- 
to y clero tiene un origen de funesto recuerdo; á saber: el del 
injusto y violento despojo cometido por los gobiernos de la re- 
volución en daño de la Iglesia y del clero, usurpando y ven- 
diendo, sin sacar ni siquiera un gran provecho real para el 
Estado, su pingüe patrimonio, de- que no es mas que una 
mezquinísima indemnidad la actual dotación. Si la nación 
se halla, pues , agobiada con este peso, la culpa no es de la 
Iglesia ni del clero, sino de quien invadió y dilapidó sus ricas 
propiedades. Y la Iglesia y el clero tendrían doble motivo para 
estar satisfechos y considerarse dichosos porque la nación no 
hubiera sufrido semejante gravároen, y porque tampoco se les 
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atribuiria la causa de este, siendo, por lo contrarió, sus victimas. 
Ni debemos omitir que en realidad la c.antidad indicada qp el 
despacho no pesa en su totalidad sobre la nación, pues que entre 
los fondos señalados paca la dotación está comprendido el pro-i 
dudo de los bienes restituidos en 1845, como también el de los 
bienes que pertenecieron á las encomiendas y maestrazgos de 
las cuatro órdenes militares, y el de las limosn.xs de la Cruzada, 
que asciende anualmente á cerca de 15 millones de reales, prove- 
nientes de la Iglesia, y que cabalmente, en consideración á su 
^ origen é índole, se destinan con preferencia á la manutención dcl 
culto. Resulta, pues, que lo que queda á cargo de la nación es 
la cuota ó parte de contribución territorial necesaria para completar 
el total de la dotación del culto y clero, que forma, para decir ver- 
dad, su mayor haber. Pero estaparte, ¿pesa realmente sóbrela 
nación por la única y esclusiva razón de la manutención del cle- 
ro? La contribución territorial existía on España antes que la ley 
de 3 de abril de 1849 destínase una cuota, parte de ella, para 
completar la dotación eclesiástica, y mucho antes que esta ley 
se insertase en el Concordato y que la decretada dotación adqui- 
riese el caríetor eclesiástico de que carecía. Puede ser que cuan- 
do se introdujo en el reino el nuevo sistema tributario, y se arre- 
gló el pago de la contribución territorial, se atendiese á abrir ol 
camino y hallar los medios de proveer á la dotación del clero y 
al decoroso ejercicio del culto divino. Tam|>oco omitircmas que, 
fijada en un principio dicha contribución en doscientos cincuenta 
millmies de reales, se aumentó luego con dicho objeto en cin- 
cuenta millones mas. Sin decir, sin embargo, que, no obstante, 
el culto y clero continuaron en aquella época en el mas miserable 
abandono, h.asla el punto que un ministro do Hacienda tuvo que 
confesar públicamente en las Corles que era inmensa la deuda 
del Estado hácio la Iglesia, por no haberse satisfecho las asig- 
naciones fijadas en las leyes anteriores para la dotación provi- 
sional. Es positivo que la contribución territorial no grava á la 
nación, ni única ni principalmente, ácausa déla manutención del 
culto y clero. Es positivo también que se paga directamente y 
con lodo otro objeto al Estado, quien habiérdose apropiado in- 
debidamente el patrimonio de la Iglesia, ha tenido , por urgente 
razón de justicia, que cederle una parte, no para indeiimizarla, 
como hubiera debido, de lo que se le había quitado, sino para 
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proveer, <wmo era indispensable, al ejercicio del culto y á la sub^ 
sísleneia, aunque mezquina, del clero. Es positivo, ademas, que, 
aun en el caso de haberse proveído de otro modo á la dotación' 
d«l culto y clero, y de que ni el uno ni el otro participasen de 
le contribución territorial, esta existiria igualmente, y coS mucha 
probabilidad , en la idéntica cantidad de trescientos millones. 

Y aun cuando resultase aijun gravAmen ,á la nación cspa-' 
ñola por el pag'o de la cuota de la contribución territorial, que 
debe separarse de las rentas del Estado y destinarse librc- 
meole al clero, ¿quién no ve que semejante grarinien no podria 
compararse ni siquiera con el do los dicxmos y primicias' que 
era antes general en España, y Tormaba la parte mas impor- 
tante de las rentas eclesiásticos? No hay duda que menos quizás 
en los últimos tiempos, en que habiendo penetrado la irreligión 
en la península, se habia disminuido en algunas partes, y entre 
cierta ela.se de personas, ei respeto A las leyes de la Iglesia, la ' 
población de España, en su gran masa, lejos de rechazar, sos- 
tenía gustosa la oferta al altar y A sus mrmstroS de los diezmos 
y primicias, ya fuese porque los entregaba en frutos y no en 
dinero, modo mas ventajoso para la clase agrícultora, 6‘ porque 
los ofrecía en proporción de lo que recogia, ó ■porque en los 
años de carestía recibía socorros del clero mismo, y abundantes 
medios para conseguir mejor cosecha en la estación venidera, 
ó, en fin, porque la oferta de los diezmos y primicias la sugería 
y Animaba un sentimiento religioso, siempre fervoroso y vivo 
en la generalidard de la nación española. Sn embargó, la cuota 
de contribución territorial destinada al culto y clero, si se con- 
sidera en su repartimiento y proporción á toda la nación, c$' 
indudablemente una carga mas leve que la de los diezmos y 
primicias, A pesar de que la Iglesia y el clero no recibían sino 
la mínima parte de ella. 

Pero ¿de qué sirven estas discusiones , y todos eslos razona- 
mientos, cuando la nación española, muy lejos de creerse gra- 
vada por lo poco ó mucho que debe contribuir A la manútenciod 
del culto de Diosy de sus ministros, gime, en vez, porcT abando- 
no de aqueT, compadece y deplora altamente el estado de mise- 
ria y de indigencia en que desde casi un año yacen estos ? Tal 
es , en efecto , el objeto de las amargas qnejas que dé algún tiem- 
po á esta parle ospresa en la Asamblea , en los periódicos de ló- 
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dos colotes , y de otros modos que no le están vedadc». Este 
es , si , este es el verdadero escdadoto que eitá eufriendo la re- 
ligiosa , la magnáninu , la catdlica nacioa española , y no el 
que en algunas provincias no baste el producto total de los im- 
puestos para satisfacer las necesidad» de la Iglesia. Por cuanto 
nos duela , por cuanto nos repugne , es preciso que lo digambs: 
no podemos casi creer á nuestros propios ojos al leer semejantes 
palabras en el despacho español ; y se puede asegurar que no 
habrá habido en toda España un católica sincero que al oirlas 
ó leerlas no haya esperi mentado la mas desagradable impre- 
sión. Son ademas bien conocidas , y nada estraordinarias, las 
causas por las cuales la cuota de contribución aplicada al clero 
es mucho mayor en unas provincias que en otras , sucediendo 
en algunas partes que para satisfacer las necesidades de la Igle- 
sia no es suficiente el producto de todas las contribuciones de la 
provincia; y, por tanto , el hecho que de esto se desprende no es 
ni lia podido nunca ser motivo de escándalo para la nación es- 
pañola. La distribución irregular en el territorio de la Península, 
asi de los bienes supérstites de la Iglesia restituidos en 1845, co- 
mo de los que pertenecieron á las órdenes militares ; la diferen- 
te naturaleza, y la mayor ó menor riqueza de las tierras en las 
varias provincias dcl reino; el número desigual de eclesiásticos, 
según la diferente condición geográfica de las mismas provin-, 
cias; las exenciones y privilegios de que han gozado hasta aho- 
ra algunas poblaciones de España, y otras semejantes, son las 
causas de donde, como todos saben, proviene el hecho que se 
ha querido pintar con los negros coloix» de un escándalo para la 
nación española. Si nos figuramos una provincia, como hay sin 
duda, que no tenga ninguna finca de las restituidas en 1845, ni> 
de las cuatro órdenes militares, que al mismo tiempo sea pobre, 
de buenas tierras, y que, sin embargo, y por su misma condi- 
ción, abunde en clero; si nos figuramos otra que reúna algunas 
de estas circunstancias, y que juntamente goce de exenciones ó 
privilegios en el pago de los impuestos, se comprenderá fácil- 
mente por qué sucede que el entero producto de las contribucio- 
nes de una provincia no baste para satisfacer los haberes del 
clero; pero se comprenderá también con igual facilidad por qué 
existiendo en algunas provincias las indicadas circunstancias, 
la, cuota de oontribucion debida al clero es en proporekm muy 


elevada en unas y mínima en otras, y, por eon«gro>atlfli 
biendo en conjunto una verdadera compensación , ningún perjui- 
cio resalta ni para las provincias, á las que Ies es inditerente que 
la cuota de contribución teritorial que pagan sirva ó no para 
completar la dotación del clero de otra provincia , ni mucho me- 
nos para el Estado, á quien de uno y otro lado le queda siem- 
pre integra la parte que le corresponde de aquella contribución. 

Con el empeño de hacer resallar mas y mas las espresadas 
deducciones sobre el supuesto gravamen de la nación á causa de 
la manutención del culto y clero, el despacho español recuerda 
las reclamaciones que el encargado pontificio se apresuró á diri- 
gir al gobierno de S. M. con motivo de haberse comprendido 
las asignaciones del clero en el mismo descuento á quesehabian 
sujetado todas las clases estipendiadas por el Tesoro en los pre- 
supuestos de este año (iresentados á la Asamblea. Cuál fuese el 
motivo y el objeto principal de las referidas representaciones 
de la Santa Sede., se deduce claramente de la nota original de 
su representante , publicada últimamente con otros documentos 
del gobierno español. En ella, por lo tanto, se puso de manifies- 
to que las respectivas dotaciones y asignaciones de las diversas 
clases dcl clero habian sido fijadas y espresamente convenidas 
en el Concordato, con el pleno acuerdo de entrambas supremas 
autoridades; que, lejos de preverse el caso de una diminu- 
ción cualquiera, se habia claramente dispuesto en el art. 36 la 
posibilidad de un aumento en las asignaciones, cuando las cir- 
cunstancias lo iiermitiesen ; que, segim las últimas palabras 
del art. 37, debía cesar desde la promulgación del Con- 
cordato cualquier descuento ó retención sobre las asignaciones 
ó dotacKNi del clero, fuese cual fuese el titulo, uso , esta- 
tuto ó privilegio por el que se hallase antepormenie esta- 
blecido; que en el art. 41 se habia solemnemente declarado la 
inviolabilidad 'de la propiedad de la Iglesia, y que bajo está 
espresion, según los tórmínos del anterior art. 40, se hallaban 
naturalmente comprendidos , no solo los bienes estables , si- 
no también sus frutos y rentas anuales. Ni dejó de ha- 
cerse presente que la dotación' actual del clero en España, y 
la Obligación deaalisfiKa<rla, asumida y estipulada formalmente 
por el gobiertM de la Reinó, estaba (Undada sobre un titulo sa- 
crosanto; á saber: el de ser una pequeñísima indemnización de 
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las pérdidas que el Estado (labia caasado á U Iglesia. 

Y rccordóudosc oportunamente la completa. inmunidad que ppr 
su Índole y por las disposiciones canónicas deben gozar las renr 
tas eclesiásticas, se espuso lo inconveniente de igualar ^entera^ 
mente el .clero con las demas clases dependientes, del Estado; y 
de esto se tomó también motivo para reclamar y pedir nuevar 
mente la pronta ejecución del art. 40 del Concordato, en el que ' 
se asegura al clero la libre ó independiente administración de 
todos sqs bienes y rentas ecl^iásticas. Es, ppr lo tanto, evideu' 
te q^ue el propósito, el .motivo, y el objeto wencial y principal 
de las reclamaciones de la Santa Sede de que se queja el des- 
pacho español no fue el mismo descuento material sobre las do- 
taciones y respectivas asignaciones .del clero, sino la flagrante 
y simultúqca infracción, de. varios artículos del recientisimo , y 
solemne tratad. 0 *, .la ninguna consideración que se tenía á la dig-< 
nidad y decorpde los ministros del Señor, y la manifiesta ofui- 
sa a las leyes y disposición^ canónicas. Por lo demás, no se 
qnier,e.fúdagar en este momento cuál hubiera sido la dctci-mina- 
cion, y hasta que punto el Padre Santo hubiera creído deber lle- 
var su condescendencia si el gobierno do S. M. C., en vez.de 
infringir en este como en otros puntos el Concordato; en vez de 
perjudicar y herir sin tasa, á los derechos c inmunidades de la 
Iglesia, hubiese espneslo genuinamentc ú la Santa Sede las pre- 
sentes oajamidndas y criticas circunsbuicias de la nación ,. y hu- 
biese intplorado á la misnm la providencia que no lia tenido difi- 
cultad en tomar por su solo arbitrio y autoridad. , j. 

Y, por otra parte, á fin de combatir, y destruir cada voz mas 
la acusación que en los referidos últimos pasajes. del documento 
español se ha querido reproducir con mas calor y eficacia, viene, 
finalmente,. á propósito aquella brevísima y ligera reseña que se 
Ita prometido en otra parte sobre, la benevoloncU práctica y li- 
beral indulgencia de la Iglesia y de la Santa Sode con respecto 
á España en las cuestiones. económicas y administrativas, ó de 
intereses materiales y mundanos. Ni os del coso .repetir el iisu que 
en todas las circunstancias principalmente hicieron el alto clero 
y Prelados del reino de las riquezas eclesiásticas, ni tos inmen- 
sos sacrificios qoe se impusieron, y las magnánimas liberalida-' 
des que en todas las ecurrencias prodigaron en beneficio de la 
nación, para- sosten dcl trono, para Socorro del Erario público. 
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Lós monumentos de su religioea munifícenda,' de su ctritaUvB 
liberalidad y de su noble desinterés, están á la vista de todos. 
No existe tal vez ana diócesi en la Peníosala que no tenga Leaa^ 
píos, parroquias, ñseminarios, colegios, academias,.. hospitales, 
* hospicios, iabrieas, puentes, caednos y otros es lablociinien los so< 
mojantes, obras do beneficencia, de utilidad y comodidad públi» 
fñ, cuya existencia, recorriendo la historia, no se > remonto ó no 
sea debida á los generosos legados de algún Prelado, ó, en ge-> 
neral , al liberal empleo' do las' riquezas dol clero. Y si se 
deseara aun un testimonio vivo y patéale, bastará interrogar 
á las diferentes clases del pueblo, que, fieles depositarías de las 
tradiciones de tus padres; no se cansarían de encomiar ios onti* 
guos y recientes beneficios de la Iglesia y del clero, y que, al 
llorar y lamentar la actual pobreza de este y de aquella, ao po- 
drian menos de decir quo lamentan y lloran la suya propia, t 
' Poro no se hable mas de todo esto , como notorio y bien co- 
nocido , especialmente por el gobierno esi>añol , y resérvese una 
sola palabra en defensa de la Santa Sede con las referidas injus- 
tas inculpaciones contenidas en d susodicho despacho. Para de< 
mostrar; no obstante , ouál sea realmente el espíritu que la ani» 
ma , cuál la regla de su conducta «en las cuestiones econúmi- 
cas y administrati\’as , » y cuál su tendencia «á luchar {lor inte- 
reses materiales y mundanos, ó no se rcouorden, ni las concesio- 
nes apostólicas que- apliearon á la corona y al Estado la ma- 
yor parte de las décimas eclesiásticas , dejando lu mas pequeña 
á la Iglesia y al clero ; ni las Bulas y Breves en virtud de los 
cuales la corona y el Estado mismo disfrutaron y dispusieron 
por muchísimo tiempo de las limosnas de Cruzada; ni los nrlkni- 
ios'del Concordato celebmdo con España en 1737, por el que la 
Santa Sede, á consecuencia de las vivas y repetidas inslanoias del 
Rey Católioo, permitió que se impusieran sobre los bienes ecle- 
siásticos las nñsmas cargas y gravámenes que se imponían sobre 
los bienes laicos; ni ios otros artículos de la siguiente coo\M!ncion 
de 1753, en la qne la Santa Sede, accediendo igualmente á las 
incesantes y eficacísimas soIic¡lud« de la real corto, - enriqueció 
al monarca de España con inmensos privilegiiOs, induigcmeias y 
lávores, y renunció á las grandes rentas que producían á la da- 
taría y cancillería apostólica; ni los actos pontificios que mas de 
una voz, por las imperiosas necesidades de la nación, sometieron 
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al clero al pa^o de ostraordinarias contribaeiones en auxilio del 
Erario páblico; ni la facultad qoe, á petición siempre de la co- 
rona y del gobierno español, se concedió ó principios de este si- 
glo para disponer, bajo algunas condiciones, de muchos bienes 
de las capellanías eclesiásticas; ni, por último, se recuerden tan- 
tas otras gracias con que la Santa Sede hiao esperimentará Espa- 
ña, mucho mas que á otras nacionescatólicas, los ilimitados ejem- 
plosdesu incomparable benevolencia y desinteresada indulgencia. 

‘ Apóleso únicamente á un hedió de notoriedad pública, de 
•reciente memoria, de fresquísima data; al hecho ■ que se halla 
consignado en el arl. 42 de la última solenme convención, por 
el'que el Padre Santo, á instancia de S. M. C., á fin de atender 
á la tranquilidad pública, habia llegado «á decretar y dedarar 
que los que durante las pasadas circunstancias del católico reino 
hubiesen comprado bienes eclesiásticos, al tenor de las leyes ci- 
viles á la sazón vigentes, y estuviesen en posesión de elioe, así 
como los que hubieran sucedido, ó estuvieran para suceder, á los 
mismos compradores, no serán en ningún tiempo ni manera mo- 
lestados por So Santidad ni por ios Pontífices romanos ^ suce- 
sores; antes bien, así ellos como sus causa-habientes, disfrutarán 
segura y pacíficamente de la propiedad de dichos bienes, así 
como de ios emolumentos y rentas de los mismos bienes.» 

Estos son los hechos y los obsarvadones que la Santa Sede 
se ha visto, como se indicó al principio, en la desagradable ne- 
cesidad de contraponer al despacho circular tantas < veces citado. 
Con solo que el gobierno español fije desapasionadamente su 
alcndon sobre cuanto se ha espuesto, no podrá menos de reco- 
nocer el lenguaje puro de la verdad y de la razón... Y> siguien- 
do ios impulsos de una y otra, no podrá dejar de sentirse dis- 
puesto á poner por. obra todos aquellos medios qoe están á su 
alcance para reparar los graves males que desde algún tiempo 
afligen á la Iglesia en< España. Esto< espera con-tconfianza y 
anhela con sus votos el augusto Jefe de esta, siempre animado 
de la mas viva solicUud y de especial y paternal benevoiencra 
hacia la católica nación española. 

' Secretaria de Estado % de diciembre de 1855. ■ . , 
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